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Honorables Congresistas, 

Siendo interés de esta Administración de la Contraloría General de la 
República ‒cgr‒ el contribuir, desde el ámbito de sus competencias, al 
logro de la paz entre todos los colombianos, es a partir de la expedición 
del Decreto 2037 de 20191, que la Unidad Delegada para el Posconflicto 
se transforma en Contraloría Delegada, como muestra de nuestro com-
promiso con el seguimiento a los recursos del posconflicto.

Llegando al quinto año de implementación de los Acuerdos de Paz, 
continuamos el seguimiento del cumplimiento de las responsabilida-
des fijadas a los diferentes sectores y entidades a quienes se les asignó 
tareas en el Plan Marco de Implementación ‒pmi‒, con la ventaja de 
contar este año con un equipo de trabajo más robusto, que nos permite 
amplificar la vigilancia.

Es así que, esta quinta versión del informe, continúa guiándose por 
la metodología instaurada para el informe del año anterior, enfocado en 
el año 2020 y los primeros meses del 2021, y contando también como 
novedad con una herramienta importantísima para el análisis de la in-
formación: el Modelo de Analítica de Datos de Posconflicto y Víctimas, 
desarrollado en conjunto por la Dirección de Información, Análisis y Re-
acción Inmediata ‒diari‒, y la Contraloría Delegada para el Posconflicto.

Adicional a esto, este informe cuenta con los análisis derivados de 
manera directa de los resultados de auditorías realizadas durante la 
vigencia mencionada, en donde se resalta el trabajo realizado por esta 
Contraloría Delegada de la mano de las Contralorías Sectoriales.

Desde el trabajo de la Contraloría Delegada para el Posconflicto ‒
cdp‒, y de la interrelación con las demás Contralorías Delegadas Ge-
nerales y Sectoriales, además de las reuniones concertadas con los 

1	 Diario Oficial, n.° 51.130, de 7 de noviembre de 2019, disponible en [http://www.
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2037_2019.html].
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diferentes sectores involucrados en el posconflicto, hemos recogido 
la información aquí consignada, seguros de que el papel de la cgr es 
fundamental para el cumplimiento de los Acuerdos de Paz.

Esperamos que el Informe sirva al Honorable Congreso de la Repú-
blica para el ejercicio de sus labores de control político en materia de 
la ejecución de la política de paz del actual Gobierno y para la funda-
mentación de los diagnósticos que soporten el diseño y aprobación de 
las nuevas normas de su competencia que sea necesario tramitar para 
la correcta ejecución del Acuerdo.

Carlos Felipe Córdoba Larrarte
Contralor General de la República



Introducción

La Contraloría General de la República –cgr–, en cumplimiento del ar-
tículo 3.° del Acto Legislativo 1 de 20162, presenta el v Informe de se-
guimiento a la ejecución de los recursos y al cumplimiento de las metas 
del Acuerdo Final para la terminación del conflicto. El análisis presen-
ta los principales avances y obstáculos en cada uno de los puntos del 
Acuerdo Final ‒AF‒, e identifica los riesgos más relevantes en materia 
de financiación, ejecución presupuestal y en la implementación de las 
políticas públicas que conforman esta política pública transversal.

El periodo de seguimiento del presente informe, cobija desde la fir-
ma del AF (2016), hasta el 31 de marzo de 2021. El análisis cubre las 
seis fuentes de financiación dispuestas para la implementación: pgn, 
sgp, entidades territoriales, cooperación internacional y privados, los 
seis puntos del Acuerdo: 1. Reforma Rural Integral, 2. Participación po-
lítica, 3. Fin del conflicto, 4. Solución al problema de las drogas ilícitas, 
5. Acuerdo sobre las víctimas, y 6. Mecanismos de implementación y 
verificación, los enfoques transversales: étnico y género, una cobertura 
institucional de 61 entidades del orden nacional y territorial de 170 
municipios pdet.

Sobre la base conceptual de los ciclos de política pública y las cate-
gorías de cadena de valor de la metodología de seguimiento al pmi de la 
cgr, se actualizó y solicitó información sobre avances y obstáculos en 
el cumplimiento de los acuerdos a las entidades asociadas a la imple-
mentación, para el periodo comprendido entre el 1.° de enero de 2020 
y 31 de marzo de 2021, por medio de formularios diligenciados por las 
entidades durante el mes de marzo del presente año.

2	 Diario Oficial, n.° 49.927, de 7 de julio de 2016, disponible en [https://www.suin-juriscol.
gov.co/viewDocument.asp?id=30021746].
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Así mismo, dando continuidad a la metodología de la cgr, se contó 
con el análisis de diversas fuentes de información como lo son el spi 
del suifp, siif Nación, gesproy, ciclope, smsce, secop i, secop ii, siipo, 
sispnis, siipo, entre otras. De la misma manera, se llevó a cabo rendi-
ción de información a las entidades responsables de la implementa-
ción del AF del nivel nacional, en el Sistema de Rendición Electrónica 
de Cuentas ‒sireci‒ vigencia 2020, respecto a la ejecución de recursos 
del presupuesto general de la nación y a los indicadores del Plan Marco 
de Implementación ‒pmi‒. Adicional a esto, se contó con la información 
del marcador de posconflicto en el Sistema Consolidador de Hacienda 
e Información Pública ‒chip‒, implementado por la cgr en 2019 para 
identificar y analizar la información presupuestal del orden territorial.

También, se tuvieron en cuenta en el análisis los resultados de la 
coordinación intersectorial de las diferentes delegadas de la cgr, que 
tienen competencias de control frente a entidades centrales en la im-
plementación del AF, las cuales han realizado intervenciones de con-
trol fiscal, vía auditorías o estudios sectoriales.

El informe se estructura en los siguientes capítulos: i) Seguimiento 
a los recursos de la implementación del AF; ii) Seguimiento a las po-
líticas públicas del AF; iii) Riesgos; iv) Conclusiones; v) Auditorias y 
estudios sectoriales 2020 y 2021.

El capítulo de seguimiento a los recursos del AF, presenta el estado 
de la ejecución y programación por fuente de financiación y punto del 
AF, para el periodo comprendido entre el 2017 y marzo 31 de 2021. Así 
mismo, este capítulo actualiza el seguimiento a la ejecución del Presu-
puesto General de la Nación ‒pgn‒ en municipios pdet para la vigen-
cia 2020, según lo reportado por las entidades a la cgr, a través de la 
rendición sireci.

En este capítulo se actualiza: i) el análisis de la calidad de la infor-
mación de los proyectos de inversión del pgn, asociados al trazador de 
paz vigencia 2020; ii) el análisis de la ejecución de los recursos admi-
nistrados y ejecutados a través del Fondo Colombia en Paz ‒fcp‒, con 
corte a 31 de marzo de 2021; iii) el seguimiento de los recursos ejecu-
tados través del Sistema General de Regalías ‒sgr‒, del ocad paz, con 
corte a 15 de febrero de 2021, destacando los principales resultados 
del estudio sectorial y auditoria de cumplimiento realizados al ocad 
paz por la cgr en 2020. 



Introducción

33

La última sección del capítulo de seguimiento a recursos tiene el 
gusto de presentar el Modelo de Analítica para el Posconflicto, desa-
rrollado conjuntamente entre la Dirección de Información, Análisis y 
Respuesta Inmediata ‒diari‒ y la Contraloría Delegada para el Pos-
conflicto, con el propósito de aplicar técnicas de inteligencia artificial 
que permitan identificar irregularidades en el uso de los recursos fis-
cales y por medio del cual se reconocieron alertas al seguimiento de la 
contratación pública asociada al posconflicto y a los recursos del sgr.

En cuanto a los resultados del seguimiento a los recursos, si bien 
la ejecución presenta un crecimiento anual promedio del 5% desde la 
firma del AF a la fecha, el avance de la implementación aún es insufi-
ciente para cumplir con lo planeado en el Plan Marco de Implementa-
ción. Los principales riesgos reiterados o detectados son: i) Riesgo de 
desfinanciación de la implementación por la falta de lineamientos para 
el uso de recursos provenientes del Sistema General de Participaciones 
y las entidades territoriales. ii) Se reitera riesgo por desbalance en la 
ejecución de recursos en algunos pilares del AF, frente a apuestas es-
tructurales y cronogramas de la implementación: mientras el pilar 1.4 
“Educación rural” concentra el 24% de la ejecución acumulada a 2021, 
el pilar de ordenamiento social de la propiedad, que incluye apuestas 
como la implementación del catastro multipropósito, solo concentra el 
3% de las asignaciones presupuestales. iii) Aumentan las inconsisten-
cias en la identificación de proyectos de inversión asociados al traza-
dor de construcción de paz en el spi del suifp: el 31 % de los proyectos 
analizados de la vigencia 2020 no son consistentes frente al alcance 
del AF, frente a un 24% en 2019. iv) En relación a la ejecución de los 
recursos del ocad paz, se materializan riesgos asociados a la debilidad 
técnica de los municipios, además del bajo nivel de seguimiento y mo-
nitoreo a la ejecución de los proyectos que conlleva a incumplimientos, 
deficiencias de calidad y pérdida de valor de las inversiones. v) Riesgo 
de incumplimientos en la ejecución de los proyectos y en el uso de los 
recursos públicos ejecutados por privados, debido a deficiencias en el 
seguimiento y monitoreo del avance físico y financiero de las obras por 
impuestos por las entidades que coordinan este mecanismo.

El segundo capítulo de este informe presenta el balance de la imple-
mentación AF para cada uno de los seis puntos del AF: 
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En relación con la Reforma Rural Integral, si bien a marzo de 2021 
se encuentran formulados 13 de los 16 Planes Nacionales Sectoriales 
establecidos en el Acuerdo Final, solo nueve de ellos han sido forma-
lizados. Lo anterior, sumado al rezago de la formulación de los Planes 
Nacionales de Formalización Masiva de la Propiedad Rural Nacional, el 
de Zonificación Ambiental y el de Asistencia Integral, Técnica, Tecno-
lógica y de Impulso a la Investigación, a casi cinco años desde la firma 
del Acuerdo Final de Paz, evidencia que aún no se tiene una visión 
estratégica de largo plazo, que permita garantizar el cierre de brechas 
entre lo rural y urbano.

Así mismo, del seguimiento a la implementación de las iniciativas 
patr y de las hojas de ruta se evidencia que: i) No existen suficientes 
inversiones adicionales para financiar la rri a las ya programadas por 
las entidades públicas del orden nacional y territorial desde antes de 
la firma del AF. ii) Las hojas de ruta no se convierten en el instrumento 
integrador de todos los planes que confluyen en el territorio, principal-
mente de los Planes Nacionales Sectoriales, que deben estar articula-
dos con el pdet.

Los principales avances de la rri se asocian a: i) El inicio del catas-
tro multipropósito en 2020; ii) Aumento de la cobertura de energía 
eléctrica y conectividad rural y en municipios pdet; iii) Aumento del 
número de las iniciativas pdet con ruta de gestión; iv) Financiación de 
iniciativas pdet a través del mecanismo de obras por impuestos; v) La 
publicación de las hojas de ruta de Catatumbo, Sur de Bolívar y Sur de 
Córdoba. Entre tanto, los principales rezagos se relacionan con: i) El 
bajo avance de la meta trazadora de hectáreas entregadas a través del 
Fondo de Tierras; ii) Bajos resultados de la estrategia de infraestruc-
tura vial a pesar de concentrar buena parte de los recursos; iii) Bajos 
avances del pilar producción agropecuaria y economía solidaría debi-
do a baja asignación de recursos, por lo que se evidencian rezagos en 
cuanto a capital semilla y la construcción y rehabilitación de centros de 
acopio y al fortalecimiento de las organizaciones solidarias para su ad-
ministración; y iv) Desactualización de los planes de seguridad alimen-
taria lo cual limita la visión estratégica para solucionar la inseguridad 
alimentaria a nivel rural.

En relación a la implementación del pilar “Participación política”, se 
registra una tendencia decreciente en la asignación de recursos, lo cual 
contribuye a incrementar los rezagos evidenciados en cuanto al cum-
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plimiento de la implementación del Sistema Integral de Seguridad para 
el Ejercicio de la Política –sispep–, y de los desarrollos asociados con la 
reforma política y de los mecanismos de participación ciudadana. En 
cuanto a los avances de este pilar se destacan: i) El acceso de las orga-
nizaciones sociales a nuevos espacios en medios de comunicación, con 
el otorgamiento de licencias de radio difusión sonora a comunidades 
organizadas; ii) La decisión de la Corte Constitucional con la que validó 
las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz; iii) La creación de 
espacios virtuales para la formación de veedores ciudadanos en mate-
ria de control social a la gestión pública.

En cuanto al fin del conflicto, se sostiene el cumplimiento de la re-
incorporación política, económica y social, presentando una dinámica 
presupuestal estable. No obstante, existen desafíos asociados a la for-
malización de la propiedad de la población beneficiaria del programa 
de reincorporación, así como en las fases de estructuración y segui-
miento de proyectos productivos para garantizar el uso eficiente de los 
recursos y la sostenibilidad de los proyectos productivos.

Los principales avances de la reincorporación se asocian a: i) El 
cumplimiento por parte del Gobierno en relación a la financiación del 
funcionamiento del partido político “Los Comunes” y de su Centro de 
Pensamiento durante todas las vigencias; ii) La continuidad en la eje-
cución de los recursos dirigidos al pago de los beneficios económicos 
de la reincorporación temprana; iii) La aprobación del programa de 
atención especial para discapacitados del conflicto con incapacidad 
permanente y adultos mayores; iv) La aprobación de nuevos proyectos 
productivos individuales y colectivos dirigidos a garantizar la estabili-
dad y sostenibilidad de los excombatientes y sus familias.

No obstante lo anterior, respecto de las garantías de seguridad, per-
sisten obstáculos asociados a: i) Los retrasos en la formulación y adop-
ción de la política púbica y plan de acción para el desmantelamiento 
de organizaciones criminales; ii) La formulación del Plan Estratégico 
de Seguridad y Protección; c) Las deficiencias en las medidas de pro-
tección de la unp, tales como el represamiento de solicitudes, los lar-
gos tiempos que transcurren entre la solicitud, aprobación y puesta en 
marcha de las medidas y su baja cobertura en relación con la población 
de alto riesgo.
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En relación la solución del problema de drogas, si bien se sostienen 
los avances asociados a número de hectáreas sustituidas en el marco 
del Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito 
–pnis–, persisten rezagos en cuanto a: i) La baja asignación de recur-
sos al programa, retrasando la ruta de intervención y aumentando el 
riesgo de incumplimiento a las familias beneficiarias y por lo tanto el 
riesgo de resiembra; ii) Demoras en la disponibilidad de los recursos 
provenientes del impuesto al carbono aumentan el rezago de la im-
plementación de las estrategias de sustitución en pnn, sostenibilidad 
y recuperación ambiental; iii) En relación con el pilar “Solución al fe-
nómeno de producción y comercialización de narcóticos” y con el pilar 
“Prevención del consumo y salud pública”, en general se evidencia una 
baja asignación presupuestal y limitados avances de las estrategias 
que los conforman.

El punto 5, con una tendencia creciente de asignación de recursos, 
registra avances asociados al cumplimiento misional por parte de las 
entidades del Sistema Justicia Verdad y Reparación, y en cuanto a la es-
trategia atención psicosocial del pilar reparación integral para la cons-
trucción de paz. No obstante, la meta trazadora “avance significativo 
en la reparación integral de las víctimas”, presenta limitaciones para su 
medición, puesto que sus componentes no han sido determinados. De 
otra parte, aún no se adoptan el Plan Nacional de Derechos Humanos y 
Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos.

En cuanto a implementación verificación y refrendación, los mayo-
res avances se asocian a la promoción de sector privado, la coopera-
ción internacional y la continuidad del acompañamiento de la Misión 
de Verificación. Sin embargo, persisten rezagos asociados a la actuali-
zación del Plan Marco de Implementación y a la Interoperapilidad del 
siipo con otros sistemas de información, lo cual dificulta la óptima pla-
neación y seguimiento de lo trazado en el AF.

Respecto al capítulo de género, se incluye un análisis de los recursos 
reportados para este enfoque transversal por las diferentes entidades 
nacionales en sireci y un balance del cumplimiento de los indicadores 
de género en el pmi, en cada punto del AF. Las principales deficiencias 
en este caso, se relacionan con la ausencia de un reporte específico 
de género en el trazador presupuestal para la paz, lo cual incide tanto 
en la programación e implementación de este enfoque, como en el se-
guimiento fiscal, y, por otra parte, la ausencia de lineamientos para la 



Introducción

37

transversalización del enfoque ha incidido en la falta de adecuación de 
las medidas y programas del AF de acuerdo a las características de las 
mujeres y la población lgtbi.

Por último, en el capítulo étnico del presente informe, se analizan 
tanto los recursos reportados por las entidades al sireci, como las ac-
ciones y gestiones públicas realizadas para el cumplimiento de las me-
tas trazadoras del pmi, se reiteran deficiencias en logro de objetivos y 
el incumplimiento o rezago en temas estructurales para los pueblos 
étnicos. En particular, el trazador presupuestal para la paz continúa sin 
dar cuenta de la programación y ejecución de recursos para el cumpli-
miento del capítulo étnico.





Capítulo primero
Seguimiento a los recursos de la implementación del 

Acuerdo Final, ejecución 2017 a marzo de 2021

En cumplimiento de lo estipulado en el artículo 3.° del Acto Legislativo 
1 de 20163, la cgr realiza seguimiento a la ejecución de los recursos y 
cumplimiento a las metas del Acuerdo Final –AF–. La primera sección 
de este capítulo presenta el estado de la ejecución y programación de 
los recursos de la implementación del AF por fuente de financiación 
y punto. El análisis se desarrolla para el periodo comprendido entre 
2017 y 31 de marzo de 2021, respecto a lo planeado en el mfmp 2017-
18 y el Plan Plurianual de Inversiones para la Paz –ppi– de Paz del Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022.

Frente al ppi de Paz, el abordaje es general toda vez que el Pacto 
de Construcción de Paz, no incluyó de manera estricta las temáticas 
del AF, ni especificó la totalidad de los indicadores del Plan Marco de 
Implementación –pmi–, como lo había contemplado el AF, y según se 
recomendó mediante el Conpes 3932 de 2018 “Lineamientos para la 
articulación del Plan Marco de Implementación del Acuerdo Final con 
los instrumentos de planeación, programación y seguimiento a políti-
cas públicas del orden nacional y territorial”4.

3	 Diario Oficial, n.° 49.927, cit.
4	 Entre los lineamientos del Conpes, se destacan: i) “El dnp diseñará cuatro propuestas de 

Plan Cuatrienal de Implementación, basadas en el pmi (una por cuatrienio), con los linea-
mientos de paz a ser incluidos dentro del respectivo pnd”; ii) “Cada una de esas cuatro 
propuestas tendrá seis subsecciones, una por cada punto del Acuerdo Final y, dentro de 
cada subsección, todos los indicadores del pmi de ese periodo de Gobierno, incluyendo 
las prioridades de género y para pueblos y comunidades étnicas. Departamento Nacio-
nal de Planeación. Documento Conpes 3932, Bogotá, 29 de junio de 2018, disponible en 
[https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3932.pdf].
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La segunda sección “Aspectos de calidad del gasto”, analiza la cali-
dad de la información de los proyectos de inversión del pgn5 asociados 
al marcador construcción de paz del spi del suifp. Así mismo, se pre-
senta una aproximación de la contribución del pgn a los procesos y 
resultados del con corte diciembre a 2020.

La tercera sección presenta el seguimiento a la ejecución de los re-
cursos administrados y ejecutados mediante el Fondo Colombia en Paz, 
con corte a 31 al de marzo de 2021. Se analizan aspectos relacionados 
con los ingresos por subcuenta, así como la ejecución vista a través de 
compromisos y modalidades de contratación. 

La cuarta sección amplía el seguimiento a los recursos ejecutados 
del sgr a través del ocad paz, a mayo de 2021. Esta sección se armoni-
za con los resultados de estudio sectorial a los ocad paz y la auditoría 
de cumplimiento al sgr realizada por la cgr en 2020.

Por último, la quinta y última sección presenta el “Modelo de poscon-
flicto” estructurado por la Dirección de Información, Análisis y Respues-
ta Inmediata ‒diari‒, junto a la Contraloría Delegada para el Posconflic-
to para el monitoreo en tiempo real de los recursos destinados al AF.

I. Seguimiento a la ejecución 

Frente a lo planeado en mfmp 20176, durante el periodo 2017-2020, el 
seguimiento de la cgr registra una ejecución de $22,4 billones de pe-
sos a precios de 2020, es decir, un 65% de lo previsto para este mismo 
periodo y un 15% de avance frente al costeo total de $146,7 billones 
a precios de 20207. Si bien la ejecución presenta un crecimiento anual 
promedio del 5% desde la firma del AF, el ritmo de la implementación 
aún es insuficiente para cumplir con lo planeado en el pmi, tal como 
se ha observado en los anteriores informes presentados por la cgr al 
Congreso de la República.

Como se observa en la gráfica, en ninguno de los años se ha ejecuta-
do la totalidad de los recursos previstos en el mfmp, por lo que a este 

5	 Fuente de mayor dinamismo en la implementación del AF.
6	 Instrumento ajustado en 2018. En 2019, 2020 y 2021 no se presentan seguimientos a la 

implementación del AF en dicho documento. 
7	 $129,1 billones de pesos constantes de 2016.
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ritmo (en promedio $5,6 billones anuales), la implementación del AF 
se lograría en 26 años.

Gráfico 1
Ejecución vs. programación mfmp 2017-2020 - programación 2021 

frente a mfmp (cifras en billones de pesos constantes de 2020)

Fuente: cálculos de la cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, 
art, Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del MinHacienda.

A. Ejecución 2017-2020 y programación 2021 AF

La mayor parte de los recursos ejecutados a 2020, se orientaron al 
punto 1 “Reforma Rural Integral” y al punto 4 “Solución al problema de 
drogas”. En 2021, el punto 1 asocia el 74,2% de los recursos, mientras 
que para el punto 4 apenas alcanza un 0,2%.

En relación a la dinámica observada entre 2017-2018 y 2019-2020, 
y lo programado en el mfmp y el Componente de Paz, se evidencia una 
disminución de los recursos orientados al punto 4 y una mayor destina-
ción de los mismos a los puntos 3 y 5. En 2021, se destaca un incremento 
de orientación de recursos hacia los puntos 3 y 5, los cuales representan 
el 11,3% y 12,5% de lo programado en esta vigencia, respectivamente.
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Gráfico 2
Ejecución 2017-2020 vs. programación 2021

por punto del AF frente a mfmp y Componente de Paz

Nota: La programación de 2021 no incluye recursos programados en el sgr, sgp ni en ET, corte 
a abril de 2021.

Fuente: Cálculos cdp de la cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, 
art, pnd 2018-2022 Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del 
MinHacienda.

Con corte a marzo de 20218 se concluye que, transcurridos cinco años 
del inicio de la implementación, es decir la tercera parte del horizonte 
de tiempo previsto de 15 años, se han apropiado y ejecutado $28,1 bi-
llones de pesos.

En las vigencias 2019 y 2020, se observa un incremento en la asigna-
ción de los recursos, destacándose que en el 2020 la ejecución alcanzó 
$6,5 billones, sin embargo, correspondió al 78% de lo proyectado en 
mfmp para esta vigencia ($8,3 billones), no alcanzando el techo mínimo.

Respecto al Componente de Paz, de $42 billones de pesos de precios 
constantes de 2020 ($37 billones precios de 2016), se han ejecutado 
$18,5 billones de 2019 al 2021, es decir, un 44% de lo previsto para 
el cuatrienio. La ejecución por pilares frente a los montos indicativos 
del Componente de Paz, demuestra que los pilares con menos recursos 
recibidos son: 5.6 “Derechos humanos” con el 3%, y 1.3 “Salud” con el 
7%; en contraparte con los pilares 6.1 “Mecanismos de implementa-
ción y verificación” con el 2.454%, 3.3 “Garantías de seguridad” con el 
1.553% y el pilar 5.1 “Justicia y verdad” con el 210%.

8	 Tomando la ejecución 2017-2020 y programación 2021.
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Cabe recordar que la programación indicativa de recursos a nivel de 
punto y pilar de las bases del pnd 2018-2022, no fue acorde en propor-
ción a la distribución de recursos del pmi, como se indicó en el tercer 
informe de la cgr (2019)9. Esta programación del pnd ha conllevado a 
rezagos en la implementación y bajo avance en algunos de los indica-
dores y metas trazadoras estructurales del AF, aspectos que se detallan 
en el capítulo de seguimiento a las políticas públicas de este informe.

Tabla 1
Ejecución 2017-2020 Programación 2021 frente a programación mfmp 

2017 (cifras en billones de pesos constantes de 2020)

referentes de
programación avances ejecución

punto del
acuerdo 

m
fm

p 
20

18
 

15
 a

ño
s componente  

de paz 
20

17

20
18

20
19

20
20

20
21

* 
(P

)

20
17

 +
 2

01
8

20
19

 +
 2

02
0 

+ 
20

21

2019-2022

1. Reforma Rural 
Integral 125,3 28,29 2,8 2,2 4,6 4,6 4,2 5,0 13,4

2. Participación 
política 4,4 0,10 0,2 0,1 0,1 0,0 0,0 0,3 0,2

3. Fin del posconflicto 2,8 0,85 0,6 0,1 0,5 0,7 0,6 0,7 1,8
4. Drogas ilícitas 8,9 0,05 1,4 1,2 0,5 0,4 0,0 2,6 0,9
5. Víctimas 5,1 4,06 0,3 0,2 0,6 0,7 0,7 0,6 2,0
6. Implementación 0,1 0,01 0,1 0,3 0,1 0,1 0,1 0,5 0,2
Por distribuir 8,67            
total 146,7 42,0 5,4 4,2 6,3 6,5 5,7 9,6 18,5

* El ppi de Paz no distribuyó el 21% de los 42 billones asignados (37 billones constantes 2016).
** En 2021 se hace referencia a programación de recursos no incluye recursos programados 
en el sgr, sgp ni en E.T.

Fuente: cálculos cdp de la cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, art, 
Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del MinHacienda.

9	 Dicho componente desconcentró recursos al punto 1 “rri”, al asignar un 67% de los re-
cursos pese a un costeo inicial que le asignaba un 85% y asignando un 0,01% al punto 4 
“Drogas ilícitas”, pese a un costeo inicial que le atribuía un 6% del total. Así mismo, quedó 
un 21% sin distribuir, dejando algunos pilares desfinanciados, como por ejemplo el de 
ordenamiento social de la propiedad.
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Tabla 2
Ejecución 2019-2020, programación 2021 por punto y pilar del AF frente 

a componente de paz (cifras en billones de pesos constantes de 2020)

pilares
componenete de 
paz cuatrienio 

2019-2022

Ejecución 
2019-2020-

2021

%
ejecución

1.1. Ordenamiento social de la propiedad 
rural y uso del suelo 716 685 96%

1.2. Infraestructura y adecuación de tierras 4.487 2.719 61%
1.3. Desarrollo social: Salud 3.720 253 7%
1.4. Desarrollo social: Educación rural 13.841 5.951 43%
1.5. Desarrollo social: Vivienda y agua 
potable 2.594 883 34%

1.6. Producción agropecuaria y economía 
solidaria y cooperativa 1.790 1.961 110%

1.7. Garantía progresiva del derecho a la 
alimentación 1.066 244 23%

1.8. Planes de acción para la transforma-
ción regional 71 475 665%

Otros 209
2.1. Derechos y garantías plenas para el 
ejercicio de la oposición política 3 45 1.332%

2.2. Mecanismos democráticos de partici-
pación ciudadana 94 78 83%

2.3. Promover una mayor participación 
en política, con seguridad 1 27 2.416%

Otros 0
3.1. Cese al fuego y de hostilidades bilate-
ral y dejación de armas 1

3.2. Reincorporación de las farc-ep a la 
vida civil 793 1.005 127%

3.3. Garantías de seguridad y lucha contra 
las organizaciones criminales 53 827 1.553%

Otros
4.1. Programa Nacional Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito (pnis) 45 724 1.597%

4.2. Prevención del consumo y salud pú-
blica 3 7 214%

4.3. Solución al fenómeno de producción 
y comercialización de narcóticos 7

Otros 168



Seguimiento a los recursos de la implementación del Acuerdo Final

45

5.1. Justicia y verdad 743 1.564 210%
5.4. Reparación integral para la construc-
ción de paz 2.100 378 18%

5.6. Derechos humanos 1.212 37 3%
Otros 14
6.1. Mecanismos de implementación y ve-
rificación 6 139 2.454%

6.2. Capítulo étnico - 5
6.3. Componenete internacional de verifi-
cación de la csm - -

6.4. Componente de acompañamiento in-
ternacional - 30

6.5. Herramientas de difusión y comuni-
cación - 24

T.G. 1.1. Capítulo de género - 27
Otros - 23
Recursos por distribuir 8.669 0%
total 42.010 18.510 44%

*	 El ppi de Paz no distribuyó el 21% de los 42 billones asignados (37 billones constantes 2016).
**	 En 2021 hace referencia a programación de recursos, no incluye recursos programados en 

sgr, sgp ni E.T.

Fuente: Cálculos cdp de la cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, 
ART, Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del MinHacienda.

B. Ejecución y programación de recursos
por fuente de financiación 

Sobre el comportamiento histórico del cumplimiento del mfmp, se evi-
dencia que en ningún año se ha cumplido con lo programado, presen-
tándose rezagos de $8 billones de pesos en 2017-2018, $4 billones en 
2019-2020 y $3 billones para lo programado en el 2021.

El pgn se ha constituido como principal fuente de recursos para 
financiar la implementación del AF. Como se puede evidenciar en la 
siguiente tabla, durante el periodo 2017-2020 se ejecutó un total de 
$14,48 billones, es decir el 132% de lo previsto en el mfmp. Para 2021, 
se evidencian asignaciones de $5,37 billones con esta fuente, sobrepa-
sando lo previsto en el mfmp en un 88%.
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 Después del pgn, las fuentes que más acercaron al techo estimado 
por el mfmp en dicho periodo, han sido la cooperación internacional 
(90%), y privados (73%), gracias a la dinámica del mecanismo de obras 
por impuestos. Entre tanto, la ejecución del sgr frente a lo programa-
do fue del 41%. Las fuentes con menor dinámica fueron el sgp (1%) y 
recursos propios de las entidades territoriales (19%). Cabe anotar que 
la dinámica de la cooperación internacional ha disminuido de forma 
considerable en los últimos dos años.

Tabla 3
Comparación bianual ejecución 2017-2018, 2019-2020 frente a mfmp 
y planeado 2021 frente a mfmp (billones de pesos constantes de 2020)
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pgn 6,00 4,76 79% 4,98 9,72 195% 14,48 132% 2,86 5,37 188%
sgp 5,21 0,00 0% 4,49 0,07 1% 0,07 1% 2,47 0,00 0%
sgr 3,29 1,73 53% 3,58 1,10 31% 2,83 41% 1,49 0,00 0%
Entidades
territoriales 1,02 0,02 2% 0,83 0,33 40% 0,35 19% 0,41 0,00 0%

Cooperación 
internacional 2,38 3,03 128% 2,20 1,06 48% 4,10 90% 1,01 0,25 25%

Privados 0,00 0,03 0% 0,81 0,56 69% 0,59 73% 0,57 0,04 8%

total 17,90 9,57 53% 16,89 12,84 76% 22,41 64% 8,80 5,67 64%

Nota: La programación del 2021 no incluye recursos programados en el sgr, sgp ni en E.T.

Fuente: cálculos de la cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, 
art, Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del MinHacienda.

Respecto al Componente de Paz, a pesar de haber transcurrido la mi-
tad del tiempo, $23,4 billones de pesos deberán ser apropiados entre 
lo que resta de la vigencia 2021 y lo que se programe en 2022 para su 
total cumplimiento.
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El segundo informe de la cgr evidenció la falta de directrices para la 
ejecución de los recursos del sgp, lo cual dificulta los procesos de arti-
culación de las fuentes de financiación, al tiempo que afecta el porcen-
taje de recursos invertidos que llega a los beneficiarios finales de las 
intervenciones propuestas en el AF. En este sentido, la cgr ha venido 
alertando desde ese entonces sobre la necesidad de la reforma de la 
Ley 715 de 200110, para que el sgp aporte de manera efectiva a la RRI.

Tabla 4
Ejecución 2019 2020 y planeado 2021 frente a Componente de Paz 

(cifras en billones de pesos constantes de 2020)

fuente componente de paz  
pnd 2019-2022 

ejecución  
2019-2020-2021*

%
ejecución

pgn 12,80 15,09 118%
sgp 14,73 0,07 0%
sgr 5,44 1,10 20%
Entidades territoriales 1,47 0,33 23%
Cooperación internacional 4,64 1,31 28%
Privados 2,83 0,61 21%
total 41,92 18,51 44%

Nota: la programación del 2021 no incluye recursos programados en el sgr, sgp ni en E.T.

Fuente: cálculos de la cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, 
art, Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del MinHacienda.

10	 Diario Oficial, n.° 44.654, de 21 de diciembre de 2001, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1666964].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes


Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

48

Gráfico 3
Distribución ejecución 2017-2020 vs. programación 2021

por fuente de financiación

Nota: la programación del 2021 no incluye recursos programados en el sgr, sgp ni en E.T.

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, chip, gesproy, ciclope, siif, art, 
Confecámaras (empresas vigentes en territorios zomac) y traza del MinHacienda.

1. Presupuesto General de la Nación

Se destaca que de los $5,3 billones de pesos ejecutados en 2020 a tra-
vés del pgn, $3,7 billones derivaron de 124 proyectos de inversión, de 
los cuales una quinta parte ($0,91 billones) corresponden al proyecto 
de inversión “Apoyo al desarrollo integral de la primera infancia a nivel 
nacional” a cargo del icbf.

Por otra parte, se presentó una ejecución de $1,5 billones del pgn, 
a través de gastos de funcionamiento, de los cuales $0,26 billones co-
rresponden a transferencias del dapre al Fondo Colombia en Paz, lo 
que se traduce al 17% de lo ejecutado, mediante gastos de funciona-
miento en 2020.

La siguiente tabla muestra que, desde 2018 a 2020, 11 entidades 
aportan el 80% de lo ejecutado a través del pgn:
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Tabla 5
Ejecución pgn por entidad 2018-2020, total e inversión

(millones de pesos de 2020)

entidad

2018 2019 2020 total
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Instituto 
Colombiano 
de Bienestar 
Familiar 
‒icbf‒

20.954 20.954 1.052.438 1.052.438 937.677 937.677 2.011.069 2.011.069 17%

Ministerio
de Educación 
Nacional

384.173 384.173 558.771 748.229 458.494 709.443 1.401.437 1.841.845 16%

Fondo 
Colombia
en Paz ‒fcp‒

12.801 544.385 284.246 552.175 297.047 1.096.559 9%

Presidencia 
de la 
República

730.276 886.489 4.171 6.794 5.650 9.685 740.097 902.969 8%

Ministerio 
del Trabajo 14.955 14.955 228.727 228.727 526.279 526.279 769.961 769.961 7%

Jurisdicción 
Especial para 
La Paz

21.519 120.749 75.445 271.050 99.892 302.830 196.856 694.629 6%

Ministerio de 
Agricultura 
y Desarrollo 
Rural

210.415 210.415 176.311 176.311 149.562 149.654 536.287 536.379 5%

Servicio 
Nacional de 
Aprendizaje 
‒sena‒

263.784 263.784 261.788 261.788 525.571 525.571 4%

Ministerio 
de Minas y 
Energía

193.710 193.710 227.371 227.371 421.082 421.082 4%

Policía 
Nacional - 140.320 - 166.507 - 306.827 3%

Agencia de 
Renovación 
del Territorio 
‒art‒

89.916 89.916 61.489 105.623 41.824 90.563 193.230 286.102 2%

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, siif y traza del MinHacienda. 

Anexo 1: Inversión de las Entidades a la financiación del posconflicto (pgn-Inversión) 2018-
2021 y Anexo 2: Proyectos de inversión asociados al posconflicto (pgn) vigencias 2020-2021.
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En 2021, las 12 entidades que han programado el 80% de los recur-
sos planeados a través del pgn para la implementación del AF, son las 
siguientes:

Tabla 6
Planeación 2021 total e inversión

(cifras en millones de pesos de 2020)

entidad
2021 %  

part.inversión total, pgn
Instituto Colombiano De Bienestar Familiar ‒icbf‒ 924.685 924.685 17%
Instituto Nacional De Vías ‒invias‒ 636.455 636.455 12%
Departamento Administrativo Prosperidad Social 578.286 578.286 11%
Jurisdicción Especial Para La Paz 116.365 322.996 6%
Unidad Administrativa de Alimentación Escolar 301.683 301.683 6%
Departamento Administrativo Presidencia de la 
República 6.874 292.728 5%

Servicio Nacional de Aprendizaje ‒sena‒ 281.192 281.192 5%
Policía Nacional - 234.375 4%
Ministerio de Educación Nacional 230.000 230.000 4%
Fondo Nacional de Vivienda ‒Fonvivienda‒ 202.529 202.529 4%
Agencia Nacional de Tierras ‒ant‒ 147.212 152.509 3%
Agencia para la Reincorporación
y la Normalización ‒arn‒ 2.246 136.932 3%

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, siif y traza del MinHacienda. 

Respecto al enfoque de los recursos del pgn en 2020, se puede eviden-
ciar que el 70% estuvieron orientados a financiar el punto 1 “Reforma 
Rural Integral”, seguido con el 13% para “Fin del conflicto”, y un 11 % 
al punto 5 “Víctimas del conflicto”. Para la vigencia 2021 se incremen-
ta el aporte de los recursos dirigidos a la rri pasando al 74%, el 13% 
orientado a víctimas y el 12% para la financiación del fin del conflicto.
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Gráfico 4
pgn distribución por punto

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp, siif y traza del MinHacienda.

De los proyectos de inversión ejecutados en la vigencia 2020, el 73% 
($2,7 billones) se concentran en diez proyectos ejecutados por ocho 
entidades, de las cuales cuatro son ministerios (Educación, Agricultura, 
Minas y Trabajo), dos son fondos (Fonvivienda y Fondo Colombia en 
Paz) y 2 son entidades (sena e icbf).

Gráfico 5
Proyectos de inversión 2020

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en sireci, spi del suifp.

Para 2021, se registra una apropiación de $5,37 billones, de los cuales 
$4,2 billones se ejecutan por medio de proyectos de inversión, a través 
de diez entidades, de las cuales tres son ministerios (Minas, Salud y 
Educación) y entidades como el icbf, invias, ant, etc.
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Gráfico 6
Proyectos de inversión apropiados 2021

Fuente: cálculos cdp de cgr con base spi del suifp.

2. Regalías

Durante el periodo 2017-2020, el sgr aportó $2,83 billones de pesos 
a la ejecución del AF a través de recursos girados al territorio, corres-
pondientes a 201 proyectos alineados con el pmi de 462 aprobados por 
el ocad paz, por valor de $3,1 billones. Al corte de los datos para la 
elaboración del informe11, no se registraron valores programados del 
sgr, debido al atraso en la programación de los proyectos de inversión, 
como consecuencia de los ajustes en el marco de la transición a la nue-
va Ley de Regalías que rige el bienio 2021-2022. Más adelante en este 
capítulo se detalla el seguimiento a esta fuente de financiación.

3. Obras por Impuestos 

El mecanismo de Obras por Impuestos ‒OxI‒12, consiste en un incen-
tivo tributario para que las personas jurídicas contribuyentes del im-
puesto a la renta, puedan pagar hasta el 50% de este impuesto, con la 
ejecución directa de proyectos de inversión en los municipios de las 

11	 15 de febrero de 2021.
12	 Creado por el artículo 238 de la Ley 1819 del 2016, reglamentado por los Decretos 1915 

de 2017 y 2469 de 2018. Diario Oficial, n.° 50.101, de 29 de diciembre de 2016, disponi-
ble en [http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1819_2016.html].

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1819_2016.html
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zonas más afectadas por la violencia y la pobreza, en temas de educa-
ción, salud, energía, agua potable, alcantarillado e infraestructura vial.

En 2020, el artículo 800-1 del Decreto 114713, habilitó a las perso-
nas naturales o jurídicas, a realizar obras con recursos propios y en 
contraprestación, recibir Títulos para la Renovación del Territorio –
trt–, y adicionó nuevas líneas de inversión en bienes públicos rurales, 
adaptación al cambio climático y gestión del riesgo, pagos por servicios 
ambientales, tecnologías de la información y comunicaciones, infraes-
tructura de transporte, infraestructura productiva, infraestructura cul-
tural, e infraestructura deportiva. En la actualidad, existen dos formas 
de vinculación al mecanismo, Fiducia y Convenio14.

En el proceso, la empresa o persona natural manifiesta el interés de 
participar en algún proyecto del Banco de Proyectos administrado por 
la art, o solicita la inclusión de uno ya viabilizado por el dnp; el contri-
buyente ejecuta directamente el proyecto y contrata su interventoría, 
mientras que las entidades sectoriales son las responsables de hacer 
el seguimiento a la ejecución de los recursos y dan el recibo a satisfac-
ción de la obra terminada; además, solicitan a la dian la extinción de la 
obligación tributaria en la Fiducia o la entrega del trt en el Convenio15.

Entre 2018 y 2021, se encuentran registrados en el Banco de Proyec-
tos de la art, 103 proyectos en sus diferentes estados, con 73 contribu-
yentes vinculados, y recursos totales por $705.474 millones de pesos. 
A marzo 31 de 2021, el total de recursos registrado es de $666.834 
millones sin contar los proyectos que se encuentran suspendidos (3).

13	 Diario Oficial, n.° 51.410, de 18 de agosto de 2020, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30039730].

14	 En ambos casos un contribuyente puede realizar solo un proyecto, o varios contribuyen-
tes se pueden unir y realizar el proyecto conjuntamente.

15	 Se establecen dos modalidades de pago: i) hasta el 50% del impuesto de renta y comple-
mentario a cargo o ii) descuento efectivo en el pago del mismo. En caso de incumplimien-
to, se contempla el pago del impuesto, sus intereses moratorios y las sanciones del caso.

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30039730
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30039730
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Gráfico 7
Obras por Impuestos 2018-2021

Nota: 2021 incluye proyectos en estructuración, en ejecución y terminados.

Fuente: art a 31 de marzo de 2021.

Existe una alta concentración de estos recursos por sectores: transporte 
con el 54%, educación con el 26%, vivienda el 17%; y con los porcentajes 
más bajos: trabajo, y minas y energía, con el 1% y 2%, respectivamente.

Según la información de la art a 31 de marzo de 2021, los proyec-
tos benefician a 23 departamentos, 82 municipios pdet y 58 zomac, 
siendo los departamentos de Antioquia, Arauca, Caquetá, Cauca, Norte 
de Santander y Putumayo los receptores del 63% de la inversión con 
$417.717 millones de pesos. Así mismo, 35 proyectos se encuentran 
terminados por $129.894 millones, 58 en ejecución por $490.974 mi-
llones y siete en estructuración por $45.966 millones.

Tabla 7
Proyectos de obras por impuestos por departamento 2018-2020

departamento valor proyectos N.° participación
Antioquia 86.967 13 13%
Arauca 104.353 8 16%
Bolívar 5.333 1 1%
Caldas 3.966 1 1%
Caquetá 71.024 3 11%
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Casanare 32.967 3 5%
Cauca 61.774 7 9%
Cesar 36.354 8 5%
Chocó 1.197 1 0%
Córdoba 8.793 1 1%
Cundinamarca 8.021 2 1%
Guajira 5.976 1 1%
Huila 8.984 2 1%
La Guajira 21.922 4 3%
Meta 26.608 5 4%
Nariño 29.381 7 4%
Norte de Santander 49.950 5 7%
Putumayo 43.649 8 7%
Risaralda 5.406 2 1%
Santander 3.068 1 0%
Sucre 3.158 1 0%
Tolima 38.518 14 6%
Valle del Cauca 9.466 2 1%
total 666.834 100 100%

Fuente: art, corte a 31 de marzo de 2021.

Frente a este mecanismo, el seguimiento del avance físico y financie-
ro de las obras, por medio de sistemas de información con calidad en 
los datos y el seguimiento por parte de los sectores, se convierten en 
aspectos claves para el éxito de esta estrategia y la disminución del 
riesgo en la pérdida de los recursos que son ejecutados por privados16. 

16	 Según lo establecido en el artículo 1.6.5.2.1. del Decreto 1915 de 2017, Sistema de infor-
mación del banco de proyectos de inversión en las zomac. La art mantendrá actualizado 
el banco de proyectos, financiables por el mecanismo de pago -Obras por Impuestos-. 
Este banco estará soportado por el suifp, y contemplará los procesos de viabilización, 
registro y seguimiento a la ejecución de estos proyectos. Artículo 1.6.5.3.5.5. Seguimien-
to, control social y transparencia. Para efectos del seguimiento, control social y trans-
parencia, la gerencia del proyecto deberá registrar los avances físicos y financieros del 
proyecto cada mes en el Sistema de Información de Seguimiento a Proyecto de Inversión 
Pública ‒spi‒, que integra el Sistema Unificado de Inversiones y Finanzas Públicas ‒sui-
fp‒. Diario Oficial, n.° 50.425, de 22 de noviembre de 2017, disponible en [https://www.
funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=84354].

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=84354
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=84354
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Obras por impuestos son recursos públicos al ser un canje por impues-
tos, que contribuyen al cierre de brechas en municipios pdet y zomac, 
y se han convertido en una importante herramienta del Gobierno para 
el cumplimiento de compromisos del AF.

4. Cooperación

La cooperación internacional aportó un 2,8% de los recursos ejecuta-
dos en 2020, registrando $183.180 millones de pesos en proyectos en 
ejecución, según información reportada por apc Colombia, alcanzan-
do un 17% de ejecución frente a lo proyectado en el mfmp 2017 para 
esta vigencia. Sin embargo, la mayoría de estos recursos fueron ejecu-
tados de forma directa por la comunidad internacional y a la fecha no 
se cuenta con reportes de ejecución física de los proyectos financiados.

Para la vigencia 2020, los recursos de cooperación estuvieron orien-
tados en un 44% a coadyuvar a los propósitos del punto 1 “Reforma 
Rural Integral”, 28% para el punto 5 “Víctimas del conflicto”, y un 18% 
al punto 4 “Solución al problema de drogas”:

Gráfico 8
Distribución de los recursos de cooperación 2020 y 2021

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en información de apc Colombia.

Para el 2021, apc Colombia reportó recursos en ejecución y programa-
dos a través de proyectos de cooperación internacional por $258.298 
millones de pesos de 2020. Estos recursos se orientarán en un 80% al 
punto 1 “Reforma Rural Integral”, 17% al punto 5 “Víctimas del conflic-
to”, y 3% al punto 2 “Participación política”.

Respecto al comportamiento histórico (2017-2021) de todos los re-
cursos aportados por cooperación ($4,3 billones), el 81% se destina-
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ron principalmente a tres puntos del AF: $1,5 billones al punto 4 “So-
lución al problema de drogas”, $1,4 billones al punto 1 “Reforma Rural 
Integral”, y $0,12 billones al punto 5 “Víctimas del conflicto”.

Gráfico 9
Distribución de los recursos de cooperación 2017-2021

Fuente: cálculos cdp de cgr con base en información de apc Colombia.

5. Aportes del sgp y entidades territoriales

En 2020, se ejecutaron con recursos propios de las entidades territo-
riales $318.515 millones de pesos y con recursos transferidos del sgp 
$61.027 millones. Es importante mencionar que el análisis para la vi-
gencia 2021 no incluyó la información derivada de la categoría presu-
puestal del Consolidador de Hacienda e Información Pública ‒chip‒ 
finalidad del posconflicto, marcador a través del cual la cgr realiza 
seguimiento a la implementación del AF a los recursos del presupuesto 
de las entidades territoriales. Lo anterior, en el marco de la Resolución 
Ejecutiva 0084 de 202117, donde se prorroga el término para el reporte 
de la programación y ejecución del presupuesto, correspondiente al 
primer trimestre de 2021 hasta el 30 de junio de 2022, debido al desa-
rrollo del proyecto de unificación de categorías con otras entidades de 
control, como la dafp y Ministerio de Hacienda.

17	 Diario Oficial, n.° 51.653, de 22 de abril de 2021, disponible en [https://www.cerlatam.
com/normatividad/contraloria-resolucion-084-de-2021/].

https://www.cerlatam.com/normatividad/contraloria
https://www.cerlatam.com/normatividad/contraloria
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II. Aspectos de calidad del gasto - trazador de paz

En línea con la metodología de análisis de los proyectos de inversión 
asociados al posconflicto, desarrollada por la cgr-cdp para el segui-
miento de los recursos de inversión del pgn18, se analizó el 100% de 
los recursos del portafolio de inversión 2020 reportado en el spi del 
suifp, correspondientes a un total de $3,8 billones de pesos asociados 
al trazador de paz, distribuidos en 145 proyectos de inversión.

Gráfico 10
Composición por punto del Acuerdo de la muestra analizada

Fuente: cdp con base en la rendición sireci.

El trazador presupuestal para la paz, incorporado por medio del 
artículo 220 de la Ley 1955 de 201919, por el cual se expide el Plan 
Nacional de Desarrollo 2018-2022, dispone la identificación de la 
programación anual de los gastos de funcionamiento e inversión por 
parte de las entidades del orden nacional para la implementación del 
AF, a través de un anexo incluido en el proyecto de ley de Presupuesto 
General de la Nación.

18	 Los resultados del uso de esta metodología se han plasmado en los informes dos y tres 
de seguimiento a los recursos de la implementación del AF, presentado por la cgr al 
Congreso.

19	 Diario Oficial, n.° 50.964, de 25 de mayo 2019, disponible en [http://www.
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1955_2019.html].

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1955_2019.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1955_2019.html
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Si bien este instrumento representa un avance, evidencia retos toda 
vez que solo permite monitorear los rubros de inversión del pgn a tra-
vés del spi del suifp20. No obstante, es muy valiosa la información de 
las fichas ebi de los rubros de inversión, de cara al seguimiento a la 
implementación del AF.

Para cada proyecto de inversión asociado al trazador, se analizaron 
nueve variables que evalúan su consistencia en cada etapa de la cadena 
de valor, en relación con los propósitos del AF y al alcance de los pila-
res, estrategias, líneas y productos programados en el pmi. Los siguien-
tes son los resultados del análisis:

i)	 Desde la perspectiva de la formulación, el 69% de los objetivos 
de los proyectos analizados son consistentes frente al alcance 
del pilar, estrategia y línea de acción del pmi. En 2019, el análisis 
de consistencia fue del 76% en los proyectos analizados (cgr, 
cdp 2019). A su vez, se encontró consistencia entre los produc-
tos de los proyectos de inversión y los productos del pmi en el 
63% de los proyectos, con respecto al 72% de consistencia del 
informe anterior (cgr, cdp 2019).

20	 El Conpes 3867 de 2016 recomendó incluir un marcador en el siif-Nación. Departamento 
Nacional de Planeación. Documento Conpes 3867, Bogotá, 23 de septiembre de 2016, dis-
ponible en [https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3867.
pdf]. Así mismo, el Conpes 3932 de 2018 incluye entre sus líneas de acción “Hacer los 
desarrollos necesarios en el siif-Nación para asegurar el seguimiento periódico a los re-
cursos de funcionamiento para la implementación del Acuerdo Final, teniendo como re-
ferente los compromisos del pmi y, dar lineamientos institucionales dirigidos a entidades 
nacionales y territoriales para el reporte periódico en los sistemas”. No obstante, esta 
recomendación aún no ha sido implementada. Departamento Nacional de Planeación. 
Documento Conpes 3932, cit.

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ
3867.pdf
3867.pdf
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Gráfico 11
Aspectos de calidad de los proyectos del pgn

Fuente: cdp con base en proyectos reportados en sireci.

ii)	 La asignación e identificación de insumos (recursos), eviden-
cian avances en relación al sub-reporte de proyectos y recursos 
asociados a la implementación del posconflicto para la vigencia 
2020, dado que el 14% de los proyectos de inversión presenta 
sub-reporte en la apropiación frente al 21% de 2019, y el 4% 
registra un sub-reporte en los compromisos realizados frente 
al 22% en 2019. Lo anterior frente a la información presentada 
por las entidades en la rendición sireci a la cgr.

iii)	 En términos de ejecución de recursos, los retos para el segui-
miento al posconflicto se asocian a poder cuantificar y territo-
rializar los productos asociados al pmi. Solo en un 36% de los 
proyectos de la vigencia 2020, es posible cuantificar los produc-
tos del pmi, y en un 2% es posible identificar de forma global la 
municipalización de los territorios pdet, a través de la ficha ebi.

iv)	 En cuanto a la contribución de los proyectos de inversión, la cgr 
realizó un análisis de las fichas ebi de los proyectos reportados 
mediante la rendición sireci 2020. El ejercicio clasifica los com-
promisos presupuestales de los proyectos, en términos de pro-
ductos de proceso, resultado intermedio y resultado final a la 
implementación del AF.
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Como se observa en el panel A del Gráfico 12, el 48% de la ejecución 
2020 se asoció a proyectos que ejecutan recursos para la obtención de 
productos, que contribuyen en términos de proceso a la implementa-
ción del AF. Así mismo, el 50% de la ejecución se asocia a proyectos que 
contribuyen en términos de resultado intermedio, y un 2% se asocia a 
proyectos que aportan a resultados finales de la implementación, se-
gún metodología de la cgr. Los puntos que más evidencian ejecución 
asociada a productos que contribuyen a resultados intermedios y fina-
les son el 1, 3 y 4.

Gráfico 12
Contribución de la ejecución a la implementación del AF

Fuente: cálculos cdp, metodología análisis de calidad proyectos de inversión.

Se destacan como resultados intermedios del punto 1, el proyecto de 
inversión del icbf “Apoyo al desarrollo integral de la primera infancia a 
nivel nacional”, que ejecutó recursos por $0,91 billones de pesos de los 
$3,3 billones totales, y cuyos productos tales como “Servicio de edu-
cación informal a los agentes educativos”, y “Edificaciones de atención 
a la primera infancia adecuadas”, contribuyen a la estrategia 1.4.1.1 
“Cobertura universal con atención integral a la primera infancia del pi-
lar educación rural”. En el capítulo de seguimiento a políticas públicas, 
se amplían estos análisis a nivel de punto y pilar del AF.

Del análisis de los proyectos para 2020, se evidencia la necesidad 
de fortalecer el proceso de formulación de los asociados al trazador. 
Cabe anotar que este comportamiento reiterado a lo largo de la im-
plementación, se deriva de la falta de articulación específica del Com-
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ponente de Paz del pnd hacia los propósitos y estrategias del AF y el 
pmi. No obstante, se evidencian avances en cuanto los reportes de la 
rendición de los proyectos en el sireci, al disminuir el sub-reporte de 
información presupuestal.

Es importante mencionar que, durante el primer trimestre del 2021, 
el sistema spi presentó inestabilidad en los reportes correspondientes 
al cierre de la vigencia 2020, en algunos casos modificando los valores 
registrados en los proyectos asociados al trazador de paz, lo que difi-
cultó el procesamiento de la información originada en este aplicativo.

En 2021, se destacan los siguientes avances del trazador de paz 
en el marco del aplicativo spi del dnp, el cual permitirá: i) Asociar los 
registros de avance presupuestal al respectivo indicador del pmi; ii) 
El registro mensual del avance presupuestal a cada municipio pdet; 
iii) La nueva codificación de pilar denominado “1.99. Iniciativas patr 
(sin indicadores pmi)” diferenciará exclusivamente los recursos de las 
32.808 iniciativas, que no dan cumplimiento a un indicador del pmi, 
pero que aporta recursos para atender las necesidades identificadas 
por las comunidades de los 170 municipios pdet. Pese a esto, prevale-
ce el reto asociado a la interoperabilidad del trazador de paz de suifp 
con el siipo.

 
III. Ejecución del pgn en el territorio 

Según la información registrada por las entidades en la rendición sire-
ci posconflicto, en 2020 se ejecutó un total $1,38 billones de pesos en 
municipios pdet, a través de 29 entidades del orden nacional. El 97% 
de estos recursos fue aportado por 15 entidades, donde sobresalen 
icbf, Ministerio de Trabajo, Ministerio de Minas, sena, Ministerio de 
Educación, Ministerio de Agricultura y art. Se destaca que las inver-
siones del pgn llegaron a 169 de los 170 municipios priorizados en 19 
departamentos.
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Gráfico 13
Ejecución de recursos entidades y municipios pdet

Fuente: cálculos cdp de la cgr con base en sireci.

Estos recursos se ejecutaron mediante 64 proyectos de inversión. La 
siguiente tabla registra los nueve proyectos que concentran el 77% de 
los recursos ejecutados en 2020 en territorios pdet. Como se observa, 
el 56% de los proyectos se asocian a oferta social tradicional a cargo de 
dps, correspondiente al Programa Adulto Mayor; del icbf al Programa 
Atención a Primera Infancia; Programa de Alimentación Escolar; y 
Servicios de Formación Profesional del Sena.
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Tabla 8
Principales Proyectos de Inversión 2020 en territorios pdet

(millones de pesos)

entidad proyecto de inversión $ %

Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar ‒icbf‒

Apoyo al desarrollo integral de la primera 
infancia a nivel nacional 397.964 28,6%

Ministerio del Trabajo
Implantación Fondo de Solidaridad 
Pensional Subcuenta de Subsistencia. 
Nacional

280.486 20,2%

Servicio Nacional de 
Aprendizaje ‒sena‒

Mejoramiento del servicio de formación 
profesional del sena. Nacional 95.841 6,9%

Ministerio de Minas
y Energía

Mejoramiento del servicio de energía 
eléctrica en las zonas rurales del territo-
rio nacional

89.848 6,5%

Ministerio de Minas
y Energía

Suministro del servicio de energía eléctri-
ca en las Zonas No Interconectadas –zni‒ 
a nivel nacional

82.644 5,9%

Ministerio de Educación 
Nacional

Apoyo para fomentar el acceso con cali-
dad a la educación superior a través de 
incentivos a la demanda en Colombia

34.734 2,5%

Ministerio de Agricultura
y Desarrollo Rural

Construcción de capacidades empresa-
riales rurales: confianza y oportunidad a 
nivel nacional

29.372 2,1%

Agencia de Renovación
del Territorio ‒art‒

Implementación de actividades para la 
reactivación económica social y ambiental 
en las zonas focalizadas por los progra-
mas de desarrollo con enfoque territorial 
pdet. Nacional

27.627 2,0%

Ministerio de Educación 
Nacional

Construcción, mejoramiento y dotación 
de espacios de aprendizaje para presta-
ción del servicio educativo e implementa-
ción de estrategias de calidad y cobertura. 
Nacional

26.255 1,9%

Fuente: cálculos cdp de la cgr con base en sireci.

Para la vigencia 2021, según la información registrada en el spi del 
suifp, $1,1 billones de pesos se ejecutarán directamente en territorios 
pdet (pilar 1.8 “Planes de acción para la transformación regional”), 
siendo recursos programados por 17 entidades. Como se presenta en 
la última subsección de este capítulo, esta información fue incorporada 
en el Modelo de Analítica Posconflicto construido con la diari.
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Gráfico 14
Programación 2021 por entidad en territorios pdet

(millones de pesos)

Fuente: elaboración cdp de la cgr con base en sireci.

Los proyectos de inversión que más aportarán en 2021 a los territo-
rios pdet, corresponden nuevamente a la oferta social del dps a través 
del Programa Adulto Mayor, icbf a través del Programa de Atención a 
la Primera Infancia, Programa de Alimentación Escolar, y Servicio de 
Formación Profesional del sena, respectivamente, que contribuyen a 
pilares del punto 1. Se destaca en esta vigencia la programación de re-
cursos a través de invias.

Tabla 9
Proyectos de inversión 2021 (millones de pesos)

entidad proyecto de inversión vigente 
política % 

Departamento Administrativo 
para la Prosperidad Social

Implementación de subsidio económico 
para población adulta mayor en situa-
ción de vulnerabilidad. Nacional

278.753 24%

Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar ‒icbf‒

Apoyo al desarrollo integral de la prime-
ra infancia. Nacional 253.102 22%

Unidad Administrativa de 
Alimentación Escolar

Apoyo a la implementación del 
Programa de Alimentación Escolar - 
Alimentos para Aprender. Nacional

133.462 12%

Servicio Nacional de 
Aprendizaje ‒sena‒

Mejoramiento del Servicio de Formación 
Profesional del sena. Nacional 105.719 9%
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Ministerio de Minas y Energía 
- Gestión General

Suministro del servicio de energía eléc-
trica en las Zonas No Interconectadas. 
Nacional

62.064 5%

Instituto Nacional de Vías
Mejoramiento, mantenimiento y rehabi-
litación de corredores rurales producti-
vos - Colombia rural. Nacional

51.470 4%

Ministerio de Minas y Energía 
- Gestión General

Mejoramiento del servicio de energía 
eléctrica en las zonas rurales del terri-
torio nacional

39.939 3%

Ministerio Educación 
Nacional - Gestión General

Apoyo para fomentar el acceso con cali-
dad a la educación superior a través de 
incentivos a la demanda en Colombia. 
Nacional

35.645 3%

Unidad de Atención y 
Reparación Integral a las 
Victimas

Implementación de las medidas de re-
paración individual y colectiva. Nacional 29.401 3%

Ministerio del Deporte - 
Gestión General

Apoyo a la infraestructura de alta com-
petencia a nivel nacional 25.563 2%

Ministerio Educación 
Nacional - Gestión General

Implementación de estrategias educati-
vas integrales, pertinentes y de calidad 
en zonas rurales. Nacional

20.656 2%

Fuente: cálculos cdp de la cgr con base en el spi del suifp.

De otra parte, conforme a la nueva codificación 1.99. Iniciativas patr (sin 
indicadores pmi), con corte a abril de 2021 se registran apropiaciones 
por $162.917 millones de pesos en proyectos de inversión con cargo 
a la art, ant ($40.648), Computadores para Educar ($469 millones) y 
Ministerio de Salud - Programa de Inmunizaciones ($77.491 millones).

IV. Seguimiento Fondo Colombia en Paz 

El Fondo Colombia en Paz ‒fcp‒ es un patrimonio autónomo del da-
pre21, sin estructura administrativa propia, administrado por una o 
varias sociedades fiduciarias públicas, con un horizonte de diez años 
de conformidad con el pmi, que se constituye como el principal instru-
mento para la administración, coordinación, articulación, focalización 
y ejecución de las diferentes fuentes de recursos para la implementa-

21	 Según lo dispuesto en el Decreto 691 de 2017, Diario Oficial, n.° 50.217, de 27 de abril de 
2017, disponible en [http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20
691%20DEL%2027%20DE%20ABRIL%20DE%202017.pdf].

http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202017.pdf
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ción del AF. La relevancia del fcp radica en que los recursos que ejecuta 
a través de las diferentes subcuentas, gestionan temas de importancia 
estratégica para la implementación del AF, como son: pdet, reincorpo-
ración, sustitución de cultivos ilícitos, tierras, entre otros.

A. Recursos por subcuenta

1. Ingresos

A 31 de marzo de 2021, este fcp ha administrado $3.422.822 millones 
de pesos desde su puesta en funcionamiento. Teniendo en cuenta las 
fuentes de recursos, el 94% corresponden a recursos del pgn especial-
mente de funcionamiento, 5% a otros recursos y tan solo el 1% a coo-
peración internacional, como se observa en la siguiente tabla:

Tabla 10
Ingresos Fondo Colombia en Paz por fuentes 2017-2021

(millones de pesos)

fuente 2017 2018 2019 2020 2021 total 
Presupuesto General 
de la Nación 816.832 837.727 620.002 660.504 292.714 3.227.779 

Funcionamiento 816.832 147.250 523.117 267.929 292.714 2.047.843 

Inversión - 690.477  96.885 392.575 - 1.179.937 

Cooperación - 7.300 9.838 5.609 6.855 29.602 
Otros recursos 5.000 2.068 9.210 142.971 6.192 165.441 
total 821.832 847.095 639.050 809.083 305.762 3.422.822 

Fuente: fcp respuesta radicado de-fcp-S-00693 de 1.° de junio de 2021, alcance de-fcp-
S-00696, de 8 de junio de 2020. Corte a 31 de marzo de 2021.

En desarrollo de sus actividades, el Fondo opera y ejecuta los recursos 
a través de subcuentas. De las 17 subcuentas creadas, siguen siendo las 
de Sustitución de Cultivos (43%), Reincorporación (22%) y Programas 
de Desarrollo con Enfoque (15%), las que concentran la mayoría de los 
recursos (80%).
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Tabla 11
Presupuesto Fondo Colombia en Paz por subcuentas 2017-2021

(millones de pesos)

subcuenta vigencia asignación compromisos disponible pagos

Agencia Nacional
de Tierras –ant–*

2017 2.847 2.809 38 2.804
2019 21.703 9.250 12.453 4.315

Subtotal 24.550 12.058 12.492 7.119

Ambiente y Desarrollo 
Sostenible

2020 116.218 589 115.629 -
Subtotal 116.218 589 115.629 -

bid Facilidad
2019 9.838 9.250 588 1.236
2020 6.028 6.028 - -

Subtotal 15.866 15.278 588 1.236

bid Préstamo
2019 96.885 96.885 - 38.587
2020 235.853 181.620 54.234 10.123

Subtotal 332.738 278.505 54.234 48.710

Colombia Sostenible**
2017 2.738 2.738 - 2.738

Subtotal 2.738 2.738 - 2.738

Estabilización

2017 13.571 13.571 - 11.117
2018 603 603 - 587
2020 6.345 6.345 - 4.035
2021 9.567 2.224 7.343 -

Subtotal 30.086 22.743 7.343 15.739

Funcionamiento

2017 21.099 21.092 7 20.995
2018 12.517 12.465 52 12.341
2019 3.824 3.824 - 3.632
2020 12.462 12.303 158 8.645
2021 18.411 11.236 7.176 -

Subtotal 68.314 60.920 7.394 45.613

Herencia Colombia
2020 23.244 426 22.818 -

Subtotal 23.244 426 22.818 -

Justicia Especial para 
la Paz 

2017 36.625 36.553 72 34.194
2018 7.440 7.383 56 2.286

Subtotal 44.065 43.937 128 36.480

kfw
2020 5.609 - 5.609 -
2021 6.855 - 6.855 -

Subtotal 12.464 - 12.464 -
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subcuenta vigencia asignación compromisos disponible pagos

Primera infancia

2017 20.000 20.000 - 19.167
2018 552 552 - 552
2019 300 300 - 195
2020 24 21 3 2

Subtotal 20.876 20.873 3 19.916

Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial 
–pdet–

2017 160.000 159.988 12 147.664
2018 247.634 245.918 1.716 71.508
2019 2.117 2.117 - 2.107
2020 54.982 42.264 12.718 12.819
2021 52.146 - 52.146 -

Subtotal 516.879 450.287 66.592 234.098

Reincorporación

2017 53.132 53.132 - 53.132
2018 118.098 118.098 - 118.098
2019 197.214 197.213 1 196.912
2020 157.316 155.162 2.154 143.528
2021 212.969 36.102 176.867 10.556

Subtotal 738.728 559.706 179.022 522.224

Sociedad de Activos 
Especiales –sae–**

2017 1.820 1.820 - 1.820
Subtotal 1.820 1.820 - 1.820

Sustitución

2017 510.000 510.000 - 504.107
2018 460.252 460.252 - 459.070
2019 307.169 307.169 - 249.919
2020 191.002 158.159 32.843 65.019
2021 5.814 1.943 3.871 -

Subtotal 1.474.237 1.437.523 36.714 1.278.115
Total 3.422.822 2.907.403 515.419 2.213.808

*	 La ant ha tenido dos Subcuentas ant 2019 la vigente, y ant que funcionó entre 2017 y 
2018 y fue liquidada.

**	 Subcuentas liquidadas. sae y Colombia Sostenible.

Fuente: fcp respuesta radicado de-fcp-S-00693 de 1.° de junio de 2021, alcance de-fcp-
S-00696, de 8 de junio de 2020. Corte a 31 de marzo de 2021.
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2. Proyecciones de ingresos 

De acuerdo con lo reportado por el fcp, la proyección de recursos que 
le ingresarán en 2021, se realiza con base en la distribución de la de-
nominada, de manera informal, “Bolsa Paz”. Estos recursos se destinan 
para atender asuntos de paz, que realiza el dapre22 y que reporta al 
mhcp. Para 2021, el total asciende a $1,75 billones de pesos, 75% por 
inversión y 25% de funcionamiento, como se detalla a continuación:

Tabla 12
Distribución estimada “Bolsa Paz” 2021 (millones de pesos)

concepto funcionamiento inversión
Fondo Colombia en Paz $ 440.717 $ 1.313.592
Sustitución Cultivos Ilícitos $ 41.500 $ 490.000
art $ 52.156 $ 109.900
art Obras x Impuestos   $ 250.000
arn $ 318.974  
Estabilización $ 9.344  
fcp Funcionamiento $ 18.743  
bid Colombia Sostenible   $ 96.094
Primera Infancia   $ 7.000
Impuesto al Carbono   $ 300.598
icbf Sacúdete   $ 60.000
Fondo programas especiales para la paz* $ 29.207 $ 386.814
Subtotal Bolsa Paz $ 469.924  
Erradicación policía $ 230.300  
total $ 700.224 $ 1.700.406

* Incluye en Inversión zeii y Cauca.

Fuente: Comunicado ofi21-00035149, de 10 de marzo de 2021 – dapre.

22	 Recursos para el fcp y el Fondo de Programas Especiales para la Paz.
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Respecto a la subcuenta de Sustitución –pnis–, de la proyección ini-
cial estimada de $490.000 millones de pesos23 solicitados por el da-
pre al mhcp, el fcp informó la aprobación de $390.000 millones, lo que 
implicaría un recorte de $100.000 millones, frente a las necesidades 
proyectadas.

Los recursos proyectados para 2021, muestran niveles similares a 
los que se registraron en 2020 por $1.764.000 millones ($362.000 fun-
cionamiento y $1.402.000 inversión).

3. Ejecución de los recursos

Durante la vigencia 2020, los recursos asignados a cada subcuenta, se 
ejecutaron de acuerdo lo dispuesto en el Plan Operativo Anual –poa–, 
según lo propuesto por cada entidad ejecutora.

La ejecución de recursos asignados a los poa (hoy ppo), se realiza de 
acuerdo con las solicitudes de contratación o pago efectuadas por las 
entidades ejecutoras. Estas solicitudes que “gatillan” el gasto, son eva-
luadas por el comité técnico, y luego el fcp se encarga de adelantar todo 
el proceso contractual, presupuestal y de pagos. La labor de supervisión 
contractual está a cargo de cada entidad ejecutora y para contratos de 
personas jurídicas, el fcp interviene también en su supervisión.

Los compromisos pueden obedecer a un proceso contractual o ero-
gaciones que no requieren de contratos. La relación se presenta en el 
siguiente cuadro:

Tabla 13
Compromisos por tipo fcp (millones de pesos)

tipo solicitud 2017 2018 2019 2020 2021 total
Contratación 483.778 400.686 336.545 362.433 40.760 1.624.202 
Pago 337.925 444.585 289.463 200.484 10.744 1.283.201 
total 821.703 845.271 626.008 562.917 51.504,2 2.907.403,2 

Fuente: fcp radicado de-fcp-s-00693, de 1.° de junio de 2021, alcance de-fcp-s-00696, de 8 de 
junio de 2020. Corte a 31 de marzo de 2021.

23	 Según comunicado del dapre ofi21-00070879, de 18 de mayo de 2021 y la respuesta al 
mismo, mediante comunicación 2-2021-027234, de 26 de mayo de 2021.
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El reporte del histórico de compromisos, muestra un fuerte compo-
nente de transferencias monetarias que no requiere procesos contrac-
tuales, como el de Asistencia Alimentaria Inmediata del pnis, pagados 
a través de la subcuenta de Sustitución o los Proyectos Productivos pa-
gados en la Subcuenta de Reincorporación.

Tabla 14
Compromisos “Tipo pago” (millones de pesos)

compromisos 
“tipo pago” 2017 2018 2019 2020 2021 Total

Pago a familias 284.367 325.034 140.140 62.000   811.541 
Beneficios
económicos 41.887 98.315 110.778 113.739 9.316 374.035 

Proyectos produc-
tivos   6.384 22.359 19.180 1.240 49.162 

Pensión y beps 5.195 10.734 11.069 3.189   30.187 
Gastos de nómina 3.613 2.953   48   6.614 
Gastos de
desplazamiento 687 1.022 844 1.723 150 4.426 

Compra de predios     4.274     4.274 
Auditoría externa 1.397         1.397 
Asunción de gastos 398 125   228 38 789 
Pólizas 158     193   351 
Caja menor 84 17   50   150 
arl 82         82 
Servicios públicos 38         38 
Gastos financieros 10         10 
Adecuaciones 6         6 
Gastos
administrativos 5         5 

-       134   134 
total general 337.925 444.585 289.463 200.484 10.744 1.283.201 

Fuente: fcp radicado de-fcp-s-00693, de 1.° de junio de 2021, alcance de-fcp-s-00696, de 8 de 
junio de 2020. Corte a 31 de marzo de 2021.
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Tabla 15
Compromisos por subcuenta vs. contratación 2017-2021

(millones de pesos)

subcuenta compromisos 
contratación 

compromisos 
pago

total
compromisos

contratación 
reportada

Agencia Nacional de Tierras 7.780 4.279 12.058 2.430 
Ambiente y Desarrollo 
Sostenible 589   589 490 

bid Facilidad 15.254 24 15.278 15.538 
bid préstamo 278.468 37 278.505 273.568 
Colombia Sostenible 2.738   2.738 2.763 
Estabilización 22.253 490 22.743 22.697 
Funcionamiento 51.431 9.489 60.920 26.218 
Herencia Colombia 426   426 426 
Justicia Especial Para La Paz 43.613 324 43.937 41.704 
Primera Infancia 20.808 65 20.873 20.151 
pdet 448.286 2.002 450.287 398.732 
Reincorporación 106.114 453.592 559.706 65.174 
Sociedad de Activos 
Especiales –sae– 1.820   1.820 5.000 

Sustitución 624.623 812.899 1.437.523 295.340 
total general 1.624.202 1.283.201 2.907.403 1.170.230 

Fuente: fcp radicado de-fcp-s-00693, de 1.° de junio de 2021, alcance de-fcp-s-00696, de 8 de 
junio de 2020. Corte a 31 de marzo de 2021.

Respecto a los procesos contractuales adelantados por el fcp, bajos 
sus tres modalidades, el 61% de los recursos contratados se hacen por 
convocatoria abierta, y equivale al 6% de los contratos suscritos. Por 
otra parte, la contratación directa fue la modalidad utilizada para la 
celebración de 2.794 contratos (94% en términos de cantidad), que 
equivalen al 34% de los recursos.
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Tabla 16
Modalidad de contratación por subcuenta (millones de pesos)

subcuenta
contratación 

directa
convocatoria

cerrada
convocatoria
pública / abierta totales

Valor Cant. Valor Cant. Valor Cant. Valor Cant.
ant 2.430 90         2.430 90
Ambiente y desa-
rrollo sostenible 490 5         490 5

bid facilidad 3.853 26     11.685 6 15.538 32
bid préstamo 17.363 91     256.204 88 273.568 179
Colombia 
Sostenible 768 5     1.995 4 2.763 9

Estabilización 19.717 116     2.980 3 22.697 119
Funcionamiento 8.988 48 1.560 5 15.670 11 26.218 64
Herencia 
Colombia 426 4         426 4

jep 23.356 243 75 1 18.273 9 41.704 253
Primera infancia 6.364 70 6.706 4 7.080 4 20.151 78
pdet 74.191 1541 48.485 2 276.056 35 398.732 1578
Reincorporación 23.559 43     41.615 4 65.174 47
sae 5.000 1         5.000 1
Sustitución 211.544 511 463 1 83.332 5 295.340 517

total general
398.049 2794 57.290 13 714.891 169 1.170.230 2976

34% 94% 5% 0% 61% 6% 100% 100%

Fuente: fcp radicado de-fcp-s-00693, de 1.° de junio de 2021, alcance de-fcp-s-00696, de 8 de 
junio de 2020. Corte a 31 de marzo de 2021.

En términos de cantidad y monto, la subcuenta bid – préstamo, es la 
que más utiliza convocatoria abierta, y la subcuenta pdet, la que más 
utiliza la modalidad de contratación directa.
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B. Impuesto al carbono 

El fcp ha gestionado desde el 2019 ante el mhcp, la incorporación de 
los recursos del impuesto al carbono, en el marco de lo establecido en 
la Ley 1819 de 201624, modificada por el artículo 26 de la Ley 1930 de 
201825, donde se determinó que el fcp es el destinatario de la asigna-
ción de los recursos del recaudo del impuesto nacional al carbono.

El fcp tiene creadas las subcuentas de Herencia Colombia y Am-
biente y Desarrollo Sostenible, que manejan el 5% y 25% respectiva-
mente, del impuesto al carbono, y la entidad ejecutora responsable es 
el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible; el 70% restante, se 
destinó principalmente a la subcuenta de Sustitución, a cargo de la Di-
rección de Sustitución de Cultivos de la art. Las principales demoras 
que han existido en la asignación de los recursos en las subcuentas 
creadas, han sido de parte del mhcp, según lo reportado por el admi-
nistrador fiduciario, debido también a demoras en la comunicación del 
recaudo del impuesto.

24	 Diario Oficial, n.° 50.101, de 29 de diciembre de 2016, disponible en [http://www.
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1819_2016.html].

25	 Modificó el artículo 223 de la Ley 1819 de 2016 “por medio de la cual se dictan disposi-
ciones para la gestión integral de los Páramos en Colombia”, quedando con el siguiente te-
nor: artículo 223. Destinación Específica del Impuesto Nacional Al Carbono: “El recaudo 
del impuesto nacional al carbono se destinará al Fondo Colombia en Paz (de que trata el 
artículo 1 del Decreto-Ley 691 de 2017). Estos recursos se presupuestarán en la sección 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y determinó la destinación y distribución 
porcentual en el manejo del recaudo. Diario Oficial, n.° 50.667, de 27 de julio de 2018, 
disponible en [http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/LEY%201930%20
DEL%2027%20DE%20JULIO%20DE%202018.pdf].

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1819_2016.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1819_2016.html
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/LEY
202018.pdf
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Gráfico 15
Distribución porcentual impuesto al carbono – fcp, Ley 1930 de 2018

Fuente: fcp presentación a la Contraloría Delegada para el Posconflicto, de 6 de mayo de 2021.

Una vez terminada la fase de recaudo de este impuesto, el mhcp infor-
mó a la Procuraduría General de la Nación, al DAPRE y al fcp, el estado 
de este, desde agosto de 2018 a noviembre de 2020:

Tabla 17
Recaudo impuesto al carbono a diciembre de 2020 
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2018 100.826 27%  27.021  73.805  51.663  18.451  3.690,23 
2019 436.957 29%  124.882 312.075  218.452  78.019 15.603,74 
2020 281.925 28%  78.713 203.211  142.248  50.803 10.160,56 

total 819.706    230.617 589.091  412.363 147.273  29.455 

Nota: informe mediante comunicado 2-2020-064366, de 7 de diciembre de 2020 de la Dirección 
General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Fuente: Dirección General del Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público.
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A diciembre de 2020, el recaudo neto ascendía a $819.704 millones 
de pesos, menos una deducción ordenada en el artículo 28 del Estatuto 
Orgánico del Presupuesto, por valor de $230.600 millones con destino 
al sgp. Para dar aplicación al artículo 26 de la Ley 1930 de 2018, el 
monto correspondía a $589.104 millones, discriminados de la siguien-
te manera: 70% ($412.372 millones), 25% ($147.276 millones) y 5% 
($29.455 millones).

La última actualización a marzo de 2021, hace referencia de 
$670.488 millones para dar aplicación a la Ley 1930 de 2018, de los 
cuales $469.341 corresponden al 70%, $167.622 al 25% y $33.524 al 
5%. De estos recursos, solo se van a distribuir a las subcuentas del fcp 
$289.462 millones; quedando pendiente por incorporar el 45%.

Tabla 18
Recaudo impuesto al carbono a marzo de 2021 (millones de pesos)
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Recaudo $937.347 $266.859 $670.488 $469.341 $167.622 $33.524
Distribuciones       $289.462 $150.000 $116.218 $23.244

En trámite        
$300.589 $238.905 $51.404 $10.281

Saldo         $80.437 $ - $ -

Nota: Informe mediante comunicado 2-2021-023381, de 6 de mayo de la Dirección General del 
Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público al dapre.

Fuente: Dirección General de Presupuesto Público Nacional del mhco.
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Como la fuente de financiación origen de estos recursos correspon-
de al rubro de inversión del pgn, para que puedan ser asignados al fcp, 
fue necesaria la formulación de los siguientes proyectos de inversión:

Tabla 19
Proyectos de inversión para la ejecución del impuesto al carbono

código bpin nombre proyecto horizonte entidad ejecutora

2020011000223*

Apoyo a la gestión financiera 
para el desarrollo de progra-
mas e iniciativas con recursos 
del impuesto al carbono a ni-
vel nacional. 

2020
Consejería Presidencial 
para la Estabilización y 
la Consolidación

2020011000013

Conservación de biodiversi-
dad y servicios ecosistémicos 
en áreas protegidas y otras 
estrategias de conservación 
nacional.

2020-2022 Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible

2020011000215

Implementación de sistemas 
sostenibles para la conserva-
ción en áreas priorizadas de 
Colombia.

2020-2021 Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible

2020011000009

Implementación del programa 
nacional integral de sustitu-
ción de cultivos (pnis) a nivel 
nacional.

2020-2022 Agencia de Renovación 
del Territorio

*	 Este proyecto está encaminado a apoyar la distribución de los recursos del impuesto al 
carbono para que estos recursos ingresen al fcp.

Fuente: suifp-dnp.

En lo relacionado con la ejecución presupuestal de las subcuentas vin-
culadas exclusivamente al impuesto al carbono, la información con 
corte a 31 marzo de 2021, muestra una ejecución de los recursos lenta 
en cada una de las subcuentas, especialmente en la de Sustitución, que 
apalanca el pnis y que por los retrasos del Programa se esperaría una 
mayor dinámica de ejecución.
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Tabla 20
Ejecución presupuestal impuesto al carbono por subcuentas 

(millones de pesos)

subcuenta asignación comprometido disponible pagado
Sustitución 150.000 35.292 114.708 35.292
Ambiente y desarrollo sostenible 116.218 986 115.233 15
Herencia Colombia 23.244 426 22.818 20,2
total 289.462 36.704 252.758 35.327

Fuente: ejecución presupuestal consorcio fcp con corte a 31 de marzo de 2021.

Por otra parte, es preciso señalar que la Ley 1955 de 201926, por la cual 
se expide el pnd 2018-2022 en su artículo 10.°, estableció que, de los 
recursos de impuesto al carbono, se destinará el 15% exclusivo para la 
conservación de los bosques de la región de la Amazonía; contribución 
que se hace desde todas las subcuentas.

1. Subcuenta Visión Amazonía

Según la información reportada por el fcp, el 2 de diciembre de 2020 
se aprobó la creación de la subcuenta Visión Amazonía y su ppo 2021, 
con el objetivo de aunar esfuerzos y apalancar recursos entre Visión 
Amazonía y el Programa Colombia Sostenible del fcp, para fortalecer 
cadenas de valor y proyectos productivos sostenibles de comunida-
des, en departamentos con altos índices de deforestación en el bioma 
amazónico colombiano (Guaviare, Putumayo y municipios de sur del 
Meta). Con el objetivo de cinco proyectos financiados en conjunto con 
el Programa Colombia Sostenible en las zonas de cobertura de los dos 
programas, el valor total de la cuenta es de $4.259 millones de pesos. 
No obstante, al revisar la información presupuestal, no se encuentran 
los recursos con los que se ejecutaría ese plan y se desarrollaría la es-
trategia propuesta en el pnd.

26	 Diario Oficial, n.° 50.964, cit.
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C. Recursos de cooperación internacional

En la vigencia 2020 y a 31 de marzo de 2021, se gestionaron a través 
del fcp, recursos de cooperación internacional del Banco Alemán de 
Desarrollo y la Agencia Francesa de Desarrollo, que venían siendo tra-
mitados desde 2019. A la fecha, no se han incluido recursos adicionales 
por esta fuente.

Tabla 21
Cooperación internacional 2020-2021

cooperante / 
concepto

banco alemán de
desarrollo, kfw

agencia francesa de
desarrollo, afd

Subcuenta kfw afd
Valor eur 800.000 eur 400.000

Fecha convenio Contrato de ampliación sus-
crito el 3 de julio de 2020

Convenio de financiamiento sus-
crito el 18 de marzo de 2021

Línea ppo
Estructuración, ejecución y 
seguimiento de obras de in-
fraestructura vial

Estructuración de proyectos pro-
ductivos con enfoque ambiental, au-
ditoría y comunicación y visibilidad

Fuente: fcp, Oficio E-fcp-S-00693 1.° de junio de 2021.

A marzo 31 de 2021, existe asignación y disponibilidad presupuestal 
en la subcuenta kfw por $12.464 millones de pesos. La cuenta afd no 
registra recursos asignados, por lo que se encuentra en trámite de so-
licitud el primer desembolso.

D. Resultados control fiscal 

La Contraloría Delegada para Gestión Pública e Instituciones 
Financieras, dependencia encargada de realizar los ejercicios de con-
trol fiscal al fcp, adelantó durante el primer semestre de 2020 una au-
ditoría financiera; emitiendo opinión “sin salvedades” sobre los esta-
dos financieros, feneciendo la cuenta fiscal de la vigencia fiscal 2019. 
En este ejercicio se determinaron seis hallazgos, cuatro de ellos con 
posible incidencia disciplinaria.
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Tabla 22. Hallazgos auditoría

tipo hallazgo de auditoría
Contable Hallazgo 1. Revelaciones estado de resultados

Presupuestal Hallazgo 2. Seguimiento avance poa subcuentas: Reincorporación, 
pdet y Sustitución

Presupuestal Hallazgo 3. Avance poa subcuentas: Herencia Colombia y Ambiente 
y Desarrollo Sostenible (D)

Contractual Hallazgo 4. Seguimiento convenios bac (D)
Contractual Hallazgo 5. Etapa poscontractual - contrato 124 de 2017 (D)
Contractual Hallazgo 6. Acuerdo de financiación 002 de 2017 (D)

Fuente: cgr. Informe de auditoría 008 de 2020.

Así mismo, durante el segundo semestre de 2020, la Delegada de 
Gestión Pública efectuó una auditoría de cumplimiento al fcp, con apo-
yo de la Contraloría Delegada para el Posconflicto, con el fin de vigilar 
la gestión fiscal que adelantó en la vigencia 2019, en lo que corres-
ponde a la administración de los recursos que realiza a través de las 
subcuentas: Funcionamiento, Jurisdicción Especial para La Paz ‒jep‒, 
Sustitución y Reincorporación, y pdet; estos representaban el 89% de 
los recursos asignados por pgn al fcp desde la vigencia 2017, al 30 de 
junio de 2020.

Como resultado de la auditoría, la cgr emite un concepto de incum-
plimiento material con reserva, en los términos del numeral 3.3.4.21 
de la guía de auditoría de cumplimiento de la cgr, fundamentado en 17 
hallazgos, de los cuales siete tienen presunta incidencia disciplinaria, y 
que se refieren a medición de cargas trimestrales, garantías, ausencia 
de soportes de ejecución contractual, deficiencias en los mecanismos 
de control definidos por el fcp y en las disposiciones del manual ope-
rativo, retrasos en la liquidación y liberación de recursos de contratos 
sin ejecución, debilidades en la implementación de proyectos produc-
tivos, deficiencias en los informes de supervisión y en el seguimiento 
por parte de los ejecutores y el fcp.

Por otra parte, se conceptuó sobre el control fiscal interno de los 
procesos relacionados con las materias objeto de la auditoría, con un 
pronunciamiento “con deficiencias”, como resultado de la materializa-
ción de los riesgos referentes a las deficiencias en las publicaciones de 
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los contratos en secop; así como, debilidades en los reportes de ges-
tión contractual en el sireci, y errores en las causaciones de los hechos 
económicos, tanto de la comisión fiduciaria, como desde el proceso de 
pagos de los contratos.

La cgr consideró que la gestión adelantada por el fcp, en lo relacio-
nado con la administración de los recursos de las subcuentas y en el 
cumplimiento de las obligaciones afines con la ejecución de los contra-
tos de fiducia mercantil 001 de 2018 y 001 de 2019, resulta conforme, 
en todos los aspectos significativos con los criterios aplicados, salvo en 
los casos puntuales en los que se materializaron riesgos relacionados 
con el pago de bienes, servicios contratados que no cumplen con las 
especificaciones contratadas, ni satisfacen la necesidad que dio ori-
gen a la contratación, y falta de coordinación interinstitucional entre 
las entidades gubernamentales y no gubernamentales, que impide la 
adecuada programación, modificación y ejecución del presupuesto, 
impactando el cumplimiento de los indicadores del pmi, los poa de las 
subcuentas y la finalidad del fcp.

Por efectos de esta auditoría, el fcp dejó de utilizar los poa e imple-
mentó los ppo. Los poa definían las líneas gruesas de gasto de las sub-
cuentas, y no incluían información respecto a los resultados a alcanzar 
con los recursos públicos invertidos27. Los ppo, además de los recursos 
y rubros de gasto, deben contener las metas propuestas.

V. Análisis ocad paz-sgr 

A. Reforma sgr 

El Órgano Colegiado de Administración y Decisión ocad paz del sgr, es 
el responsable de viabilizar, priorizar y aprobar proyectos de inversión 
financiados con recursos de regalías, que contribuyan a la implemen-
tación del AF. Entre las apuestas más importantes del Acuerdo, se cen-
tran en lograr una transformación estructural del campo, reactivación 
económica y disminución de la pobreza en las zonas más afectadas por 
el conflicto armado, a través de inversiones de alto impacto.

27	 Situación presentada, por cuanto el fcp opera bajo el régimen de derecho privado, y son 
sus instancias internas de decisión quienes establecen su reglamentación y forma de 
operación.
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Mediante el Acto Legislativo 4 de 201728 y sus decretos reglamen-
tarios29, se habilitaron nuevos recursos del sgr para la financiación de 
proyectos que tengan por objeto la implementación del Acuerdo Final. 
En este sentido, el mfmp 2017 asignó un total de $19,7 billones de pe-
sos para un período de 15 años. 

No obstante, como se mencionó en el segundo informe cgr (2018), 
la implementación de estas inversiones heredó las fallas estructurales 
del modelo del sgr, relacionadas con la falta de criterios y estrategias 
para la jerarquización del gasto y orientación del mismo, hacia objeti-
vos estratégicos y de impacto regional30.

De hecho, según lo evidenciado por la cgr en estudio sectorial al 
ocad paz para el periodo 2017 a octubre de 202031, se concluye que 
“pese a la regulación existente que faculta a algunos entes estatales 
para el control del buen uso de los recursos públicos, se evidencia una 
tendencia a la atomización de recursos, falta de pertinencia y prioriza-
ción según los plasmado en el Acuerdo Final”. 

Entre otros aspectos de los resultados de este estudio, se generan 
varias inquietudes relacionadas con el foco de inversión para lograr un 
desarrollo rural integral (como por ejemplo los proyectos aprobados de 
vivienda urbana, parques de recreación y deportes urbanos, vías urba-
nas o el cerramiento de un cementerio, entre otros), y la financiación de 
proyectos que deberían realizarse con otras fuentes (como por ejemplo 
los proyectos relacionados con la red vial nacional o red vial secunda-
ria). Estos proyectos están superando los $0,5 billones de pesos32.

28	 Diario Oficial, n.° 50.350, de 8 de septiembre de 2017, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Acto/30033394].

29	 Decreto 1534 de 2017, Diario Oficial, n.° 50.357, de 15 de septiembre de 2017, disponible 
en [https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30033611]; 
Decreto 1634 de 2017, Diario Oficial, No. 50.377, de 5 de octubre de 2017, disponible 
en [http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1634_2017.html]; 
Decreto 1997 de 2017, Diario Oficial, n.° 50.433, de 30 de noviembre de 2017, disponible 
en [https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30034330]; y 
Decreto 2039 de 2017, Diario Oficial, n.° 50.439, de 6 de diciembre de 2017, disponible 
en [https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30034340].

30	 Conclusión evaluación que realizó la cgr a los ocad y a la gestión de los proyectos del sgr 
en 2017.

31	 Estudio sectorial “Desempeño y planeación de proyectos del Órgano Colegiado ocad paz 
con los recursos del Sistema General de Regalías”.

32	 Al final de esta sección se destacan los principales resultados del mencionado estudio, 
el cual encuentra hallazgos que van desde la focalización de las aprobaciones hasta la 
contratación y ejecución de las obras. 

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Acto
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Acto
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_1634_2017.html
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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En el marco de la reforma surtida al sgr mediante la Ley 2056 de 
202033 las apuestas del gobierno se centran en: i) Aumentar las rega-
lías en las regiones productoras de minerales e hidrocarburos34; ii) 
Impulsar la descentralización y autonomía de las entidades territoria-
les a través de una amplia reducción de los ocad35; iii) Promover la 
equidad con el aumento de recursos para los municipios más pobres36; 
iv) Nueva asignación de recursos para proyectos del medio ambiente 
que ayuden a la lucha contra la deforestación37; v) Destinación de un 
porcentaje de las asignaciones directas a infraestructura educativa y/o 
proyectos para mejorar la educación superior pública38; vi) Beneficios 
directos a los pueblos indígenas, comunidades negras, afrocolombia-
nas, raizales y palanqueras, y el pueblo Rrom o gitano, de un porcenta-
je de la asignación para la inversión local. 

En cuanto al ocad paz, se mantienen la asignación paz, así como las 
fuentes definidas en el parágrafo 4.° del artículo 2.° del Acto Legislativo 
4 de 2017 ya citado, relacionadas con el ahorro pensional39. Así mismo, 
la reforma introdujo la posibilidad de aceleración de la destinación del 
7% de los ingresos del sgr, toda vez que el Gobierno nacional contem-
pla realizar un anticipo del 70% de las regalías de los próximos diez 
años, para la implementación del AF en municipios pdet y para pro-
yectos destinados a la reparación de víctimas40.

De igual manera, mediante el parágrafo 1.°, del artículo 57 de la Ley 
2056 de 2020, se estableció que:

33	 Diario Oficial, n.° 51.453, de 30 de septiembre de 2020, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30039954].

34	 Los recursos para la inversión social en regiones productoras de minería y petróleo pasa-
ron del 11% al 25%.

35	 De 1.152 ocad con la reforma quedaron solo ocho con la funcionalidad de viabilizar, for-
mular y aprobar los proyectos financiados con el sgr.

36	 Asignaciones del 15% frente al 10,7% con la normatividad anterior. De estos dos puntos 
deben destinarse a proyectos con incidencia ambiental y el desarrollo sostenible.

37	 La Ley 1530 de 2012 no destinaba rubros específicos a estrategias ambientales y contra 
la desforestación.

38	 Se definió un 5% para estos proyectos.
39	 Cuando una entidad territorial que recibe recursos del Sistema General de Regalías para 

el ahorro pensional territorial cubra sus pasivos pensionales, destinará los recursos pro-
venientes de esta fuente a la financiación de proyectos de inversión. Durante los 20 años 
siguientes a la entrada en vigencia del presente acto legislativo, estos proyectos deberán 
tener como objeto la implementación del Acuerdo Final, incluyendo la financiación de 
proyectos destinados a la reparación integral de víctimas.

40	 Artículos 60, 61 y 62. 

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30039954
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30039954
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Los proyectos de inversión sometidos a consideración del ocad paz, debe-
rán contar con un pronunciamiento único sectorial favorable para su res-
pectiva viabilización, priorización y aprobación”. Este pronunciamiento úni-
co sectorial, deberá ser solicitado al Departamento Nacional de Planeación, 
o los Ministerios o al Departamento Administrativo líder del sector en el que 
se clasifique el proyecto de inversión, o a la entidad que estos designen41.

Si bien se espera que la nueva reforma contribuya a lograr una me-
jor asignación y ejecución de los recursos del sgr que se orienten a la 
implementación del AF, quedan interrogantes sobre cómo el sgr pro-
moverá una mejor focalización y la aprobación de proyectos de alto 
impacto regional, si se tiene en cuenta que se mantuvo el mismo 34% 
de inversión en proyectos de impacto regional con criterios de pobreza 
y desempleo de la anterior Ley 1530 de 2012.

B. Financiación y aprobación de proyectos ocad paz

De acuerdo con el reporte del aplicativo gesproy42 a 2 de febrero de 
2021, en las sesiones de ocad paz, se habían aprobaron 462 proyectos 
de inversión por valor de $3.09 billones de pesos y a 2 de mayo de 
2021, se encontraban priorizados 178 proyectos. La asignación para 
la paz es la principal fuente de financiación del ocad paz, aportando 
$2,9 billones del valor total de los proyectos aprobados, equivalente 
al 96% de la financiación. A diferencia de las demás fuentes, esta es la 
que debe ir dirigida exclusivamente a municipios pdet.

Tabla 23
Financiación proyectos aprobados ocad paz (millones de pesos)

fuente 2017 2018 2019 2020 total

No proyectos aprobados 5 148 182 127 462
Asignación Paz $79.959 $916.319 $1.024.793 $902.429 $2.923.500
fdr - 50% Paz $5.519 $23.795     $29.314
Excedentes fonpet   $3.458 $15.590   $19.047

41	 Diario Oficial, n.° 51.453, cit.
42	 gesproy es el aplicativo o plataforma tecnológica dispuesta para el reporte y seguimiento 

de información de los proyectos ejecutados con recursos del sgr.
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Incentivo a la producción (30% 
rendimientos financieros)     $38.870 $33.292 $72.162

subtotal ocad paz $85.478 $943.572 $1.079.253 $935.721 $3.044.023
Otros recursos sgr $4.445 $15.444 $14.193 $19.490 $53.573
total sgr $89.923 $959.016 $1.093.446 $955.211 $3.097.596
Otras fuentes $73 $32.106 $10.934 $1.603 $44.716
valor total proyectos $89.995 $991.122 $1.104.381 $956.814 $3.142.312

Fuente: base gesproy- corte a 15 febrero de 2021.

Por sectores, la aprobación de proyectos ha orientado el 69% al sector 
transporte, a través de proyectos de vías terciarias, y a los sectores de 
minas y energía (18%), y agua potable y saneamiento básico (11%).

Tabla 24. Proyectos aprobados ocad paz por sector
(millones de pesos)

sector n.° proyectos sgr paz %
Transporte 294  $2.104.430 69%
Minas y energía 84  $533.850 18%
Vivienda, ciudad y territorio 57  $341.810 11%
Educación 10  $49.451 2%
Agricultura y desarrollo rural 8  $10.421 0,3%
Deporte y recreación 3  $1.427 0,0%
Ambiente y desarrollo sostenible 4  $1.181 0,0%
Gobierno territorial 1  $1.141 0,0%
Salud y protección social 1  $312 0,0%
total 462 $3.044.023 100%

Fuente: base gesproy - corte a 15 de febrero de 2021.

Los $3,4 billones de pesos aprobados mediante ocad paz, se encuen-
tran distribuidos en los siguientes estados de proyectos: $2,1 billones 
contratados en ejecución, $408.889 millones en proceso de contrata-
ción, $179.888 millones contratados sin acta de inicio, $173.935 mi-
llones terminado, $122.167 millones sin contratar, $16.263 millones 
desaprobado, $ 7.330 millones cerrado y $6.116 millones para cierre.
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1. Focalización territorial proyectos ocad paz

A febrero de 2021, de los 462 proyectos aprobados con recursos del 
sgr por $3,04 billones de pesos, el 64% corresponde a 299 proyectos 
identificados en municipios pdet por valor $1,96 billones, y un 2% por 
$69.167 millones, que corresponde a 12 proyectos que abarcan varios 
municipios, entre ellos, algún municipio pdet o zomac.

Gráfico 16
Distribución de los recursos en municipios pdet y no pdet

(millones de pesos)

Fuente: base gesproy – corte a 15 de febrero de 2021.

No obstante, el 33 % de la asignación de paz por $1,009 billones re-
lacionados a 15 proyectos, no están asociados a ninguno de los mu-
nicipios pdet priorizados por el AF. Así mismo, se encuentra que 53 
municipios no han sido beneficiados de los recursos del sgr Paz, equi-
valente al 31% de los pdet.
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C. Ejecución contractual de los proyectos aprobados
mediante el ocad paz en municipios pdet

Una vez aprobados los proyectos por parte de ocad paz, las entidades 
ejecutoras deben adelantar de forma oportuna los procesos contrac-
tuales, previo cumplimiento de requisitos43. En este sentido, se repor-
taron 525 contratos por $1,4 billones de pesos en municipios pdet, lo 
cual equivale al 78% del valor total de los proyectos. La principal mo-
dalidad de contratación es licitación pública por $835.430 millones, 
y existe una cantidad importante de contratos (50) sin registro de la 
modalidad utilizada, equivalente al 12% de la contratación.

Tabla 25
Modalidad de contratación proyectos aprobados ocad paz - municipios pdet

(millones de pesos)

modalidad de contratación valor total  
contrato % valor contratado 

 fuentes sgr

Concurso de méritos $115.507 8% $113.004 
Contratación directa $199.318 14% $199.318 
Contratación directa -
entidades sin ánimo de lucro $15.925 1% $15.925 

Contratación régimen especial -
ejecutor público $91.577 6% $91.577 

Licitación pública $835.430 59% $805.767 
Mínima cuantía $3.483 0% $3.483 
Selección abreviada $34.272 2% $25.079 
Sin información $168.732 12% $159.753 
total general  $1.464.245   $1.413.908 

Fuente: cdp - DIARI cgr – 15 de febrero de 2021.

43	 La entidad designada como ejecutora, tendrá un término de seis meses, prorrogables por 
otro seis, si y solo si, se requieren de permisos y licencia, para cumplir con los requisitos 
generales previos al inicio de la ejecución.
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De los contratos celebrados a febrero de 2021, 55 están suspendi-
dos bajo la causal de declaración de urgencia manifiesta, como con-
secuencia de la pandemia por Covid-19. Llama la atención un 14% de 
contratos celebrados por medio de contratación directa, teniendo en 
cuenta que este tipo de modalidad de contratación tiene aspectos es-
pecíficos para su utilización, y dichos contratos no lo poseen.

D. Seguimiento a los proyectos de inversión

En el componente de Monitoreo44, el dnp evidenció un histórico de 
6.331 alertas, asociadas a 343 proyectos, desde el 1.° de enero de 2018 
al 2 de febrero de 2021. El seguimiento45 se efectúa mediante visitas 
selectivas a los proyectos de inversión aprobados por el ocad paz. En 
total se han visitado 49, por un valor de $630.650 millones, de los cua-
les 12 tienen Plan de Mejora46, dos proyectos con plan de mejora in-
cumplidos, y seis proyectos con plan de mejora cumplido. 

En la función de control del Sistema de Monitoreo, Seguimiento, 
Control y Evaluación ‒smsce‒, está el Procedimiento Administrativo 
Preventivo ‒pap‒, que es de naturaleza especial y la medida de sus-
pensión preventiva de giros47. De acuerdo con información del dnp al 

44	 Consiste en la recolección, consolidación, análisis y verificación de la información corres-
pondiente a la administración de los recursos, desde la aprobación del proyecto hasta su 
cierre, con un sistema de alertas que permite identificar de forma temprana situaciones 
que afectan la gestión de los proyectos.

45	 Consiste en la verificación periódica y selectiva en forma directa de la ejecución y resul-
tados de las inversiones financiadas con recursos del Sistema General de Regalías, en 
términos de eficiencia, calidad y cumplimiento de requisitos legales.

46	 Artículo 6.° de la Resolución 1452 de 12 de mayo de 2017 expedida por el dnp donde se 
estableció: “Como resultado de las actividades de monitoreo y seguimiento del smsce, 
los actores del smsce designados como ejecutores de proyectos o de recursos del sgr, 
formularán, suscribirán e implementarán planes de mejora en los cuales se registrarán 
las acciones pertinentes, oportunas y conducentes que garanticen la superación de los 
hechos u omisiones identificadas en desarrollo de las actividades de Monitoreo y Segui-
miento, según corresponda, que afecten o puedan afectar la ejecución de los recursos, en 
términos de eficiencia, eficacia, calidad y sostenibilidad…”, disponible en [https://www.
sgr.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=xJa-pjiU2nE%3d&tabid=480&mid=1458].

47	 Disposición preventiva que busca evitar el uso inadecuado, ineficaz, ineficiente o sin el 
cumplimiento de requisitos legales de los recursos del sgr y se mantiene vigente hasta 
que la entidad acredite que la subsanó.

https://www.sgr.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=xJa-pjiU2nE%3d&tabid=480&mid=1458
https://www.sgr.gov.co/LinkClick.aspx?fileticket=xJa-pjiU2nE%3d&tabid=480&mid=1458
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22 de mayo de 2020, existen tres procedimientos adelantados48 en el 
departamento de Tolima, municipios de Pajarito (Boyacá) y Purísima 
(Córdoba), ejecutores de proyectos de inversión aprobados por ocad 
paz, con recursos suspendidos por $1.912 millones. En cuanto a los 
procedimientos correctivos y sancionatorios49, el dnp informó a la cgr 
que en el marco de las actividades de control del smsce, no se han im-
puesto medidas sancionatorias respecto de proyectos aprobados por 
el ocad paz.

E. Estudio sectorial “Desempeño y planeación de proyectos
del Órgano Colegiado –ocad paz– con los recursos
del Sistema General de Regalías”

La Delegada para el Posconflicto, junto con la Unidad de Regalías, rea-
lizó un análisis de la inversión de los recursos públicos destinados a la 
implementación del AF aprobados por ocad paz, durante el periodo 
comprendido entre septiembre de 2017 - octubre de 2020, en el cual 
se aprobaron 447 proyectos por $3,05 billones de pesos, es decir un 
6,25% del total de recursos del Sistema General de Regalías. Mediante 
este estudio, se pudo establecer una serie de cuestionamientos sobre 
la utilización de los recursos del sgp, destinados a la implementación 
del AF, aprobados mediante el ocad paz, y orientados a concretar ha-
llazgos en términos de eficacia, eficiencia y calidad.

Los siguientes fueron los principales resultados de este estudio:

•	 El 60,9% de los proyectos aprobados mediante el ocad paz co-
rresponde a municipios pdet: se identifican 227 proyectos de 448 
aprobados, ubicados en territorios pdet por valor de $1,86 billones 
de pesos.

48	 Por no efectuar las acciones de mejora derivadas de la función de monitoreo y seguimiento.
49	 El artículo 112 de la Ley 1530 de 2012, por la cual se regula la organización y el 

funcionamiento del Sistema General de Regalías, dispone que: “… Este procedimiento 
busca la protección de los recursos del sgr, mediante medidas administrativas tendientes 
a corregir o sancionar los hechos u omisiones que ocasionen un inadecuado, ineficiente, 
ineficaz uso de estos recursos o sin el cumplimiento de los requisitos legales”, Diario 
Oficial, n.° 48.433, de 17 de mayo de 2012, disponible en [http://www.secretariasenado.
gov.co/senado/basedoc/ley_1530_2012.html].

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1530_2012.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1530_2012.html
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•	 Existen aprobaciones de proyectos en el ocad paz en regiones 
no priorizadas en el AF: 14 departamentos han recibido recur-
sos del sgr aprobados por el ocad paz por un valor aprobado de 
$349.151 millones de pesos sin evidenciar ningún proyecto ubica-
do en municipio pdet. Por ejemplo, Atlántico, Guainía y San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina además de no tener zonas pdet, tam-
poco cuentan con ningún municipio clasificado en las zonas más 
afectadas por el conflicto armado –zomac– y presentan proyectos 
de inversión aprobados con recursos de la Asignación para la paz. 
De acuerdo con lo anterior, se puede concluir que:

–	 Más de la tercera parte de los municipios pdet no han sido bene-
ficiados por el ocad paz. De 170 municipios pdet, 53 no han sido 
beneficiarios de recursos de regalías aprobados en el ocad paz.

–	 Existe un promedio mayor de valores de proyectos de inversión 
aprobados en el ocad paz vs. el valor de proyectos del resto de 
ocad: mientras el promedio de un proyecto de inversión aproba-
do en el ocad paz es de $6.824 millones de pesos, el promedio de 
cualquier otro ocad es de $2.655 millones.

–	 Existe una gran divergencia en el acceso a los recursos: mientras 
Tibú (Norte de Santander) tiene aprobados proyectos por valor 
de regalías de $84.671 millones de pesos, Villagarzón (Putuma-
yo) registra $208 millones. 

–	 El acceso a los recursos del ocad paz no permite una asignación 
equitativa entre los municipios: en 20 municipios se concentra 
aproximadamente el 50% del valor de los proyectos con recur-
sos de regalías aprobados en el ocad paz. Sin lugar a duda, per-
sisten obstáculos que han impedido un acceso más equitativo de 
los municipios pdet a los recursos asignados para la paz.

–	 Se evidencian proyectos aprobados por el ocad paz que no le 
apuestan al cierre de brechas de pobreza entre el campo y la 
ciudad y al desarrollo rural: i) Se pueden evidenciar proyectos 
aprobados de vivienda urbana, parques de recreación y depor-
tes urbanos, vías urbanas o el cerramiento de un cementerio, etc. 
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ii) Proyectos relacionados con la red vial nacional o red vial se-
cundaria, por $0,5 billones aprox. iii) 12 proyectos relacionados 
con la red vial secundaria por valor de $344.089 millones y dos 
proyectos de red vial nacional por valor de $57.120 millones.

Aunque la contratación es directa, según la ley, una modalidad excep-
cional, su alta aplicación en los proyectos aprobados por el ocad paz ha 
perdido su carácter restrictivo. La modalidad de contratación directa 
representa el 8,54% de los recursos contratados para la ejecución de 
proyectos aprobados por el ocad paz, equivalentes a $165.946 millo-
nes de pesos.

Sobre el Estado de los proyectos se evidencian situaciones no desea-
bles como:

•	 Diez proyectos aprobados en 2020, en riesgo de liberación de re-
cursos, sin prórrogas, por valor de $70.378 millones de pesos.

•	 Ocho proyectos aprobados en 2019 por valor de $114.589 millo-
nes, en estado de ejecución, que para la fecha no había sido contra-
tada su ejecución.

•	 28 proyectos aprobados en 2019 por $150.954 millones de pesos 
contratados y sin acta de inicio.

•	 Tres proyectos de transporte, objetos de revisión, aprobados en 
2017, que al 2020 se encontraban en ejecución por $57.735 millones.

•	 124 proyectos aprobados en 2019, que a la fecha de corte se encon-
traban en ejecución por un valor de $875.936 millones de pesos, 
116 proyectos de transporte, cinco de educación, dos de vivienda, 
ciudad y territorio y uno de agricultura y desarrollo rural.

•	 24 proyectos terminados, sin cierre, por un valor de $99.117 millo-
nes de pesos. Es importante aclarar que para cerrar los proyectos 
terminados deben cumplir una serie de requisitos establecidos en 
los procedimientos del ciclo de los proyectos.
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La cooperación internacional representa el 1,96% del valor total de 
los recursos, que equivalen a $74.252 millones de pesos. Se han suscri-
to 68 contratos por esta modalidad realizados por el Instituto Nacional 
de Vías. Se reporta un valor idéntico al valor total del proyecto con el 
valor recibido del sgr sin evidencia de contrapartida alguna o fondos 
propios por parte de la entidad ejecutora y beneficiaria.

F. Auditoría de cumplimiento AT 75-2020
“Recursos del Sistema General de Regalías aprobados
a través del ocad paz, y de los municipios pdet”

Durante la vigencia 2020, se realizó una auditoría de cumplimiento a 
los proyectos y contratos financiados con recursos del sgp, aprobados 
a través del ocad paz y de los municipios pdet, para el sector de in-
fraestructura vial (vías terciarias para la paz), que han sido asignados y 
ejecutados por las gobernaciones de Arauca, Boyacá, Bolívar, Casanare, 
Cesar, Huila, Magdalena y Tolima y los municipios de La Paz (Cesar), 
Manaure (Cesar), Urumita (La Guajira), El Tambo (Nariño); así mismo 
en el Instituto Nacional de Vías. Proyectos aprobados entre 2017 y 2018.

La auditoría verificó el proceso precontractual, contractual y 
postcontractual, que se deriva de los proyectos y recursos del sgr 
aprobados por medio del ocad paz, mediante una muestra de proyec-
tos por $250.017,3 millones de pesos. Como resultado de la auditoría, 
la cgr constituyó 31 hallazgos administrativos, de los cuales 29 tienen 
presunta incidencia disciplinaria y 23 presentaron incidencia fiscal 
por $11.073,4 millones.

Los principales resultados derivados de este ejercicio de control fis-
cal son los siguientes:

•	 Por errores en la estructuración de los pliegos previos o condicio-
nes en los procesos licitatorios, y en la ejecución directa de algunas 
obras, se generaron detrimentos patrimoniales que conllevaron a 
procedimientos constructivos deficientes y utilización de materiales 
con mala calidad; así mismo, por la falta de rigurosidad en cuanto a 
los compromisos administrativos, jurídicos y técnicos ejecutados o 
supervisados, se presentan inconsistencias en algunas actividades 
inicialmente pactadas y sobrecostos no justificados, generando así 
incrementos notables de recurso y tiempo en la ejecución.
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•	 Se evidenciaron riesgos materializados por obras de mala calidad, 
por incumplimiento de las especificaciones técnicas de construc-
ción, pagos al contratista por actividades o ítems no ejecutados, 
incumplimiento del objeto contractual, inoportunidad en la ejecu-
ción de los proyectos del ocad paz.

•	 La administración de los recursos provenientes de regalías, apro-
bados a través del ocad paz, no cumplen en todos los aspectos sig-
nificativos con los criterios evaluados, puesto que en los casos se-
ñalados se presentó inadecuada gestión fiscal que devienen de la 
administración de los recursos auditados, tales como ausencia de 
controles efectivos en la ejecución, pagos autorizados sin soportes, 
mala calidad de las obras, falencias en las interventorías, inoportu-
nidades en la ejecución de la obra, etc., evidenciando una deficien-
cia en la planeación y ejecución de los recursos.

En la vigencia 2021, la cgr incluyó dentro de su Plan de Vigilancia 
Fiscal, una actuación especial e implementó el mecanismo de segui-
miento especial al ocad paz, a razón de los hallazgos del ejercicio de 
control fiscal encontrados durante 2020.

VI. Modelo de analítica de datos para el posconflicto

El Modelo de Analítica para el Posconflicto y Ley de Víctimas, tam-
bién hace parte de las nuevas herramientas utilizadas por la cgr para 
el monitoreo en tiempo real de los recursos fiscales destinados para 
el posconflicto. Este modelo fue desarrollado en conjunto entre la 
Dirección de Información, Análisis y Respuesta Inmediata ‒diari‒ y la 
Contraloría Delegada para el Posconflicto, con el propósito de aplicar 
técnicas de inteligencia artificial que permiten identificar irregularida-
des en el uso de recursos, al igual que inconsistencias en la información 
de contratación pública, presupuesto, subsidios, ayudas humanitarias, 
procesos de reincorporación, sustitución de cultivos, programas socia-
les y seguimiento a procesos de responsabilidad fiscal.
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Gráfico 17
Modelo de analítica

El Modelo de Analítica para el Posconflicto, cuenta con información de 
bases de datos de múltiples programas y entidades transversales, res-
ponsables de la ejecución del presupuesto destinado al posconflicto, 
las cuales se encuentran conectadas en tiempo real y se alimentan con 
protocolos de comunicación en línea, lo que permite el cruce de infor-
mación de más de 20 bases de datos de forma simultánea, que suman 
más de un terabyte. Este modelo también implementa algoritmos de 
programación enfocados en analizar y procesar la información de la 
contratación pública, dando como resultado alertas sobre inconsis-
tencias en la información reportada, permitiendo a la cgr aplicar los 
principios de seguimiento preventivo y concomitante enmarcados en 
el Acto Legislativo 4 de 201950.

50	 Diario Oficial, n.° 51.080, de 18 de septiembre de 2019, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30038092].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30038092
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30038092
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A. Estructuración del modelo

El Modelo de Analítica para el Posconflicto se encuentra estructurado 
por paneles de control, que se encuentran albergados en los sistemas 
de información de la cgr. Los paneles permiten la visualización de 
información relevante, que pasa por un sistema de validación y pos-
procesamiento por parte del equipo de la diari. El proceso de estructu-
ración del modelo se surte con el acompañamiento técnico y temático 
especialistas de la Delegada para el Posconflicto, quienes conocen el 
detalle conceptual de las bases de datos que disponen las entidades.

La visualización en los paneles de control, no solo muestra estadís-
ticas descriptivas de la información contenida en bases de datos, sino 
también las alertas sobre inconsistencias de tipo fiscal en la informa-
ción reportada. Estas alertas son el resultado de la implementación de 
ejercicios de analítica desarrollados por parte del equipo de ingenieros 
y de especialistas de la cdp, que aportan los criterios técnicos para la 
programación de herramientas de inteligencia artificial como el apren-
dizaje de máquina51. La siguiente gráfica presenta el proceso metodo-
lógico de estructuración para el modelo analítico:

Gráfico 18
Proceso metodológico de estructuración para Modelo Analítico

51	 El aprendizaje automático o aprendizaje de máquina es el subconjunto de inteligencia 
artificial (IA) que se centra en desarrollar sistemas que aprenden, o mejoran el 
rendimiento, en función de los datos que consumen.
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1. Paneles disponibles

El Modelo de Analítica para el Posconflicto se encuentra en constante 
crecimiento, por lo cual se añaden de forma periódica nuevos paneles 
que permiten aumentar la capacidad de seguimiento a los recursos pú-
blicos, destinados al posconflicto y la Ley de Víctimas. A la fecha de la 
realización de este informe, se cuenta con 18 paneles de control, los 
cuales se presentan en la siguiente imagen:

Gráfico 19
Paneles disponibles

Los 18 paneles de control que componen el modelo, se alimentan de 
más de 20 bases de datos de las diferentes entidades que reportan en 
tiempo real a la diari, y se actualiza según las necesidades de segui-
miento y análisis de la cdp.
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2. Información disponible (fuentes y marcadores)

Las fuentes de información relevantes del modelo, provienen de las 
entidades responsables de la ejecución de los presupuestos asocia-
dos a la implementación del Acuerdo Final y Ley de Víctimas. En la 
actualidad, el modelo cuenta con información detallada de entidades 
claves como la art, Unidad para la Atención y Reparación Integral de 
Victimas ‒uariv‒, Agencia para la Reincorporación y Normalización 
‒arn‒, Ministerio de Vivienda, entre otras. Además de la información 
reportada por entidades nacionales, el modelo se articula con informa-
ción de presupuesto del siif, suip y spi, contratación de las principales 
bases del Gobierno, tales como secop i, secop ii, sia, gesproy, y de la 
rendición sireci de la cgr.

El seguimiento a la ejecución presupuestal de los proyectos de in-
versión destinados al posconflicto, es uno de los focos transversales del 
modelo analítico. Para esta tarea se desarrolló el panel de seguimiento 
al pgn, el cual se articula la información referente a los proyectos exis-
tentes en el Sistema de Seguimiento a Proyectos de Inversión ‒spi‒.

Gráfico 20
Panel de seguimiento al pgn
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El panel de seguimiento al pgn hace uso del trazador “Construcción 
de Paz” dispuesto en el spi, el cual permite la realización de cruces de 
información entre la cascada presupuestal y la ejecución de cada una 
de las entidades responsables. Dentro del panel se visualiza informa-
ción relevante como el total de proyectos, total de beneficiaros, com-
promisos, obligaciones y pagos con corte al 1.° de mayo de 2021. La 
información visualizada puede ser filtrada por los Puntos y Pilares del 
AF, al igual que por ubicación geográfica (regiones a nivel nacional).

Adicionalmente, y teniendo en cuenta las limitaciones de calidad del 
actual trazador de paz del spi del suifp y la ausencia de marcador para 
los gastos de funcionamiento, el modelo dispone de un panel con la 
información presupuestal correspondiente al pgn, tanto de funciona-
miento como inversión a nivel nacional y discriminado por cada mu-
nicipio pdet. Esta información se dispone con base a lo reportado por 
las entidades responsables del AF, en el marco de la rendición sireci 
semestral modalidad del Posconflicto52.

Gráfico 21
Ejecución del pgn posconflicto 2020

52	 La información reportada por las entidades en rendición sireci posconflicto surte un 
proceso de revisión y depuración y en los casos necesarios se precisa a través de alcances 
a las entidades. La base final depurada se dispone semestralmente a la diari.
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Así mismo, el modelo de analítica tiene la capacidad de agrupar la in-
formación de los diferentes programas, subsidios, contratación pública, 
y ayuda humanitaria relacionada al posconflicto. Una de las principales 
fuentes de información para la búsqueda de inconsistencias, es el panel 
de contratación pública integrado por las bases de secop i, secop ii, sia, 
gesproy y la rendición sireci. Este se presenta a continuación:

Gráfico 22
Panel de contratación pública integrado por las bases de secop i,

secop ii, sia, gesproy y la rendición sireci

El panel de contratación pública fue desarrollado por medio de la im-
plementación de algoritmos de programación, que usan metodologías 
de reconocimiento de texto para identificar palabras claves relaciona-
das a la ejecución del posconflicto. En este panel se visualiza la tota-
lidad de la información de contratación destinada al posconflicto, la 
cual es utilizada para realizar ejercicios de contraste con los reportes 
de contratación pública internos de las entidades. Estos ejercicios per-
miten determinar si se presentan errores u omisiones en el reporte de 
información contractual por parte de las entidades responsables. 

El panel de seguimiento al pgn y el panel de contratación pública, 
son dos de los 18 paneles que la cdp tiene a su disposición para la rea-
lización de ejercicios de analítica, enfocados en el hallazgo de inconsis-
tencias y alertas dentro de la ejecución presupuestal de los recursos 
públicos destinados al posconflicto.
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B. Creación de alertas y resultados del modelo 

La cdp junto a la diari, han venido desarrollando una metodología de 
trabajo, para la creación de alertas derivadas de inconsistencias en la 
información reportada por las entidades. El proceso metodológico de 
la creación de alertas se presenta en el siguiente esquema:

Gráfico 23
Proceso metodológico de la creación de alertas

Derivada de esta metodología, la cdp junto a la diari han publicado 
alertas por valor de $82,8 mil millones de pesos en inconsistencias de 
información en lo corrido del año 2021.

1. Alertas asociadas a la contratación pública

En cuanto a la contratación pública, se detectaron inconsistencias en 
las bases de datos de secop i y secop ii por un total de $23.265 millo-
nes, ubicadas en los departamentos de Arauca, Cauca y Valle del Cauca.

Los cruces realizados arrojaron inconsistencias en los números de 
identificación existentes en las bases secop i y secop ii (números nit y 
cédulas) por un monto de $22.711 millones de pesos. La inconsistencia 
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se presenta debido a que se evidencia que, múltiples personas naturales 
u organizaciones, tienen asignado el mismo número de identificación 
en las bases de datos. Esta inconsistencia no permite identificar con 
precisión los contratistas para cada uno de los contratos en las bases.

Por otro lado, se identificaron inconsistencias derivadas de con-
trataciones multisector por $275 millones de pesos. Los contratistas 
identificados figuran con contratos en diferentes sectores de la econo-
mía como el sector educación y el sector social. Se evidencia que los 
contratos asignados de un mismo contratista pueden variar desde la 
adquisición de elementos para el mejoramiento de redes de acueducto, 
hasta la venta de insumos veterinarios, útiles escolares o servicios de 
instalación de paneles solares.

Adicional a esto, se logró identificar inconsistencias en contratacio-
nes multipropósito por $279,2 millones. Los contratistas identificados 
figuran con contratos que abarcan productos y servicios considera-
blemente diferentes. Un mismo contratista figura con contratos por 
prestación de servicios a albergues de animales, venta de licencias de 
antivirus y prestación de servicios logísticos para la realización de di-
ferentes tipos de capacitaciones.

2. Alertas en recursos ocad paz

En cuanto a los recursos de ocad paz, se publicó el 23 de abril de 2021 
el estudio sectorial “Desempeño y planeación de proyectos del Órgano 
Colegiado - ocad paz” con corte a septiembre de 2020. Mediante este 
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estudio, se identificaron un total de 448 proyectos aprobados con re-
cursos del sgr por $3,05 billones de pesos, el 60,9% del valor corres-
ponde a proyectos claramente identificados como municipios pdet por 
sgr de $1,86 billones representados en 227 proyectos. 

De estos recursos, se lograron identificar mediante ejercicios de 
analítica las siguientes alertas: i) ocho proyectos aprobados en 2019 
por $114.590 millones de pesos y que para la fecha no había sido con-
tratada su ejecución, correspondientes a seis proyectos de transporte 
y dos de vivienda, ciudad y territorio; ii) 28 proyectos aprobados en 
2019 por $150.953 millones de pesos contratados, y que no registra-
ban acta de inicio; iii) 24 proyectos que figuran como terminados, pero 
a la fecha de la realización de este informe no se encuentran cerrados, 
equivalentes a $99.117 millones.

Adicionalmente, en el marco del modelo de analítica para el poscon-
flicto, se han desarrollado ejercicios referentes a subsidios de vivienda, 
indemnizaciones y ayudas humanitarias, con hallazgos de inconsisten-
cias por $82.810,5 millones, que serán explicados a profundidad en el 
informe al Congreso de la Republica sobre la Ley de Víctimas.

Derivado de estos hallazgos, se llevará a cabo una actuación espe-
cial de fiscalización para evaluar la gestión respecto a los recursos des-
tinados al pago de indemnizaciones, atención y ayuda humanitaria a 
población víctima del conflicto armado, durante las vigencias 2014 a 
2020, de acuerdo con los registros detectados como potencialmente 
inconsistentes, y efectuar la revisión de los sistemas de información, 
con el fin de determinar la eficacia de los controles.

VII. Ejercicios de control y vigilancia fiscal

La Contraloría Delegada para el Posconflicto, en su calidad de 
Contraloría Delegada General, no tiene asignados sujetos de vigilancia 
y control; sin embargo, trabaja de manera articulada con las Delegadas 
Sectoriales para coordinar la adecuada vigilancia y control fiscal a los 
recursos públicos destinados a la implementación del Acuerdo Final.
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A. Articulación del control fiscal y apoyo
a realización de auditorías, y auditorías

Durante el primer semestre de 2020, se suministraron lineamientos 
a las contralorías sectoriales en 26 auditorías, para el abordaje de ob-
jetivos específicos relacionados con posconflicto y víctimas. Respecto 
a las entidades que tienen responsabilidad en la implementación del 
Acuerdo se tienen las siguientes:

Tabla 26
Auditorías entidades posconflicto y víctimas primer semestre 2020

sujeto de vigilancia y control n.° auditorías
Auditoría cumpli-
miento obras pdet Agencia de Renovación del Territorio ‒art‒ 2

Auditoría financiera Agencia Nacional de Tierras –ant‒ 1

Auditoría financiera Departamento Administrativo para la 
Prosperidad Social 1

Auditoría financiera Fondo Colombia en Paz –fcp‒ 1

Auditoría financiera Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
‒icbf‒ 1

Auditoría financiera Ministerio de Educación Nacional 1
Auditoría financiera Ministerio de Salud y Protección Social 1
Auditoría financiera Ministerio del Trabajo 1
Auditoría financiera Servicio Nacional de Aprendizaje ‒sena‒ 1

Auditoría financiera Unidad de Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas 1

total general 12

Fuente: fcp, Oficio E-fcp-S-00693 1.° de junio de 2021.

Durante el segundo semestre, la Contraloría Delegada para el 
Posconflicto realizó dos ejercicios de auditoría intersectoriales, par-
ticipó en tres ejercicios auditores a cargo las Delegadas Sectoriales y 
brindó lineamientos a cuatro ejercicios de control fiscal en sujetos de 
control a cargo de estas temáticas. Los resultados generales se presen-
tan en la siguiente tabla:
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Tabla 27
Auditorías entidades posconflicto y víctimas segundo semestre 2020

dependencia
ejecutora 

tipo
auditoria entidad

hallazgos

total D
fiscales

IP OI
F $

Contraloría 
Delegada Sector 
Gestión Pública 
e Instituciones 
Financieras  

Cumplimiento Fondo Colombia 
en Paz 17 8 1 28.485.821 - -

Contraloría 
Delegada Sector 
Inclusión 
Social/ 
Contraloría 
Delegada para el 
Posconflicto 

Cumplimiento 
intersectorial uariv 18 10 1 7.452.298 - -

Contraloría 
Delegada Sector 
Agropecuario / 
Contraloría 
Delegada para el 
Posconflicto  

Cumplimiento 
intersectorial ant 23 2     - -

Contraloría 
Delegada para el 
Sector Justicia

Cumplimiento

Comisión para el 
Esclarecimiento 
de la Verdad, la 
Convivencia y la 
No Repetición

10 5 2 192.456.609 - -

Cumplimiento

Unidad para 
la Búsqueda 
de Personas 
dadas por 
Desaparecidas 
en el Contexto 
y en Razón del 
Conflicto Armado

12       - -

Tipos de incidencia: (D) Disciplinaria; (F) Fiscal; (IP) Indagación Preliminar; (OI) Otras 
Incidencias.

Fuente: cgr. Informes de auditoría 2020.
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Así mismo, como resultado del control fiscal macro realizado a tra-
vés de los informes de ley, de acuerdo con los riesgos identificados, se 
suministraron insumos para la construcción del Plan Nacional de Vigi-
lancia y Control Fiscal - 2021 de la cgr, de tal manera que los riesgos 
fueran abordados mediante el control posterior selectivo.

B. Actividades de vigilancia fiscal
y seguimiento permanente al recurso público

En atención a las facultades otorgadas a la cgr para el ejercicio del con-
trol preventivo y concomitante, desde la Contraloría Delegada para el 
Posconflicto se adelantaron tres ejercicios regulares de seguimiento 
permanente al recurso público. En el primer semestre de 2020, enfo-
cados a la vigilancia de los recursos públicos y las medidas extraordi-
narias generadas por los gestores fiscales, para atender la emergencia 
sanitaria ocasionada por el sars-CoV-2 (Covid-19) en los programas 
de posconflicto y víctimas:

1.	 Pagos por indemnizaciones y ayuda humanitaria a las víctimas 
del conflicto armado.

2.	 Pagos mensuales de Asistencia Alimentaria Inmediata en el mar-
co del pnis.

3.	 Pago de las rentas básicas otorgadas a los excombatientes de las 
farc y los pagos administrativos correspondientes a los Espa-
cios Territoriales de Capacitación y Reincorporación ‒etcr‒.

Durante segundo semestre de 2020, se efectuó un especial seguimien-
to dirigido a la identificación de los recursos públicos interagencia-
les destinados a la implementación de los Planes de Acción para la 
Transformación Territorial ‒patr‒, pdet, obras pdet, y pnis, con el 
propósito de apoyar los tableros de control para el monitoreo en tiem-
po real de estos recursos.

Así mismo, la Delegada para el Posconflicto, atendió de manera 
articulada, con la Unidad de Seguimiento y Auditoría a Regalías una 
intervención funcional excepcional, al municipio de Mesetas en el de-
partamento del Meta, para la vigilancia y control fiscal de los recursos 
endógenos municipales destinados a los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial –pdet‒.
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Viii. Riesgos

seguimiento a la ejecución

riesgos efectos perspectivas

1. Excepto por el pgn las demás 
fuentes de financiación (coope-
ración, regalías, ET, sgp y pri-
vados) continúan presentan-
do ejecución por debajo de lo 
Planteado en el mfmp presen-
tando un rezago de recursos 
que ascienden a $15 billones.

2. Se reitera riesgo de desfinan-
ciación de la implementación, 
por la falta de lineamientos 
para el uso de recursos pro-
venientes del Sistema General 
de Participaciones y las enti-
dades territoriales.

3. Se reitera riesgo por desba-
lance en la ejecución de recur-
sos en algunos pilares del AF, 
frente a apuestas estructura-
les y cronogramas de la imple-
mentación: mientras el pilar 
1.4 “Educación Rural” con-
centra el 24% de la ejecución 
acumulada a 2021, el pilar de 
ordenamiento social de la pro-
piedad, que incluye apuestas 
como la implementación del 
catastro multipropósito, solo 
concentra el 3% de las asigna-
ciones presupuestales.

4. Aún persiste la debilidad en 
los proyectos de inversión re-
portados en el trazador de paz 
en el spi del suifp 2020, eviden-
ciándose inconsistencia de aso-
ciación de proyectos y rubros 
frente a los objetivos del Plan 
Marco de Implementación, 
tanto en el aplicativo spi como 
en el traza para los gastos de 
funcionamiento.

1. Ejecución de la imple-
mentación del AF inferior 
a la prevista con posible 
incumplimiento de compro-
misos del AF.

2. La falta de lineamientos 
y las reformas normativas 
pendientes de la Ley 715 de 
2001 del sgp para habilitar 
nuevos recursos, y de la Ley 
152 de 1994 para transferir 
competencias y recursos a 
las entidades territoriales, 
dificultan la financiación del 
AF.

3. Bajo cumplimiento en las 
metas trazadoras del AF re-
lacionadas con la entrega de 
tierras, formalización de la 
propiedad y en compromi-
sos con las comunidades de 
los municipios pdet.

4. Continúa la dificultad 
para el seguimiento, control 
y verificación de la contri-
bución y ejecución de los 
recursos del trazador de 
paz asignados a las metas 
del AF. 

1. Más dinamismo por parte 
del Gobierno nacional para el 
uso de estas fuentes de finan-
ciación.

2. Retomar la gestión de las 
reformas normativas pen-
dientes para habilitar el uso 
de recursos del sgp y las ET.

3. Programación y ejecución 
más balanceada hacia las me-
tas trazadoras que requieren 
de mayor financiación.

4. Mayores controles de ca-
lidad de la información re-
portada por las entidades 
en spi del dnp y en traza de 
Ministerio de Hacienda.
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obras por impuestos

riesgos efectos perspectivas

1. El 63% de la inversión 
con $417.717 millones, se 
concentra en seis de los 23 
departamentos receptores: 
Antioquia, Arauca, Caquetá, 
Cauca, Norte de Santander y 
Putumayo. 

2. Deficiencias en el segui-
miento y monitoreo del avan-
ce físico y financiero de las 
obras por impuestos por las 
entidades que coordinan este 
mecanismo.

1. Bajo acceso de otros mu-
nicipios para beneficiarse 
con proyectos financiados 
por este mecanismo.

2. Falta de información cen-
tralizada sobre el estado de 
ejecución de los proyectos 
implementados bajo este 
mecanismo, así como incum-
plimiento en la ejecución de 
los proyectos pérdida de los 
recursos públicos que son 
ejecutados por privados.

1. Incentivar la vinculación de 
contribuyentes a proyectos 
en municipios pdet y zomac 
en departamentos con baja 
participación. AF.

2. Generación por parte de las 
entidades responsables de los 
mecanismos de seguimien-
to articulados y sistemas de 
información necesarios para 
el seguimiento físico y finan-
ciero, estado de los proyectos, 
la contratación y seguimiento 
físico de las obras.

fondo colombia en paz

riesgos efectos perspectivas

1. La administración de $3,42 
billones a la fecha, siendo la 
mayor fuente de recursos el 
pgn el 94%, especialmente de 
funcionamiento, 5% a otros 
recursos y tan solo el 1% a 
cooperación internacional.

2. Demoras en la asignación 
e incorporación parcial de 
los recursos provenientes del 
impuesto al carbono por par-
te del mhcp, para las respec-
tivas subcuentas del Fondo 
Colombia en Paz. 

3. Uso de la contratación di-
recta para la celebración de 
2.794 contratos con los que se 
ejecuta el 34% de los recursos; 
siendo esta una modalidad no 
competitiva de contratación. 

4. Utilización de una herramien-
ta no formalizada por parte del 
dapre y el mhcp, denominada 
“Bolsa Paz”, para la distribución 
de los recursos dirigidos a aten-
der los asuntos de Paz a cargo 
del dapre, entre los que se en-
cuentran los destinados al fcp.

1. Limita el actuar por sub-
cuentas dependiendo de 
la asignación de recursos, 
sometidos a los recortes de 
tipo presupuestal que dicte 
el Gobierno nacional.

2. Incumplimiento y retra-
sos para la ejecución de las 
líneas de acción asociadas 
a las subcuentas relaciona-
das con estos recursos.

3. No se logran las mayores 
eficiencias en la ejecución 
de los recursos públicos.

4. Sujeta a modificaciones 
y cambios, por no ser una 
herramienta formal dentro 
del presupuesto público 
que pueda hacer exigible su 
cumplimiento.

1. Incentivo de inversión de 
otras fuentes de recursos, 
donde la entidad actué como 
el fondo de fondos que se pre-
vió en sus inicios.

2. Mejorar la coordinación 
institucional entre el dapre y 
el mhcp.

3. Incentivar el uso de moda-
lidades competitivas de con-
tratación como la convocato-
ria abierta.

4. Formalizar la existencia 
de la Bolsa Paz dentro del 
Presupuesto General de la 
Nación. 
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sgr ocad paz

riesgos efectos perspectivas

1. Se materializan riesgos 
por debilidad técnica en los 
municipios, para la adecuada 
formulación y ejecución de 
proyectos de inversión con 
cargo a los recursos de la bol-
sa concursable de asignación 
para la paz.

2. Bajo nivel de seguimien-
to a proyectos ocad paz, 
del Sistema de Monitoreo, 
Seguimiento, Control y 
Evaluación ‒smsce‒.

3. Según estudio sectorial al 
ocad paz 2020, se evidencia 
una tendencia a la atomi-
zación de recursos, falta de 
pertinencia y priorización a 
los objetivos plasmados en el 
Acuerdo Final.

1. Incumplimientos, defi-
ciencias de calidad y pérdi-
da de valor de las inversio-
nes, y por tanto rezago en 
el cumplimiento de los pro-
pósitos del AF de cierre de 
brechas de pobreza entre el 
campo y la ciudad.

2. Posibles incumplimien-
tos de objetos contrac-
tuales, recibo de bienes y 
servicios con deficiencias 
en calidad. Y pérdida de 
generación de valor en los 
proyectos ejecutados.

3. Incumplimiento de los 
propósitos del AF de lograr 
una transformación estruc-
tural del campo, reactiva-
ción económica, disminu-
ción de la pobreza en las 
zonas más afectadas por el 
conflicto armado.

1. Fortalecimiento de capaci-
dades territoriales para ade-
cuada formulación de proyec-
tos de inversión pública.

2. Priorizar las actividades de 
seguimiento del smsce a muni-
cipios con mayor nivel de ries-
go y fortalecimiento de las vee-
durías ciudadanas, en el marco 
del control social durante la 
ejecución de proyectos.

3. Prioridad a proyectos de 
alto impacto regional en el 
proceso de aprobación de 
proyectos del ocad paz.

analítica de datos – ejercicio de analítica

riesgos efectos perspectivas

1. Se evidencia riesgo en el se-
guimiento de los recursos de-
bido al hallazgo de inconsis-
tencias en las bases de datos 
oficiales (secop i y secop ii).

2. Se evidencia riesgo en el 
seguimiento de los recursos 
del ocad paz debido a las in-
consistencias en las fechas de 
actas de inicio, terminación y 
ejecución.

1. Inconsistencias que im-
piden la identificación, se-
guimiento y control de los 
recursos destinados a la 
contratación pública. 

2. Genera inconsistencias 
que impiden identificar el 
estado y avance actual de 
los proyectos de inversión 
financiados por ocad paz.

1. Se requiere una revisión a 
las bases de datos secop i y 
secop ii para la identificación 
y posterior corrección de las 
inconsistencias en la infor-
mación registrada para cada 
contrato. 

2. Revisión de los proyectos 
con inconsistencias en las di-
ferentes fechas con el objetivo 
de esclarecer si son producto 
de inconsistencias en el re-
porte de la información.
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IX. Conclusiones

Sobre el seguimiento a la ejecución de recursos del AF: 

1.	 Ejecución de $22,4 billones de pesos del AF durante 2017-2020 a 
precios constantes del 2020. Con corte al primer trimestre de 2021, 
se registra una programación de $5,67 billones.

2.	 Ejecución de $6,5 billones del AF en 2020, siendo la mayor ejecu-
ción frente a vigencias anteriores.

3.	 En ninguno de los años de implementación se ha ejecutado la tota-
lidad de los recursos previstos por año en el mfmp (65% ejecución 
entre 2017 y 2020). 

4.	 El pgn financió el 81 % de la ejecución del AF en 2020 ($5,3 billo-
nes). En el 2021 esta fuente representa el 95% de lo programado.

5.	 A marzo de 2021, a través de la figura de obras por impuestos, se 
registran proyectos en ejecución por valor de $620.868 millones 
en municipios pdet y zomac, principalmente asociados a infraes-
tructura de transporte (54%), educación (26%) y vivienda (17%).

6.	 Los recursos ejecutados a 2020 se orientaron en su mayoría al pun-
to 1 “Reforma Rural Integral” (63%) y al punto 4 “Solución al pro-
blema de drogas” (16%). Se destaca un incremento de orientación 
de recursos hacia los puntos 3 y 5 en la vigencia 2021 frente a años 
anteriores.

7.	 Las mayores asignaciones del pgn se orientan hacia la rri a través 
de programas sociales a cargo del icbf, Ministerio de Educación y 
sena, así como hacia el Programa de Reincorporación del punto 3 
“Fin del conflicto”, y al funcionamiento de las entidades del Sistema 
de Justicia, Verdad y Reparación del punto 5 “Víctimas”.

8.	 Excepto para los recursos provenientes del pgn, el resto de fuentes 
de financiación (sgp, regalías, cooperación, etc.) registran ejecuciones 
por debajo de lo programado tanto en el mfpm como en el ppi de Paz.
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9.	 Menos del 1% de la ejecución de 2020 fue financiada con recursos 
del sgp, según reporte en el chip finalidad del posconflicto, cifra 
que no está de acuerdo a lo estipulado para esta fuente según el 
mfmp (28% del total) y en el ppi de Paz del pnd 2018-2022 (35% 
del total).

En relación a los aspectos de calidad del gasto de los recursos inverti-
dos por el Presupuesto General de la Nación: 

1.	 Se evidencian avances en la disminución de subreportes de proyec-
tos y recursos asociados a la implementación del posconflicto para 
la vigencia 2020, pasando del 29% al 14% en la apropiación, y del 
22% al 4% en los compromisos reportados en sireci frente a 2019.

2.	 Aumentan las inconsistencias en la identificación de proyectos de 
inversión asociados al trazador de construcción de paz: el 31% de 
los objetivos de los proyectos analizados de la vigencia 2020 no son 
consistentes frente al alcance del AF frente a un 24% en 2019. A su 
vez, no se encontró relación directa entre los productos de los pro-
yectos de inversión y los productos del pmi en el 37% de los pro-
yectos, frente al 28% de inconsistencia en el año anterior (2019).

3.	 Del análisis de las fichas de los proyectos de inversión del spi del 
suifp, se destaca que el 48% de la ejecución 2020 se asocia a com-
promisos que contribuyen en términos de proceso a la implemen-
tación del AF. Así mismo, el 50% de la ejecución se asocia a proyec-
tos que contribuyen en términos de resultado intermedio y un 2% 
se asocia a proyectos que aportan a resultados finales de la imple-
mentación según metodología de la cgr.

Sobre la ejecución del pgn en el territorio: 

1.	 Según la información registrada por las entidades en el sireci, en la 
vigencia 2020 se ejecutaron $1,38 billones de pesos en municipios 
pdet, a través de 29 entidades del nivel nacional.

2.	 Las inversiones del pgn llegaron a 169 de los 170 municipios prio-
rizados en los 19 departamentos.
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3.	 Para la vigencia 2020, según la información registrada en el spi del 
suifp, $1,1 billones se ejecutarán directamente en territorio pdet.

4.	 Los recursos pgn orientados a territorios pdet corresponden princi-
palmente a oferta social del dps, a través del Programa Adulto Mayor, 
el icbf a través del Programa de Atención a la Primera Infancia, 
y al Programa de Alimentación Escolar y Servicio de Formación 
Profesional del Sena, los cuales contribuyen al punto 1 “rri”.

5.	 Se destaca en 2021 la programación de recursos a través de invias 
orientados a territorios pdet por valor de $53.200 millones.

6.	 De otra parte, se destaca que, a partir de mediados de 2021, el apli-
cativo spi del suifp permitirá el seguimiento a nivel de cada uno de 
los municipios pdet y la identificación de recursos exclusivos para 
las iniciativas pdet.

Obras por impuestos:

1.	 Entre 2018 y 2021, se encuentran registrados en el Banco de 
Proyectos de la art, 103 proyectos, con 73 contribuyentes vincula-
dos a este mecanismo, por un total de $705.474 millones.

2.	 La mayor cantidad de proyectos se han ejecutado a través de la 
“Opción Fiducia”, 99 por $676.193 millones, administrados por la 
Fiduprevisora; y en 2021, mediante la “Opción Convenio” cuatro 
proyectos por $29.2828 millones. Se observa una dinámica cre-
ciente de recursos involucrados mediante este mecanismo.

3.	 Por sectores, existe una alta concentración de estos recursos en 
Transporte con el 54%, educación con el 26%, vivienda el 17%; y 
en menor medida en los sectores trabajo, y minas y energía, con el 
1% y 2% respectivamente.

4.	 Los proyectos benefician a 23 departamentos, 82 municipios 
pdet y 58 zomac; siendo los departamentos de Antioquia, Arauca, 
Caquetá, Cauca, Norte de Santander y Putumayo los receptores del 
63% de la inversión con $417.717 millones.
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5.	 Con corte a 31 de marzo de 2021, 35 proyectos se encuentran ter-
minados por $129.894 millones, 58 en ejecución por $490.974 mi-
llones y siete en estructuración por $45.966 millones.

Fondo Colombia en Paz:

1.	 A 31 de marzo de 2021, el Fondo ha administrado $3,42 billones 
de pesos desde su puesta en funcionamiento. Teniendo en cuenta 
las fuentes de recursos, el 94% corresponden a recursos del pgn 
especialmente de funcionamiento, 5% a otros recursos y solo el 1% 
a cooperación internacional.

2.	 En desarrollo de sus actividades el Fondo administra y ejecuta re-
cursos a través de 17 subcuentas creadas; siguen siendo, Sustitución 
(43%), Reincorporación (22%) y pdet (15%), las subcuentas que 
concentran la mayor parte de los recursos (80%).

3.	 La proyección de recursos que ingresarán en 2021, se realiza con 
base en la distribución de la denominada, “Bolsa Paz”; el total ascien-
de a $1,75 billones, 75% por inversión y 25% de funcionamiento.

4.	 Las subcuentas creadas en 2020, relacionadas con el 25% y 5% del 
impuesto al carbono, Ambiente y desarrollo sostenible y Herencia 
Colombia, en cumplimiento de la “Ley de Páramos”, muestran a la 
fecha una baja ejecución.

5.	 La última actualización a marzo de 2021, hace referencia a un re-
caudo de $937.347 millones de pesos; con las deducciones, el va-
lor aplicable para la Ley 1930 de 2018 –Ley de Páramos– es de 
$670.488 millones. De estos recursos, solamente se van a distribuir 
a las subcuentas del fcp $289.462 millones; quedando pendiente 
por incorporar el 45%.

6.	 Respecto a la incorporación de recursos del impuesto al carbono a 
las subcuentas, han existido demoras en la asignación por parte del 
mhcp; según lo reportado por el administrador fiduciario, debido 
también a demoras en la comunicación del recaudo del impuesto.
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7.	 Respecto a las subcuenta creada más recientemente, Visión 
Amazonía, tenía recursos proyectados para 2021 por $4.259 mi-
llones de pesos, la subcuenta icbf Sacúdete, estimaba administrar 
un monto de $60.000 millones provenientes del pgn, y la subcuen-
ta afd creada en 2019 para manejar recursos de cooperación de 
la Agencia Francesa de Desarrollo, no cuentan aún con asignación 
presupuestal en la vigencia 2021.

8.	 Respecto a los procesos contractuales adelantados por el fcp, bajo 
sus tres modalidades, el 61% de los recursos contratados se hacen 
por convocatoria abierta, y equivale al 6% de los contratos suscri-
tos. Por otra parte, la contratación directa fue la modalidad utili-
zada para la celebración de 2.794 contratos, 94% del total, que co-
rresponden al 34% de los recursos contratados.

9.	 Para 2021, se observa una ejecución de los recursos lenta en cada 
una de las subcuentas, en especial en la de Sustitución, que apalan-
ca el pnis y que por los retrasos que tiene el programa se esperaría 
una mayor dinámica de ejecución.

10.	Entre 2020 y a 31 de marzo de 2021, se gestionaron a través del 
fcp recursos de cooperación internacional del Banco Alemán de 
Desarrollo y de la Agencia Francesa de Desarrollo, recursos que ve-
nían siendo tramitados desde 2019, a la fecha no se han incluido 
recursos adicionales por esta fuente.

11.	Resultado de la auditoría financiera realizada en primer semestre 
de 2020 una por la cgr, el fcp dejó de utilizar los poa e implementó 
los ppo. Los poa definían las líneas gruesas de gasto de las subcuen-
tas; no incluían información respecto a los resultados a alcanzar 
con los recursos públicos invertidos. Esta situación comprometía 
el principio constitucional de eficacia de la función administrativa. 
Los ppo además de los recursos y rubros de gasto, deben contener 
las metas propuestas.
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Sobre el Sistema General de Regalías –ocad paz–:

1.	 En las sesiones de ocad paz, a 15 de febrero de 2021 se habían 
aprobado 462 proyectos de inversión por $3.04 billones de pesos, 
recursos orientados en un 69% al sector transporte a través de pro-
yectos de vías terciarias, y a los sectores de minas y energía (18%) 
y agua potable y saneamiento básico (11%).

2.	 En cuanto a las cuatro fuentes que aprueba ocad paz, la asignación 
para la paz aporta el 95% de la financiación.

3.	 Así mismo, del total de los recursos aprobados $2,1 billones de pe-
sos se encuentran contratados en ejecución, $408.889 millones en 
proceso de contratación, $179.888 millones contratados sin acta 
de inicio, $173.935 millones terminados, $122.167 millones sin 
contratar, $16.263 millones desaprobados, $7.330 millones cerra-
dos y $6.116 millones para cierre.

4.	 En cuanto a la focalización territorial, el 64% de lo aprobado en 
ocad paz corresponde a 299 proyectos identificados en munici-
pios pdet por valor $1,96 billones, y un 2% por $69.167 millones, 
corresponde a 12 proyectos que abarcan varios municipios, entre 
ellos alguno pdet o zomac.

5.	 Por el tipo de proyectos, en especial los de infraestructura vial y la 
manera en que se formulan, se está dando bastante participación 
de recursos de asignación para la paz, a municipios no priorizados.

6.	 Se reportaron 525 contratos en el marco de la ejecución de es-
tos proyectos, por $1,4 billones en municipios pdet. La principal 
modalidad de contratación es licitación pública por un valor de 
$835.430 millones y existe una cantidad importante de contratos 
(50), sin registro de la modalidad utilizada, equivalente al 12% de 
la contratación.

7.	 De los contratos celebrados a febrero de 2021, 55 están suspen-
didos bajo la causal de declaración de urgencia manifiesta, como 
consecuencia de la pandemia Covid-19.
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8.	 Existe alto porcentaje de contratos celebrados por medio de con-
tratación directa equivalentes al 14%, teniendo en cuenta que este 
tipo de modalidad de contratación tiene aspectos específicos para 
su utilización, y dichos contratos no lo poseen.

9.	 En el marco del smsce a los recursos del sgr a cargo del dnp, el 
componente de Monitoreo, evidenció un histórico de 6.331 alertas, 
asociadas con 343 proyectos, desde el 1.° de enero de 2018 al 2 de 
febrero de 2021.

10.	Estudio sectorial y auditoría de cumplimiento de la cgr al ocad paz 
del sgr en 2020, evidenció deficiencias en la planeación y ejecu-
ción de los recursos, que van desde aprobaciones de proyectos en 
regiones no priorizadas del AF o en proyectos que no le apuestan al 
cierre de brechas entre el campo a la ciudad, hasta deficiencias en 
la estructuración de pliegos, ejecución directa de algunas obras en 
licitaciones, detrimentos patrimoniales, procedimientos construc-
tivos deficientes, utilización de materiales con mala calidad, entre 
otros.

Sobre el Modelo de Analítica de Datos para el seguimiento a los recur-
sos del posconflicto:

1.	 Inconsistencias asociadas a la contratación pública, según ejercicio 
de analítica de datos: la identificación de contratistas multipropó-
sito y multisectorial en las bases de secop i y secop ii, junto a la 
identificación de inconsistencias en las fechas de proyectos finan-
ciados desde ocad paz.

2.	 $23,2 mil millones de pesos en contratos que presentan inconsis-
tencias, derivadas de la identificación de contratistas multipropó-
sito y multisectorial.

3.	 $364,5 mil millones de pesos en inconsistencias referentes a actas 
de inicio, fechas de ejecuciones y fechas de terminaciones de pro-
yectos de inversión.
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I. Reforma Rural Integral

El propósito de la Reforma Rural Integral ‒rri‒, consiste en cerrar las 
brechas socioeconómicas entre la población urbana y la rural, a través 
de estrategias que, de manera articulada, conlleven al desarrollo soste-
nible del campo, en aspectos del ordenamiento social de la propiedad, 
infraestructura y de adecuación de tierras, salud, educación, vivienda, 
agua y saneamiento básico, así como el fortalecimiento de la econo-
mía campesina, familiar y comunitaria, y la garantía de la seguridad 
alimentaria.

Este punto del AF propone en diez años erradicar la pobreza 
rural extrema y disminuir al 50% la pobreza rural multidimensional. 
Para ello, se deben formular e implementar 16 Planes Nacionales 
Sectoriales ‒pns‒ en aspectos estratégicos para el desarrollo rural, 
priorizando la intervención en las 16 subregiones pdet, de manera 
articulada con la ejecución de los Planes de Acción para la Transfor-
mación Territorial ‒patr‒.

117
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Gráfico 24
Balance de la implementación del punto 1 “rri”

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art, formularios 2021 cdp.

Para 2020 se registra una ejecución presupuestal de $4,6 billones de 
pesos y una programación de $4,3 billones para 2021, mostrando un 
incremento del 2% respecto a 2019 y en relación con lo planeado para 
2021, una disminución del 8% frente a lo ejecutado en 2020.

Para el periodo 2017 a 2021, se han destinado $18,4 billones, de los 
cuales el 72,3% provienen del pgn ($13,3 billones), seguido del 15,4% 
de regalías ($2,8 billones) y 7,8% de cooperación internacional. Miran-
do la vigencia 2020, el mayor aporte se hace a través del pgn (80,6%), 
seguido de los recursos de regalías (7,4%) y de privados (6,6%).

Los aportes provenientes de regalías y cooperación internacional han 
disminuido entre 2017 y 2020, pasando de 29,1% a 7,4% y de 19,4% 
a 1,7%, respectivamente. Para el caso de las regalías, esta dinámica se 
explica por la transitoriedad dada en el marco de la Ley 1530 de 201253 
a la Ley 2056 de 202054, por medio de la cual se regula la organización 
y el funcionamiento del sgr, y que contempla, entre otros aspectos, rea-
lizar un anticipo del 70% de las regalías en los próximos diez años a los 
municipios pdet para la implementación del AF, y para la reparación de 
víctimas. De otra parte, la dinámica decreciente de la cooperación inter-
nacional es acorde con lo proyectado por el mfmp 201755.

53	 Diario Oficial, n.° 48.433, cit.
54	 Diario Oficial, n.° 51.453, cit.
55	 Conforme al mfmp de 2017, se estimó una senda decreciente de recursos de cooperación 

internacional por tres razones: i) Los países que han firmado un acuerdo de paz han reci-
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La ejecución presupuestal por cada uno de los pilares, muestra que 
el 77,8 % de los recursos se concentran en tres de ellos: educación rural 
(36,2 %), infraestructura y adecuación de tierras (27,2 %), y produc-
ción agropecuaria y economía solidaria (14,4 %). Llama la atención, 
que tres pilares tan relevantes como Ordenamiento social de la propie-
dad rural y uso del suelo, salud, y garantía progresiva del derecho a la 
alimentación, se soportan en conjunto solo con el 8,6 % del presupues-
to total destinado hasta el momento para la implementación de la rri.

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art, formularios 2021 cdp.

Respecto al cumplimiento de los indicadores del pmi, se observa que 
a más de cuatro años de la firma del AF, tan solo se ha alcanzado el 
cumplimiento del 68% de los indicadores del ciclo de formulación de 
la política para la rri, lo que no permite tener una ruta clara y de visión 
estratégica para el logro de los fines de este punto. Sin embargo, en tér-
minos de los indicadores de proceso y producto, se ha logrado el 38% 
y 28%, respectivamente.

Dentro de los principales avances se destacan: i) El inicio en 2020 
de la implementación del catastro multipropósito, con un avance del 
15,4% del territorio nacional, lo que equivale a 10,6 millones de hec-
táreas; ii) El acceso a internet de alta velocidad, en 1.108 cabeceras 

bido la mayor parte de la ayuda en los primeros cuatro años; ii) Menor oferta de recursos 
por las tendencias observadas de los líderes políticos de la época, como era el caso de 
Estados Unidos; y iii) Colombia se ha consolidado como un país de ingreso medio alto, lo 
que podría disminuir su participación en la oferta de estos recursos.
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municipales, incluidos los 170 municipios pdet; iii) La ampliación de 
cobertura eléctrica para 16.835 nuevos usuarios en 83 municipios no 
pdet y 11.110 en 30 municipios pdet; iv) La gestión de 7.282 iniciati-
vas pdet, con 5.370 proyectos estructurados que requieren una inver-
sión superior a $10,28 billones; v) La implementación del mecanismo 
de obras por impuestos, como una fuente novedosa de financiamiento, 
a la fecha de 51 proyectos que contribuyen a iniciativas de los patr 
por $426.441 millones; vi) De las 16 hojas de rutas contempladas, se 
encuentran validadas tres: Catatumbo, sur de Bolívar y sur de Córdoba, 
concentrando el 10% de las 32.808 iniciativas totales y el 12% de las 
iniciativas con ruta de gestión.

Los principales obstáculos se asocian a: i) El bajo avance en la meta 
trazadora de hectáreas entregadas a través del Fondo de Tierras (4%), 
ocasionado por la limitada implementación de los mecanismos de ac-
ceso a la tierra para la población rural. Por otra parte, el retraso en la 
creación de la Jurisdicción Agraria imposibilita la resolución pacífica 
de conflictos, alrededor del uso del suelo y la tenencia de la tierra; ii) 
Se evidencia bajo avance en cuanto a la elaboración del inventario de la 
red vial terciaria establecida en el pnd, así como en relación con la eje-
cución física asociada al mantenimiento y reparación de las vías tercia-
rias; iii) El Covid-19, afectó el avance del Modelo de Atención Integral 
Territorial maite y la adopción del Plan Nacional Sectorial de Salud; 
iv) Se disminuyó de forma significativa el presupuesto para atender 
el pilar sobre producción agropecuaria y economía solidaría, y no se 
avanzó en la construcción y rehabilitación de centros de acopio y al 
fortalecimiento de las organizaciones solidarias para su administra-
ción; v) No se ha creado el Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional; y vi) El esquema utilizado para el seguimiento del pdet, 
no corresponde a un sistema de evaluación robusto que dé cuenta so-
bre el estado de las inversiones en los territorios; el seguimiento, que 
en el mejor de los casos es disperso, no disponiendo de información 
centralizada sobre la contratación estatal asociada a la ejecución de 
los proyectos de los patr, ni del estado de ejecución de los contratos.
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A. Planes nacionales y metas trazadoras
de disminución de brechas de pobreza

De los 16 pns establecidos en el AF, se encuentran 13 formulados, de 
los cuales nueve han sido adoptados mediante acto administrativo. 
Este rezago retrasa la posibilidad de tener una visión estratégica para 
avanzar en la superación de las brechas entre el sector urbano y rural, 
y encaminar este último hacia un desarrollo sostenible.

De acuerdo a la información suministrada, el costeo de los pns al-
canza la suma de $103,4 billones de pesos de 2020, sin incluir los co-
rrespondientes al Plan de Formalización de la Propiedad Rural, Plan de 
Zonificación Ambiental y Plan Nacional de Asistencia Integral, Técnica, 
Tecnológica y de Impulso a la Investigación, los cuales aún no han sido 
formulados. Frente a lo establecido en el mfmp de 2017, que dispu-
so para la rri un total de $119,7 billones de 2020 ($110 billones de 
2017), solo estarían disponibles $16,3 billones para costear los tres 
pns pendientes de formular. 

Adicional a esto, la Misión para la Transformación del Campo –mtc– 
estimó los costos de la Reforma Rural, en $195,52 billones de 2015 
($234,2 billones de 2020), toda vez que parte de definir los “munici-
pios rurales como aquellos que hacen parte de las categorías rural y 
rural disperso, y que tienen cabeceras municipales menores a 40 mil 
habitantes”56, lo que indicaría un déficit de $114,5 billones respecto al 
mfmp 2017.

56	 El segundo informe al Congreso sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento de las 
metas del componente para la paz del Plan Plurianual de Inversiones de la cgr (2018), 
concluyó que la planeación de los recursos destinados a la implementación del afp del 
mfmp no son suficientes en el caso de la rri, toda vez que no se evidencian recursos asig-
nados al cubrimiento de los municipios rurales y rurales dispersos más allá de los 170 
municipios pdet priorizados.
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Tabla 28
Estado de los Planes Nacionales Sectoriales

para la Reforma Rural Integral

pilar pns
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Ordenamiento social
de la propiedad rural
y uso del suelo

Plan de Formalización Masiva de la 
Propiedad Rural ‒pfmpr‒ No No

Plan de Zonificación Ambiental ‒pza‒ No No

Infraestructura y
adecuación de tierras

Plan Nacional de Riego y Drenaje para 
la Economía Campesina, Familiar y 
Comunitaria 

Si $ 1,63 Si

Plan Nacional de Vías para la Integración 
Regional Si $ 11,15 Si

Plan Nacional de Conectividad Rural Si $ 3,52 Si
Plan Nacional de Electrificación Rural Si $ 15,60 Si

Desarrollo social: Salud Plan Nacional de Salud Rural Si $ 3,33 No
Desarrollo social: 
Educación rural Plan Especial de Educación Rural Si $ 48,40 No

Desarrollo social: 
Vivienda y agua potable 

Plan Nacional de Suministro de Agua 
Potable y Saneamiento Básico Rural Si $ 4,25 Si

Plan Nacional de Construcción y 
Mejoramiento de Vivienda Social Rural Si $ 3,72 No

Producción agropecua-
ria y economía solida-
ria y cooperativa 

Plan Nacional de Asistencia Integral, 
Técnica, Tecnológica y de Impulso a la 
Investigación 

No $ 0,00 No

Plan Nacional para Promoción de la 
Comercialización de la Producción de 
la Economía Campesina, Familiar y 
Comunitaria 

Si $ 0,1 Si

Plan para Apoyar y Consolidar la 
Generación de Ingresos de la Economía 
Campesina, Familiar y Comunitaria 

Si $ 0,99 Si

Plan Nacional de Fomento a la Economía 
Solidaria y Cooperativa Rural Si $ 1,11 Si

Plan Progresivo de Protección Social de 
Garantía de Derechos de los Trabajadores 
y Trabajadoras Rurales 

Si $ 8,75 Si

Garantía progresiva del 
derecho a la alimentación 

Sistema para la Garantía del Derecho 
Progresivo a la Alimentación Si $ 0,91 No

Fuente: formularios de entidades nacionales enviado a la cdp, marzo de 2021.
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En el pmi se establecieron como metas trazadoras para el pilar 1.0. 
“Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral”, que a 2031 se lo-
gre: i) Erradicar la pobreza rural extrema y, ii) Disminuir en un 50% la 
pobreza multidimensional.

Según el dane57, la pobreza monetaria rural58 ha decrecido entre 
2019 y 2020, pasando de 47,5% a 42,9%, mientras que la pobreza mo-
netaria extrema se redujo de 19,3% a 18,2%. Lo anterior a pesar de los 
posibles efectos de la emergencia sanitaria derivada del Covid-19 y en 
contraste con el aumento del 19% y 57% presentados a nivel nacional, 
para estos dos indicadores respectivamente.

A la fecha de redacción de este informe, aún no se cuenta con los 
avances en el índice de pobreza multidimensional para 2020, siendo el 
último dato de 2019, dato que para centros poblados y rurales disper-
so fue 34,5 % frente al 17,5 % nacional.

B. Ordenamiento social de la propiedad y uso del suelo

Para el pilar de ordenamiento social de la propiedad y uso del suelo se 
ejecutaron $486.783 millones de pesos para el periodo 2017-2020. En 
la vigencia 2020, la ejecución registra un incremento del 138,8% con 
respecto a 2019, pasando de $86.120 millones a $205.619 millones, y 
se estima que para 2021, con respecto al 2020, este incremento será 
del 91,1%, con $392.966 millones programados en esta vigencia.

Del total de recursos destinados en el periodo 2017 a 2021, el 70% 
son provenientes del pgn y el 29% de cooperación internacional. La 
mayor ejecución en 2020, responde a un incremento del 220,8% de 
los recursos pgn respecto a 2019, mientras que la fuente referida a 
cooperación internacional disminuyó en 95,1%; en contraste con lo 
proyectado para 2021, en donde los recursos del pgn aumentan en un 
8%, frente a un significativo aumento en la fuente de cooperación in-
ternacional, que pasa de $1.177 millones a $176.920 millones59.

57	 Disponible en [https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-
condiciones-de-vida/pobreza-monetaria].

58	 Centros poblados y rural disperso.
59	 Se destaca que en 2020 el 97% de estos recursos fueron del pgn, mientras que en 2021 

se proyecta que esta fuente sea el 55% y el 45% restante se financie con recursos de coo-
peración internacional.

https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-vida/pobreza-monetaria
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/pobreza-y-condiciones-de-vida/pobreza-monetaria
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De los proyectos de cooperación reportados por apc Colombia en 
2021, se destaca la intervención “Financiamiento adicional para el Ca-
tastro Multipropósito en Áreas Ambientalmente Protegidas para For-
talecer la Gestión Forestal Sostenible”60, proyecto en verificación con 
aportes del Reino Unido por $155.440 millones que aporta a la estra-
tegia 1.1.2 “Uso del suelo y gestión catastral”, en 23 municipios, 17 de 
los cuales serían pdet61.

Gráfico 25
Ejecución presupuestal pilar 1.1

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art. 

60	 El objetivo de la intervención es “Prevenir la deforestación y la transformación de los 
ecosistemas naturales mediante el establecimiento del catastro multipropósito en áreas 
protegidas ambientalmente y otras áreas ambientalmente significativas y estratégicas 
afectadas por altas tasas de deforestación”.

61	 Municipios pdet en subregiones Arauca, Putumayo, bajo Cauca y nordeste Antioqueño, 
Macarena-Guaviare.
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Gráfico 26
Ejecución Presupuesto General de la Nación 2020 pilar 1.1

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Con recursos pgn, se han ejecutado durante el periodo 2017-2020 un 
total de $401.211 millones de pesos, de los cuales $199.372 millones se 
ejecutaron en 2020; en 2021 se registran apropiaciones por $216.046 
millones.

Para 2020, los recursos de proyectos de inversión que aportaron al 
ordenamiento social de la propiedad, provienen principalmente del 
Fondo Colombia en Paz (52%), la ant (41%)62, el Ministerio de Ambien-
te (4%), el igac (1%) y Departamento Nacional de Planeación (1%).

Una vez analizados los proyectos de inversión, se concluye que el 
84% de los compromisos en 2020, aportan en términos de gestión 
a los fines del ordenamiento social de la propiedad, destacándose el 
proyecto de inversión “Contribución para promover la sostenibilidad 
ambiental y socioeconómica en municipios pdet y territorios afecta-
dos por el conflicto”, por valor de $103.113 millones, a través del cual 
se apropiaron y comprometieron recursos derivados del impuesto al 
carbono, los cuales fueron girados al fcp para ser ejecutados en 202163. 

62	 La ant reporto en sireci compromisos por $81.244 millones, de estos, $3.386 correspon-
dieron a gastos de funcionamiento y el resto se derivó en siete proyectos de inversión por 
$77.858 millones.

63	 Como se específica en el capítulo financiero éstos recursos se invertirán en líneas asocia-
das a: i) Biodiversidad y riqueza; ii) Adquisición de bienes en los procesos de ampliación 
y declaratoria que se adelantan en los ecosistemas estratégicos para el Sistema de Parque 
Nacionales Naturales; iii) Sistema de Información Ambiental Colombia; iv) Implemen-
tación de sistemas sostenibles de la conservación a través de la restauración de áreas 
transformadas degradadas.
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Por su parte, la ant ejecutó $77.857 millones que aportaron al re-
sultado final del propósito del pilar, tres proyectos por $39.358 millo-
nes y en términos de gestión, tres proyectos por $38.499 millones.

Tabla 29
Ejecución pgn 2020 proyectos de inversión

entidad/proyecto de inversión compromisos
aportes

productos
al pmi

Agencia Nacional de Tierras –ant– 77.857.858.461
Asistencia jurídica y técnica para la regulariza-
ción de la propiedad a nivel Nacional 13.528.373.121 Gestión

Asistencia técnica y jurídica para la formaliza-
ción de la pequeña propiedad privada rural a ni-
vel nacional

28.398.654.700 Resultado 
Final

Dotación de tierras para garantizar los mecanis-
mos de acceso a sujetos de reforma agraria a ni-
vel nacional

21.826.443.679 Gestión

Elaboración de Planes de ordenamiento social de 
la propiedad rural a nivel nacional 3.145.020.256 Gestión

Implementación Programa de legalización de tie-
rras y fomento al desarrollo rural para comuni-
dades negras a nivel nacional

1.552.889.981 Resultado 
Final

Implementación del Programa de legalización de 
tierras y fomento al desarrollo rural para comu-
nidades indígenas a nivel nacional

9.406.476.724 Resultado 
Final

Departamento Nacional de Planeación 1.906.357.489 
Implementación del sistema nacional catastral 
multipropósito desde el dnp alcance. Nacional 1.906.357.489 Gestión

Fondo Colombia en Paz –fcp– 103.113.000.000
Contribución para promover la sostenibilidad 
ambiental y socioeconómica en municipios pdet 
y territorios afectados por el conflicto

103.113.000.000 Gestión

Instituto Geográfico Agustín Codazzi 2.434.978.010 

Actualización y Gestión Catastral Nacional 2.022.749.618 
Resultados 
intermedios
y finales
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Generación de estudios de suelos, tierras y apli-
caciones agrológicas como insumo para el orde-
namiento integral y el manejo sostenible del te-
rritorio a nivel nacional

412.228.392 Gestión

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 14.056.145 
Implementación de estrategias para la inclusión 
financiera en el sector agropecuario. Nacional 14.056.145 Gestión

Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 8.405.986.629 
Fortalecimiento de la oferta institucional para la 
sostenibilidad ambiental del territorio en el mar-
co de los negocios verdes y sostenibles a nivel 
nacional

4.052.231.958 Gestión

Generación capacidades para el adecuado des-
empeño ambiental del sina en el territorio na-
cional 

4.353.754.671 Gestión

Ministerio de Justicia y del Derecho 225.099.905 
Apoyo en la implementación de los métodos de 
resolución de conflictos en el nivel nacional y te-
rritorial nacional

171.099.905 Gestión

Fortalecimiento institucional para la reforma a la 
justicia. Nacional 54.000.000 Gestión

Parques Nacionales Naturales de Colombia 364.343.438 
Administración de las áreas del Sistema de 
Parques Nacionales Naturales y coordinación del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas

364.343.438 Intermedio

Superintendencia de Notariado y Registro 1.664.453.184 
Actualización en línea de las bases de datos para 
el catastro multipropósito a nivel nacional 1.664.453.184 Gestión

total general 195.986.133.261

Fuente: rendición sireci 2020.



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

128

Tabla 30
Avances implementación del pilar 1.1

metas trazadoras

nombre
indicador 

meta
trazadora añ

o 
in

ic
io

añ
o 

fi
n

m
et

a 
to

ta
l

in
di

ca
do

r

un
id

ad
 m

ed
id

a

av
an

ce
 a

cu
m

ul
ad

o 
a 

di
c/

20
20

m
et

a 
vi

ge
nc

ia
 

20
20
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20

Tres millones 
de hectáreas 
entregadas 
a través del 
Fondo de 
Tierras

2017 2028 3.000.000

Has. entre-
gadas del 
Fondo de 
Tierras

108.451 
(4%) 156.343 72.676 

(46%)

Siete millones 
de hectáreas 
de pequeña y 
mediana pro-
piedad rural, 
formalizadas

2017 2026 7.000.000

Has. de 
pequeña y 
mediana 
propiedad 
rural, for-
malizadas

2.064.085
(29%) 381.878 117.124 

(31%)

Fuente: Agencia Nacional de Tierras.

Gráfico 27
Avance indicadores pmi

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.
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En términos de la formulación de la política, se observa un rezago 
importante en el cumplimiento de los indicadores respectivos, parti-
cularmente debido a que no se ha creado la jurisdicción agraria y no se 
han aprobado e implementado los Planes Nacionales de Formulación 
Masiva de la Propiedad Rural Nacional ni el de Zonificación Ambiental.

Respecto a los indicadores de proceso, no se evidencia el apoyo efecti-
vo a los planes de desarrollo sostenible de las Zonas de Reserva Campe-
sina ‒zrc‒, teniendo en cuenta la finalidad que este indicador persigue.

Por último, frente a los indicadores de producto se observa un re-
zago en la entrega de tierras y en la implementación del catastro mul-
tipropósito, lo que afecta el impacto del pilar, en términos del ordena-
miento social y productivo de la tierra y su redistribución equitativa.

Tabla 31
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias 

estrategia avances obstáculos

Acceso a tierras

Se observa un avance sig-
nificativo en la dotación de 
tierras para comunidades 
étnicas.

Se reglamentó el Subsidio 
Integral de Acceso a Tierras 
siat.

Se aumentó la aprobación 
e implementación de los 
pospr.

Avance acumulado de 29% 
de la meta trazadora Has. 
de pequeña y mediana pro-
piedad rural formalizadas.

No formulación del Plan de Formalización 
Masiva de la Propiedad Rural (pfmpr).
Las cifras reportadas por la ant generan 
incertidumbre sobre los avances reales en 
relación con el acceso a tierras. 
Bajo avance de la meta trazadora de hec-
táreas entregadas a través del Fondo de 
Tierras (4%).
El Fondo de Tierras no cuenta con recur-
sos monetarios para la compra de tierras o 
subsidio de la misma.
La línea especial de crédito para compra de 
tierras presenta mínimas ejecutorias.
Al siat no le fueron asignados recursos.
Continúan siendo escasos los avances en la 
implementación de los pospr en relación 
con el universo requerido.
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Uso del suelo y 
gestión catastral

Inicio del catastro multi-
propósito 

Habilitación de nuevos ges-
tores catastrales.

No formulación del pns de Zonificación 
Ambiental.
Persiste el desfinanciamiento del catastro 
multipropósito y un escaso avance de las 
metas, lo que no permite tener certeza so-
bre el cumplimiento de lo establecido en el 
pmi (100% municipios con catastro rural 
multipropósito formado y/o actualizado) y 
en el pnd (a 2022 el 60% del área del país 
formado y actualizado).
No se ha creado la jurisdicción agraria.
No se evidencian avances en los Planes de 
Ordenamiento Productivo y Social de la 
Propiedad Rural, reportándose los mismos 
de la vigencia anterior (siete formulados, 
tres aprobados y uno formalizado).

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.

‒ Acceso y formalización de tierras

Pese a que el Plan Nacional de Formulación Masiva de la Propiedad 
Rural Nacional se esperaba estuviese formulado desde 2017, el 
Gobierno se ha limitado a la discusión del borrador sin que a marzo de 
2021 exista una versión adoptada y con cierre técnico. En este senti-
do, continúa el riesgo que viene manifestando este órgano de control, 
dada la importancia de este plan para garantizar la seguridad jurídica 
sobre los predios junto con su aprovechamiento económico. 

Por otra parte, en relación con los Planes de Ordenamiento Social 
de la Propiedad Rural ‒pospr‒, en el cuatrienio 2018-2022, se tienen 
priorizados 64 municipios para su formulación e implementación. A 
marzo de 2021, nueve están en formulación, 49 aprobados y seis des-
programados antes de su formulación. De los 49 pospr aprobados, 
nueve están en implementación, 21 inician en 2021 y 2 en 2022, los 
restantes no tienen recursos asegurados o han sido desprogramados 
o suspendidos. En los municipios donde se está adelantando la imple-
mentación, igual que el año pasado, solo se ha culminado el barrido 
predial y el inicio del procedimiento único en Ovejas (Sucre), formali-
zando 506 predios en 2.255,5 hectáreas y adjudicando 1.196 predios 
en 1.687 hectáreas. Frente a la vigencia 2019, a marzo de 2021 se re-
gistra un aumento de ocho pospr aprobados y cinco en implementa-
ción. La cgr ha sido insistente en el escaso avance en la formulación 
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e implementación de los pospr, lo cual ha sido observado y objeto de 
hallazgos en las auditorías de los últimos años64.

Respecto al Registro de sujetos de ordenamiento social de la pro-
piedad rural ‒reso‒65, persisten rezagos para la inclusión de los su-
jetos de ordenamiento en este instrumento, lo que puede deberse a 
la desarticulación y limitada colaboración de otras entidades para la 
verificación de las condiciones habilitantes. De las 86.684 solicitudes 
de inscripción al reso66, el 70% se encuentran aún sin valorar por par-
te de la Agencia, y de los sujetos de ordenamiento que fueron incluidos 
(15.222), solo el 14% han resultado beneficiarios de programas de ac-
ceso o formalización.

El pmi estableció la entrega a través del Fondo de Tierras de tres mi-
llones y la formalización de siete millones de hectáreas. Hasta 2021, la 
ant no había realizado apropiación presupuestal específica alguna para 
aforar el Fondo de Tierras, al menos proveniente del pgn, por lo que los 
reportes entregados corresponden a los recursos ejecutados a través 
de los proyectos de inversión, con productos y actividades que, aunque 
se relacionan, no son específicamente orientados al Fondo de Tierras67.

En este sentido, la ant reportó dineros para el aforo del Fondo de 
Tierras para la Reforma Rural Integral en proyectos de inversión por 
$36.833,5 millones de pesos para la vigencia 2020, y de $133.517,1 
millones para la vigencia 202168. En la medida en que no se robustezca 
el fondo de tierras con recursos monetarios para fortalecer la compra 

64	 Contraloría General de la República, auditoría de cumplimiento a la implementación re-
forma rural integral (junio 2019) y auditoría de cumplimiento al ordenamiento social de 
la propiedad rural (diciembre 2020).

65	 El Registro de Sujetos de Ordenamiento reso, es la herramienta administrada por la 
Agencia Nacional de Tierras, en donde se incluyen todos los sujetos de ordenamiento 
social de la propiedad.

66	 En la información suministrada por la ant, se indica que existen 11.542 solicitudes de 
inscripción al reso “que fueron resueltos de forma manual”, para efectos de los cálculos 
adelantados por la cgr, no se contabilizan ya que no se tiene certeza de la inclusión o no 
del sujeto.

67	 Esta situación solo se subsanó con la formulación de un proyecto de inversión en 2021, 
denominado “implementación del modelo de ordenamiento social de la propiedad rural 
a nivel nacional”, el cual, en su cadena de valor, incluye productos y actividades específi-
camente orientadas al Fondo de Tierras.

68	 Adicionalmente, el Fondo de Tierras cuenta con recursos provenientes de organismos 
internacionales por $30 millones (2020) y $3.507,6 millones (2021); y por concepto de 
contraprestación de los servicios y los obtenidos por administración de bienes, $1.834,8 
millones (2020) y $1.600,0 millones (2021). 



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

132

de tierras o el subsidio a la misma, se limita el accionar de la ant a fin 
de dotarlo de tierras suficientes que le permitan no solo cumplir, como 
presupuesto mínimo, con la meta establecida en el pmi, sino lograr la 
democratización del acceso a la tierra que el AF establece.

Para el análisis de los resultados referentes al acceso y formaliza-
ción de tierras, según la pgn69, existe un consenso dentro del sector de 
agricultura sobre los conceptos y fuentes para medir sus avances. Para 
la medición de los tres millones de hectáreas entregadas, se tendrán en 
cuenta las adjudicaciones de predios fiscales y baldíos por vía de asig-
nación de derechos, es decir sin ocupación previa, entrega de subsidios 
integrales y créditos otorgados para la compra de tierra; y para la me-
dición de los siete millones de hectáreas formalizadas, se tendrán en 
cuenta, además de la formalización de bienes privados, la adjudicación 
de baldíos y bienes fiscales por vía de reconocimiento de derechos, es 
decir con ocupaciones previas70.

A juicio de la cgr, adicional a las deficiencias en los reportes presen-
tados por la ant, el entender la adjudicación de baldíos y bienes fisca-
les como formalización, puede conllevar a ciertas dificultades para la 
aplicación de las disposiciones que en la materia fueron establecidas 
en el Decreto-Ley 902 de 201771, al menos en tres aspectos: 

i) Al momento de reportar lo que se ha entregado desde el fondo, 
la ant tendría que contabilizar necesariamente los baldíos con ocupa-
ción previa, ya que todos los bienes baldíos que tengan la condición de 
adjudicables deben ingresar al fondo de tierras (art. 18); ii) El mencio-
nado decreto-ley establece cinco asuntos que se deben tramitar por el 
procedimiento único, dentro de ellos, en relación con la formalización, 
solo hace referencia a los predios privados, por lo que lo concerniente 
a baldíos se tramitaría por el asunto asignación y reconocimiento de 
derechos de propiedad; iii) El reso, tiene dos módulos: 1. Acceso a tie-

69	 Procuraduría General de la Nación. Informe sobre el estado de avance de la imple-
mentación de las estrategias de acceso a tierras y uso del suelo rural contempladas en el 
Acuerdo de Paz, enero de 2021.

70	 Pese a lo anterior, la ant continúa reportando, la entrega de predios baldíos con ocupa-
ción previa, lo que permite inferir que continúan los reportes imprecisos por parte de la 
Agencia, generando incertidumbre sobre si los avances en hectáreas entregadas también 
se presentan como resultados en formalización de tierras, es decir, un posible sobredi-
mensionamiento en estas cifras. 

71	 Diario Oficial, n.° 50.248, de 29 de mayo de 2017, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30031898].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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rras y 2. Formalización. En el primero, se incorpora a los sujetos que 
pretendan acceder a cualquiera de los programas de dotación de tie-
rras, y en el segundo, se relacionan los sujetos que pretendan la forma-
lización de predios privados. Como se observa, desde el mismo reso se 
excluye a los adjudicatarios de baldíos como sujetos de formalización.

No se debe perder de vista que la gestión de la ant sobre los predios 
baldíos, obedece a un mecanismo de acceso y no de formalización de 
tierras. Se trata de una política que busca que los campesinos accedan 
a la tierra y garantizar así su derecho a la propiedad, que conlleva con-
sigo la formalización, aunque este no es su fin último; hasta tanto, el so-
licitante solo tiene una expectativa sobre la propiedad del baldío. Los 
resultados reportados por la ant frente a la entrega de tierras a través 
del fondo y para formalización son las que a continuación se exponen:

 
Tabla 32

Entrega de tierras - Fondo de Tierras

fuente hectáreas
entregadas

Hectáreas derivadas de adjudicación de predios fiscales patrimoniales 1.638
Hectáreas derivadas de procesos de adjudicación de baldíos a enti-
dades de derecho publico 14

Hectáreas adjudicadas originadas en compra directa 1.887
Hectáreas derivadas de procesos de adjudicación de baldíos. 315
Hectáreas derivadas de procesos de constitución, creación, saneamien-
to, ampliación, titulación, demarcación para comunidades étnicas 231.247

total 235.101

Fuente: ant, con corte a marzo 31 de 2021.

Se resalta que el 98% de las hectáreas entregadas y el 48% de las for-
malizadas se adelantaron mediante procedimientos étnicos, mientras 
que para campesinos se han entregado 3.854 hectáreas y se han for-
malizado 1,14 millones.
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Tabla 33
Formalización de predios

fuente hectáreas
formalizadas

Hectáreas derivadas de procesos de adjudicación de baldíos 1.121.437,85
Hectáreas derivadas de procesos de adjudicación a entidades de 
derecho público1 929,56

Hectáreas derivadas de procesos de constitución, creación, sa-
neamiento, ampliación, titulación y demarcación para comuni-
dades étnicas.

1.051.864,44

Hectáreas formalizadas derivadas de procesos de formalización 
de pequeña y mediana propiedad privada rural 18.531,31

total 2.192.763,16
1	 Llama la atención que la ant contabilice los bienes adjudicados a entidades de derecho 

público, como avance en cumplimiento de las metas de la rri, cuando el fin de esta últi-
ma es el bienestar de la población campesina y la transformación del campo.

Fuente: ant, con corte a marzo 31 de 2021. 

Se evidencian diferencias presentadas por la ant de una vigencia a 
otra. Para la vigencia 2019, se reportó a la cgr la entrega de 29.997 
hectáreas (5.588,1 para población campesina); a junio de 2020, se re-
portaron como entregadas 38.851 hectáreas (5.520 ha para población 
campesina)72; para este año, se reportaron 235.101 entregadas (3.854 
has para población campesina). Se observa una reducción en el núme-
ro de hectáreas presentado en 2020 para población campesina y un 
significativo aumento de las hectáreas entregadas a comunidades étni-
cas, pasando de 33.270 hectáreas en junio de 2020 a 231.247 con corte 
a 31 de marzo de 2021. 

El Subsidio Integral de Acceso a Tierras creado por el Decreto-Ley 
902 de 2017 citado, fue reglamentado a través del Decreto 1330 de 
202073, sin embargo, para la vigencia 2021 no se asignó presupuesto. 
Aunado a lo anterior, aún no se ha culminado la adopción de mecanis-
mos que lo instrumentalicen, tales como: i) criterios de planificación 

72	 Auditoria al ordenamiento social de la propiedad ospr realizada por cgr (segundo se-
mestre 2020).

73	 Diario Oficial, n.° 51.459, de 6 de octubre de 2020, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040004].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040004
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040004
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y focalización, ii) conformación del Registro de Inmuebles Rurales, iii) 
metodología para el cálculo de la uaf predial, y, iv) articulación entre 
la ant y la adr, para la entrega de capital semilla que permita la imple-
mentación de proyectos productivos. En este sentido, la ant reportó 
un avance para 2020 de 175 familias beneficiadas, referidas a subsi-
dios de las modalidades Pacto Agrario, sidra y sira, esquemas anterio-
res al Decreto-Ley 902 de 2017 citado.

Por otra parte, el Ministerio de Agricultura indica que a través de la 
secretaria técnica de la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario, 
se han establecido líneas especiales de crédito con y sin subsidio para 
compra de tierras74. Al respecto, no se tiene definida una categoría para 
la economía campesina, familiar y comunitaria, sin embargo, se esta-
blecen condiciones especiales en la tasa de interés para los pequeños 
productores (dtf + 7% e.a. y en la línea con subsidio dtf + 3% e.a.). En 
relación con la línea de crédito con subsidio, permanece como requisi-
to el estar inscrito en el reso, lo que sigue generando limitaciones para 
el acceso, dado el atraso en su conformación.

En 2020, se colocaron 1.565 créditos para compra de tierra, por 
$280,8 mil millones, 11,8% de estos recursos se orientaron a pequeños 
productores, lo que equivale al 55,9% de los créditos. Para el primer 
trimestre de 2021, se colocaron 196 créditos por $48,9 mil millones, el 
8,8% de este valor se destinó a pequeños productores. En la línea con 
subsidio las cifras son mínimas, con tan solo dos créditos por valor de 
$61 millones y un subsidio de $14 millones, persistiendo la baja colo-
cación presentada en 2019.

En relación con la regulación de contratos y/u otras figuras para 
asignar derechos de uso, la ant expidió el Acuerdo 118 de 24 de marzo 
de 2020 “por medio del cual se modifica y adiciona el Acuerdo 058 del 
16 de abril de 2018”75, el cual fija el reglamento para el otorgamiento 
de derechos de uso sobre predios baldíos inadjudicables. La ant re-
porta que, a marzo de 2021, se han expedido tres actos administrativos 
mediante los cuales se asignan derechos de uso (Ovejas y Tierralta), lo 

74	 Con condiciones especiales para los pequeños productores, jóvenes rurales, comunida-
des negras, mujeres de bajos ingresos, víctimas del conflicto armado, población desplaza-
da, reinsertada y reincorporada, aquella que ejecute programas de desarrollo alternativo, 
pequeños productores de ZRC y esquemas asociativos.

75	 Diario Oficial, 51.318, de 18 de mayo de 2020, disponible en [https://jurinfo.jep.gov.co/
normograma/compilacion/docs/acuerdo_ant_0118_2020.htm].

https://jurinfo.jep.gov.co/normograma/compilacion/docs/acuerdo_ant_0118_2020.htm
https://jurinfo.jep.gov.co/normograma/compilacion/docs/acuerdo_ant_0118_2020.htm
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que denota una mínima aplicación del instrumento, dada la problemá-
tica de ocupación indebida de baldíos inadjudicables.

‒ Uso del suelo y gestión catastral

El catastro actualizado y con un enfoque multipropósito, se constituye 
en el punto de partida para la identificación del número potencial de 
predios sobre los cuales se realice la regularización y redistribución 
de la propiedad rural. Adicional a esto, es una herramienta técnica que 
debe facilitar la toma de decisiones en los territorios a partir de infor-
mación veraz, en aspectos fiscales y de ordenamiento territorial.

El pnd fijó como meta para 2022, actualizar el 60% del área del país, 
lo que representaría 68,7 millones de hectáreas a 2022, lo cual no es co-
herente con el pmi, que establece que para 2023, todos los municipios del 
país deberán estar con catastro multipropósito formado o actualizado76.

De la información suministrada por el igac, se concluye que el 
96,14% de los municipios están por formar o desactualizados total o 
parcialmente, como se observa a continuación: 

Gráfico 28
Municipios con formación y actualización catastral

Fuente: igac marzo de 2021, cálculos cgr.

76	 Los reportes generados por el igac en el siipo y a la Contraloría a través de su plataforma 
sireci, se presenta una meta para el período 2019-2022 de 112 municipios, lo cual no 
resulta coherente con la meta del pnd ni con la del pmi, que establece la totalidad de los 
municipios a 2023.
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Respecto a la implementación del catastro multipropósito, el igac 
informa que el avance a marzo de 2021 es del 15,39%, lo que equivale 
a 10,57 millones de hectáreas, es decir, que para cumplir la meta del 
pnd, se deberán intervenir 51,1 millones de hectáreas (74,4%) antes 
de finalizar el actual gobierno. El igac reporta que para 2021 y 2022, 
se tiene programada la intervención de tan solo 576.706 hectáreas, lo 
que genera incertidumbre sobre el cumplimiento de la meta del pnd y 
en consecuencia la del pmi. Para lo anterior, se requeriría, que los ges-
tores catastrales recién habilitados77, realicen grandes esfuerzos para 
contribuir al objetivo de formar o actualizar el catastro multipropósi-
to, con los desafíos que esto representa, en términos de aprendizaje, 
presupuesto, incorporación de las metodologías y soporte tecnológico.

En este sentido, cabe resaltar que la ant pese a haber sido habili-
tada como gestor catastral desde 2019, aún se encuentra en proceso 
de validación y consolidación de la información obtenida en razón de 
su intervención a través de los pospr, por lo que a la fecha no se ha 
hecho ninguna entrega formal de esta información al igac. Lo anterior 
evidencia que se requiere de máximos esfuerzos para la orientación 
y puesta en marcha de los demás gestores catastrales, si se tiene en 
cuenta que la ant es una entidad con experiencia en su tarea de reali-
zar el ordenamiento social de la propiedad rural.

Adicionalmente, existe una alta dependencia para el financiamiento 
del catastro multipropósito de la banca multilateral y la cooperación 
internacional, situación que se colige de las actas del Consejo de Supe-
rior de Administración del Suelo Rural, donde se ponen de manifiesto 
las dificultades para la asignación de recursos del Presupuesto General 
de la Nación.

Por otra parte, en cuanto a la creación de la jurisdicción agraria, es 
uno de los puntos de grave incumplimiento, pues pese a que debería 
estar en operación hace tres años, el proyecto de ley se ha presentado 
en dos oportunidades, la primera en 2018 y resultó archivado, y solo 
hasta julio del año pasado se vuelve a radicar, con el mismo resultado.

Frente a los mecanismos de conciliación y resolución de conflictos de 
uso y tenencia, si bien el Ministerio de Justicia y del Derecho, presenta 
avances enfocados a la asistencia técnica y capacitación de las entida-

77	 A la fecha se han habilitado 24 gestores catastrales con jurisdicción en 239 municipios.
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des territoriales y los conciliadores en equidad y en derecho, hasta tan-
to la jurisdicción agraria no se cree, la conciliación y resolución de con-
flictos se continuará adelantando mediante mecanismos extrajudicia-
les, los cuales resultan precarios frente a las problemáticas asociadas. 

En las reuniones celebradas en el marco de la Instancia de Alto Nivel 
para la formulación de lineamientos generales de uso de la tierra78, se 
destaca la presencia e interacción de funcionarios directivos y el abor-
daje de temas trascendentales como la financiación del catastro mul-
tipropósito; pese a esto, no se evidencian compromisos concretos por 
parte de las entidades que integran este consejo, que respondan a las 
problemáticas identificadas en dichas reuniones.

Respecto al Plan Nacional de Zonificación Ambiental, a la fecha este 
plan no cuenta con cierre técnico, entre otras razones, señala el Minis-
terio de ambiente y Desarrollo sostenible, debido a que el presupuesto 
estimado aún no ha sido conciliado con el sector agropecuario y el dnp. 

Se tiene proyectado un valor estimado de $2,4 billones de pesos 
para su implementación, sin embargo, se vislumbra un riesgo frente a 
la generalización de los departamentos y los municipios pdet priori-
zados en los que se implementará el Plan, en razón a que frente a este 
punto el Ministerio de Ambiente se limitó a reportar que “la imple-
mentación del Plan de zonificación ambiental está prevista en el corto, 
mediano y largo plazo en las 16 subregiones y 170 municipios de pdet, 
de acuerdo a lo establecido en el Decreto 893 de 2017”, sin presentar 
la definición de los municipios ni el cronograma específico de inter-
vención, lo cual se esperaría quede definido en el plan con mayor rigor.

Por su parte, en relación a los apoyos a las familias que están dentro 
de o colinden con las áreas de especial interés ambiental, el Ministerio 
del Medio Ambiente presenta como acción frente a este indicador, el 
Plan Nacional de Generación de Negocios Verdes. En este sentido, se 
destaca que de los 257 negocios verdes identificados, 106 están ubica-
dos en municipios pdet, beneficiando a 8.926 familias.

78	 La Instancia de Alto Nivel para la formulación de lineamientos generales de uso de la 
tierra, fue asumida por el Consejo Superior para la Administración del Suelo Rural, el 
cual fue creado desde el Decreto-Ley 2367 de 2015. Diario Oficial, n.° 49.719, de 7 de 
diciembre de 2015, disponible en [https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.
asp?ruta=Decretos/30019578]. 

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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Además, se reporta dentro del Programa Nacional de Pago por Ser-
vicios Ambientales, acuerdos firmados en 12 municipios ubicados en 
regiones pdet, alcanzando 639 familias y 8.600 hectáreas a diciembre 
2019. La información de 2020 está en proceso de consolidación, dado 
que las autoridades ambientales reportan al Ministerio el 31 de marzo 
de cada vigencia.

Por su parte, la Unidad de Parques Nacionales Naturales informa que 
en el 2020 se suscribieron 144 acuerdos de conservación con campesi-
nos y ninguno en lo corrido de 2021. Mediante estos acuerdos se dan 
apoyos orientados a la protección de rondas hídricas, reconversión ha-
cia sistemas sostenibles de producción y cosecha de agua, entre otros79.

Frente a los Mecanismos de prevención e impulso a la solución a los 
conflictos entre vocación y uso del suelo, el madr relaciona múltiples 
acciones y lineamientos dispersos, sin saber a qué lógica de planeación 
obedecen, sin especificar a qué vigencias responden estos resultados. 
Así mismo, no es claro cómo contribuyen a los ejercicios de ordena-
miento del uso del suelo departamental ni municipal, y en últimas, a 
solucionar efectivamente los conflictos de uso del suelo que se presen-
tan el territorio. A esto se suma que a la fecha no está formulado el 
plan de acción de la Política de Ordenamiento Productivo y Social de 
la Propiedad Rural, ordenado en el artículo 9.° de la Resolución 128 de 
26 de mayo de 201780.

Respecto a los Planes de Ordenamiento Productivo y Social de la 
Propiedad Rural, no se evidencia la formulación de nuevos planes res-
pecto a la vigencia 2019, permaneciendo los mismos siete formulados, 
tres aprobados y solo uno formalizado, lo que podría conllevar a posi-
bles incumplimientos de los mismos y a no tener posibilidad para su 
exigibilidad en el futuro.

En relación con el apoyo efectivo a los planes de desarrollo sostenibles 
pds de las Zonas de Reserva Campesina constituidas o por constituir, se 

79	 De acuerdo en la información reportada por parques nacionales, la metodología para la 
definición de la meta se basó en siete criterios específicos, entre los cuales, no se tiene 
en cuenta el número de familias que actualmente colindan o están dentro de las áreas de 
especial interés ambiental.

80	 Por medio de la cual se adoptan las Bases para la Gestión del Territorio para usos agro-
pecuarios y los Lineamientos de su estrategia de planificación sectorial agropecua-
ria, disponible en [https://www.minagricultura.gov.co/Normatividad/Resoluciones/
Resoluci%C3%B3n%20No%20000128%20de%202017.pdf].

https://www.minagricultura.gov.co/Normatividad/Resoluciones/Resoluci
https://www.minagricultura.gov.co/Normatividad/Resoluciones/Resoluci
202017.pdf
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registran acciones relacionadas con articulación institucional, ajustes 
a los pds y gestiones al interior de la ant para avanzar en los procesos 
de adjudicación. Se concluye que no se alcanzan mayores avances en 
relación con lo reportado para 2019 y que las acciones adelantadas 
solo demuestran apoyo en la formulación de los pds y no permiten eva-
luar su efectividad en su implementación.

Respecto al pnd 2014-2018, no existe una clara correspondencia en-
tre sus indicadores y los del pmi, teniendo en cuenta que se presenta una 
unidad de medida diferente (títulos y hectáreas respectivamente). Es 
necesario que se determine claramente los conceptos y fuentes sobre 
los cuales se van a presentar los avances en materia formalización y 
acceso, a efecto de evitar duplicar las cifras. Adicionalmente, se insiste 
en la necesidad de que se establezcan metas por parte de la ant rela-
cionadas con los pospr.

C. Infraestructura y adecuación de tierras

Durante el periodo 2017 a 2020, el presupuesto ejecutado con destino 
al pilar de infraestructura y adecuación de tierras, fue de $4,2 billones 
de pesos, teniendo el presupuesto más alto al inicio de su ejecución, 
con $1,3 billones y el más bajo en 2020, con $805.450 millones, un 
26% menos que en 2019. Para 2021, la programación de recursos es de 
$830.406 millones, un 3% más respecto a 2020, explicada por el pgn.

La disminución de la ejecución en 2020 se explica principalmente 
por los aportes del sgr, que pasaron de $687.941 millones en 2019 a 
$277.154 millones en 2020, debido a la transitoriedad de las citadas le-
yes 1530 de 2012 a la 2056 de 2020, “por la cual regula la organización 
y funcionamiento del Sistema General de Regalías” 81.

81	 La programación del 2021 a abril, aún no refleja los aportes del sgr, por la transición 
normativa. Entre tanto apc Colombia no registra aún proyectos que le apunten al pilar y 
a este corte aún no cerró el primer trimestre de 2021 del chip que recoge la información 
de las fuentes sgp y chip. 
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Gráfico 29
Ejecución presupuestal pilar 1.2

Fuente: rendición SIRECI, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

Respecto a las fuentes de financiación del pilar, a marzo de 2021 se re-
gistra que el sgr habría aportado el 49% de los recursos a través de la 
asignación Paz, el pgn el 44% principalmente a través del sector minas, 
el 6% a través del mecanismo de obras por impuestos. La cooperación 
internacional registra en 2020, proyectos en ejecución por valor de usd 
$16,8 millones de dólares ($57.676 millones)82, sin embargo, a marzo 
de 2021, aún no se registran proyectos de cooperación en ejecución.

Con recursos del pgn, durante el periodo 2017-2020 se ejecutó un 
total de $1.46 billones, de los cuales $288.332 millones se ejecutaron 
en 2020. En 2021 se registra una programación de $819.785 millo-
nes, proyectándose un incremento de 184% en la presente vigencia, 
explicado por asignaciones con cargo al Instituto Nacional de Vías por 
$651.975 millones83, en el marco del Programa Colombia Rural.

82	 Se destaca el proyecto “Catatumbo sostenible, construcción de carreteras regionales y ter-
ciarias”, por valor de $54.438 millones, aportes privados provenientes de Estados Unidos. 

83	 Se destaca la asignación de $600 millones con cargo al proyecto de inversión Mejora-
miento, Mantenimiento y Rehabilitación de Corredores Rurales Productivos - Colombia 
Rural.



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

142

Gráfico 30
Ejecución Presupuesto General de la Nación pilar 1.2

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Como señala la gráfica del panel A, respecto a la ejecución de pre-
supuesto por las entidades que le aportan a este pilar, en el 2020 el 
Ministerio de Minas ejecutó el 79% seguido por ipse con un 10%, el 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
6,5%, el Ministerio de Transporte 3,7% y la Agencia para el Desarrollo 
Rural con solo un 0,7%.

El 93% de los recursos aportaron a productos de resultado interme-
dio, a través principalmente de proyectos infraestructura de energía, 
conectividad rural y mejoramiento de vías y red fluvial. Así mismo, un 
7% de los compromisos aportaron a la gestión, a través de estudios y 
diseños para la implementación de proyectos infraestructura eléctrica.

Así las cosas, el 89% de recursos de inversión estuvieron orienta-
dos hacia la infraestructura de energía eléctrica a través de dos pro-
yectos del Ministerio de Minas y dos del ipse que contribuyeron en los 
siguientes aspectos: i) Mejoramiento del servicio de energía eléctrica84; 
ii) Suministro de energía eléctrica en zonas rurales85; iii) Desarrollo de 

84	 Proyecto de inversión “Mejoramiento del servicio de energía eléctrica en las zonas rura-
les del territorio nacional” ($119.591 millones) a cargo del Ministerio de Minas.

85	 Proyecto “Suministro del servicio de energía eléctrica en las zonas no interconectadas 
–zni– a nivel nacional” ($107.400 millones) a cargo del Ministerio de Minas.



Políticas públicas

143

proyectos energéticos sostenibles86; y iv) Diseño y estructuración de so-
luciones tecnológicas apropiadas de generación de energía eléctrica87.

La siguiente área de inversión estuvo orientada hacia la estrategia de 
infraestructura de conectividad rural con el 6,6%, ejecutados por mintic 
en dos proyectos que contribuyen a la implementación de soluciones de 
acceso comunitarios a las tic88 y ampliación de telecomunicaciones89.

Las menores ejecuciones correspondieron a infraestructura vial 
3% ($6.730 millones), en mejoramiento de la red terciaria90 y mejo-
ramiento de corredores rurales productivos91, a infraestructura fluvial 
1% ($4.022 millones)92 y, a la estrategia de infraestructura de riego 
0,7% ($1.911 millones)93.

Desde el 2018, se avanzó con la formulación de los planes naciona-
les este pilar, los cuáles a la fecha se encuentran todos adoptados: Plan 
Nacional para la Integración Regional de Vías (2018), Plan Nacional 
de Electrificación Rural (2018), Plan Nacional de Conectividad Rural 
(2019) y Plan Nacional de Riego y Drenaje para la Economía Campe-
sina y Comunitaria (2020). No obstante, su implementación ha venido 
rezagada, especialmente en la estrategia de infraestructura vial y de 
riego y drenaje.

86	 Desarrollo de Proyectos Energéticos Sostenibles en Zonas No Interconectadas, zni Nacio-
nal ($17.508 millones) a cargo del ipse.

87	 “Diseño y estructuración de soluciones tecnológicas apropiadas de generación de energía 
eléctrica en las zonas no interconectadas del país nacional” ($ 12.298 millones) a cargo 
del ipse.

88	 Proyecto “Implementación soluciones de acceso comunitario a las tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones nacional” ($ 9.440 millones) a cargo de mintic.

89	 Proyecto “Ampliación programa de telecomunicaciones sociales nacional” ($9.433 millo-
nes) a cargo de mintic.

90	 Proyecto “Mejoramiento, mantenimiento y rehabilitación de la red terciaria. Nacional” 
($1.544 millones) a cargo de MinTransporte.

91	 Proyecto “Mejoramiento, mantenimiento y rehabilitación de corredores rurales produc-
tivos - Colombia rural. Nacional” ($5.186 millones) a cargo de MinsTransporte.

92	 Proyectos “Adecuación mejoramiento y mantenimiento de red fluvial” ($3.711 millones) 
y “Construcción, mejoramiento y operación de la infraestructura portuaria fluvial” ($310 
millones) a cargo de MinTransporte. 

93	 Proyecto “Apoyo a la formulación e implementación de distritos de adecuación de tierras 
y a la prestación del servicio público de adecuación de tierras” ($1911 millones) a cargo 
de la adr.
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Gráfico 31
Avances implementación del pilar 1.2

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

En cuanto a la implementación del pilar para la infraestructura y ade-
cuación de tierras, se destaca que ya están cumplidos al 100% los indi-
cadores del ciclo de formulación con la adopción de los pns, mientras 
que aquellos relacionados a proceso se adelantaron al 64% de cum-
plimiento, excluyendo los productos asociados a la infraestructura de 
riego y drenaje por iniciarse su implementación en 2021.

En referencia a los productos asociados al pilar se tienen avances 
significativos en: i) Conformación de la metodología para implemen-
tación del pnrdecfc94 y para la estructuración de los Proyectos Inte-
grales de Desarrollo Agropecuario y Rural pidar95, que incluyan siste-
mas de riego y/o drenaje a nivel predial; ii) Ampliación de la cobertura 
eléctrica a 33.509 nuevos usuarios a nivel nacional; iii) Consecución de 
mayor capacidad instalada de fuentes no convencionales de energía y 
soluciones tipo híbrido en las zni96; iv) Capacitación en asistencia téc-
nica para el mantenimiento y sostenimiento de las obras de conectivi-
dad; v) Continuidad de la conectividad, a través de redes de transporte 
de alta velocidad en el 98,75% de las cabeceras del país; y vi) 321 solu-
ciones en centros poblados de más de 100 habitantes de 92 municipios 
pdet, con ejecución de $8.982 millones.

94	 Plan Nacional de Riego y Drenaje para la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria.
95	 Proyectos Integrales de Desarrollo Agropecuario y Rural con enfoque territorial.
96	 Entre otros, por entrada en operación de la Central de Generación Híbrida en Ungía Chocó.
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Por otro lado, se presenta un escaso avance en cuanto a: i) La inter-
vención de vías terciarias en municipios priorizados (9,5% 97) y pdet 
(33,1% 98), atribuible al bloqueo del 52% del presupuesto en la vigen-
cia en el marco de la emergencia sanitaria99, sumado a las dificultades 
atribuibles al sgr que, si bien ha sido alta en términos de aprobación 
de proyectos, registra demoras e ineficiencias según lo evidenciado 
mediante estudio sectorial y auditoría de cumplimiento realizado al 
ocad paz por la cgr en 2020, resultados expuestos en el capítulo finan-
ciero de este informe; ii) Rehabilitación de hectáreas de distritos de 
riego y drenaje, cuya implementación inició en 2021, debido a bloqueo 
presupuestal a la adr desde febrero de 2020 hasta febrero de 2021; 
y iii) Escasa articulación de los patr con los programas de los planes 
nacionales del sector infraestructura y adecuación de tierras, especial-
mente en el sector minero y de transporte.

97	 Se priorizaron 5.400 km. de los cuales se ha avanzado en 515,07 km.
98	 Se priorizaron 498 km. de los cuales se han alcanzado 164,73 km., en 65 municipios pdet.
99	 El Programa Colombia Rural financió el corto avance en infraestructura vial alcanzado en 

2020.
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Tabla 34
Avances y obstáculos estrategias pilar 1.2

estrategia avances obstáculos

Infraestructura 
vial

A marzo de 2021 con relación 
a los planes viales municipales 
pdet, 151 presentan avances y 
solo 19 no han iniciado su for-
mulación.
Así mismo, se avanzó con la ar-
ticulación entre pnvir y patr: 
41 municipios con corredores 
priorizados en los patr y que 
cuentan con plan vial municipal 
aprobado. 
Referente al indicador del pnd 
“Elaboración del inventario de la 
red vial terciaria en municipios 
pdet al 100%”, se ha avanzado 
en 31,59% (8.542 km). 

A primer trimestre de 2021, se acu-
mulan 854,4 km intervenidos en vías 
priorizadas y 292,2 km en vías pdet. 
En 2020, las metas de intervención de 
la red vial terciaria fueron de 5.400 km 
para vías priorizadas y de 498 km para 
vías pdet.
Dificultades ejecución de proyectos fi-
nanciados mediante el sgr: según es-
tudio sectorial y auditoría de cumpli-
miento de la cgr al ocad paz en 2020, 
evidenció deficiencias en la planeación 
y ejecución de los recursos.
Bloqueo de MinHacienda a recursos 
del pgn durante 2019 y 2020, que im-
pidieron el cumplimiento de las metas 
de kilómetros no pdet a intervenir1.
La implementación del pnvir presen-
tó como principales retos: i) reactivar 
la parálisis de las obras derivada de la 
pandemia de la Covid-19; ii) adelantar 
ejercicios de priorización de las vías a 
intervenir a nivel municipal.
La red terciaria no se encuentra 
georreferenciada y, por tanto, no se ha 
elaborado el mapa vial de lo construi-
do, mejorado y mantenido.

Infraestructura 
de riego

En abril de 2020 se adoptó el 
Plan Nacional de Riego y Drenaje 
para la Economía Campesina, 
Familiar y Comunitaria (pnre-
cfc), por valor de $32.364 mi-
llones. 
En 2020 se avanzó en la estruc-
turación del “Manual de Normas 
Técnicas para Sistemas de Riego 
y Drenaje a Nivel Predial”, para 
el proceso de estructuración de 
Proyectos en la adr.
La adr registra actividades de 
alistamiento del pns en 2020, 
iniciando su implementación a 
mayo de 20212.

Para la implementación del Plan 
Nacional de Riego y Drenaje para 
la Economía Campesina, Familiar y 
Comunitaria, iniciada en 2021, se re-
quiere i) su socialización, ii) la gestión 
de recursos para el cumplimiento de 
metas por vigencia y iii) la coordina-
ción interinstitucional.
Bloqueo temporal de los recursos asig-
nados al pnrdecfc para 20213.
Respecto a los recursos asignados al 
Plan para 2021 con destino a munici-
pios pdet, la incorporación presupues-
tal de $4.686 millones del Convenio 
con la Unión Europea (UE), para finan-
ciar la rehabilitación de las 117 has 
definidas en el Plan, se encuentra en 
trámite.
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Infraestructura 
Eléctrica

En cuanto a cobertura eléctrica, 
en 2020 se conectaron 16.835 
nuevos usuarios en 83 muni-
cipios no pdet y 11.110 en 30 
municipios pdet, por valor de 
$4.135 millones4; y a marzo de 
20215, se conectaron 4.117 nue-
vos usuarios en 30 municipios 
no pdet y 1.447 en 8 municipios 
pdet. 
En promoción y aplicación de 
soluciones tecnológicas apro-
piadas de generación de ener-
gía6, hubo avance del 122% en 
2020 en municipios no pdet, 
representado en 27,50 MW de 
capacidad instalada de fuentes 
no convencionales de energía 
y soluciones tipo híbrido en las 
zni; y de 218% en municipios 
pdet con 8,49 MW de capacidad 
instalada. En primer trimestre 
de 2021 se superó la meta de la 
vigencia (116%)7 con 29,66 MW 
de capacidad instalada; en mu-
nicipios pdet (227%)8 con 9,40 
MW de capacidad instalada. 
En referencia a la asistencia téc-
nica para el mantenimiento y 
sostenimiento de las obras9, en 
2020 en cuanto a la capacitación 
de personas en municipios no 
pdet se alcanzó el 108,4% y en 
municipios pdet el 225,6% de la 
meta de la vigencia. En primer 
trimestre de 2021, se alcanzó el 
8,5% en municipios no pdet y 
15,3% en municipios pdet de la 
meta para 2021.

En 2020, como consecuencia de la 
emergencia sanitaria generada por la 
Covid-19, se presentaron retrasos en 
los cronogramas de los proyectos por 
la imposibilidad de ejecución de con-
tratos y limitación a la movilidad.
No se reportaron proyectos articula-
dos concretos respecto a la articula-
ción de proyectos entre el pner y los 
patr.
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Infraestructura 
de conectividad

En acceso a Internet de alta velo-
cidad en cabeceras municipales, 
a primer trimestre de 2021, se 
mantienen conectadas 1.10810 
cabeceras municipales (inclui-
dos todos los 17011 municipios 
pdet).
La oferta para centros poblados 
con más de 100 habitantes, en 
2020 alcanzó el 50% de la meta 
de 639 del pncr, con 321 solu-
ciones de acceso comunitario a 
Internet en 92 municipios pdet. 

La inserción de los 13 municipios res-
tantes del total de 1.122 cabeceras 
municipales a la red de transporte de 
alta velocidad, se ha postergado debi-
do a incumplimientos y reclamaciones 
contractuales respecto a instalación y 
puesta en servicio de la infraestructu-
ra necesaria; así como a la espera de 
construcción de la infraestructura físi-
ca eléctrica para instalación de la red 
de fibra óptica.

1	 Durante 2020 se retrasó la inversión en 183 convenios de 2019 y 500 de 2020, y solo 
permitieron su movilidad a finales del año, una vez se realizó desbloqueo de los recursos.

2	 i) Estudios de pre inversión de 14 distritos de pequeña escala en Boyacá, Cauca, Cundi-
namarca, Magdalena, Nariño y Santander, para 3.552 has.; ii) Terminación de rehabili-
tación parcial de ocho distritos de pequeña escala (951 has.), en Cesar, Cundinamarca, 
Huila, Nariño y Norte de Santander; iii) Terminación de fase de estudios y diseños para 
la rehabilitación y modernización de tres distritos de adecuación de tierras de pequeña 
escala (367 has.) en Bella Vista El Puente (Huila), Guayabal (Boyacá) y Pílamo (Cauca); y 
iv) Proceso de estructuración de cuatro PIDAR en Bolívar, Córdoba y Cundinamarca.

3	 Bloqueo de recursos mediante Circular mchp-dnp n.° 39 de 2020 por $780 millones, 
desbloqueados en febrero de 2021, por lo cual el inicio de ejecución de las obras de 
rehabilitación en los municipios no pdet, está a la espera de finalizar trámites precon-
tractuales.

4	 Recursos de los fondos fazni y faer, así como de las entidades territoriales, el crédito 
bid “Plan Todos Somos Pazcifico” (ptsp) y sgr, pagados con cargo al proyecto de su-
ministro en zni. Los recursos financiados con los fondos faer y fazni corresponden a 
valores comprometidos en la vigencia 2019 mediante vigencias futuras.

5	 Con recursos del fondo fazni y del sgr.
6	 Los recursos financieros provienen de  proyectos de inversión de fazni 2016-2017 e 

ipse 2019.
7	 Gracias a la entrada en operación de la Central de Generación Híbrida Solar-Diésel en 

Ungía (Chocó) y de los proyectos de ampliación de cobertura mediante soluciones sola-
res fotovoltaicas en las zni de los municipios de Valle del Guamuez, Carurú, Inírida, Puer-
to Carreño, Cumaribo, Unguía, Santa Bárbara de Iscuandé, beneficiando a 1.153 nuevos 
usuarios.

8	 Gracias a las mismas operaciones de la cita 41, beneficiando a 234 usuarios.
9	 Proyectos financiados con recursos ipse y fazni de 2016-2017 e ipse 2019.
10	 287 municipios con conexión existente, 786 conectados por el Proyecto Nacional de Fi-

bra Óptica y 35 municipios por el Proyecto Nacional de Conectividad de Alta Velocidad.
11	 36 reportados con conexión existente por parte de operadores comerciales, 123 a través 

del Proyecto Nacional de Fibra Óptica y 11 a través del Proyecto Nacional de Conectivi-
dad de Alta Velocidad.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.
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D. Pilares orientados al desarrollo social

1. Salud

La ejecución de recursos para este pilar, ha mantenido un incremento 
constante durante las vigencias 2017 a 2020, con una ejecución total 
de $325.511 millones de pesos, siendo el 2020 la vigencia donde se 
presenta una mayor ejecución de recursos. Para la vigencia 2021, se 
evidencia una reducción del 18% del presupuesto planeado en rela-
ción con el 2020 con un valor de $76.039 millones.

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

A marzo de 2021, este pilar se ha financiado fundamentalmente con 
recursos provenientes del pgn (95%), con un porcentaje muy bajo de 
aportes de otras fuentes de financiación, las cuales muestran un de-
crecimiento año a año, en especial cooperación internacional, siendo 
inexistente para las vigencias 2020 y 2021.

Con recursos del pgn se ejecutaron un total de $303.355 millones 
de pesos entre 2017 y 2020; y en 2021, se registra una programación 
de $76.039 millones. Cabe señalar que la responsabilidad de este pilar 
se concentra de manera exclusiva en cabeza del Ministerio de Salud y 
Protección Social.
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Gráfico 32
Ejecución Presupuesto General de la Nación pilar 1.3

Fuente: posconflicto, spi del suifp, siif, rendición sireci.

Para 2020, como se observa en el panel A, el 42% se ejecutó a través de 
gastos de funcionamiento del MinSalud y el 68% a través de inversión. 
Del total ejecutado en inversión, el 97% de los recursos se destinaron 
al proyecto denominado “Implementación de acciones del programa 
ampliado de inmunizaciones pai. Nacional”, que aportó al proceso y los 
resultados del pilar en el marco de la estrategia de “atención a pobla-
ción dispersa”100. 

Por su parte, para la estrategia mejoramiento de infraestructura, se 
destinó el 42% de los recursos de funcionamiento, concentrándose el 
70% para el “Fondo de Mitigación de Emergencias –fome–”.

100	 Los demás recursos de inversión correspondieron a los proyectos “Fortalecimiento de la 
prestación de los servicios de salud en condiciones de integralidad, continuidad y calidad 
nacional” ($526,7 millones) y “Fortalecimiento de la capacidad del ministerio de salud y 
protección social para gestión del talento humano en salud” ($10,5 millones).
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Gráfico 33
Avances implementación del pilar 1.3

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

De acuerdo con las cuatro estrategias definidas en el AF para este pilar, 
es importante resaltar la forma como se vio afectada la ejecución de 
los indicadores del pmi por causa de la pandemia101; esta situación se 
ve especialmente reflejada en el retraso para la expedición del Plan 
Nacional de Salud Rural102, en razón a la modificación que sufrió su 
contenido en el desarrollo del Modelo Especial de Salud Pública. Así 
mismo, la pandemia no permitió que los territorios avanzaran la es-
trategia relacionada con la Atención a Población Dispersa mediante 
el Modelo de Atención Integral Territorial ‒maite‒, razón por la que 
el Ministerio de Salud se vio en la necesidad de ampliar los términos 
para la formulación y adopción del Plan de Acción Implementación del 
maite-paim103.

101	 Durante el 2020 y con motivo de la necesidad de atender la pandemia, los esfuerzos tanto 
del msps, como de los entes territoriales se enfocaron en fortalecer la capacidad diag-
nóstica del país, robusteciendo los laboratorios de salud pública de tal forma que res-
pondieran a la demanda de toma y procesamiento de muestras, así como en fortalecer la 
vigilancia en salud pública.

102	 El msps había informado en 2020 a este órgano de control, que el plan estaría adoptado 
en septiembre de 2020, aduciendo de igual manera, retrasos derivados de la emergencia 
por Covid-19.

103	 Resolución 1147 de 9 de julio de 2020, disponible en [https://www.minsalud.gov.co/
Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20No.%201147%20de%202020.pdf].

https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci
202020.pdf
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Durante la vigencia 2020, la Estrategia Mejoramiento de Infraes-
tructura presentó algunos avances, en donde se observa 374 proyectos 
en infraestructura y/o dotación de equipos biomédicos e industriales 
de uso hospitalario presentados por la ET; de los cuales, 193 obtuvie-
ron concepto de viabilidad (52%), de estos, 132 (68%) contaron con 
recursos aprobados; sin embargo, solo cinco proyectos de construc-
ción104 finalizaron, tres de estos en municipios pdet. Por su parte, se 
finalizaron 21 proyectos de mejoramiento de centros de salud105 en 20 
municipios pdet y seis proyectos de mejoramiento de centros de salud 
en cinco municipios no pdet.

Si bien, se presentan acciones de promoción y divulgación para la 
presentación de proyectos de inversión en infraestructura y dotación 
tecnológica, a través de la asistencia técnica dirigida a las Direcciones 
Territoriales de Salud, se hace necesario que se expida la guía para la 
presentación de los proyectos, dirigida a las Entidades Territoriales de 
Salud que se encuentra en elaboración por parte del Ministerio, esto 
teniendo en cuenta que el 48% de los proyectos de inversión presenta-
dos, obtuvieron “Concepto No Viable o No Pertinente”.

Los indicadores relacionados con la Estrategia Talento Humano 
Cualificado, aún se encuentran en ajuste por parte del dnp. A pesar de 
que, hasta tanto no se realice el ajuste, los indicadores existentes con-
tinúan vigentes y debe seguirse con su medición, el msps no reporta 
avances específicos sobre los mismos. Sin embargo, se evidencian al-
gunas acciones como: i) Estrategias para mejorar la disponibilidad y 
retención del talento humano en salud en los municipios rurales; ii) La 
elaboración de lineamientos de conformación de los equipos multidis-
ciplinarios en salud; iii) Promoción de la aprobación de plazas de Ser-
vicio Social Obligatorio ‒sso‒ de medicina y enfermería en municipios 
rurales y pdet.

104	 En concordancia con lo definido en el artículo 2.° de la Resolución 2053 de 31 de julio 
de 2019, se entiende por proyectos construidos, el proceso por el cual se desarrolla una 
obra nueva, remodelación y/o adecuación, ampliación, reposición y reforzamiento sís-
mico estructural. Disponible en [https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/
Resoluci%C3%B3n%20No.%202053%20de%202019.pdf].

105	 De acuerdo con la ficha técnica del indicador, se entenderá por proyectos mejorados lo re-
lacionado con adquisición de dotación hospitalaria o transporte; y por proyectos mixtos, 
a la combinación de los dos anteriores.

https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci
202019.pdf
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Por último, frente a la implementación del Sistema de Información 
para la Calidad, que se monitoriza a través de un informe anual, donde 
se da cuenta del cumplimiento del reporte de la Resolución 256 de 5 de 
febrero de 2016106 por parte de las ips en los territorios priorizados por 
el Plan Nacional de Salud Rural, existe un rezago de información de seis 
meses, razón por la cual a la fecha no se ha presentado el informe 2020.

Tabla 35
Avances y obstáculos estrategias del pilar 1.3

estrategia avances obstáculos

Mejoramiento de 
infraestructura

Se ha avanzado cuanto la ejecu-
ción de la construcción y mejo-
ramiento de centros de salud. En 
2020 finalizaron 34 proyectos de 
los 122 proyectos financiados o 
cofinanciados que se encontra-
ban en ejecución. En lo corrido 
de 2021 finalizaron 11 proyectos 
del total de 88 proyectos finan-
ciados o cofinanciados que se 
encontraban en ejecución.

A pesar de que existen avances en 
lo relacionado con el servicio de 
Telemedicina, no se reporta avan-
ce en el indicador, dado que aún 
no tiene el ajuste solicitado ante 
el dnp. 

Talento humano 
cualificado

Se observan avances en la pro-
moción del Servicio Social 
Obligatorio de medicina y enfer-
mería en municipios rurales y 
pdet a marzo de 2021.

La programación de recursos aso-
ciados a la estrategia de talento 
humano fue solo de $10 millones.
A pesar de que existen acciones 
en la materia, el msps no reporta 
avances en los aplicativos de se-
guimiento (siipo y sireci), dado 
que se encuentra en revisión por 
parte de la Consejería para la es-
tabilización y consolidación y el 
dnp, los ajustes propuestos por el 
Ministerio. 

106	 Por la cual se dictan disposiciones en relación con el Sistema de Información para la Ca-
lidad y se establecen los indicadores para el monitoreo de la calidad en salud. Dispo-
nible en [https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20
0256%20de%202016.pdf].

https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci
202016.pdf
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Atención a pobla-
ción dispersa

Fortalecimiento en la prestación 
de servicios de salud durante la 
pandemia.

Por cambio de gabinete en los en-
tes Territoriales y en el marco de la 
pandemia Covid-19, el maite fue 
sometido a actualizaciones, ajus-
tes y está pendiente su implemen-
tación. No se registran avances en 
los indicadores de la estrategia.

Seguimiento y
evaluación

Existe un sistema de seguimien-
to y evaluación, se cuenta con 
informe para 2019.

No se cuenta con el informe para la 
vigencia 2020.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci

2. Educación

La ejecución presupuestal de este pilar muestra una dinámica crecien-
te desde la firma del AF, pasando $287.310 millones de ejecución en 
2017 a $2,1 billones en 2020, un 380% más que lo registrado en 2018. 
En 2021 disminuye la asignación de recursos en 14% proyectándose 
una ejecución de $1,8 billones para esta vigencia.

Esta dinámica presupuestal corresponde principalmente a la oferta 
asociada a proyectos misionales del icbf y del MinEducación, dispues-
tos desde antes de la firma del AF para la Atención de la Primera Infan-
cia y el Programa de Alimentación Escolar. Así mismo, MinEducación 
incluye en el reporte los recursos del sgp para ser transferidos a las 
entidades territoriales para el pago la planta de docentes y otros ítems, 
según las asignaciones definidas mediante la Ley 715 de 2001107, las 
cuales como se ha debatido, no corresponden específicamente a nue-
vos recursos orientados para disminuir las brechas actuales en mate-
ria de educación entre el campo y la ciudad.

107	 Diario Oficial, n.° 44.654, cit.
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Gráfico 34
Ejecución presupuestal pilar 1.4 “Educación rural”

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art. 

Con recursos del pgn, se ha registrado un total de $4,5 billones de pe-
sos ejecutados entre 2017 y 2020; y para 2021 se registra una progra-
mación de $1,77 billones.

Gráfico 35
Ejecución Presupuesto General de la Nación pilar 1.4

Fuente: posconflicto, spi del suifp, siif, rendición sireci

En 2020, se registra una ejecución de $1,93 billones del pgn, de los 
cuales $1,7 billones se derivan de proyectos de inversión. Los gastos de 
funcionamiento, en su mayoría corresponden al rubro “Participación 
para educación” a cargo del men, y a recursos del sgp a transferir a los 
municipios conforme a lo determinado en la Ley 715 de 2001, citada.
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Dentro de las entidades con responsabilidades en la ejecución de 
este pilar, los mayores recursos los registra el icbf a través del proyec-
to “Apoyo al Desarrollo Integral de la Primera Infancia a Nivel Nacio-
nal” con una destinación presupuestal de $913.274 millones (47%). 
El Ministerio de Educación tiene una ejecución total para el 2020 de 
$709 mil millones (37%), los cuales se distribuyen en ocho proyectos, 
dentro de los cuales se destacan “Implementación del programa de ali-
mentación escolar en Colombia” por $295 mil millones y “Apoyo para 
fomentar el acceso con calidad a la educación superior a través de in-
centivos a la demanda en Colombia. Nacional” por $67.212 millones108.

Una vez analizados los proyectos de inversión se encuentra que el 
48% aportó a resultados intermedios por cuenta del icbf, en el marco 
de la estrategia de atención a la primera infancia, y el 52% en términos 
de gestión, explicado principalmente por los aportes del programa de 
alimentación escolar del men ($295.000 millones), y del proyecto “Me-
joramiento del Servicio de Formación Profesional del sena. Nacional”, 
con un presupuesto comprometido para posconflicto de $248.839 mi-
llones a cargo del sena109.

Se resalta el proyecto “Desarrollo integral de niñas, niños y ado-
lescentes en el marco del reconocimiento, garantía de sus derechos 
y construcción de proyectos de vida a nivel Nacional”, ejecutado por 
el icbf con compromiso presupuestal de $17 mil millones, el cual se 
orienta a la meta trazadora “Cobertura universal de atención integral 
para niños y niñas en primera infancia en zonas rurales”.

En relación a la meta “Erradicación del analfabetismo rural”, el pro-
yecto “Implementación de estrategias educativas integrales, pertinen-

108	 Los demás proyectos de inversión del Ministerio de Educación son: i) Ampliación de me-
canismos de fomento de la educación superior nacional por un valor de $78 millones; 
ii) Construcción, mejoramiento y dotación de espacios de aprendizaje para prestación 
del servicio educativo e implementación de estrategias de calidad y cobertura nacional, 
por valor de $47,8 mil millones; iii) Fortalecimiento de las condiciones para el logro de 
trayectorias educativas en la educación inicial preescolar, básica y media Nacional, por 
$19,7 mil millones; iv) Fortalecimiento de las instituciones de educación superior públi-
cas en el marco del artículo 183 del plan nacional de desarrollo nacional, el cual no cuen-
ta con presupuesto ejecutado reportado; y v) Implementación de estrategias educativas 
integrales, pertinentes y de calidad en zonas rurales. Nacional por valor de $ 27,4 mil 
millones.

109	 Este aporta en términos de adecuación de espacios y mejoramiento del ambiente físico 
para la presentación del servicio educativo a nivel técnico.
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tes y de calidad en zonas rurales”, cuenta con un producto llamado 
“Servicio de alfabetización”. El presupuesto total comprometido para la 
política de posconflicto de este proyecto es de $60 mil millones, pero el 
producto que aparece en el spi enfocado a la alfabetización, no cuenta 
con destinación presupuestal.

Tabla 36
Avances implementación del pilar 1.4

metas trazadoras

nombre indicador
meta trazadora
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Cobertura universal de 
atención integral para niños 
y niñas en primera infancia 
en zonas rurales

2018 2031 100 % 30,4% 40,2% 30,4%

Erradicación del analfabe-
tismo rural 2017 2031 100 % 9,8% 10,8% 9,8%

Fuente: alcance a Ministerio de Educación Formulario 2021. ssdpi, 2021.

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.
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En 2020, los avances asociados al ciclo de formulación del pilar, se 
materializan principalmente por los avances en cuanto a los territorios 
definidos con plan de infraestructura de bibliotecas a cargo de Minis-
terio de Cultura y con plan de escenarios deportivos mejorados o cons-
truidos a cargo del Ministerio del Deporte. Sin embargo, a marzo de 
2021 no se ha adoptado el Plan Especial de Educación Rural mediante 
acto administrativo.

En cuanto a los indicadores asociados a proceso110, uno de los obs-
táculos identificados se encuentra en el indicador “Proyectos de inves-
tigación para el sector agropecuario en marcha”, el cual continúa como 
responsabilidad del dnp en el reporte de información, a pesar de que 
esta entidad afirma que se reasignó a AgroSavia, sin que ninguna de las 
dos entidades reportara avances.

En el caso de los productos se destacan los avances del indicador 
“Nuevos cupos en educación técnica, tecnológica, y superior”, con un 
100% en municipios pdet y no pdet en la vigencia. Como obstáculo, se 
observa que para el indicador “Porcentaje de territorios definidos en el 
respectivo plan que cuentan con instituciones de educación media téc-
nica que incorporan la formación técnica agropecuaria en la educación 
media (10.° y 11.°)”, pese a que la entidad reporta logros, los soportes 
indican que solo se ha avanzado en municipios pdet. 

De acuerdo con lo reportado por la Consejería Presidencial para 
la Niñez y la Adolescencia, en relación con la estrategia denominada 
Atención Integral a la Primera Infancia, con corte a diciembre de 2020 
se ha logrado llegar a 176.328 niños y niñas del nivel preescolar de las 
instituciones educativas oficiales, de los cuales 45.805 habitan munici-
pios ubicados en zonas pdet. 

Así mismo, el Ministerio de Educación y el icbf, atendieron durante 
la vigencia analizada un total de 423.040 niños y niñas, en el marco 
de la Atención Integral a Primera Infancia alcanzando una cobertura 
de 30,4%. Esto, frente a 500.350 beneficiados en 2019, año en que la 
cobertura fue del 36%, es decir, se registra una disminución en la aten-
ción. En territorios pdet se registró una atención de 113.484 de un to-

110	 Se evidencia avances en cuanto a: “Secretarías de Educación Certificadas con alimenta-
ción escolar rural contratada (100%)” y “Porcentaje de Secretarías de Educación Certifi-
cadas con transporte escolar rural contratado que cumpla con la normatividad” (74%).
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tal de 384.869, lo que significa que se alcanzó una cobertura de 29,5% 
frente al 34% de cobertura en 2020. 

Por otra parte, frente a la meta trazadora “Eliminación del analfa-
betismo”, el men reporta un avance porcentual de 9,8% para el 2020, 
frente a 10,9% en 2019, y 12,1% en 2017, lo que demuestra avances 
en los últimos años.

Tabla 37
Avances y obstáculos ejecución presupuestal por estrategias educación

estrategia avances obstáculos

Atención
Integral a la 
Primera Infancia

Desde la declaratoria de emergen-
cia sanitaria el men ha procurado la 
implementación oportuna de todas 
y cada una de las recomendaciones 
emitidas por el Ministerio de Salud 
y Protección Social y las adopta-
das por el Gobierno nacional me-
diante medidas de orden norma-
tivo, y orientaciones técnicas para 
adecuar la prestación del servicio 
educativo durante esta etapa de la 
emergencia sanitaria para la educa-
ción inicial y el nivel de prescolar1.

Disminución de la cobertura de 
atención a la primera infancia en 
2020 atribuida a las limitaciones 
ocasionadas por la emergencia 
sanitaria Covid-19. En 2021 el 
men no dispone de reportes.

Calidad y
pertinencia en la 
educación rural

Para la vigencia 2020, el men re-
porta que se logró fortalecer 366 
sedes educativas rurales, de 10.064 
ubicadas en municipios pdet, a 
través de dotación de materiales, 
guías y manuales para estudiantes 
y maestros. A nivel nacional, este 
indicador reporta 453 sedes forta-
lecidas de 35.329 ubicadas en zo-
nas rurales. El avance acumulado 
de ambos indicadores es 15% para 
pdet, y 7% para temático. A 2021 el 
men aún no reporta estadísticas de 
atención.

Se reitera el riesgo del Cuarto in-
forme de la cgr en lo que respec-
ta al porcentaje de provisión de 
vacantes para personal docente a 
través de concursos, al ser un in-
dicador que no cuenta con avan-
ces cuantitativos. 
El indicador temático de Modelos 
Educativos Flexibles se encuentra 
rezagado, con un avance en 2020 
del 1,3% para un avance acumu-
lado de 6,9% de instituciones 
educativas rurales fortalecidas 
con modelos educativos flexibles 
implementados.
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Cobertura de
educación rural 
para prescolar, 
básica y media

En 2020 se construyeron 480 y 
mejoraron 791 sedes educativas 
ubicadas en zonas rurales del país, 
para un total de 1.271, 736 en mu-
nicipios pdet, beneficiando así a 
más de 156 mil niños, niñas y ado-
lescentes. Desde su implementa-
ción en 2018 hasta diciembre del 
2020, el men reporta 2.742 sedes 
mejoradas y/o construidas. Este 
avance corresponde a un cumpli-
miento acumulado del 15%, de las 
17.761 sedes que se tienen como 
meta total. En men no dispone de 
reportes para la vigencia 2021.

Respecto al indicador de 
“Secretarías de Educación 
Certificadas con transporte esco-
lar rural contratado”, debido a la 
declaratoria de emergencia eco-
nómica, social y sanitaria, desde 
el mes de abril de 2020, las en-
tidades territoriales certificadas 
garantizaron el trabajo académi-
co en casa, razón por la cual no se 
prestó el servicio de transporte 
escolar, lo que implicó la sus-
pensión de contratos y que no se 
iniciaran procesos contractuales 
durante el 2020.

Recreación,
cultura y deporte

El Ministerio de Cultura reporta 
para el 2020 un presupuesto eje-
cutado de $3.054 millones para el 
funcionamiento y fortalecimiento 
de las bibliotecas en municipios 
pdet. Se reportan 98 bibliotecas in-
tervenidas de las 170 que se tienen 
como meta (58%). 
El Ministerio del Deporte reporta 
que en la vigencia 2020 se entre-
garon dos escenarios deportivos 
en los municipios de Piendamó 
(Cauca) y Florencia (Caquetá); adi-
cionalmente en el mes de diciembre 
de 2020 se firmaron 25 convenios 
para la construcción de escenarios 
deportivos en 17 municipios pdet, 
que se empezarán a ejecutar en la 
vigencia 2021. Se reporta como 
meta total la intervención en 54 
municipios pdet de los cuales se 
tiene un avance acumulado de 80% 
(43 municipios). 

Bajo alcance de la meta plantea-
da por el Ministerio del Deporte 
para el indicador “Municipios 
pdet con escenarios deportivos 
mejorados y adecuados” (54 mu-
nicipios), representando un 32% 
de la totalidad de municipios 
pdet.
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Fortalecimiento 
de la educación 
técnica,
tecnológica y
universitaria en 
zonas rurales

Con respecto al indicador de 
“Nuevos cupos en educación técni-
ca, tecnológica, y superior, habili-
tados en zonas rurales”, se destaca 
un avance de más del 100%, siendo 
que su meta de cumplimiento era 
la habilitación de 3.250 cupos, y a 
2019 se han habilitado 4270.

Con respecto al indicador 
“Nuevos cupos en educación téc-
nica, tecnológica, y superior, ha-
bilitados en zonas rurales”, este 
presenta un rezago de 180 días 
asociado al tiempo de consolida-
ción de la información reportada 
por las entidades de educación 
superior, por lo que no se repor-
taron avances cuantitativos para 
2020, impidiendo el seguimiento 
por parte de la cgr.

Eliminación del 
analfabetismo

Para la vigencia 2020, y teniendo 
en cuenta el desarrollo de la emer-
gencia sanitaria, el men reporta 
avance para la fase de alistamien-
to de los proyectos territoriales de 
alfabetización para implementarse 
en 2021, logrando un avance de 
6.885 personas alfabetizadas. 

Llama la atención que el men no 
usa el término de “Erradicación de 
analfabetismo” tal como quedó en 
el AF, sino que aclara que el indi-
cador que se considera más ade-
cuado es “Disminución del analfa-
betismo”, y por ende, en las metas 
definidas no se contempla la aten-
ción de la totalidad de la población 
analfabeta identificada en el país.
Para la vigencia 2020, a pesar de 
haberse tenido como meta la alfa-
betización de 2000 personas ma-
yores de 15 años en zonas rurales, 
solo se reportan 81 beneficiados.

Ciencia,
tecnología e
innovación para
el desarrollo rural

No se reportan avances. Si bien Agrosavia reporta un 
avance considerable en 2020, te-
niendo 99 proyectos de investiga-
ción para el sector agropecuario 
en marcha, se considera que son 
proyectos que no necesariamente 
están enmarcados en la Reforma 
Rural Integral.

1	 Directiva 07 de 6 de abril de 2020, las “Orientaciones para el retorno gradual y progresivo 
a la presencialidad bajo el esquema de alternancia de las niñas y niños de 2 a 5 años a los 
escenarios de educación inicial y preescolar”, disponible en [https://www.mineducacion.gov.
co/1759/articles-395658_recurso_1.pdf]; Resolución 1721 de 24 de septiembre de 2020, 
disponible en [https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci%C3%B3n%20
No.%201721%20de%202020.pdf]; Directiva 16 de 9 de octubre de 2020, disponible en 
[https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-401418_recurso_1.pdf]; Directiva 18 
de 20 de diciembre de 2020, disponible en [https://www.mineducacion.gov.co/1759/
articles-400474_recurso_13.pdf]; Directiva 01 de 11 de febrero de 2021, disponible en 
[https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-403507_recurso_6.pdf]; Directiva 
02 de 25 de febrero de 2021, disponible en [https://www.mineducacion.gov.co/1759/
articles-403908_recurso_2.pdf]; Circular Externa n.° 026 del 31 de marzo de 2021, disponible 
en [https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-404438_documento_pdf.pdf].

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.

https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-395658_recurso_1.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-395658_recurso_1.pdf
https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Resoluci
202020.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-401418_recurso_1.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-400474_recurso_13.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-400474_recurso_13.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-403507_recurso_6.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-403908_recurso_2.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-403908_recurso_2.pdf
https://www.mineducacion.gov.co/1759/articles-404438_documento_pdf.pdf
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3. Vivienda

En materia presupuestal, a 2020 se registra una ejecución de $1 billón 
de pesos, de los que se ejecutaron $354.821 millones en 2020, 33% 
más que en 2019. De igual forma, para el 2021 se tienen programados 
$261.235 millones, un 31,61% menos que en 2020. 

Gráfico 36
Ejecución presupuestal pilar 1.5.

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

Dentro de las fuentes que soportan la ejecución del pilar durante las vi-
gencias de 2017 a 2021, se destaca el pgn con un 80% del total, segui-
da del sgr con un 10%, los privados con un 8% a través del mecanismo 
de obras por impuestos y la cooperación internacional con un 2%.

Gráfico 37
Ejecución Presupuesto General de la Nación pilar 1.5

Fuente: posconflicto, spi del suifp, siif, rendición sireci
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Entre 2017-2020, se ejecutaron $799.662 millones de pesos con 
recursos del pgn, siendo en 2020 de $257.364 millones, mientras en 
2021 se programaron $261.236 millones. Dentro de la ejecución del 
pgn en este pilar, se destaca que el 80,50% de los recursos provienen 
del Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda–, el 12,04% del Ministe-
rio de Vivienda y el 7,47% del Ministerio de Agricultura.

Esta diferencia en la contribución por parte de las entidades se ex-
plica en el enfoque que tiene el cumplimiento del pilar dentro de la 
Resolución 0536 de 2020111, por medio de la cual se adoptó la Política 
Pública de Vivienda de Interés Social Rural, la metodología de focaliza-
ción y el Subsidio Familiar de Vivienda Rural que prioriza la asignación 
de subsidios para el mejoramiento y la adquisición de vivienda rural, 
a través de Fonvivienda. Así mismo, la disminución en el presupuesto 
asignado al madr, se explica en razón a que el pnd 2018-2022 designa 
al mvct como el único ejecutor de la política pública de vivienda rural.

Los proyectos de inversión a cargo de estas entidades están direc-
cionados a las estrategias del pmi de vivienda rural (88%) y la de agua 
y alcantarillado (12%). Dentro de los proyectos de inversión que se 
ejecutaron para la primera estrategia, se destaca el relacionado con la 
asignación de los subsidios familiar de vivienda a través de los diferen-
tes programas de vivienda urbana y rural, a cargo del Fondo Nacional 
de Vivienda –Fonvivienda–, el cual contó con el 91% de los recursos, 
seguido del proyecto, subsidio para la construcción o mejoramiento de 
vivienda de interés social rural para la población rural nacional (8%) 
a cargo del madr.

Del análisis de los proyectos de inversión se concluye que el 100% 
de los compromisos en 2020, aportan en términos de gestión a los fines 
de la política de vivienda en el marco de AF, destacándose los proyec-
tos de inversión a cargo de Fonvivienda “Subsidio Familiar de Vivienda 
Nacional” por $207.389 millones, con el cual se espera reducir el déficit 
habitacional en la población menos favorecida, y el proyecto a cargo del 
madr “Subsidio para la construcción o mejoramiento de vivienda de in-
terés social rural para la población rural nacional”, con el que se ejecuta-
ron $19.206 millones y que tiene como objetivo aumentar el acceso de 

111	 Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. Resolución 0536 de 19 de octubre de 
2020, disponible en [https://minvivienda.gov.co/sites/default/files/contratos-fiducia-
derivados/resolucion_0536_-_2020.pdf].

https://minvivienda.gov.co/sites/default/files/contratos-fiducia-derivados/resolucion_0536_-_2020.pdf
https://minvivienda.gov.co/sites/default/files/contratos-fiducia-derivados/resolucion_0536_-_2020.pdf
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la población rural a vivienda rural nueva o al mejoramiento de la exis-
tente. Estos compromisos se clasifican como proceso, toda vez que no 
dan cuenta de la vivienda entregada o mejorada, ya que la ejecución fí-
sica sobrepasa la anualidad presupuestal por ciclo de implementación.

Por su parte, el Ministerio de Vivienda asocia dos proyectos de inver-
sión a la estrategia de agua y alcantarillado rural: i) $7.757,5 millones a 
través del proyecto “Apoyo financiero para facilitar el acceso a los ser-
vicios de agua potable y manejo de aguas residuales a nivel nacional”; y 
ii) $600 millones a través del proyecto “Desarrollo y mejoramiento del 
sector de agua potable y saneamiento básico a nivel nacional”.

Gráfico 38
Avances implementación del pilar 1.5.

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

En cuanto al ciclo de formulación de esta estrategia, el mvct repor-
tó que el Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento de Vivienda 
Social Rural ‒pnvisr‒ se encuentra en proceso de aprobación112, mien-
tras que el Plan Nacional de Suministro de Agua Potable y Saneamiento 
Básico Rural fue adoptado en marzo de 2021, con un presupuesto total 
de $4,25 billones de 2020, resultando el 50% de cumplimiento en los 
indicadores concernientes a este ciclo de la política.

112	 A partir de lo dispuesto en el pnd 2018-2022, desde el 2020 la formulación y ejecución 
de la política de vivienda rural está a cargo del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
(mvct). En ese sentido, el Ministerio tuvo que reformular el pns, el cual se encuentra en 
proceso de aprobación para cierre técnico por parte de la Consejería para la Estabiliza-
ción y Consolidación, el dnp y la art.
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Las cifras planteadas por el mvct en los costos proyectados e indi-
cativos en la asignación de subsidios para la implementación del nuevo 
pnvisr, ascienden a la suma de $3,72 billones de pesos a precios de 
2020; los cuales financiarían subsidios a vivienda nueva por $2,51 billo-
nes, subsidios a mejoramiento de vivienda por $1,02 billones y costos 
operativos por $196 mil millones. Llama la atención la considerable re-
ducción en el costeo realizado para el pnvisr, en relación con la proyec-
tada por el madr, al pasar de una inversión de $22,7 billones a $3,72113.

El mvct lanzó en el mes de octubre de 2020, el programa de Vivienda 
Social para el Campo, para ejecutar en la vigencia 2021, en cuya convo-
catoria participaron más de 430 municipios del país (140 de estos muni-
cipios son pdet). Como resultado de esta convocatoria, se seleccionaron 
99 municipios, de los cuales 52 municipios son pdet, siendo un progra-
ma global y no diferencial para municipios pdet o para posconflicto.

Durante el 2020 y el primer trimestre de 2021, el mvct no realizó me-
joramientos de vivienda rural ni otorgó subsidios para mejoramiento, 
puesto que, para este año, la planeación se dirige a la atención de sen-
tencias judiciales y compromisos establecidos por el Gobierno nacional.

De igual manera, durante estos periodos, no se entregaron viviendas 
rurales, ni se otorgaron subsidios para vivienda nueva, debido a que el 
mvct está realizando un proceso de asistencia técnica con los 99 mu-
nicipios beneficiarios de la convocatoria anteriormente mencionada.

113	 Esta reducción se explica debido a que el mvtc formuló el pnvsr con una proyección 
financiera al año 2031 de manera indicativa, con base en los recursos necesarios para el 
cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo “Pacto por Colombia, pacto por la equidad” 
y, a partir del 2023, se trabajó con base en el Marco de Gasto de Mediano Plazo –mgmp– 
del sector vivienda proyectando, a partir del 2025, un crecimiento del 3% de la inflación 
hasta el 2031. Así mismo, se realizó un ejercicio de distribución de recursos entre vivien-
da nueva y mejoramiento de vivienda con base en el promedio de la distribución de los 
años 2020-2022; la distribución de los recursos anuales entre mejoramiento de vivienda 
rural y vivienda nueva rural dependerán de las decisiones de política. 
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Tabla 38
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias pilar 1.5

estrategia avances obstáculos
Vivienda
rural

Reformulación del Plan 
Nacional de acuerdo a los 
nuevos lineamientos.

A pesar de su reformulación, el plan 
no ha sido adoptado.
No se presentan avances en materia 
de subsidios al mejoramiento ni a la 
vivienda nueva.

Agua y
alcantarillado

Adopción del Plan Nacional 
de Suministro de Agua 
Potable y Saneamiento 
Básico Rural.

Dentro del plan adoptado se encuen-
tran priorizados los municipios pdet, 
sin embargo, no se cuenta con un pre-
supuesto indicativo para el costo de 
las intervenciones en estos munici-
pios, se toma el presupuesto total para 
municipios pdet y no pdet.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.

E. Pilares orientados a la alimentación,
producción agropecuaria y economía solidaria

1. Garantía progresiva del derecho a la alimentación

Entre 2017 y 2020, se registra una ejecución de $221.947 millones 
asociados a este pilar. Para la vigencia 2020 de $85.406 millones, y 
para 2021 se programaron recursos por valor de $78.245 millones, 8% 
menos frente a 2020.
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Gráfico 39
Ejecución presupuestal

Garantía progresiva del derecho a la alimentación

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

Las principales fuentes de financiación que soportan la ejecución del 
pilar a marzo de 2021 son el pgn con 88% y cooperación internacional 
que aporta un 10%.

Con recursos del pgn se ejecutaron un total de $186.192 millones 
entre 2017-2020, de los cuales $84.956 millones se reportaron en 
2020, y $78.245 se encuentran programados en la vigencia 2021.

Gráfico 40
Ejecución Presupuesto General pilar 1.7

Fuente: posconflicto, spi del suifp, siif, rendición sireci
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La totalidad de los recursos del pgn ejecutados en 2020, correspon-
dieron a inversión, siendo Prosperidad Social la entidad con mayor 
contribución (90%)114, con cargo a cuatro proyectos de inversión, de 
los cuáles se destacan: i) Proyecto “Implementación de unidades pro-
ductivas de autoconsumo para población pobre y vulnerable nacional” 
($25.931 millones), el cual aporta en términos de resultado interme-
dio al pilar; y ii) Proyecto “Implementación de un esquema especial 
de acompañamiento familiar dirigido a la población víctima de despla-
zamiento forzado retornada o reubicada en zonas rurales, a nivel na-
cional” ($33.820 millones), que si bien se relaciona con los propósitos 
del pilar, no se asocia directamente a productos del pmi, por lo que su 
contribución se asoció a proceso115.

También aportaron al pilar los proyectos i) “Apoyo para el acceso a 
los mercados de las unidades productivas de la población víctima del 
conflicto armado nacional” ($7.683 millones) a cargo del Ministerio de 
Comercio; y ii) ”Contribución con acciones de promoción y prevención 
en el componente de alimentación y nutrición para la población colom-
biana a nivel nacional” ($271 millones), a cargo del icbf; compromisos 
que aportaron al proceso de obtención de acceso a la garantía progre-
siva del derecho a la alimentación.

En la vigencia 2021, los proyectos con asignación corresponden a 
los mismos de la vigencia 2020 anteriormente descritos, presentándo-
se una disminución de recursos por parte del Prosperidad Social.

114	 De acuerdo con lo informado por Prosperidad Social, durante la vigencia 2020 se entre-
garon insumos a 6.800 hogares en municipios no pdet y a 2.300 hogares en municipios 
pdet para el establecimiento de unidades productivas de autoconsumo. Así mismo, se 
inició la implementación de la prueba piloto para el programa “Manos que Alimentan”, 
cuyo objetivo es la producción de alimentos para el autoconsumo con intervenciones de 
corto plazo (express), en el marco de la emergencia y post emergencia ocasionada por la 
pandemia Covid-19.

115	 Prosperidad Social reportó otros tres proyectos que aportan al proceso del pilar: “Forta-
lecimiento para el desarrollo de infraestructura social y hábitat para la inclusión social a 
nivel nacional – fip. Nacional” ($9.638 millones), “Fortalecimiento a entidades territoria-
les en política de seguridad alimentaria. Nacional” ($1.000 millones) e “Implementación 
de intervención integral apd con enfoque diferencial étnico parar indígenas y afros a ni-
vel nacional” ($6.040 millones).
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Gráfico 41
Avances implementación

Garantía progresiva del derecho a la alimentación

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

Es claro que existe un desbalance entre la formulación, los procesos 
y los productos, donde se priorizaron los productos frente al ciclo de 
formulación, debido principalmente porque no se ha creado el Consejo 
Nacional de Seguridad Alimentaria.

Existen avances en los procesos para la implementación de la garan-
tía progresiva del derecho a la alimentación, sin embargo, los esfuerzos 
serán infructuosos hasta tanto no se expida la ley que permita la crea-
ción del Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria116, situación que 
se evidenció en el Cuarto informe por parte de la cgr (2020). 

Se evidencia como avance importante en este pilar, la estrategia del 
“Diseño institucional de los Consejos de Alimentación y Nutrición”, 
donde para su implementación en 2020, se identificaron 18 departa-
mentos y se definió al icbf como la entidad que lideraría el proceso, 
priorizando seis departamentos: Atlántico, Caldas, Nariño, Quindío, 
Risaralda y Santander.

116	 Bajo el liderazgo del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, como entidad que ejerce la 
presidencia de la cisan, se realizaron los ajustes pertinentes al proyecto de ley y se presentó 
para concepto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. En la actualidad, este Ministerio 
debe presentar ante la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementa-
ción del Acuerdo Final - csivi el documento final e iniciar el proceso de trámite legislativo 
del proyecto de ley. Mediante el Conpes dnp-2419-uda-uds se dispuso que el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural presidiría el Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria.
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Así mismo, en el marco del contrato interadministrativo con la Uni-
versidad Nacional117, el icbf realizó el seguimiento de los procesos de 
formulación e implementación de los Planes de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional de los departamentos de Magdalena, Tolima, Putumayo 
y Casanare.

Tabla 39
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategia pilar 1.7

estrategia avances obstáculos

Diseño institucional 
de los Consejos de 
Alimentación
y Nutrición

Para la vigencia 2020, avanzó con 
la expedición de diez planes de se-
guridad alimentaria y nutricional 
elaborados y actualizados en de-
partamentos con municipios pdet. 
Para la vigencia 2021 la meta es de 
nueve pdsan elaborados y/o actua-
lizados para cumplir con la meta de 
19 planes de seguridad alimentaria 
y nutricional elaborados y/o actua-
lizados durante el cuatrienio en te-
rritorios priorizados.

Persiste rezago de la crea-
ción del Consejo Nacional 
de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional, en la medida en 
que no se ha expedido la Ley 
que lo posibilita.

Acceso y consumo 
de alimentos de 
calidad nutricional 
y en cantidad
suficiente
(adecuación)

Se aprobaron 47 solicitudes por 
parte del dps para la construcción 
o rehabilitación de plazas de mer-
cado en municipios pdet durante 
el periodo 2017-2020.
Durante el 2020, se identificaron 
21 proyectos productivos artesa-
nales de grupos étnicos en munici-
pios pdet por parte del Ministerio 
de Industria y Comercio, que cum-
plían los requisitos para ser vin-
culados a los instrumentos para la 
inclusión productiva. 

Dada la coyuntura actual asocia-
da a la pandemia Covid-19 y sus 
efectos negativos sobre la econo-
mía, el Ministerio de Comercio 
en articulación con innpulsa 
Colombia tuvo que gestionar un 
proceso de transferencia de re-
cursos y el diseño de un progra-
ma orientado al Fortalecimiento 
Productivo y Comercial de 
Grupos Étnicos a través del cual 
se intenta dar cumplimiento a 
este compromiso1. 

117	 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Resolución 4896 de 8 de septiembre de 
2020, disponible en [https://www.icbf.gov.co/sites/default/files/normatividad/4896.pdf].

https://www.icbf.gov.co/sites/default/files/normatividad/4896.pdf
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Producción y
comercialización
de alimentos

Se implementaron 13 alianzas pro-
ductivas y/o acuerdos comerciales, 
lo que permitió el cumplimiento de 
la meta trazada de la vigencia en 
2020.

La dinámica de la estrategia de 
alianzas productivas es muy 
baja frente las necesidades de 
apoyo a la producción y comer-
cialización de alimentos y re-
sultaría no ser suficiente para 
las necesidades del sector en el 
país.

1	 Cabe resaltar que el instrumento (que es de orden nacional) aún no ha iniciado ejecu-
ción y que es en el marco de la misma en el que se hace la identificación y selección de 
beneficiarios, toda vez que aún no se cuenta con la territorialización del mismo.

fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.

2. Producción agropecuaria y economía solidaria

Durante el periodo 2017-2020 este pilar registra una ejecución pre-
supuestal de $1.8 billones de pesos, de los cuales $658.642 millones 
fueron ejecutados en 2020. En 2021, el presupuesto programado es de 
$612.115 millones, presentando una disminución del 7% frente al año 
anterior.

Gráfico 42
Ejecución presupuestal pilar

“Producción agropecuaria y economía solidaria”

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

Las principales fuentes de financiación que soportan la ejecución del 
pilar a marzo de 2021 son el pgn, que aportó el 69% y la cooperación 
internacional que aportó el 10%. Con recursos de cooperación inter-
nacional, según lo reportado por apc Colombia, se identifican en 2020 
seis proyectos en ejecución que coadyuvan a los propósitos del pilar 
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por usd $3,2 millones de dólares ($10.812 millones)118. Para la vigen-
cia 2021 se proyecta un incremento de los aportes de la cooperación, 
según proyectos registrados en verificación por $25.240 millones.

Con recursos del pgn durante 2017-2020, se ejecutó un total de $1,1 
billones, de los cuales $647.483 se ejecutaron en 2020, un 132% más 
frente a 2019. Para 2021 se proyecta una ejecución de $586.875 millo-
nes, un 9% menos que en 2020.

Gráfico 43
Ejecución Presupuesto General de la Nación,

pilar “Producción agropecuaria y economía solidaria”

Fuente: posconflicto, spi del suifp, siif, rendición sireci

En 2020, el 99% de los recursos del pgn se ejecutan a través de ru-
bros de inversión119, siendo el Ministerio de Trabajo la entidad que más 
aportó (81%) a través del proyecto “Implantación Fondo de Solidaridad 
Pensional subcuenta de subsistencia nacional”, por $526.279 millones 
y que contribuyó a través del producto subsidio adulto mayor, en térmi-
nos de resultado intermedio al pmi.

Los demás proyectos asociados a este pilar contribuyen en términos 
de gestión a las estrategias de este. Se destaca el proyecto “Implemen-
tación de estrategias para la inclusión financiera en el sector agrope-

118	 Se destaca la intervención juntos ‒fortalecimiento de iniciativas económicas lideradas 
por jóvenes organizados que contribuyen para el desarrollo económico y social de sus 
comunidades‒ cso-la 2019/411-597 por valor de usd $2 millones de dólares ($6.727 
millones).

119	 uae Organizaciones Solidarias, reporta $1.232 millones de pesos, recursos de funciona-
miento asociados a gastos de personal.
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cuario nacional” ($73,61 millones), a cargo del Ministerio de Agricul-
tura, así como los proyectos del icbf que contribuyen al desarrollo y 
protección de niños y adolescentes ($24.140 millones).

Las entidades que menos contribuyeron al pilar fueron la adr y 
uae de organizaciones solidarias, pese a que su misión es fundamen-
tal para los propósitos de incrementar la producción agropecuaria y la 
economía solidaria.

En 2021, se asignaron recursos a las mismas entidades y proyectos 
de la vigencia 2020, destacándose el incremento de la asignación de la 
adr ($4.198 millones) y la ueos ($13.765 millones), lo que indica que 
la dinámica del pilar en esta vigencia empieza a mejorar.

Gráfico 44
Avances implementación

“Producción agropecuaria y economía solidaria”

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

Respecto a los avances en los indicadores del pmi, se resaltan los avan-
ces en el ciclo de formulación, sin embargo, son bajos los logros que 
determinan un impacto en la sostenibilidad de la estabilidad socioeco-
nómica de la población campesina.

De los cinco pns que componen el pilar, se encuentran adoptados cua-
tro: “Plan Nacional para la Promoción de la Comercialización de la Pro-
ducción de la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria”, “Plan Pro-
gresivo de Protección Social de Garantía de Derechos de los Trabajadores 
y Trabajadoras Rurales”, “Plan Nacional de Fomento a la Economía Soli-
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daria y Cooperativa Rural” y “Plan para Apoyar y Consolidar la Genera-
ción de Ingresos de la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria”120.

De otra parte, el pns “Asistencia Integral, Técnica, Tecnológica y de 
Impulso a la Investigación” aún se encuentra en formulación a pesar de 
su importancia para que la población rural mejore su competitividad, 
por medio del desarrollo e implementación sistemática de mejoras 
tecnológicas, particularmente orientadas a la económica campesina, 
familiar y comunitaria.

Entre los principales avances del pilar se destacan dinámicas frente 
a la estrategia de acceso a financiamiento, en relación a las metas tra-
zadas por la Comisión Nacional de Crédito Agropecuario ‒cnca‒ y la 
ejecución de los recursos destinados por el madr para el subsidio de 
tasa de interés de las líneas especiales de crédito ‒lec‒.

Respecto a dinámica de las colocaciones, se cumplió con el Plan Indica-
tivo de Crédito ‒pic‒ proyectado por la cnca para el 2020, de $18,5 billo-
nes de pesos, logrando más de medio millón de operaciones y alcanzando 
la cifra de $24 billones. El pequeño productor tuvo una participación del 
86% (383.298) del total de número de créditos que fueron otorgados a 
través del crédito de fomento agropecuario (445.350 créditos)121.

Entre los principales rezagos, persiste la inexistencia de un progra-
ma en relación a la entrega de capital semilla, para garantizar la pro-
ductividad en los predios de los beneficiarios de los mecanismos de 

120	 En cuanto la implementación del Plan Nacional para la Promoción de la Comercializa-
ción de la Producción de la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria, es importante 
resaltar que se definieron como elementos de focalización y priorización, elementos de 
enfoque diferencial. Así mismo, frente a la implementación del Plan para Apoyar y Con-
solidar la Generación de Ingresos de la Economía Campesina, Familiar y Comunitaria y 
con el ánimo de lograr la debida articulación entre las entidades responsables del nivel 
nacional y las del orden territorial, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural se en-
cuentra trabajando una versión de resolución para establecer la creación de la Mesa Téc-
nica Nacional para la Generación de Ingresos cuyo objetivo será “Mejorar la coordinación 
entre las entidades del sector público respecto a la implementación de políticas, planes 
y estrategias vinculadas a la generación de ingresos y la inclusión productiva a través del 
emprendimiento rural”.

121	 Importante resaltar que atendiendo las recomendaciones de la Superintendencia Finan-
ciera a través de las Circulares Externas n.° 007 de 17 de marzo de 2020, disponible en 
[https://scare.org.co/wp-content/uploads/100-superfinanaciera.pdf], y 008 de 17 de 
marzo de 2020, disponible en [http://www.andi.com.co/Uploads/ce008_20.pdf]; fina-
gro en forma conjunta con los intermediarios financieros, facilitó los arreglos de cartera 
buscando el alivio de los deudores frente a las dificultades ocasionadas por el Covid-19; 
esto generó $6,7 billones de pesos en normalizaciones de cartera durante el 2020.

https://scare.org.co/wp-content/uploads/100-superfinanaciera.pdf
http://www.andi.com.co/Uploads/ce008_20.pdf
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acceso y formalización de la tierra, adelantados por la ant. Lo anterior, 
requiere de una mayor articulación de esta Agencia con la adr.

Entre tanto, la estrategia de la formalización y el empleo rural se 
vio afectada por la emergencia sanitaria Covid-19, en relación al for-
talecimiento del sistema fijo de inspección laboral y la creación de un 
sistema móvil en las áreas rurales.

Tabla 40
Avances y obstáculos estrategias

estrategia avances obstáculos

Economía soli-
daria y coope-
rativa

Aprobación del Plan Nacional de 
Fomento de la Economía Solidaria y 
Cooperativa Rural –planfes–. Para 
la estimación de metas y presupues-
to, la uaeos definió dos escenarios1.

En ninguno de los dos escenarios 
presentados por la uaeos se cubre 
el 100% de los municipios del país y 
el escenario dos no cubre las necesi-
dades de la estrategia. 

Asistencia 
integral e inno-
vación tecno-
lógica

En el 2020, la adr adelantó el pro-
ceso de licitación pública para la 
prestación del Servicio Público de 
Extensión Agropecuaria a nueve 
departamentos2.
El primer trimestre de 2021, se ha 
adelantado el proceso de formu-
lación, definición y operacionali-
zación de las estrategias para la 
prestación del Servicio Público de 
Extensión Agropecuaria.

Recorte presupuestal por valor de 
$39.018 millones, del proyecto de 
inversión a la adr3, lo cual impactó 
el cumplimiento de las metas pro-
yectadas para la vigencia 2020.
La no adopción del pns implica limi-
tar el accionar al no tener una visión 
estratégica y de largo plazo.

Capital semilla Sin avances.

A marzo de 2021, no existe un pro-
yecto, metodología, o procedimien-
tos especiales en la adr para que los 
beneficiarios de programas de acce-
so a tierra, accedan a una ruta indi-
vidual como lo establece el Decreto 
902 de 2017. 
No se evidencia una adecuada arti-
culación entre la adr y la ant para 
la reglamentación de la estrategia 
que permita el acceso al capital se-
milla por parte de los beneficiarios 
de tierras. 
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Acceso a finan-
ciamiento

Mientras se proyecta la creación de 
una Línea de Crédito Especial para 
la Agricultura Campesina, Familiar 
y Comunitaria –acfc–, las condicio-
nes preferenciales están tipificadas 
como pequeño productor.
El pequeño productor tuvo una 
participación del 86% (383.298) 
del total de número de créditos que 
fueron otorgados a través del crédi-
to de fomento agropecuario.

Baja cobertura de productos de ase-
guramiento por parte del mercado 
en algunas regiones del país, en es-
pecial productos de seguros de los 
esquemas productivos de pequeña 
escala. 
Altos costos operativos por ubica-
ción geográfica dispersa de los pe-
queños productores y falta de cono-
cimiento del instrumento.

Aseguramiento 
y normaliza-
ción de cartera

Formulación de la estrategia de 
promoción de mecanismos de se-
guros de cosecha subsidiado para 
la producción de la economía cam-
pesina, familiar y comunitaria a 
través de campaña de divulgación 
sobre acceso y uso de seguro agro-
pecuario y gestión de riesgos. 

Debido a la coyuntura del Covid-19, 
fue necesario reajustar y replantear 
algunas actividades y entregables, 
generando un retraso en el cumpli-
miento de esta estrategia.

Mercadeo

Respecto a la implementación de 
la Estrategia Nacional de Compras 
Públicas para la vigencia 2020 se 
han adelantado el 100% de las fa-
ses tendientes a la realización de 14 
compras públicas, desarrollando 
16 ruedas de negocio en cada una 
de las fases. 

No se reportaron avances en la cons-
trucción y rehabilitación de centros 
de acopio, ni en el fortalecimiento 
de las organizaciones solidarias 
para su administración.

Erradicación 
del trabajo 
infantil

A marzo de 2021, se evidencian las 
siguientes acciones: i) Plan de me-
dios audiovisuales, y ii) Asistencias 
técnicas, a través de la socialización y 
capacitación en temas de prevención.

Según datos del dane, el 44,1% de 
la totalidad de menores trabajan-
do se da en el sector agropecuario. 
Pese al avance nacional en la reduc-
ción del trabajo infantil, dentro de 
la vida rural del país sus resultados 
aún son bajos. 

Protección 
social rural

Se subsidió a 385.631 adultos ma-
yores en zonas rurales, de los cua-
les 53.319 se encuentran en muni-
cipios de los cuales son pdet.

La emergencia sanitaria Covid-19 
restringió la oferta presencial en 
territorio en relación al Beneficios 
Económicos beps. Durante esta vi-
gencia la gestión se orientó en pro-
mover la vinculación a través de 
mecanismos no presenciales como 
el contact center y página web, así 
como la realización de un número 
limitado de jornadas presenciales. 
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Formalización 
y empleo rural

Durante el 2020, se fortaleció la 
inspección fija en los municipios 
rurales y pdet, mediante las si-
guientes estrategias:
1. Actualización del Manual del 
Inspector
3. Monitoreo y seguimiento trabajo 
protegido niños, niñas y adolescen-
tes por excepción.
4. Fondo para el Fortalecimiento 
para la Inspección, Vigilancia y 
Control del Trabajo y la Seguridad 
Social fivicot.
5. Acuerdos de formalización laboral
6. Cultura de la legalidad laboral

No existe una política diferenciada 
para formalizar el empleo rural, da-
das las características propias de las 
relaciones laborales en el campo. 

1	 Para la estimación de metas y presupuesto, la uaeos definió dos escenarios posibles de 
acción para desarrollarse a 15 años: i) Escenario 1. Necesidades - 561 municipios rura-
les, de los cuales 170 son pdet $928.073; ii) Escenario 2. 285 municipios rurales, de los 
cuales 85 son pdet $90.689.

2	 Bolívar, Boyacá, Casanare, Cauca, Guainía, San Andrés, Sucre, Risaralda y Nariño, los cua-
les que con corte al 31 de julio contaban con el Plan Departamental de Extensión Agro-
pecuaria ‒pdea‒ adoptado por ordenanza departamental.

3	 “Fortalecimiento de la cofinanciación de proyectos integrales de desarrollo agropecua-
rio y rural para la población rural a nivel nacional-2018011000142”, que inicialmente 
tenía una apropiación de $71.201 millones de pesos.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.

F. Planes de Acción para la Transformación Regional –patr–

Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial –pdet- son un 
instrumento especial de planificación y gestión, con una vigencia de 
diez años, para llevar de manera prioritaria y con mayor celeridad 
el desarrollo rural en municipios priorizados. Aunque el AF plantea 
la transformación estructural del campo en la totalidad de las zonas 
rurales del país; se convino priorizar las zonas más necesitadas y 
urgidas, por lo cual se están desarrollando 16 pdet en 170 municipios 
priorizados.
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Cada pdet se concretó en un Plan de Acción para la Trasformación 
Regional ‒patr‒, construido de manera participativa bajo la coordina-
ción de la art. La fase de formulación de los patr se surtió entre 2017 
y 2018122, y se plantearon 32.808 iniciativas en los 16 pdet del país. 

Con la Ley 1955 de 2019123 del pnd, se introdujeron algunas medi-
das importantes con relación a la implementación de los pdet en el país 
evidenciándose los siguientes avances: i) Priorización en proyectos de 
inversión en agua potable y saneamiento básico, vías terciarias y ener-
gía eléctrica, aprobados por parte del ocad paz; ii) Implementación del 
trazador presupuestal para la paz en los proyectos de inversión finan-
ciados con recursos del pgn; iii) Implementación de tres Hojas de Ruta 
Única, como instrumento integrador de todos los planes que confluyen 
en el territorio; iv) Vinculación de contribuyentes en 51 proyectos del 
mecanismo Obras por Impuestos (OxI), por cerca de $426 mil millones 
en municipios pdet; v) Según el reporte de la art124, las iniciativas con 
ruta de implementación activadas mostraron un crecimiento signifi-
cativo, pasando de 2.642 en mayo de 2020 a un acumulado de 7.282 
iniciativas a junio de 2021.

Las inversiones que financian los patr deberían ser adicionales a 
las ya programadas por las entidades públicas del orden nacional y te-
rritorial, y estar orientadas al cierre de brechas sociales, económicas e 
institucionales125. Sin embargo, esta premisa no se ha cumplido, debi-
do a la ausencia de lineamientos claros para re direccionarlos; en parti-
cular con fuentes correspondientes al sgp que tiene destinación espe-
cífica, y los programas financiados con recursos del pgn e inversiones 
territoriales, que se vienen realizando desde antes de la firma acuerdo. 

Adicionalmente, el seguimiento de la cgr identifica riesgos asocia-
dos a la sostenibilidad financiera de las iniciativas viabilizadas, así como 
obstáculos técnicos y de seguimiento como se explica a continuación:

122	 El primer patr fue el de la subregión Sur de Bolívar, firmado el 1.° de agosto de 2018, y el 
último en firmarse fue el de la subregión Pacífico Medio, el 23 de febrero de 2019.

123	 Diario Oficial, n.° 50.964, cit.
124	 09/06/2021 corte de la información de los patr presentada en este capítulo, según lo 

reportado por la Central de Información pdet de la Agencia.
125	 Según lo estableció el Acto Legislativo 1 de 2016 y el artículo 9.° del Decreto-Ley 893 

de 2017, Diario Oficial, n.° 50.247, de 28 de mayo de 2017, disponible en [https://www.
suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30030685].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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1. Ruta de gestión y financiación de los patr

Para atender las 7.282 iniciativas con ruta de gestión, se han estructura-
do 5.370 proyectos con inversiones superiores a los $10.28 billones de 
pesos, de los cuales se reportan como “terminados” 1.748 proyectos por 
$0,77 billones. La mayor parte de los recursos por $6,9 billones, están en 
fase de ejecución y corresponden a 1.599 proyectos. Esto implicó la rea-
lización de sesiones institucionales con entidades nacionales, goberna-
ciones y alcaldías, mesas con organizaciones de cooperación internacio-
nal y la construcción de planes de trabajo para el impulso de iniciativas.

 Tabla 41
Histórico de proyectos patr por estado

e iniciativas por pilares de los patr

fase recuento millones de pesos
En estructuración 969 $169.845,20
Estructurado 848 $1.135.575,5
Estructurado y financiado 206 $1.306.548,6
En ejecución 1.599 $6.900.636,0
Terminado 1.748 $770.331,3
total general 5.370 $10.282.936,8

Fuente: diari. Interoperabilidad con las bases de datos de art. Corte 09/06/2021.
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Las iniciativas tienen que ver con ocho temáticas o pilares, entre 
las cuales tres de ellas corresponden a los servicios sociales básicos 
que financia el sgp. Los proyectos relacionados con servicios esencia-
les del Estado, como lo son educación y salud y saneamiento básico, 
son reforzados con inversiones de los patr; en consonancia con la pre-
cariedad en los niveles de cobertura y calidad en estos territorios. El 
monto de los proyectos por pilar, se muestran en el siguiente gráfico:

Gráfico 45
Fuentes de financiación movilizadas a proyectos

estructurados de los patr (millones de pesos)

fuente valor(millones de pesos)
sgr $3.342.834,1
pgn $2.962.769,5
Otros recursos propios $1.899.948,4
sgp $1.163.592,4
Obras x Impuestos $427.921,4
Recursos propios / Departamento $154.179,4
Cooperación internacional $72.359,9
En especie $51.409,7
Recursos propios / Municipio $40.205,2
Otros $16.891,8
Crédito $8.634,0
Sin reportar $142.191,0
total proyectos $10.282.936,8

Fuente: diari. Interoperabilidad con las bases de datos de art. Corte 09/06/2021.
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Respecto a las fuentes de financiación previstas durante la fase de 
estructuración para financiar los proyectos de los patr, se resalta el 
sgr y los recursos del pgn. Se destaca que el sgp, pese a tener gran par-
te de las partidas con destinación específica, es una fuente importante 
de financiación, de acuerdo con lo estimado en la estructuración de los 
proyectos.

Sin lugar a duda, la Asignación para la Paz del sgr es la principal 
fuente adicional de recursos, y sus inversiones, en general, se realizan 
en sectores estratégicos de transformación y potencialmente dinami-
zadoras de cambios en la relación urbano-rural126.

De otra parte, de acuerdo con el reporte, existen 51 proyectos que 
contribuyen a iniciativas de los patr financiadas mediante el mecanis-
mo de obras por impuestos por $427.441 millones.

Tabla 42
Proyectos Obras por Impuestos destinados a gestionar iniciativas pdet 

(millones de pesos)

pilar estrategia producto total
proyectos*

2. Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

Infraestructura vial
Vías terrestres construi-
das 47.930,1

Vías terrestres adecuadas 235.444,2

Provisión de energía Cobertura eléctrica am-
pliada 11.466,4

Subtotal infraestructura y adecuación de tierras 294.840,7

126	 En el trabajo territorial realizado, en el marco del seguimiento permanente al recurso pú-
blico por parte de la Contraloría Delegada para el Posconflicto, las entidades territoriales 
han manifestado que los proyectos presentados y aprobados ante el OCAD Paz son los 
más relevantes para generar transformación en los territorios.
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4. Educación rural 
y primera infancia 
rural

Atención integral a la
primera infancia cdi adecuado/mejorado 19.131,8

Cobertura, calidad y perti-
nencia de educación rural 
para preescolar, básica y 
media

Biblioteca escolar dotada 2.846,8
Establecimiento educativo 
dotado 71.250,2

Salas de sistemas dotadas 17.440,7

Enfoque étnico en educa-
ción y primera infancia

Programas culturales para 
la primera infancia imple-
mentados

2.421,8

Infraestructura educativa Sede colegio mejorada 1.124,5
Subtotal educación rural y primera infancia 114.215,8

5. Vivienda, agua 
potable y sanea-
miento básico 
rural

Acceso a fuentes de agua 
mejoradas en zona rural

Acueductos veredales 
construidos 9.820,9

Saneamiento básico Unidades básicas de sa-
neamiento 7.563,7

Subtotal vivienda rural, agua y saneamiento básico 17.384,6

total proyectos oxi destinados a iniciativas pdet 426.441,1

Fuente: diari. Interoperabilidad con las bases de datos de art. Corte 09/06/2021.

Además de las fuentes previstas en el mfmp, dentro de las demás fuen-
tes privadas, se encuentran los aportes en especie, en particular repre-
sentadas en forma de trabajo por parte de las comunidades aportadas 
en el marco de las “Obras pdet”.

2. Los patr al tablero: obstáculos, riesgos y retos

Es evidente que el desafío que impone gestionar 32.808 iniciativas 
es grande, y que luego de casi dos años destinados a la formulación y 
otros dos en la fase de ejecución, los ejercicios de control preventivo y 
de control posterior y selectivo realizados por la cgr, han evidenciado 
algunas situaciones problemáticas que requieren de urgente atención 
por parte del Gobierno nacional127.

127	 Vigilancia fiscal regular bajo el mecanismo de seguimiento permanente al recurso públi-
co destinado al pdet realizado entre octubre y junio de 2021; y una actuación especial de 
fiscalización a los pdet iniciada en primer semestre de 2021, como ejercicio de control 
posterior y selectivo.
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‒ Las cifras del pdet no cuadran

La Central de Información pdet de la art, con una apropiación 
de $1.850 millones de pesos durante 2020, a través del proyecto 
“Implementación de las tecnologías de información y comunicaciones 
para la renovación del territorio nacional”, tiene como propósito sis-
tematizar y suministrar toda la información de la intervención en los 
territorios para mejorar el acceso, la confiabilidad y la periodicidad de 
la información requerida para la implementación de los pdet.

Sin embargo, tomando como base el reporte de la central de infor-
mación frente a proyectos estructurados y los ejecutores informados 
por la art, al contrastar la información en territorio con los mismos; 
se encuentran diferencias, y en muchos casos, situaciones en las que 
el ejecutor considera incluso que los proyectos no se ha formulado o 
estructurado en el proceso pdet. 

El análisis de calidad de información de la central de información, 
revisada en territorio evidencia las siguientes problemáticas: i) Se 
incluyeron proyectos para atender el pdet, estructurados antes de la 
firma de los patr; así como proyectos financiados con el sgp que tradi-
cionalmente se vienen ejecutando en el territorio y proyectos del sgr 
presentados con anterioridad al ocad paz; ii) Diferencias en las cifras 
reportadas por la art y la de los ejecutores de los proyectos; iii) Defi-
ciencias en la concertación de los proyectos con los municipios y las 
instrucciones sectoriales responsables, y las comunidades, respecto a 
cuáles son realmente los proyectos estructurados que atienden el patr; 
iv) Desconocimiento por parte de algunos ejecutores, de proyectos en 
los que son directos responsables de ejecución, según los reportes del 
nivel nacional; v) Por la ausencia de gran parte de las hojas de ruta, 
no hay explícita conexión entre los planes nacionales y las iniciativas 
y proyectos de patr; vi) En los reportes de la central de información 
pdet, el valor total del proyecto no coincide a la sumatoria de los valo-
res por fuente presentados en la estructuración de los proyectos; vii) 
Desconocimiento de las comunidades de los proyectos dirigidos a sus 
territorios, para atender las iniciativas que ellos mismo formularon.
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‒ Ejecución de cuantiosos recursos sin mecanismos unificados de seguimiento

Luego del rediseño del banco de proyectos de la art, en el que se defi-
nieron los flujos de procesos de información de proyectos de inversión, 
esta entidad elaboró los documentos interoperabilidad y seguimiento 
y el ajuste de su manual operativo. Por su parte, la central de informa-
ción pdet se puso en marcha durante 2020; con la implementación 
de algunos instrumentos de recolección de información en campo, de 
algunos sectores.

La coordinación de la estructuración y ejecución de los proyectos en 
el marco de los patr está a cargo de la art, en articulación con las en-
tidades nacionales, territoriales y las autoridades tradicionales de los 
territorios de los pueblos, comunidades y grupos étnicos128.

El Acuerdo Final129 señala que los patr de cada zona priorizada ten-
drán mecanismos de seguimiento y evaluación local, regional y nacio-
nal, y el artículo 8.° del Decreto 893 de 2017 citado, dispone que el 
Gobierno nacional definirá el esquema general de seguimiento y eva-
luación a la ejecución de los pdet. Por su parte, en el pmi planteó es la 
art quien define el esquema general de seguimiento y evaluación a la 
ejecución de los pdet130.

Sin embargo, el esquema de seguimiento utilizado por la Agencia 
de Renovación del Territorio no corresponde a un sistema de evalua-
ción consistente, que dé cuenta sobre el estado de las inversiones en 
los territorios. Los reportes de seguimiento corresponden a informes 
cualitativos de perfil de inversión y no hay informes de un seguimiento 
detallado sobre la ejecución de los recursos públicos, avances físicos y 
financieros de los proyectos; así mismo, tampoco se encuentran infor-
mes de evaluación de la ejecución de los 16 patr.

128	 Artículo 7.° Coordinación. La Agencia de Renovación del Territorio (art) dirigirá la cons-
trucción participativa y la respectiva revisión y seguimiento de los patr de los pdet, y 
coordinará la estructuración y ejecución de los proyectos de dichos planes, en articula-
ción con las entidades nacionales, territoriales y las autoridades tradicionales de los te-
rritorios de los pueblos, comunidades y grupos étnicos.

129	 Punto 1.2.6.
130	 “Seguimiento y evaluación. La art definirá el esquema general de seguimiento y evalua-

ción a la ejecución de los pdet, de acuerdo con las disposiciones vigentes en la materia. 
Como parte del seguimiento a los patr, se tendrán informes de seguimiento periódicos 
que reporten el avance en su implementación”.



Políticas públicas

185

Ninguna entidad del Gobierno nacional dispone de información uni-
ficada del estado de la ejecución de 5.370 proyectos por cerca de $10,3 
billones, a la fecha; el estado de avance no está centralizado; el segui-
miento, en el mejor de los casos, está disperso; no hay información cen-
tralizada sobre la contratación estatal adelantada en la ejecución de los 
proyectos de los patr, ni del estado de ejecución de los contratos. La 
art ha manifestado reiteradamente que la información de ejecución 
de los proyectos debe ser solicitada a cada entidad ejecutora, pese a la 
normatividad establece que debe ser la entidad coordinadora de tanto 
de la formulación, como la ejecución y el seguimiento del pdet. 

La Central de Información pdet debe avanzar en el ámbito de la 
coordinación interinstitucional para tener información de la ejecución 
y del seguimiento de los proyectos, que permitan a la ciudadanía y en-
tidades interesadas conocer de manera transparente el avance en la 
implementación de los proyectos.

‒ Limitaciones en la participación ciudadana en la implementación
y seguimiento del pdet

Los pdet tienen una vocación participativa, en la que deben concu-
rrir las comunidades, las autoridades de las entidades territoriales y 
el Gobierno nacional. Para ello, se deben establecer instancias en los 
distintos niveles territoriales con el fin de garantizar la participación 
ciudadana y el acompañamiento de los órganos de control en el pro-
ceso de toma de decisiones por parte de las autoridades competentes.

Hasta la fecha, no existe una reglamentación especial de las instancias 
de participación ciudadana, en la estructuración de los proyectos que 
atenderán sus iniciativas, su ejecución, seguimiento, entrega de bienes 
y servicios y rendición de cuentas. La normatividad previó que tanto la 
estructuración como la ejecución de los proyectos fuesen en articulación 
con las comunidades, autoridades tradicionales y grupos étnicos131.

En el trabajo territorial realizado por parte de la Contraloría Delega-
da para el Posconflicto con las comunidades, en particular con los gru-
pos motor establecidos para la formulación de los patr, manifiestan 
de manera reiterada, la baja participación que vienen teniendo en las 

131	 Artículo 7.° del Decreto-Ley 893 de 2017, cit.
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fases de estructuración, donde se toman decisiones frente a la forma 
en que se gestionarán las iniciativas; al igual que en la fase de ejecución 
de los proyectos.

‒ Hojas de Ruta

A 31 de diciembre de 2020, la art reporta que se desarrollaron los 
componentes técnicos de las Hojas de Ruta para las 16 subregiones 
pdet132. Así mismo, se adelantaron los procesos territoriales para la 
socialización y ajuste con actores estratégicos del territorio en las su-
bregiones Catatumbo, sur de Bolívar y sur de Córdoba. 

La construcción del diseño metodológico para las 16 subregiones 
pdet y la aplicación de la prueba piloto en la subregión Catatumbo, lo 
adelantó Deloitte Asesores y Consultores ltda., por valor de $1.964,5 
millones de pesos133. La construcción técnica de las 15 hojas de ruta 
restantes, de acuerdo con el diseño metodológico y la validación terri-
torial de los instrumentos, son realizadas por la art. 

La metodología de la hoja de ruta implica, en primer lugar, la estruc-
turación de un Modelo de Prospectiva con los escenarios meta; luego, 
como segundo eslabón, se aplica el Modelo Multicriterio para el Ordena-
miento de Iniciativas pdet. Una vez clasificadas las iniciativas se activa 
un tercer eslabón, el modelo de trayectorias de implementación, con el 
fin de monitorear la transformación de las iniciativas en proyectos o ac-
ciones para su implementación. De manera, transversal a cada uno de los 
procesos mencionados se establece el Sistema de Seguimiento y Monito-
reo, para revisar la evolución de los indicadores trazadores del escenario 
meta, el proceso de clasificación de las iniciativas en el multicriterio y la 
transición de todas las iniciativas hacia proyectos o acciones para su im-
plementación. Frente a los costos estimados para la implementación de 

132	 De acuerdo con lo establecido en el artículo 281 de la Ley 1955 de 2019, se crea la Hoja 
de Ruta como una herramienta para articular los instrumentos derivados del AF así como 
con los mecanismos de financiación y de ejecución para garantizar la concurrencia de 
entidades, de recursos y consolidar la acción coordinada del Gobierno nacional, las auto-
ridades locales, la participación del sector privado y la cooperación internacional, entre 
otros, en los 170 municipios que componen las 16 subregiones pdet. Se construirán 16 
hojas de ruta, una por cada subregión pdet. 

133	 Mediante el contrato 209 de 2019 celebrado entre el Patrimonio Autónomo Fondo Co-
lombia en Paz y esta firma.
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las iniciativas, hasta no completarse las 16 hojas de ruta134, la art indica 
que estos se encuentran en construcción y validación.

‒ Estado hojas de ruta validadas

A 31 de marzo de 2021, de las 16 hojas de rutas contempladas, se 
encuentran publicadas y validadas tres: la de Catatumbo construida 
durante 2019 y validada entre enero y febrero de 2020, por la firma 
Deloitte Asesores y Consultores ltda.; y las hojas de ruta Sur de Bolívar 
y Sur de Córdoba construidas en 2020, y validadas en los meses de 
octubre y diciembre, respectivamente por parte de la art. Según el cro-
nograma de validación suministrado por la art, se tendrían las hojas 
de ruta faltantes, al mes de julio de 2021.

Tabla 43
Estado iniciativas por subregión vs. hojas de ruta
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Alto Patía y
Norte del Cauca 3.519 947 21,20 4.466 226,2 947 1.010.229 10

Arauca 1.963 320 14,0 2.283 102,3 320 233.458 2
Bajo Cauca y
Nordeste 
Antioqueño

1.349 598 30,7 1.947 228,8 598 445.526 4

Catatumbo 797 318 28,5 1.115 715,0 318 797.251 8
Chocó 1.645 382 18,8 2.027 246,9 382 500.370 5

134	 Mientras tanto, la entidad hace referencia al Documento Conpes 3932 de 2018, que en un 
ejercicio de estimación, el costo de los pdet a 15 años que asciende a $79,6 billones.
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subregión
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Cuenca del Caguán 
y Piedemonte 
Caqueteño

2.491 831 25,0 3.322 217,9 831 723.993 7

Macarena - Guaviare 1.359 537 28,3 1.896 265,1 537 502.628 5
Montes de María 2.380 551 18,8 2.931 99,9 551 292.676 3
Pacífico Medio 426 203 32,3 629 209,2 203 131.576 1
Pacífico y
Frontera Nariñense 1.222 312 20,3 1.534 144,1 312 221.035 2

Putumayo 2.886 554 16,1 3.440 233,1 554 801.861 8
Sierra Nevada - 
Perijá 1.502 633 29,6 2.135 1731,8 633 3.697.409 36

Sur de Bolívar 801 251 23,9 1.052 125,2 251 131.698 1
Sur de Córdoba 939 283 23,2 1.222 155,7 283 190.216 2
Sur del Tolima 917 251 21,5 1.168 191,9 251 224.135 2
Urabá Antioqueño 1.330 311 19,0 1.641 230,9 311 378.874 4
total 25.526 7.282 22,2 32.808 313,4 7.282 10.282.937 100

Fuente: respuesta art con corte a 12 de mayo de 2021.

Con el objeto de analizar el impacto de las hojas de ruta en la imple-
mentación de las iniciativas, teniendo en cuenta lo planteado meto-
dológicamente, se tomó el reporte de Iniciativas patr de la art y se 
observó que: i) De las 32.808 iniciativas totales, las tres hojas de ruta 
validadas territorialmente, concentran el 10% de las mismas; ii) El ni-
vel promedio de gestión de las iniciativas es el 22% del total; iii) Para 
2021, 7.282 tienen ruta de gestión y tienen proyectos asociados con re-
cursos asignados por $10,3 billones, de este total, las tres hojas de ru-
tas validadas concentran 852 de estas iniciativas, el 12% del total por 
$1,12 billones; iv) Las subregiones de sur de Córdoba y sur de Bolívar, 
con hoja de ruta, tiene inversiones promedio por iniciativa por debajo 
del promedio subregional, con $155 y $125 millones, respectivamente.
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Por otra parte, la metodología de hoja de ruta clasifica las iniciativas 
como “detonantes y dinamizadoras” que conectan a los actores y a las 
subregiones, con el resto del país e implican una mejora en el desarro-
llo a nivel municipal; y las “locales” que tienen impacto localizado en 
áreas o comunidades específicas al interior del municipio.

Tabla 44
Iniciativas detonantes y dinamizadores vs. iniciativas locales
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Catatumbo 633 261 4 481.814 164 57 7 201.408 797 318 683.221 4,6

Sur de 
Bolívar 654 206 3 151.859 147 45 5 49.360 801 251 201.219 4,6

Sur de 
Córdoba 840 236 4 358.365 99 47 6 69.212 939 283 427.577 5,0

Putumayo 2.694 455 8 753.446 192 99 12 198.696 2.886 554 952.143 4,6

Subtotal 4.821 1.158 19 1.745.484 602 248 29 518.676 5.423 1.406 2.264.161 4,7

Resto de subregiones sin clasificación de 
iniciativas 0 0   0 20.103 5.876 8.018.776  

gran total 25.526 7.282 10.282.937 32.808

Las cifras muestran que en la subregión de Catatumbo se han gestio-
nado 4,6 iniciativas locales por cada detonante y dinamizadora, al igual 
que en la subregión sur de Bolívar, en la que han gestionado 206 locales 
y 45 detonantes. En sur de Córdoba, la razón entre locales y detonantes 
es ligeramente superior, con una relación cinco a uno. Cifras similares 
presenta Putumayo, que no tiene hoja de ruta aprobada. Se concluye 
que no hay una determinación clara en la priorización de iniciativas 
detonantes y dinamizadoras, de acuerdo con la dinámica de las cuatro 
subregiones que tienen esta clasificación.
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Teniendo en cuenta que uno de los objetivos de la hoja de ruta es ar-
ticular los distintos instrumentos de planeación, entre ellos los planes 
nacionales sectoriales, se hace necesario que a medida en que se vayan 
adoptando los planes nacionales faltantes, por parte de los sectores 
responsables, se incorporen a este instrumento. Sin embargo, aún se 
evidencia esta incorporación en las hojas de ruta existentes. 

II. Participación política

El punto 2 del AF contiene los compromisos que buscan el surgimiento 
y la creación de nuevas fuerzas políticas y participativas para ampliar 
la democracia, fortalecer el pluralismo y los espacios para la partici-
pación de la ciudadanía. Su implementación se realiza a través de tres 
pilares: i) Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición; 
ii) Mecanismos democráticos para la participación ciudadana; y iii) 
Promover una mayor participación en la política nacional, regional y 
local en igualdad de condiciones y con garantías de seguridad.

Gráfico 46
Balance de la implementación del punto 2

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.
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Conforme al seguimiento de la cgr, este punto registró una ejecu-
ción de $376.825 millones de pesos durante el periodo 2017-2020 y 
una programación presupuestal de $28.005 millones en 2021. Con una 
tendencia decreciente desde el inicio de la implementación, en 2020 
registró una ejecución de $34.186 millones, lo cual representa una dis-
minución del 61% frente a la vigencia 2019. Así mismo, los recursos 
planeados en 2021 son inferiores en un 18% respecto de 2020.

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.

Los recursos que soportan la financiación del punto, incluyendo la pro-
gramación 2021, provienen en un 79% de la cooperación internacional, 
17% de recursos del pgn y 4% de las entidades territoriales. Cabe ano-
tar que los recursos de cooperación internacional, si bien coadyuvan 
con los propósitos del punto, son ejecutados bajo las directrices de los 
donantes. En 2020, según lo reportado por apc Colombia, se inició la 
ejecución de usd $49,253 millones, equivalentes a $169.062 millones 
en proyectos actualmente en desarrollo y en 2021 se registran $6.866 
millones en proyectos en verificación.

La mayor parte de los recursos se han focalizado hacia el pilar “Me-
canismos de participación ciudadana”. Durante el periodo 2017-2020, 
el 55% de la ejecución se orientó a este pilar, el 25% a “Promover una 
mayor participación en política con seguridad”, y el 20% a “Derechos 
y garantías plenas para el ejercicio de la oposición política”. En la asig-
nación para 2021, el porcentaje de participación por pilar es de 60%, 
30% y 10% respectivamente.
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En relación con el pmi, si bien se registran algunos avances en 2020, 
continúan sin desarrollo el proyecto de reforma política, así como los 
que buscan ampliar los espacios de participación de los ciudadanos; 
son los casos de los proyectos de ley de garantías y promoción de la 
participación ciudadana, que aún no ha sido presentado, y el de forta-
lecimiento de la planeación democrática y participativa, que fue archi-
vado en el Congreso en dos oportunidades135. 

En cuanto, al derecho a la protesta pacífica, la expedición de normas 
desde el Gobierno nacional en 2020 y 2021, en las que se establecen 
protocolos para garantizar el derecho de los ciudadanos a manifestar-
se públicamente, constituye un avance. Sin embargo, la situación de 
violencia que se generó en el país con ocasión del paro nacional reali-
zado en 2021, el cual coincidió con la elaboración del presente infor-
me, evidenció las dificultades en la aplicación de los protocolos previs-
tos, lo que puede afectar de manera significativa la meta trazadora de 
“disminución de las violaciones de derechos humanos en el marco de 
las manifestaciones públicas”.

Respecto de las garantías de seguridad para el ejercicio de la política, 
si bien se registran avances con la instalación del Comité de Impulso a 
las Investigaciones en 2020, el Sistema Integral de Seguridad –sisep– 
aún no ha concluido su conformación136. Estos rezagos, ya evidencia-
dos en informes anteriores de la cgr, continúan limitando la acción 
integral que fue prevista para el sistema, con consecuencias negativas 
y de alto riesgo para la seguridad de excombatientes, líderes sociales y 
defensores de derechos humanos.

En materia de fortalecimiento de la participación ciudadana a través 
de medios de comunicación, se registran los siguientes avances: i) nue-
vas licencias de radiodifusión sonora, otorgadas a comunidades orga-
nizadas en las zonas más afectadas por el conflicto; ii) generación de 
contenidos de paz y de nuevos espacios en las emisoras oficiales para 

135	 El proyecto de acto legislativo que crea las Circunscripciones Especiales de Paz, se encon-
traba en estudio de tutela por la Corte Constitucional. En mayo de 2021, la Sala Plena del 
alto tribunal revivió las curules de paz que deben regir por dos periodos electorales.

136	 El sisep lo conforman: 1. La Comisión Nacional de Garantías de Seguridad. 2. La Instancia 
de Alto Nivel del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política. 3. El Dele-
gado presidencial. 4. La Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño del Siste-
ma Integral de Protección. 5. El Comité de Impulso a las Investigaciones. 6. Los Programas 
de Protección. 7. El Sistema de prevención y alerta para la reacción rápida.
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divulgar el trabajo de organizaciones sociales, y iii) entrega de estímu-
los para el desarrollo de contenidos de paz. Por el contrario, los espa-
cios en canales institucionales de televisión nacional y regional aún no 
han sido implementados.

En relación con las garantías para la convivencia, reconciliación, to-
lerancia y no estigmatización, si bien el Ministerio del Interior ha avan-
zado en la formulación de la política y el respectivo plan de acción, a 
partir de los aportes del Consejo Nacional de Paz y Reconciliación, aún 
continúa la concertación interinstitucional y con los consejeros de paz 
para lograr su aprobación. 

En referencia al objetivo de ampliación de la participación a través 
de procesos electorales, varios de estos indicadores se encuentran sin 
desarrollo debido a que el proyecto de reforma política no fue apro-
bado en 2017. No obstante, la Registraduría Nacional ha desarrollado 
acciones y el nuevo Código electoral, en estudio por la Corte Consti-
tucional, contiene disposiciones que permitirían mayor avance en el 
cumplimiento de estos compromisos.

A. Pilar “Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la 
oposición política en general, y en particular para los nuevos 
movimientos que surjan luego de la firma del Acuerdo Final”

Entre las vigencias 2017 a 2020 la ejecución del pilar fue de $61.930 
millones de pesos. Para 2021 fueron programados $7.779 millones, lo 
cual representa una disminución de 13% con respecto al año anterior.
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Gráfico 47
Ejecución presupuestal pilar 2.1.

Fuente: Rendición sireci, spi, siif, chip, GESPROY, CICLOPE, ART

Las fuentes de recursos para la ejecución del pilar provienen de la coo-
peración internacional en un 70% y del pgn en 30%. En 2020, la apc 
Colombia reporta recursos de cooperación de la Fundación Ford por 
usd $155.000 dólares, destinados a la estrategia “Garantías de segu-
ridad para el ejercicio de la política”, a través de un proyecto regional 
que busca generar alianzas multisectoriales para prevenir la violencia 
contra líderes, defensores de derechos humanos y ambientales en re-
giones extractivas en Colombia.

Gráfico 48
Ejecución Presupuesto General de la Nación pilar 2.1

 
Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.
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Mediante el pgn, entre 2017 y 2020 se ejecutó un total de $13.349 
millones, $8.690,3 de estos en 2020, a través de gastos de funciona-
miento de la Registraduría del Estado Civil y del Departamento Admi-
nistrativo de la Presidencia a través del Fondo Paz. En 2021 se registra 
una apropiación de $7.779 millones a cargo de la Registraduría Nacio-
nal del Estado Civil137.

En relación a la implementación de los indicadores del pmi, en cuanto 
a resultados de las metas trazadoras del pilar “Disminución significati-
va del asesinato de líderes sociales en el marco del sisep”, y “Disminu-
ción significativa de las violaciones de derechos humanos en el marco 
de manifestaciones públicas de acuerdo a la normatividad ajustada”, 
no hay registro de información en sireci y siipo. La Oficina del Alto 
Comisionado de Paz solicitó al dnp la reasignación del indicador “Dis-
minución significativa del asesinato de líderes sociales en el marco 
del sisep” a la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos. La 
Consejería ha producido informes en 2019 y 2020 sobre homicidios 
de líderes sociales y defensores de derechos humanos. Con respecto a 
2020, el informe reporta el homicidio de 66 personas y 63 que están 
en proceso de documentación por parte de la Oficina del Alto Comisio-
nado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos138. De acuerdo 
con las cifras reportadas por la Unidad de Investigaciones Especiales, 
ocurrieron 20 homicidios entre enero y marzo de 2021.

En torno a las garantías de seguridad para el ejercicio de la política, 
el sisep aún no ha concluido su conformación139, situación que restrin-

137	 Los recursos de la Registraduría Nacional del Estado Civil ejecutados en 2020 y apropiados 
para 2021, corresponden a gastos de funcionamiento, rubro Financiación de Partidos y 
Campañas Electorales. Artículo 3.°, Ley 130 de 1994, Diario Oficial, n.° 41.280, de 23 de 
marzo de 1994, disponible en [https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/
norma.php?i=4814]; Acto Legislativo 1 de 2003, Diario Oficial, n.° 45.237, de 3 de julio 
de 2003, disponible en [http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_
legislativo_01_2003.html].

138	 La Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, en su “Informe de homicidios con-
tra líderes sociales y defensores/as de derechos humanos (1.° de enero al 31 de diciembre 
del 2020)” afirma, sobre 66 casos, que se disminuyó en 4,4% el número de homicidios, 
con respecto a 2019, año en el que documentan 108 homicidios. Sin embargo, al existir 63 
casos en proceso de documentación, no es posible considerar esta cifra como definitiva.

139	 El sisep lo conforman: 1. La Comisión Nacional de Garantías de Seguridad. 2. La Instancia 
de Alto Nivel del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política. 3. El Dele-
gado presidencial. 4. La Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño del Siste-
ma Integral de Protección. 5. El Comité de Impulso a las Investigaciones. 6. Los Programas 
de Protección. 7. El Sistema de prevención y alerta para la reacción rápida.

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4814
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4814
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2003.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_01_2003.html
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ge la acción integral del sistema. En 2020 fue instalado el Comité de 
Impulso a las Investigaciones conformado por la Fiscalía General de la 
Nación, la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía 
Nacional, y la Consejería Presidencial para la Estabilización y Consoli-
dación. Durante el primer trimestre de 2021, el Comité avanzó en su 
reglamentación, definición de funciones, delimitación poblacional y de 
tipología de delitos para el abordaje de casos.

Sin embargo, el proceso de formulación del plan estratégico de pro-
tección no ha sido concluido por dificultades en la concertación inte-
rinstitucional, razón por la cual, a partir de los insumos de las entida-
des, la formulación está a cargo de la Consejería para la Estabilización 
y la Consolidación. Así mismo, continúa sin formalización la Comisión 
de Seguimiento y Evaluación del Desempeño y apenas se inició el pro-
ceso de estructuración y definición del Sistema de Planeación, Infor-
mación y Monitoreo.

Las demás instancias del sisep registran las siguientes acciones: i) 
La Comisión Nacional de Garantías, durante 2020 y hasta marzo de 
2021, realizó 54 sesiones: tres plenarias, 21 técnicas, 21 temáticas, con 
medidas adoptadas en materia de garantías de seguridad y lineamien-
tos de política pública; cuatro territoriales, de seguimiento a hechos 
criminales ocurridos en el territorio; durante 2021 se han realizado 
cinco sesiones en sus distintas modalidades. ii) La Instancia de Alto 
Nivel realizó 11 sesiones: dos plenarias; una del Comité Operativo de 
Implementación; cuatro del Comité Operativo de Mujer y Género y 
cuatro del Comité Operativo de Adecuación Normativa.

Los avances de estas dos instancias se asocian a la formulación de la 
política pública de desmantelamiento de organizaciones y conductas 
criminales, la cual fue presentada a la plenaria de la Comisión Nacional 
de Garantías de Seguridad, pero aún no ha sido aprobada; logros de 
desarrollo normativo asociados al sometimiento de grupos armados 
organizados –gao–140 y logros de coordinación interinstitucional. Para 

140	 Decreto 601 de 2020 “Por el cual se asignan unas funciones al Alto Comisionado para la 
Paz”, que le da la potestad al Alto Comisionado para la Paz de verificar la voluntad real 
de paz y reinserción a la vida civil, así como la voluntad real de sometimiento a la justicia 
de los Grupos Armados Organizados ‒gao‒ presentes en el territorio nacional. Diario 
Oficial, n.° 51.299, de 28 de abril de 2020, disponible en [https://www.suin-juriscol.gov.
co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30039174]; Decreto 965 de 2020 “Por el cual se 
adiciona el Capítulo 8 al Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, 

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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el funcionamiento del sisep, la oacp reporta recursos ejecutados en 
2020 por $659 millones, a través del Fondo de Inversiones para la Paz 
y una programación de $117 millones en 2021 de los cuales, a marzo, 
se habían ejecutado $73 millones.

Los principales obstáculos de este pilar están relacionados con la 
falta de rendición de resultados en los sistemas de seguimiento como 
siipo, del Gobierno nacional y sireci, de la Contraloría General de la Re-
pública, lo cual dificulta la obtención de la información y las cifras que 
permitan realizar el balance y el seguimiento a las metas trazadoras 
de este pilar. Por ello, además de formalizar las instancias encargadas 
de la planeación información y seguimiento del sisep, es fundamental 
la definición de la entidad que debe reportar los resultados de estos 
compromisos. De mantenerse la situación actual, la implementación 
continuará rezagada, atomizada y con bajo impacto. 

Tabla 45
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias

estrategia avances obstáculos
2.1.1. Derechos y garan-
tías para el ejercicio de 
la oposición política en 
general

Expedición de la Ley 1909 
de 2018 y su respectiva re-
glamentación por parte del 
Consejo Nacional Electoral. El 
Ministerio del Interior presen-
ta el informe de su implemen-
tación, correspondiente a las 
elecciones regionales de 2019. 

El informe presentado por el 
Ministerio del Interior es limi-
tado, ya que no considera to-
dos los componentes de la Ley. 
La Procuraduría destaca en su 
informe de 2020 obstáculos 
como la falta de recursos para 
el acceso de las organizaciones 
políticas a los medios de co-
municación del Estado, y falta 
de reglamentación de los de-
rechos de las organizaciones 
declaradas en oposición e in-
dependencia a nivel territorial. 

se adoptan medidas para el sometimiento individual a la justicia de los integrantes de 
los Grupos Armados Organizados (gao) y se dictan otras disposiciones”. Diario Oficial, 
n.° 51.368, de 7 de julio de 2020, disponible en [https://www.suin-juriscol.gov.co/
viewDocument.asp?ruta=Decretos/30039537].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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2.1.2. Garantías de segu-
ridad para el ejercicio de 
la política (incluye garan-
tías de seguridad para 
líderes de mos y defenso-
res de ddhh).

Instalación del Comité de 
Impulso a las investigaciones 
del sisep en 2020. En 2021 
avanza en su reglamento y me-
todología para el abordaje de 
casos. 
Formulación de la política pú-
blica objeto de la Comisión 
Nacional de Garantías de 
Seguridad presentada, sin 
aprobación a marzo de 2021.
Nuevos desarrollos normati-
vos con la expedición de los 
Decretos 601 y 965 de 2020 
relacionados con el someti-
miento de grupos armados or-
ganizados (gao). 

La falta de formalización de 
las instancias de planeación, 
información, seguimiento y 
evaluación de sisep, restringe 
su acción integral, al tiempo 
que limita su capacidad de res-
puesta y resultados.
La oacp señala como obstácu-
los principales la virtualidad 
impuesta por la pandemia en 
2020 y la pluralidad de inte-
grantes de las instancias del 
sisep que genera dificultades 
en la articulación de agendas y 
para obtener consensos en las 
diferentes sesiones y temáticas.

Fuente: formularios 2021 cdp.

B. Pilar “Mecanismos democráticos
de participación ciudadana” 

Entre 2017 y 2020 el pilar alcanzó $215.621 millones de pesos de eje-
cución. Durante la vigencia 2020, la ejecución fue de $19.633 millo-
nes, un 52% menos frente a 2019 y para 2021, fueron programados 
$17.110 millones, 13% menos respecto a 2020.

Gráfico 49
Ejecución presupuestal pilar 2.2

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.



Políticas públicas

199

Las fuentes de financiación que soportan la ejecución del pilar pro-
vienen en un 82% de la cooperación internacional, en 11% del pgn y 
en un 7% de las entidades territoriales.

Para la vigencia 2020, se identificaron proyectos de cooperación en 
ejecución por valor de $166.045 millones de pesos según lo reportado 
por apc Colombia. El 85% de estos aportes provienen de la Agencia de 
los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional –usaid– con el pro-
yecto “Comunidades resilientes”, orientado a la estrategia “Garantías 
para la convivencia, reconciliación, tolerancia y no estigmatización”, 
por valor de usd $40 millones de dólares ($137.306 millones) en siete 
subregiones pdet. A marzo de 2021, aún no se registran proyectos de 
cooperación internacional asociados a este pilar.

Con recursos del pgn, entre 2017 y 2020 se ejecutó un total de 
$14.684 millones, de los cuales $5.976 millones se ejecutaron en 2020, 
$4.244 a través de gastos de funcionamiento y $1.732 millones a tra-
vés de gastos de inversión. En 2021 se registra una programación de 
$1.383 millones principalmente explicados por gastos de funciona-
miento por parte del Ministerio del Interior con cargo al Fondo para la 
Participación Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia141.

Los gastos de funcionamiento estuvieron a cargo de Presidencia 
($3.003,1 millones del Fondo Especial de Programas para la Paz), del 
Ministerio del Interior ($1.017 millones a través del Fondo para la Par-
ticipación Ciudadana y el Fortalecimiento de la Democracia142), y de la 
Función Pública ($224,4 millones en aportes de personal). Entre tanto, 
los recursos de inversión ($1.732 millones) se ejecutaron principalmen-
te a través del Ministerio de las tic ($1.292,6 millones), del Departamen-
to Nacional de Planeación ($237,8 millones) y Función Pública ($170,2 
millones). En 2021 se registra una programación del pgn por valor de 
$10.243 millones, de los cuales $9.324 se programaron en fontic143.

141	 Según reporte Traza del Ministerio de Hacienda, se tienen programados $1.150 millones 
para 2021.

142	 Creado mediante el artículo 96 de Ley 1757 de 2015, la cual tiene por objeto promover, 
proteger y garantizar modalidades del derecho a participar en la vida política, adminis-
trativa, económica, social y cultural, y así mismo a controlar el poder político. Diario Ofi-
cial, n.° 49.565, de 6 de julio de 2015, disponible en [http://www.secretariasenado.gov.
co/senado/basedoc/ley_1757_2015.html].

143	 Proyecto de inversión “Extensión, descentralización y cobertura de la radio pública na-
cional”.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1757_2015.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1757_2015.html
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Gráfico 50
Ejecución 2020 Presupuesto General de la Nación pilar 2.2

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Una vez analizada la contribución de los proyectos de inversión en 
2020, se concluye que el 46% de los compromisos ($800 millones) 
contribuyen en términos de resultado final a los propósitos del pilar, a 
través de productos que aportan a la estrategia “Acceso a medios de co-
municación comunitarios, institucionales y regionales”, por medio del 
proyecto “Fortalecimiento de los contenidos que se emiten a través de 
las plataformas de la Radio Pública Nacional” de mintic. De otra par-
te, el 14% de los compromisos ($237,8 millones) del proyecto “Apoyo 
capacidades institucionales para la construcción de paz y el análisis, 
gestión y transformación de conflictos. Nacional” del dnp, contribuye 
a través de resultado intermedio a la estrategia “Política para el for-
talecimiento de la planeación democrática y participativa”. Los demás 
recursos de inversión aportan en términos de proceso a los fines de 
generar mecanismos democráticos de participación ciudadana144.

144	 I) Función Pública ($ 170,2 millones) a través de los proyectos “Mejoramiento de los ni-
veles de eficiencia y productividad de las entidades públicas del orden nacional y territo-
rial” ($114,3) y “Diseño de políticas y lineamientos en temas de función pública para el 
mejoramiento continuo de la administración pública. Nacional” ($55,8); y ii) Ministerio 
de las tic a través del proyecto “Servicio de asistencia, capacitación y apoyo para el uso 
y apropiación de las tic, con enfoque diferencial y en beneficio de la comunidad para 
participar en la economía digital. Nacional” ($192,6 millones) y “Generación de políticas 
y estrategias dirigidas a mejorar la competitividad de la industria de comunicaciones 
nacional” ($ 300 millones).
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En cuanto la implementación de los indicadores del pmi se evidencian 
avances en la normativa que regula la movilización y la protesta pacífi-
ca con la Resolución 1139 de 19 de octubre de 2020145 y el Decreto 003 
de 2021146, que establecen los protocolos y las garantías al derecho de 
los ciudadanos a manifestarse públicamente e igualmente, establecen 
deberes de los participantes, entre otros, ejercer el derecho de manera 
pacífica, velar por el respeto de los derechos a la vida, a la integridad 
física y a los bienes tanto de los manifestantes como de terceros ajenos 
a la protesta y respetar a las autoridades legítimas del Estado.

En cuanto a la política para el fortalecimiento de la planeación demo-
crática y participativa, prevista para 2020, el dnp reporta avances en 
la elaboración del documento de lineamientos técnicos, el cual incluye 
la metodología para facilitar la planeación participativa sectorial en la 
formulación de políticas públicas sociales. El documento en construc-
ción será el resultado de la concertación que adelanta el dnp con las 
entidades nacionales y territoriales, y con la sociedad civil. La entidad 
reporta que serán presentados los avances en sesión del Consejo Na-
cional de Participación Ciudadana, en marzo de 2021.

En referencia a las garantías para la convivencia, reconciliación, tole-
rancia y no estigmatización, en lo que corresponde a la formulación de 
la política pública, el Ministerio del Interior informa que el documento 
se encuentra en la última fase de discusión y concertación, previa a 
su aprobación. De otra parte, el Ministerio de Educación entregó he-
rramientas para la convivencia escolar y la prevención del maltrato a 

145	 La Resolución establece responsabilidades a los gobernadores y alcaldes, dicta directrices 
del actuar de la Policía Nacional y acciones anticipativas de control de infiltración, y 
ratifica deberes de los participantes en la manifestación social, disponible en [https://
pruebaw.mininterior.gov.co/sites/default/files/resolucion_expide_protocolo_de_
manifetaciones_1_1.pdf]. El decreto expide el protocolo de acciones preventivas, 
concomitantes y posteriores, denominado “Estatuto de reacción, uso y verificación de 
la fuerza legítima del estado y protección del derecho a la protesta pacífica ciudadana”, 
Diario Oficial, n.° 51.548, de 5 de enero de 2021, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30040318].

146	 El Gobierno nacional expidió el Decreto 3 de 2021 en cumplimiento a la sentencia de 
tutela de segunda instancia stc7641-2020 del 22 de septiembre de 2020, proferida por 
la Sala de Casación Civil de la Honorable Corte Suprema de Justicia que ordena la expe-
dición de un acto administrativo: “... hasta tanto el Congreso de la República emita una 
Ley Estatutaria que regule los alcances y limitaciones del derecho a la protesta pacífica 
[...] que estipule la regulación del derecho a la protesta como derecho fundamental y los 
procedimientos que guíen el uso de la fuerza”.

https://pruebaw.mininterior.gov.co/sites/default/files/resolucion_expide_protocolo_de_manifetaciones_1_1.pdf
https://pruebaw.mininterior.gov.co/sites/default/files/resolucion_expide_protocolo_de_manifetaciones_1_1.pdf
https://pruebaw.mininterior.gov.co/sites/default/files/resolucion_expide_protocolo_de_manifetaciones_1_1.pdf
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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1.733 establecimientos educativos oficiales de los 2.415 que existen 
en los 170 municipios pdet, al tiempo que reporta que el 89,1% de 
establecimientos educativos de municipios pdet han apropiado e im-
plementado referentes para la formación para la ciudadanía.

En cuanto a los espacios en radio y televisión destinados a la divulga-
ción del trabajo de las organizaciones y movimientos sociales, según lo 
informado por el Ministerio de las tic se otorgaron nuevas concesio-
nes a comunidades en 185 municipios para el servicio de radiodifu-
sión sonora. Así mismo, rtvc implementó 66 espacios para visibilizar 
el trabajo de organizaciones sociales y los relacionados con la paz en 
sus dos emisoras oficiales. Sin embargo, el indicador “espacios de tele-
visión en canales institucionales y regionales”, no reporta avances y en 
el siipo no se evidencia ficha técnica.

Sobre la implementación del plan de apoyo a la creación y promoción 
de veedurías ciudadanas y observatorios de transparencia, el Ministerio 
del Interior reporta la creación de la escuela virtual, con el módulo de 
control social, a través del cual se ha impartido formación a 2.141 ciu-
dadanos. Se registra una ejecución por $194 millones en 2020 y com-
promisos por $112 millones, a marzo de 2021. 

Respecto del desarrollo del Plan Nacional de Formación de Veedo-
res, la Función Pública: i) Implementó nuevos módulos de formación 
relacionados con temas ambientales y de contaduría pública147; ii) 
Realizó diplomado virtual en control social a la gestión pública con 
participación de 2.000 personas, 291 de ellas de municipios pdet; iii) 
En curso virtual sobre evaluación de la gestión pública con enfoque en 
derechos humanos, se formaron 3.008 multiplicadores. Estas acciones, 
realizadas con apoyo de la esap, tuvieron una ejecución de recursos 
por $118 millones en 2020 y a marzo 2021 por $76 millones.

147	 “Control social al proceso de licenciamiento ambiental a proyectos de competencia de la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (anla)” y “La contabilidad pública como 
instrumento para el control social con la Contaduría General de la Nación”.
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Tabla 46
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategia

estrategia avances obstáculos
Garantías para los movi-
mientos y organizaciones 
sociales. Promoción de la 
participación ciudadana.

La Comisión de Diálogo se cum-
plió desde 2017. El proyecto 
de ley está elaborado por el 
Ministerio del Interior. 

Garantías para la moviliza-
ción y la protesta pacífica. 

Expedición de la Resolución 
1139 de 2020, y del Decreto 3 
de 2021 que establecen medidas 
que garantizan el derecho de los 
ciudadanos a manifestarse públi-
camente, regulan el uso de fuerza 
del Estado y establecen deberes 
de los manifestantes. 

Se ha evidenciado la di-
ficultad de la implemen-
tación de los protocolos 
para garantizar el derecho 
a la protesta de manera 
pacífica.

Participación ciudadana a 
través de medios de comu-
nicación comunitarios, ins-
titucionales y regionales.

El mintic otorgó licencias de con-
cesión para la prestación del ser-
vicio de radiodifusión sonora a 
comunidades organizadas en 185 
municipios. 
Hay 66 espacios de difusión del 
trabajo de organizaciones socia-
les y contenidos de paz en emi-
soras oficiales Radiónica y Radio 
Nacional, con beneficio al 80% 
de la población a donde llega la 
señal.
Se realizó el primer concurso 
para la financiación de contenidos 
que fomenten la cultura de la paz, 
por el cual el mintic entregó dos 
estímulos a los ganadores.

Los espacios previstos 
en televisión, en canales 
institucionales y regiona-
les, no tienen desarrollo. 
mintic reporta que el in-
dicador se encuentra en 
solicitud de ajuste ante 
dnp. A marzo de 2021 el 
Ministerio se encontraba 
en revisión y nuevos ajus-
tes conforme a la respues-
ta recibida del dnp. 

Garantías para la conviven-
cia, reconciliación, toleran-
cia y no estigmatización.

Formulación de la política a par-
tir de los aportes del Consejo 
Nacional de Paz y Reconciliación; 
documento de política elaborado, 
aún no aprobado.
Establecimientos educativos en 
municipios pdet con herramien-
tas para la convivencia escolar y 
referentes de formación para la 
ciudadanía.

El Ministerio del Interior 
reporta dificultades en la 
concertación con los con-
sejeros de paz para la apro-
bación de la política pues 
manifiestan la necesidad 
de conocer previamente 
los recursos presupuesta-
les que se destinarán a su 
financiación. 
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Control y veeduría ciuda-
dana.

Introducción de nuevos módulos 
y creación de espacios virtuales 
para la formación en materia de 
control social a la gestión pública, 
a través de los cuales se impartió 
formación a 5.008 personas en 
2020. A marzo de la vigencia 2021, 
se formaron 62 multiplicadores en 
el curso virtual de veedurías.

La emergencia sanitaria 
generada por el Covid-19, 
limitó la capacitación pre-
sencial. No obstante, a tra-
vés de medios virtuales, se 
desarrollaron los progra-
mas de formación. 

Política para el fortaleci-
miento de la planeación de-
mocrática y participativa.

A través de la mesa técnica inte-
rinstitucional, dnp avanza en la 
elaboración del documento de li-
neamientos técnicos que incluye 
la metodología para facilitar la 
planeación participativa sectorial.

dnp reporta dificultades 
tales como el desconoci-
miento de funciones, falta 
de articulación y limitacio-
nes en el uso de las tecno-
logías de información, por 
parte de los consejeros de 
planeación.

Fuente: formularios 2021 cdp.

C. Pilar “Promover una mayor participación
en la política nacional, regional y local,
en igualdad de condiciones y con garantías de seguridad”

Entre las vigencias 2017 a 2020, el pilar alcanzó una ejecución de 
$99.270,5 millones. En 2020 se ejecutaron $5.327 millones, un 88% 
menos frente a 2017. Para 2021, fueron programados $2.903 millones, 
lo cual significa una disminución del 46% en los recursos dirigidos al 
objetivo de incrementar la participación política de los ciudadanos.

Gráfico 51
Ejecución presupuestal pilar 2.3

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.
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Las fuentes de financiación que soportan la ejecución del pilar, in-
cluyendo la vigencia 2021, provienen de la cooperación internacional 
en 76% y del pgn en 24%. En torno a los recursos de cooperación, en 
2020, apc reporta $2.485 millones de pesos en proyectos en ejecución, 
de los cuales el 95% provienen de la Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, en intervención que contribuye a la 
estrategia “Promoción de una cultura política democrática y participa-
tiva”. A abril de 2021, aún no se registran proyectos de cooperación in-
ternacional en la programación, según lo informado por apc Colombia.

Gráfico 52
Ejecución 2020 Presupuesto General de la Nación pilar 2.3

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Con recursos del pgn, se ejecutaron entre 2017-2020 un total de 
$21.366 millones, de los cuales $2.815 millones fueron ejecutados en 
2020 por la Registraduría Nacional del Estado Civil con cargo al pro-
yecto de inversión “Fortalecimiento de la capacidad de atención en 
identificación para la población en condición de vulnerabilidad”, el 
cual contribuye en términos de resultado intermedio a la estrategia 
“Promover una mayor participación en la política nacional, regional y 
local, en igualdad de condiciones y con garantías de seguridad”, a tra-
vés del producto “Servicios de asistencia móvil para la identificación 
de los colombianos”. En 2021, la Registraduría programó $2.904 millo-
nes con cargo a este mismo proyecto de inversión.

En relación a los avances de la implementación de los indicadores del 
pmi, en cuanto a las metas trazadoras del pilar, no se cuenta con infor-
mación sobre el indicador que busca reducir los niveles de abstención 
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electoral en el año 10 de la implementación del Acuerdo. Por su parte, 
las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz para la elección 
de 16 curules al Congreso en representación de las víctimas y de los 
territorios más afectados por el conflicto, es un compromiso del Acuer-
do Final que estaba pendiente de resolución de tutela por parte de la 
Corte Constitucional. En mayo de 2021, el Alto Tribunal validó el Acto 
Legislativo que las creó, decisión que asegura el cumplimiento de este 
indicador. Aún no se registra ficha técnica en el siipo.

La Registraduría Nacional del Estado Civil, por su parte, durante 
2020 y primer trimestre de 2021 ha realizado acciones que responden 
a los propósitos de este pilar, tales como: i) campañas de cedulación 
masiva con la realización de 11.540 jornadas de atención en 19 mu-
nicipios pdet; ii) expedición de 60.403 documentos de identidad en 
29 departamentos; iii) instalación de 2.383 puestos de votación en los 
170 municipios pdet para las elecciones de 2022, facilitando así el ac-
ceso a los puestos de votación en zonas alejadas y dispersas, al tiempo 
que se adelanta estudio para instalar puestos en los aetcr. Con el nue-
vo código electoral, se eliminarían las restricciones para la instalación 
de puestos de votación en zona rural.

Así mismo, con el fin de garantizar la transparencia electoral, la 
rnec desarrolló e implementó un aplicativo en ambiente web con tres 
módulos: i) la conformación y actualización de la divipole148; ii) el re-
gistro de grupos significativos de ciudadanos, movimientos sociales 
promotores del voto en blanco; y iii) la inscripción de ciudadanos para 
las elecciones de Congreso de la República de 2022149. En la misma vía, 
avanza en el proceso de autenticación biométrica, a partir de la insta-
lación de 14.500 estaciones en las elecciones de autoridades territoria-
les realizadas en el 2019. El nuevo código electoral, aún no aprobado, 
pretende que todos los puestos de votación tengan estaciones biomé-
tricas de autenticación y voto electrónico mixto.

148	 División Política Electoral ‒divipole‒: es la división político administrativa en la que se 
organizan, se estructuran y se codifican los lugares de votación en todo el país.

149	 En el Proyecto de Ley Estatutaria 409, los procedimientos de conformación y actualiza-
ción de la divipole, actualización del domicilio electoral, el censo electoral, la inscripción 
de candidatos, designación de los jurados de votación, acreditación de los testigos elec-
torales, capacitación de los actores del proceso electoral, información de los votantes, 
validación biométrica de los votantes, voto electrónico mixto, pre conteo y escrutinios, 
pueden realizarse a través de medios electrónicos.
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En relación con los programas de capacitación sobre derechos políti-
cos y en asuntos públicos para promover la participación y la transpa-
rencia electoral, el Ministerio del Interior reporta la realización de 23 
talleres de liderazgo político para mujeres, con la participación de 171 
organizaciones y 755 mujeres en 12 departamentos; talleres virtuales 
dirigidos a partidos políticos sobre temas relacionados con el sistema 
político y electoral. La Registraduría Nacional desarrolló procesos pe-
dagógicos en democracia, participación política y derechos electorales 
a través de la Escuela de Nuevos Liderazgos en Cultura Democrática, 
en la que se formaron y certificaron 5.240 jóvenes en 2020. Para la vi-
gencia 2021, se programó un nuevo espacio de capacitación dirigido a 
mujeres jóvenes de los 14 a los 28 años.

Tabla 47
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias

estrategia avances obstáculos

Promoción del plura-
lismo político

Sin avances. Proyecto de Acto Legislativo de 
Reforma Política archivado por 
decisión del Senado en noviem-
bre de 2017.

Promoción de la parti-
cipación electoral

Campaña de cedulación por par-
te de la Registraduría Nacional 
del Estado Civil. 
Instalación de puestos de votación 
en zonas alejadas y dispersas.

La emergencia sanitaria a cau-
sa del Covid-19, afectó la rea-
lización de jornadas de cedu-
lación y generó retrasos en la 
expedición de los documentos 
de identidad.

Promoción de la trans-
parencia electoral

Auditoría realizada al censo elec-
toral sin hallazgos que pusieran 
en riesgo el proceso electoral.
En implementación nuevos de-
sarrollos tecnológicos para elec-
ciones de 2022. 

La falta de recursos presupues-
tales no permite la total im-
plementación de mecanismos 
como la biometría y el voto 
electrónico.

Reforma del régimen 
y de la organización 
electoral

Sin avances. El nuevo Código 
Electoral en revisión por la Corte 
Constitucional contiene disposi-
ciones que permitirían avanzar 
en esta estrategia. 

Proyecto de Acto Legislativo 
archivado por decisión del 
Senado en noviembre de 2017. 
Está pendiente la aprobación 
del nuevo código electoral para 
agilizar el cumplimiento de 
compromisos de ampliación de 
la participación a través de pro-
cesos electorales.
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Promoción de una 
cultura política demo-
crática y participativa

Capacitación impartida por el 
Ministerio del Interior y por 
la Registraduría Nacional del 
Estado Civil.

Los obstáculos para la capaci-
tación presencial que generó 
la pandemia fueron superados 
con el uso de medios virtuales 
de formación.

Promoción de la repre-
sentación política de 
poblaciones y zonas 
especialmente afecta-
das por el conflicto y el 
abandono

En mayo 2021 se revivió el 
Proyecto de Acto Legislativo 
por decisión de la Corte 
Constitucional el cual habilita la 
representación de las víctimas 
en la Cámara de Representantes 
por dos periodos. 

Promoción de la par-
ticipación política y 
ciudadana de la mujer 
en el marco del pre-
sente Acuerdo

El Ministerio del Interior realizó 
23 talleres de liderazgo político 
durante 2020, con la participa-
ción de 171 organizaciones y 755 
mujeres en 12 departamentos. 

Estrategia de acceso a 
medios a los partidos y 
movimientos políticos

La implementación de este indi-
cador está prevista a partir de 
2021. 

Fuente: formularios 2021 cdp.

III. Fin del conflicto

Cumplidos los compromisos de cese al fuego y dejación de armas entre 
2017 y 2018, son ejes centrales de este punto la implementación de los 
pilares 3.2. “Proceso de reincorporación política, social y económica 
de los excombatientes de las farc” y 3.3. “Garantías de seguridad y lu-
cha contra las organizaciones y conductas criminales”, como condición 
para la sostenibilidad del Acuerdo Final.
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Gráfico 53
Balance de la implementación del punto 3

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.

Para la implementación del fin del conflicto, el seguimiento de la cgr 
evidencia una ejecución de $1,9 billones de pesos durante el periodo 
2017-2020. En 2020 se ejecutaron $680.726,5 millones, un 32% más 
frente a la ejecución de 2019 por pgn. En 2021, la programación presu-
puestal es de $638.400 millones, lo que proyecta una disminución del 
6% con respecto a 2020. 
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Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.

Por su parte, este punto se ha financiado, desde que inició la imple-
mentación, en un 92% de los recursos del pgn y un 8% de la coopera-
ción internacional150.

La dinámica presupuestal por pilar, señala que del acumulado eje-
cutado a 2020, el 47% se orientó al pilar 3.2 “Reincorporación de las 
farc-ep a la vida civil”, un 38% al 3.3. “Garantías de seguridad y lucha 
contra las organizaciones criminales”, y un 15% al pilar 3.1. “Cese al 
fuego y de hostilidades bilateral y definitivo y dejación de armas”151. En 
2021, se proyecta una ejecución del 54% al pilar 3.2 Reincorporación 
de las farc-ep a la vida civil, y un 45% al 3.3. “Garantías de seguridad y 
lucha contra las organizaciones criminales”.

En relación con los avances del pmi, se registra en cuanto a la reincor-
poración política, el cumplimiento por parte del Gobierno de la finan-
ciación, tanto para el funcionamiento del partido político “Los Comu-
nes”, como para su Centro de Pensamiento durante todas las vigencias.

150	 Con corte a diciembre de 2020 se registran recursos de cooperación por usd $75.972 de 
dólares, equivalentes a $260.774 millones de pesos a la tasa de cambio de diciembre de 
2020. En el pilar de “Reincorporación” con proyectos por $ 250.047 millones y en el pilar 
“Garantías de seguridad” con proyectos por $10.727 millones.

151	 Los recursos de este pilar se ejecutaron en su totalidad en 2017. Llama la atención que 
en 2021, según lo reportado en Traza del Ministerio de Hacienda, la Armada Nacional, 
del Ministerio de Defensa, registra apropiación por $1.703.7 millones en gastos de fun-
cionamiento.
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En cuanto al proceso de reincorporación económica y social, meta 
trazadora del AF, según los reportes de la arn, los beneficios econó-
micos de reincorporación temprana han sido cumplidos de manera 
constante desde 2017. La reincorporación de largo plazo, por su parte, 
registra avances, con la implementación de programas de la Hoja de 
Ruta de Reincorporación y del Conpes 3931152. Se destaca la aproba-
ción de nuevos proyectos productivos durante la vigencia 2020 y el 
primer trimestre de 2021. 

Respecto de los Antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y Re-
incorporación –aetcr–, se reportan avances en los procesos de compra 
o habilitación de predios para su consolidación o traslado. No obstan-
te, a marzo de 2021 se encontraban seis aetcr pendientes de decisión.

En diciembre de 2020, se aprobó el programa dirigido a la atención 
especial para discapacitados del conflicto con incapacidad permanente 
y adultos mayores, con recursos de la cooperación internacional, apor-
tando a una de las metas trazadoras de este punto.

Por su parte, el Consejo Nacional de Reincorporación –cnr– y los 
Consejos Territoriales –ctr–, registran actividades relacionadas con su 
fortalecimiento técnico y con la realización de sesiones en las que se 
han aprobado programas y proyectos propios del proceso de reincor-
poración. Es preciso anotar que, como resultado de la movilización en 
noviembre de 2020 “Peregrinación por la paz”, el Gobierno nacional 
se comprometió con la realización de siete sesiones del cnr en dife-
rentes regiones del país, con el fin de superar rezagos en el proceso de 
reincorporación en el nivel territorial, de los cuales, al cierre de este 
informe, solo uno se había realizado.

En cuanto a las garantías de seguridad y desmantelamiento de las 
organizaciones y conductas criminales, si bien, se avanzó en la formu-
lación de la política y del plan de acción correspondiente, aún no han 
sido aprobados. Ello, unido a que el plan estratégico de seguridad y 
protección no se ha formulado y a que las instancias de planeación, in-
formación y seguimiento del sisep no han sido formalizadas, como ya 
se había advertido en informes anteriores de la cgr, lo que incrementa 
y materializa los riesgos en la población que el sistema busca proteger.

152	 Departamento Nacional de Planeación. Documento Conpes 3931, Bogotá, 22 de junio 
de 2018, disponible en [https://www.reincorporacion.gov.co/es/Documents/conpes_
finlal_web.pdf].

https://www.reincorporacion.gov.co/es/Documents/conpes_finlal_web.pdf
https://www.reincorporacion.gov.co/es/Documents/conpes_finlal_web.pdf
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La Unidad Especial de Investigaciones de la Fiscalía General de la Na-
ción, por su parte, registra avances con la metodología de priorización 
de casos y con resultados en las acciones de esclarecimiento y judicia-
lización de conductas criminales en contra de los excombatientes y sus 
familias, líderes sociales y defensores de derechos humanos.

A. Pilar “Reincorporación de las farc-ep a la vida civil”

Durante el período 2017-2020, la ejecución alcanzó un total de $1,02 
billones de pesos, de los cuales $302.673 millones fueron ejecutados 
en 2020, un 15% menos que en 2019. En 2021 se registra una progra-
mación de $347.229 millones, proyectándose un incremento del 15% 
durante la presente vigencia frente a 2020.

Gráfico 54
Ejecución presupuestal pilar 3.2

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art. 

Incluyendo la programación 2021, las fuentes de financiación que so-
portaron la ejecución del pilar provienen del pgn en un 93% y de la 
cooperación internacional en un 7%. Con respecto a los aportes de 
la cooperación internacional, según lo reportado por apc Colombia, 
en 2021 se registran $7.098 millones de proyectos en programación 
orientados a apoyar la reintegración de los excombatientes.
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Gráfico 55
Ejecución Presupuesto General de la Nación pilar 3.2

 
Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del ssuifp, siif.

Respecto a los recursos del pgn, se ejecutaron entre 2020 ($302.556 
millones), de los cuales el 99,5% ($301.132 millones) se gestionaron a 
través de rubros de funcionamiento del dapre - Fondo Colombia en Paz 
($157.316 millones), dapre - Fondo Programas Especiales para la Paz 
($58.054 millones), y Agencia para la Reincorporación y Normalización 
–arn– ($86.567 millones)153. Los recursos que ingresaron al fcp se des-
tinaron a los pagos de las fases del programa de reincorporación.

En cuanto a los recursos de inversión, en 2020 se ejecutaron $1.493.6 
millones a través de los siguientes proyectos: i) “Fortalecimiento de la 
reincorporación de los exintegrantes de las farc-ep” ($1.056 millones); 
ii) “Prevención riesgos de victimización y reincidencia en población en 
proceso de reintegración y en reincorporación nacional” ($259,3 millo-
nes) a cargo de la arn, los cuales contribuyeron, en términos de resulta-
do intermedio, a través de los productos “Servicio de apoyo financiero 
a iniciativas locales para la reincorporación” y “Servicio de asistencia 
técnica a iniciativas locales de prevención de riesgos de victimización y 
reincidencia”; iii) “Desarrollo de emprendimientos solidarios en pobla-

153	 Rubro A-03-03-01-001 - Fondo de Programas Especiales para la Paz: Programa de Rein-
tegración Económica y Social, incluyen las apropiaciones asignadas vía distribución del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público de la denominada Bolsa Paz, así como las asig-
nadas por la arn de la Ley Anual de Presupuesto.
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ción reincorporada o reinsertada a nivel nacional” ($108,2 millones), a 
cargo de la Unidad de Organizaciones Solidarias, el cual contribuyó al 
proceso de la reincorporación social y económica a través del producto 
“Servicios de educación informal en economía solidaria”.

Tabla 48
Avances implementación del pilar 3.2

metas trazadoras

nombre indicador
meta trazadora
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Porcentaje de miembros de las farc-ep 
acreditados y que voluntariamente ac-
ceden a la ruta reincorporación con to-
das las medidas de la reincorporación 
económica y social sostenible.

2017 Por 
definir 80% 85% 70% 88%

Programa de atención especial para 
discapacitados del conflicto con inca-
pacidad permanente y adultos mayo-
res, que gestione recursos de coopera-
ción no reembolsable internacional y 
de instituciones no gubernamentales 
para su realización, creado.

2017 2026 1 1 1 1

Fuente: rendición sireci 2021.

De acuerdo con el reporte de la arn en sireci posconflicto, el nivel de 
cumplimiento de la meta trazadora de miembros de las farc-ep acre-
ditados (13.998) y que de manera voluntaria han accedido a la ruta de 
reincorporación, es del 88%, esto es 12.318 personas, superando la 
meta del 70% establecida para la vigencia 2020.

De otra parte, en diciembre de 2020 se aprobó el programa “CaPaz-
cidades”, dirigido a implementar la meta trazadora “Programa de aten-
ción especial para discapacitados del conflicto con incapacidad perma-
nente y adultos mayores”, mediante convenio de financiación entre la 
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Unión Europea y el Gobierno nacional, a través del Ministerio de Salud 
y Protección Social por $1.023 millones de pesos154, superando, en par-
te, el retraso que se había evidenciado en informes anteriores. 

El proceso de reincorporación social y económica se desarrolla a par-
tir de dos instrumentos, el primero, la Resolución 4309 de 2019155 que 
reglamenta la Ruta de Reincorporación, en desarrollo del artículo 281 
del pnd, y establece los beneficios y condiciones para la reincorpora-
ción temprana y de largo plazo; el segundo, el Conpes 3931 de 2018 
que dicta la política nacional y las acciones para la reincorporación so-
cial y económica de los exintegrantes de las farc. Para garantizar la 
articulación interinstitucional, se creó en febrero de 2021 el Sistema 
Nacional de Reincorporación.

En cuanto a los avances del proceso de reincorporación económica y 
social, en la fase de reincorporación temprana, se evidencian los pagos 
de los beneficios realizados156 bajo las salvedades impuestas por las 
normas157. Es de destacar que el pnd en su artículo 284, extiende en el 
tiempo el beneficio de asignación mensual a los excombatientes que 
no cuenten con fuentes de ingresos, condicionado a su participación en 
los componentes de la ruta de reincorporación de largo plazo.

En relación con la reincorporación de largo plazo, según reporte 
de la arn, durante 2020 y hasta el primer trimestre de 2021, fueron 
aprobados y desembolsados 1.563 nuevos proyectos productivos in-
dividuales, para 1.931 beneficiarios, con una inversión realizada por 
$15.425 millones. De igual manera, 39 proyectos colectivos para 942 
personas fueron aprobados en el periodo con una inversión por $7.504 

154	 “Convenio de financiación n.° T06.44 entre la Unión Europea y la República de Colombia. 
Contrato de Reforma Sectorial de la Política Nacional para la Reincorporación Social y 
Económica de exintegrantes de la Fuerza Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejérci-
to del Pueblo (farc-ep)”.

155	 Agencia para la Reincorporación y la Normalización. Resolución 4309 de 24 de 
diciembre de 2019, disponible en [https://www.reincorporacion.gov.co/es/agencia/
Documentos%20Resoluciones/Resolucion_4309.pdf]. 

156	 Renta básica, seguridad social, asignación básica mensual, asignación única de norma-
lización.

157	 Entre las causales por las que no procede el pago se encuentran: cuando el beneficiario 
finalizó tiempo del beneficio; cumple requisitos, pero está pendiente bancarización; por 
vínculo contractual vigente; por registro en inpec; por limitante temporal; por falleci-
miento, por retiro voluntario.

https://www.reincorporacion.gov.co/es/agencia/Documentos
https://www.reincorporacion.gov.co/es/agencia/Documentos
Resolucion_4309.pdf
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millones158. La financiación de estos beneficios se realiza a través de la 
subcuenta de reincorporación del Fondo Colombia en Paz159. 

En cuanto a los proyectos productivos, es importante mencionar 
cómo, todos los proyectos colectivos que se han aprobado, continúan 
en funcionamiento mientras que 345 proyectos individuales se en-
cuentran cerrados, entre otras causas, por deficiencias en la adminis-
tración, baja rentabilidad, bajos niveles de comercialización, dificulta-
des de acceso, o por el Covid-19. Ello significa la pérdida de recursos 
públicos por aproximadamente $2.760 millones correspondientes al 
beneficio económico entregado por el Gobierno, por lo que se hace 
necesario fortalecer los estudios de viabilidad y la asistencia técnica 
en las etapas de formulación e implementación de los proyectos, para 
garantizar negocios exitosos como alternativa permanente de genera-
ción de ingresos de las personas en reincorporación. 

Al respecto, mediante la auditoría de cumplimiento realizada por la 
cgr en noviembre de 2020 al Fondo Colombia en Paz160, se advierten, 
entre otros, los siguientes hallazgos: i) Varios proyectos relacionados 
con actividades agropecuarias, se adelantan en predios que no son de 
propiedad de la población beneficiaria por lo que se pone en riesgo la 
sostenibilidad de los mismos por la incertidumbre sobre las inversio-
nes realizadas, tales como obras de infraestructura; ii) Falta de planea-
ción y articulación interinstitucional del fcp y la entidad ejecutora arn, 
con otras entidades; iii) Deficiencias en la estructuración, viabilidad e 
instrumentos de control que permitan evidenciar el uso eficiente de 

158	 Además de los recursos del pgn ejecutados a través del Fondo Colombia en Paz, para los 
proyectos productivos colectivos se registran recursos adicionales de la cooperación in-
ternacional por $1.938 millones en 2020 y 1.677 millones en 2021. También se registran 
aportes propios de las cooperativas y del Fondo Emprender por $860 millones. 

159	 Además de los recursos para la financiación de los proyectos, el Fondo Colombia en Paz 
suscribió convenio n.° 142-2019 con innpulsa, con el fin de fortalecer la formulación y 
evaluación de proyectos productivos en el territorio por valor de $3.576 millones, de los 
cuales el aporte del Gobierno nacional (pgn) es de $3.376 millones y la contrapartida 
innpulsa es de $200 millones. Igualmente, en la línea de asistencia técnica para proyec-
tos individuales y colectivos, durante la vigencia 2020 fcp suscribió Convenio n.° 245 de 
2020 con la Organización Internacional para las Migraciones –oim–, por valor de $2.100 
millones (aportes fcp: $1.500 millones, aportes oim: $600 millones), en beneficio de 300 
personas en reincorporación.

160	 Informe Auditoría de cumplimiento al Fondo Colombia en Paz –fcp–. Vigencia 2019 a 30 
de junio de 2020. Contraloría delegada para la Gestión Pública e Instituciones Financie-
ras. cgr, noviembre de 2020
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los recursos; iv) No se evidencian actividades de seguimiento para im-
plementar con éxito estas iniciativas, lo que pone en riesgo la reincor-
poración de la población beneficiaria. Como resultado de la auditoría, 
el Fondo suscribió plan de mejoramiento para la vigencia 2021.

Sobre la propiedad de la tierra para el desarrollo de los proyectos, se 
avanzó con la expedición del Decreto 1543 en noviembre de 2020161, 
el cual reglamenta la transferencia de predios rurales sobre los que 
se haya extinguido judicialmente el derecho de dominio a favor de las 
personas en reincorporación, de sus asociaciones o cooperativas para 
el desarrollo de sus proyectos productivos, en cumplimiento del artí-
culo 283, parágrafo 4.° del pnd. La coordinación de estas disposiciones 
está a cargo de la arn y la sae. 

Respecto de los aetcr, 2.579162 personas en reincorporación conti-
núan residiendo en estos espacios que son financiados por el Gobier-
no nacional, cubriendo los costos de servicios públicos, suministros, 
arrendamiento y administración. Entre enero de 2020 y marzo de 
2021, los gastos por estos conceptos alcanzaron un valor de $21.548 
millones163. De acuerdo con los reportes de la arn y de la ant, se avan-
zó en procesos de compra o habilitación de predios para la consolida-
ción de los 24 aetcr164. Durante 2020, se adquirieron siete predios por 
valor de $7.135,3 millones para seis aetcr, que permiten la ubicación 
definitiva de personas en reincorporación, la construcción de sus vi-
viendas y el desarrollo de sus proyectos productivos.

161	 “Por medio del cual se adiciona el Capítulo 13 al Título 5 de la Parte 5 del Libro 2 del 
Decreto 1068 de 2015, Único Reglamentario del Sector Hacienda y Crédito Público, y se 
reglamenta la transferencia de predios rurales para proyectos productivos en el marco de 
la reincorporación”. Diario Oficial, n.° 51.508, de 24 de noviembre de 2020, disponible en 
[https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040141].

162	 9.614 personas en reincorporación residen en hogares individuales. De ellas, 4.714 apro-
ximadamente residen en 148 municipios pdet; 4.127 en 425 municipios; 742 en Bogotá 
y 31 en el exterior. La arn no tiene conocimiento del lugar de residencia de 905 personas. 

163	 El Fondo Colombia en Paz destaca en su informe de gestión del segundo semestre de 
2020, el suministro de víveres secos y frescos en los 24 aetcr, con una inversión de 
$29.588 millones. Igualmente, el suministro de kits personales de prevención y asepsia y 
kits de aseo y desinfección para prevenir el Covid-19 en aetcr por $251 millones.

164	 De acuerdo con la información suministrada por la arn y la ant, seis aetcr están en pro-
ceso de consolidación a través de compra del predio, 12 en proceso de traslado concerta-
do, el cual incluye compra de predios, y seis pendientes de decisión. El Fondo Colombia 
en Paz ejecutó $1.444 millones como apoyo a la estrategia de consolidación de aetcr.

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040141
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Gráfico 56
Mapa predios adquiridos para aetcr

En el primer trimestre de 2021, la ant concretó la compra de dos pre-
dios en Tumaco (Nariño) para el aetcr La Variante, al tiempo que re-
porta sobre la culminación del proceso de adquisición de diez predios 
adicionales durante la presente vigencia, para consolidación de aectr, 
con una inversión de $14.243 millones.

Un aspecto a destacar es el de la población joven beneficiaria de 
los programas de reincorporación. Los 124 menores que hacían parte 
del Programa Camino Diferencial de Vida ya cumplieron la mayoría de 
edad y fueron acogidos por la arn para continuar su proceso de re-
incorporación, con beneficios de reincorporación temprana, acceso a 
procesos educativos y apoyo a proyectos productivos.

Por último, en relación con el Consejo Nacional de Reincorporación 
–cnr– y los Consejos Territoriales –ctvs–, la arn registra avances en 
cuanto al apoyo técnico para los integrantes del componente farc165. 

165	 En las vigencias 2020 y 2021 la arn realizó la contratación de personal profesional, téc-
nico y administrativo y enlaces de reincorporación a nivel territorial para apoyar técni-
camente el cnr y los ctr en temas de planeación estratégica y proyectos productivos. A 
nivel territorial se vincularon mediante contrato de prestación de servicios exintegrantes 
de las farc-ep para apoyar planes, programas y proyectos y fortalecer la articulación con 
la población objeto, sus familias, los actores locales y la comunidad.
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Durante 2020 y hasta marzo de 2021, en el cnr se aprobaron nuevos 
proyectos productivos, el programa CaPazcidades, y se realizó el segui-
miento a programas de educación y salud, entre otros. En el nivel terri-
torial, las gestiones de los ctr se enfocaron en garantizar el acceso de 
las personas en reincorporación y sus familias a la oferta social del Es-
tado, las acciones para fortalecer los proyectos e iniciativas productivas 
en los territorios, y las relacionadas con la inclusión de la política de re-
incorporación en los planes de las entidades territoriales. Para el cum-
plimiento de estos propósitos, los recursos ejecutados por la arn en 
2020 fueron por $1.688 millones y programados para 2021 son $3.210 
millones, de los cuales, a marzo se habían ejecutado $260 millones.

Tabla 49
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias punto 3 (a marzo de 2021)

estrategia avances obstáculos

Reincorporación 
política

Financiación del partido Los 
Comunes por $7.734 millones en 
2020. Para 2021 se programaron 
$7.996 millones, sin ejecución a 
marzo de 2021. 

Consejo 
Nacional de 
Reincorporación 
y Consejos 
Territoriales

El Consejo Nacional de 
Reincorporación ha realizado 119 
sesiones desde su creación; entre 
2020 y marzo 2021 se celebraron 
15 sesiones, una realizada en re-
gión.
Los Consejos Territoriales –ctvs– 
han realizado en total 485 sesio-
nes; entre 2020 y marzo de 2021 
realizaron 139 sesiones. 

La baja receptividad de algunas 
autoridades locales o entidades 
con competencias en la imple-
mentación.
Demoras en la definición de pla-
nes de trabajo. 

Registro 
Nacional de 
Reincorporación
 –rnr–

12.354 personas en reincorpora-
ción con rnr aplicado a marzo de 
2021. 
A marzo de 2021, son 13.098 las 
personas en proceso de reincorpo-
ración: 805 en etapa de reincorpo-
ración temprana y 12.293 en etapa 
de reincorporación de largo plazo.

El rnr si bien permite consignar 
la información de las personas en 
reincorporación, no es suficiente 
al no tener en cuenta todas las 
variables que se requieren para 
la caracterización de la población. 
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Acreditación de ex 
miembros de las 
farc-ep

En 2020 fueron acreditadas 671 
personas por parte de la oacp para 
un total de 13.998 acreditaciones.
En 2020 la oacp definió un plan de 
choque para ubicar e identificar 
personas que no se encuentran 
aún acreditadas.

Por imposibilidad de identifica-
ción o ubicación, 337 excomba-
tientes de las farc, están pen-
dientes de acto administrativo de 
acreditación, a marzo de 2021.

Reincorporación 
temprana

Renta Básica: de 13.997 personas 
acreditadas a 2020, 1.014 reci-
bieron el beneficio por un valor 
total de $4.504 millones. Al pri-
mer trimestre de 2021, de 13.998 
acreditados, 332 habían recibido 
el beneficio, por un valor total de 
$845.000 millones. 
Asignación Básica Mensual: en 
2020, 11.780 recibieron el benefi-
cio por un valor total de $106.554 
millones. A marzo 2021, de 13.998 
personas acreditadas, 11.599 ha-
bían recibido el beneficio por un 
valor total de $28.000 millones.
Seguridad Social: 3.600 personas 
beneficiarias en 2020 por un va-
lor total de $3.466 millones. 1.353 
personas beneficiarias a marzo de 
2021 por valor total de $534 mi-
llones.
Asignación Única de Normalización: 
671 personas fueron acreditadas 
en 2020. De ellas, 281 recibieron 
el beneficio por un valor total de 
$475 millones. A marzo 2021, 12 
personas por valor de $21 millo-
nes.
A marzo de 2021, del total de 
personas acreditadas (13.998), el 
95% (13.094) finalizó el ciclo de 
renta básica y el 80% (10.096) fi-
nalizó el pago de pensión.



Políticas públicas

221

Espacios 
Transitorios de 
Capacitación y 
Reincorporación 
etcr

Seis aetcr están en proceso de 
consolidación a través de compra 
del predio, 12 en proceso de tras-
lado concertado. 
En 2020 la ant adquirió siete pre-
dios para consolidación o traslado 
de seis aetcr; en el primer trimes-
tre de 2021 adquirió dos predios 
para una atcr1.

El reporte de la ant da cuenta de 
cómo el estado de emergencia 
social y económica causado por 
el Covid-19 ocasionó un retraso 
en los procedimientos de compra 
adelantados por la entidad con 
destino a la población en proceso 
de reincorporación.
A marzo de 2021, seis aetcr con-
tinúan pendientes de decisión so-
bre su consolidación o traslado. 

Reincorporación 
de largo plazo

Durante 2020 se aprobaron 1.245 
nuevos proyectos individuales con 
desembolsos por valor de $12.504 
millones y durante el primer tri-
mestre de 2021, 318 proyectos por 
$ 2.920 millones. Siete personas 
decidieron hacer uso del apoyo 
económico para vivienda.
En 2020 se aprobaron 20 proyec-
tos colectivos a 540 beneficiarios 
por $4.216 millones y en 2021, a 
marzo, 19 proyectos para 412 be-
neficiarios por $3.288 millones.

Falta de planeación en la estructu-
ración, formulación y seguimiento 
de los proyectos productivos que 
afectan su sostenibilidad. 345 
proyectos individuales se encon-
traban cerrados a marzo de 2021. 

Economías 
Solidarias del 
Común ‒ecomun‒

El acompañamiento para el forta-
lecimiento de ecomun se desarro-
lla a través de recursos de coope-
ración del Fondo Europeo para la 
Paz, a través del Grupo Cooperativo 
Mondragón de España por tres mi-
llones de euros hasta 2022.
La arn informa que brinda apoyo 
a ecomun en la articulación con 
la Superintendencia de Economía 
Solidaria, la uaeos y las entidades 
que tienen acciones en el Conpes 
3931.

Se evidencia falta de diálogo y ar-
ticulación entre ecomun y la arn, 
al no tener información sobre las 
formas asociativas con proyectos 
productivos colectivos que se han 
afiliado a ecomun en su proceso 
de conversión a entidad coopera-
tiva de segundo grado.
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Programa Camino 
Diferencial de 
Vida (atención a 
menores de edad 
que salieron de 
las farc).

El programa concluyó por cum-
plimiento de mayoría de edad de 
124 menores que hacían parte de 
Camino Diferencial de Vida, de los 
cuales 113 se encuentran en pro-
ceso de reincorporación con la 
arn. 
La oacp certificó a 283 personas 
como menores de edad en el mo-
mento de la firma del AF, por lo 
que a marzo de 2021 son 407 los 
jóvenes acreditados. 
La arn reporta 116 jóvenes con 
beneficios de reincorporación 
temprana y apoyo a proyectos pro-
ductivos por $4.633 millones; 371 
se encuentran en procesos educa-
tivos y 383 están activos en el sis-
tema de salud.

Programa Adulto 
Mayor y con en-
fermedades de 
alto costo.

Inicio del programa Capacidades 
con recursos de cooperación de la 
Unión Europea por $1.023 millo-
nes para 2021.

1	 La ant reporta la adquisición de los siguientes predios en 2020: 1. Predio Agua Bonita, 
aetcr Colinas, San José del Guaviare, (Guaviare); 2. Predio Panorama, aetcr La Fila, Ico-
nonzo, (Tolima); 3. Predio El Llano, aetcr Llanogrande, Dabeiba (Antioquia); 4. Predio 
Payandeses aetcr El Estrecho, Patía, (Cauca); 5. Predio Porvenir, aetcr Mutatá; 6. Predio 
Becuarandó, aetcr Mutatá, traslado del aetcr de Santa Lucía Mutatá (Antioquia); 7. Pre-
dio La Esperanza, aetcr Charras, San José del Guaviare (Guaviare); 8. En 2021 se adqui-
rieron dos predios, Chilalde y Florida, para el aetcr La Variante en Tumaco (Nariño).

‒ Beneficios de reincorporación temprana 2017 a primer trimestre de 2021 

La siguiente tabla muestra los recursos destinados por el Gobierno 
nacional para el pago de beneficios que sustentan la reincorporación 
temprana, y el número de personas en reincorporación beneficiarias, 
en el periodo comprendido entre 2017 y marzo de 2021.
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Tabla 50
Beneficios de reincorporación temprana 2017 a primer trimestre de 2021

asignación única de normalización 2017 a marzo de 2021

vigencia total de
acreditados beneficiarios valor

(millones de pesos)
2017 12.432 11.362  22.561.000.000 
2018 13.190 1.351  2.476.247.000 
2019 13.202 189  346.941.000 
2020 13.997 281  475.000.000 
2021 13.998 12 21.000.000
total 25.880.188.000

renta básica mensual 2017 a marzo de 2021

vigencia total de
acreditados beneficiarios valor

(millones de pesos)
2017 12.432 11.336 35.094.804.810
2018 13.190 12.269 98.471.277.395
2019 13.202 11.641 63.959.958.816
2020 13.997 1.014 4.504.123.064
2021 13.998 332 845.516.278
total 202.875.680.363

seguridad social 2017 a marzo de 2021

vigencia total de
acreditados beneficiarios valor

(millones de pesos)
2017 12.432 6.866  1.949.358.600 
2018 13.190 9.500  11.734.240.000 
2019 13.202 9.872  12.549.642.500 
2020 13.997 3.600 3.466.000.000
2021 13.998 1.353 534.000.000
total 30.233.241.100
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asignación básica mensual 2017 a marzo de 2021

vigencia total de acredi-
tados beneficiarios valor

(millones de pesos)
2017 12.432 NA NA
2018 13.190 NA NA
2019 13.202 11.138 38.958.530.688
2020 13.997 11.780 106.554.000.000
2021 13.998 11.599 28.000.000
total 145.540.530.688

Fuente: elaboración cdp con base en información arn formularios 2019-2020.

‒ Beneficios de reincorporación de largo plazo para el desarrollo
de proyectos productivos 2018 a primer trimestre de 2021 

La siguiente tabla muestra el valor total de los desembolsos para el de-
sarrollo de proyectos productivos individuales y colectivos, entre 2018 
y marzo 2021:

Tabla 51
Beneficios de reincorporación de largo plazo para el desarrollo

de proyectos productivos 2018 a primer trimestre de 2021

proyectos productivos 2018 a marzo de 2021

modalidad beneficio
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Individual $ 8.000.000 2.569 13.998 3.371 24 26.968

Colectivo $ 8.000.000 por 
persona 88 13.998 3.090 22 24.270

total 2.657 13.998 6.461 46 51.238

Fuente: elaboración cdp con base en información arn formularios 2019-2020.
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‒ Política de Reincorporación - Conpes 3931 

El Conpes de reincorporación contiene la política y los programas sec-
toriales y poblacionales que se orientan a estabilizar las condiciones 
socioeconómicas de los exintegrantes de las farc y sus familias. 

Para su ejecución, la arn reporta recursos por $47.276 millones 
de pesos de gastos de funcionamiento, $134.575 millones a través del 
Fondo Colombia en Paz166 y $1.315 millones de inversión, para la finan-
ciación de 49 acciones bajo su responsabilidad en 2020. Para la vigen-
cia 2021, se programaron $273.285 millones de los cuales, a marzo, se 
ejecutaron $67.642. Adicional a esto, solo ocho entidades167 reporta-
ron al sisconpes recursos por $23.332 millones, dentro de las que se 
destacan el Ministerio de Salud con $10.702 millones y el Ministerio de 
Educación con $1.154 millones.

En el siguiente cuadro se sintetizan las acciones más representati-
vas por cada objetivo de acuerdo con la información suministrada por 
las entidades responsables: 

Tabla 52
Conpes 3931 - Reincorporación

objetivos acciones 2020 a marzo 2021

Objetivo 1
Fortalecimiento 
de los procesos 
de articulación y 
planificación

Fortalecimiento de Consejos Nacional y Territoriales de reincorporación 
mediante la contratación de enlaces para brindar apoyo técnico al com-
ponente farc.
Creación del Sistema Nacional de Reincorporación y articulación con 27 
entidades para el desarrollo de la ruta de reincorporación.

Objetivo 2
Reincorporación 
comunitaria, 
convivencia y 
reconciliación

Se reportan acciones de las entidades dirigidas a la inclusión del compo-
nente de superación de la estigmatización en la Política de Reconciliación, 
Convivencia, Tolerancia y no Estigmatización, la definición de agendas de 
paz en 30 municipios pdet, el apoyo a 96 iniciativas comunitarias en las 
16 subregiones pdet, y la difusión del Programa Integral de Seguridad y 
Protección para comunidades y organizaciones en los territorios en 32 de-
partamentos y 1.103 municipios.

166	 Los recursos del Fondo Colombia en Paz incluyen los pagos de beneficios de Asignación 
Única de Normalización, Renta Básica, Asignación Mensual y Pensiones y beps. 

167	 Se registran en sisconpes recursos de las demás entidades así: Agencia Nacional de Tie-
rras $27 millones; Ministerio del Interior $89 millones; Agencia de Desarrollo Rural $755 
millones; sena $109 millones; Unidad de Organizaciones Solidarias $108 millones. 
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Objetivo 3
Estabilización 
y proyección 
económica de 
reincorporados

Se encuentra en construcción el instrumento de caracterización de per-
files laborales que permitirá la aplicación de los análisis de la dinámica 
laboral y productiva realizados en 2019. Se han desarrollado 1.740 accio-
nes de orientación ocupacional e intermediación laboral, solo 57 perso-
nas fueron colocadas. 
En relación con las acciones de apoyo al emprendimiento se destacan ac-
ciones de formación a 1.748 personas para el emprendimiento rural, el 
apoyo a la creación de 109 unidades productivas, el fortalecimiento de 
23 y el acompañamiento técnico a 239 personas en reincorporación con 
proyectos productivos individuales. Con apoyo de la cooperación inter-
nacional se instaló conectividad satelital y equipamiento en 39 proyectos 
colectivos y se dotó de equipos de tecnología a 19 formas asociativas.
Las entidades de cofinanciación de proyectos y de crédito (finagro y 
Banco Agrario) han desarrollado jornadas para dar a conocer sus porta-
folios en las que se evidencia una baja participación de las personas en 
reincorporación o la no identificación de esta población y bajos resultados 
en cofinanciación de proyectos y créditos. La Agencia para el Desarrollo 
Rural se encuentra en proceso de análisis de 28 proyectos en los que par-
ticipan 670 personas en reincorporación.

Objetivo 4
Acceso y
atención de los 
derechos
fundamentales

Acompañamiento psicosocial, familia, ciclo de vida y enfoques diferencia-
les 45% en 2020 y 46% en 2021 de las personas reincorporadas fueron 
atendidas con programas sicosocial individual, familiar o grupal.
Salud: se destacan las acciones relacionadas con 827 afiliaciones al sgsss, 
logrando una cobertura del 83%. Las sesiones de pedagogía en salud con 
participación de 910 personas en reincorporación, familiares y personas 
de comunidades aledañas. Atención a la pandemia del Covid-19 con zo-
nas de aislamiento en los aetcr, elementos de bioseguridad y atención 
en salud a población contagiada (pruebas aplicadas: 270, contagios de-
tectados: 172, fallecimientos: 3).
Atención en salud: 11.012 atenciones y 11.001 atenciones adicionales a 
través de la realización de brigadas de salud complementarias a la pre-
sencia periódica mensual. De estas 8.911 (81%) se dieron a residentes 
de zonas aledañas. 
Desarrollo de infraestructura, dotación, despliegue de talento humano 
para los municipios pdet y rurales del país.
Educación: el proyecto Arando la Educación diseñado los jóvenes y adul-
tos en reincorporación y de comunidades aledañas ha logrado atender 
12.000 personas, de las cuales entre julio de 2020 y marzo de 2021, fue-
ron atendidos 6.280 participantes en los 49 municipios donde están ubi-
cados los Antiguos Espacios de Reincorporación –aetcr–, y algunas áreas 
de reincorporación comunitarias.
3.149 personas se encuentran en programas de formación para el trabajo 
y 3.561 vinculadas a formación académica a noviembre de 2020.
Vivienda: Tres personas accedieron al programa “Mi Casa Ya” del Ministerio 
de Vivienda, una persona accedió al programa “Vivienda Gratuita”, una 
persona accedió al programa “Vivienda de Interés Prioritario para 
Ahorradores vipa”, 127 personas iniciaron procesos de ahorro voluntario 
contractual, 64 personas con inicio de estudio para crédito hipotecario, 
siete personas con desembolso del apoyo económico de reincorporación 
en vivienda y una persona con crédito hipotecario aprobado.



Políticas públicas

227

Las acciones anteriores permiten concluir que los programas de 
educación y salud han logrado un buen nivel de cobertura en términos 
de beneficiarios, mientras que el programa de vivienda no registra lo-
gros significativos.

En cuanto a los objetivos de estabilización económica de la pobla-
ción en reincorporación, de una parte, son muy bajos los resultados en 
términos de colocación en su relación con el número de jornadas de in-
termediación laboral realizadas y, de otra, las entidades responsables 
de la cofinanciación de proyectos y de otorgamiento de crédito no han 
focalizado de manera específica a la población por lo que no es posible 
visualizar los logros asociados a sus responsabilidades.

B. Pilar “Garantías de seguridad y lucha contra
las organizaciones y conductas criminales”

Entre 2017 y 2020, este pilar registró una ejecución de $726.116 mi-
llones de pesos. Durante la vigencia 2020, la ejecución fue de $378.171 
millones, un 138% más que en 2019. Para 2021, se proyecta una ejecu-
ción de $289.968 millones, es decir un 23% menos que en 2020.

Gráfico 57
Ejecución presupuestal pilar 3.3

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art. 
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Las fuentes de financiación que soportan la ejecución del pilar, a 
marzo de 2021, provienen del pgn en un 95% y de la cooperación in-
ternacional en un 5%168. 

Durante el periodo 2017-2020, se ejecutó con el pgn un total de 
$670.606 millones de pesos. En 2021, se registran programados 
$289.967 millones, un 23% menos que en 2020. De los recursos del 
pgn ejecutados en 2020, $374.198 millones (99%) corresponden a ru-
bros de funcionamiento de la Unidad Nacional de Protección ($192.140 
millones), la Policía Nacional ($166.507 millones)169, la Fiscalía Gene-
ral de la Nación ($14.092 millones), el Ministerio de Defensa Nacional 
($1.456 millones) y el Departamento Administrativo de la Función Pú-
blica ($3 millones).

Gráfico 58
Ejecución Presupuesto General de la Nación - pilar 3.3

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Los recursos de inversión para la vigencia 2020 fueron de $2.389 mi-
llones de pesos, de los cuales $1.582 millones estuvieron a cargo de la 
Defensoría del Pueblo con el proyecto de inversión “Fortalecimiento 
del conocimiento y exigibilidad de los derechos de las víctimas del 
conflicto”. Así mismo, el Ministerio del Interior ejecutó $771 millones 
con el proyecto de inversión “Fortalecimiento a la implementación de 

168	 La cooperación internacional aportó durante las vigencias 2017 y 2018 $55.509 millo-
nes. Entre 2019 y 2021 no se registran proyectos de cooperación internacional en ejecu-
ción que contribuyan a este pilar.

169	 La Policía Nacional no especifica el destino de la ejecución de los recursos que relaciona 
en la rendición a sireci 2020, los cuales representan el 44% de la ejecución del pilar. 
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la gestión preventiva del riesgo de violaciones a los derechos huma-
nos en el territorio nacional”, y el Departamento Administrativo de la 
Función Pública ejecutó $36 millones en el proyecto “Diseño de políti-
cas y lineamientos en temas de función pública para el mejoramiento 
continuo de la administración pública”. Estos proyectos contribuyeron 
al pilar en términos de proceso.

 En cuanto la implementación de las estrategias del pmi, en este pilar 
se crearon una serie de instancias, instrumentos y acciones, teniendo 
en cuenta que uno de los principales retos del AF es garantizar la se-
guridad de los excombatientes y sus familias, de los líderes políticos y 
sociales, de los defensores de derechos humanos y de las comunidades 
en los territorios.

Tabla 53
Avances implementación del pilar 3.3

metas trazadoras

nombre indicador
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Programa integral de seguridad y pro-
tección para comunidades, líderes, di-
rigentes, representantes y activistas 
de organizaciones sociales, populares, 
étnicas, de mujeres y de género, pre-
sentado e implementado.

2017 2026 196 52 24 24

Reducción significativa de 
Organizaciones criminales continua-
doras del paramilitarismo y sus redes 
de apoyo desmanteladas.

2017 2026 * * * *

Reducción significativa de los casos de 
amenaza, hostigamiento y asesinato de 
integrantes de organizaciones sociales.

2017 2026 * * * *

* Sin información.

Fuente: Rendición sireci cgr 2020.
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Respecto de las metas trazadoras, sobre el Programa Integral de Se-
guridad y Protección, el Ministerio del Interior reporta en sireci un 
avance acumulado del 52% a 2020, mientras que las metas de “Reduc-
ción significativa de Organizaciones criminales” y “Reducción signifi-
cativa de casos de amenaza, hostigamiento y asesinato de integrantes 
de organizaciones sociales”, no cuentan con información por parte de 
la entidad responsable en el pmi, la Consejería Presidencial para la Se-
guridad. Adicionalmente, no tienen ficha técnica y según información 
de la oacp, está en proceso una solicitud de reasignación a la Consejería 
Presidencial para la Estabilización y Consolidación.

Estas dos metas trazadoras, que no cuentan con información, han 
debido ser implementadas en 2017 en el marco de las responsabilida-
des del sisep. Por lo tanto, se considera de la mayor importancia definir 
los responsables institucionales para desarrollar las acciones y gene-
rar los respectivos reportes, teniendo en cuenta que, a cuatro años del 
AF, no se cuenta con resultados visibles que permitan el balance sobre 
sus avances. 

En relación con las instancias e instrumentos, de una parte, la Co-
misión Nacional de Garantías de Seguridad, no ha adoptado la política 
pública y su plan de acción para el desmantelamiento de organizacio-
nes criminales; y, de otra, el Plan Estratégico de Seguridad y Protec-
ción, instrumento fundamental, aún no ha concluido su formulación. 
Ello representa un importante rezago en el cumplimiento de los 
compromisos de garantías de seguridad, situación ya advertida en los 
informes anteriores de la cgr170. 

Por su parte, la Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía –
uei–, en su función de contribuir con el desmantelamiento de las or-
ganizaciones criminales, presenta avances en temas relacionados con 
el esclarecimiento, investigación y judicialización por afectaciones a 
reincorporados de las farc-ep y sus familiares, líderes y defensores de 
derechos humanos como se observa en la siguiente tabla:

170	 A través del Auto 026 del 26 febrero de 2021, la jep requiere al Consejero Presidencial 
para la Estabilización y la Consolidación para que coordine las acciones necesarias con la 
Mesa Técnica de Seguridad y Protección y las autoridades que tengan responsabilidades 
directas para que se apruebe y adopte el Plan Estratégico de Seguridad y Protección.
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Tabla 54
Investigaciones y judicializaciones de Unidad Especial

de Investigación de la Fiscalía –uei–

investigación y judicialización por afectaciones a reincorporados
de las farc-ep y sus familiares. uei 2017-2021

 homicidio, tentativa de homicidio y desaparición forzada

avances reincorporados: 
359 casos

familiares: 
56 casos

Avances en esclarecimiento 193 37
Sentencias condenatorias 35 10
En juicio 25 11
En investigación 43 9
Con orden de captura 48 7
Preclusiones 5

investigación y judicialización de afectaciones a defensores
de derechos humanos uei 2017-2021

número de homicidios reportados: 417
avances cifras

Avances en esclarecimiento 269
Preclusiones por muerte del indiciado 12
Con órdenes de captura vigentes 53
Personas imputadas 31
Personas acusadas 106
Personas sentenciadas 67

Fuente: elaboración cdp con base en información de uei. Fiscalía General de la Nación.

Así mismo, en relación con el delito de amenazas en contra de personas 
en proceso de reincorporación, la uei reporta un total de 298 víctimas 
con avances investigativos en 43 casos (14,43%) y el archivo de 32 por 
imposibilidad de encontrar sujeto activo.

De igual manera, en relación con las organizaciones y conductas cri-
minales, registra avances con la realización de 732 imputaciones (en 
128 casos) y 546 acusaciones (en 85 casos) sobre 353 casos priori-
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zados171. En cuanto al desmantelamiento efectivo de organizaciones 
criminales, la Policía Nacional informa la identificación de 53 organi-
zaciones criminales entre 2018 y marzo de 2021, tres de las cuales se 
han logrado desmantelar, a través del cuerpo élite.

Respecto de las acciones de protección para la población en riesgo, la 
Unidad Nacional de Protección –unp– reporta 386 medidas de autopro-
tección y 30 esquemas de protección para los dirigentes del partido po-
lítico Los Comunes. A marzo de 2021 reporta 212 y 24 respectivamente.

En relación con la protección de excombatientes en reincorporación, 
líderes sociales y defensores de derechos humanos, se realizaron 11.494 
solicitudes en 2020. La unp reporta para la vigencia, 1.366 medidas de 
autoprotección y 5.035 esquemas de protección. A marzo de 2021, in-
formó sobre 2.292 solicitudes, 487 medidas de autoprotección y 4.978 
esquemas de protección vigentes. Fue necesaria la activación de 123 
trámites de emergencia en 2020, por parte de la Subdirección Especia-
lizada, para otorgar medidas de seguridad a personas en reincorpora-
ción con nivel de riesgo inminente. 

En cuanto a la protección colectiva, fueron aprobadas 13 medidas 
para ocho organizaciones sociales, cuatro aetcr y una sede política del 
partido Los Comunes, durante 2020. A marzo de 2021, un total de 25 or-
ganizaciones sociales y colectivas contaron con medidas de protección.

Entre los obstáculos que se presentan en la unp, se resaltan: i) El 
represamiento de solicitudes de protección; ii) El largo tiempo que 
transcurre entre las solicitudes, la aprobación y la puesta en marcha 
de las medidas; iii) La baja cobertura de estas, entendida como el redu-
cido número de aprobaciones, frente a las solicitudes realizadas por la 
población en riesgo objeto de protección; iv) La falta de presupuesto; y 
v) La falta de personal y la necesidad urgente de realizar los nombra-
mientos, para completar la planta que fue aprobada mediante el Decre-
to 301 de 2017172 para la Subdirección Especializada de Protección173.

171	 Organizaciones criminales como gao, disidencias de las farc, eln, Clan del Golfo, Los Capa-
rros y organizaciones tipo C, han sido identificadas como responsables de las afectaciones.

172	 Diario Oficial, n.° 50.156, de 23 de febrero de 2017, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30030366].

173	 Ante el represamiento de solicitudes, a través del Auto AT-132-2020, la jep ordena a la unp 
presentar un cronograma de programación para la realización de los estudios de riesgo 
pendientes, junto con las recomendaciones de seguridad y protección en favor de los exin-
tegrantes de las farc-ep ante el riesgo grave y urgente para su vida, integridad y seguridad.

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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La ejecución de recursos hace referencia al presupuesto global de la 
entidad por valor de $1.1 billones para 2020, y de $1 billón para 2021. 
Para la Subdirección Especializada de Protección, fueron asignados 
$97.179 millones, (9,7%) del presupuesto y para el Cuerpo de Segu-
ridad y Protección174, $95.028 millones (9,5%) ejecutados en 2020175. 

En cuanto al Sistema de Alertas Tempranas, entre 2017 y 2019 la 
Defensoría del Pueblo reportó la emisión de 127 alertas tempranas. 
Durante la vigencia 2020 y hasta marzo de 2021, la entidad emitió 62 
alertas, advirtiendo los escenarios de riesgo de posibles violaciones 
a los derechos humanos e infracciones al dih; realizó 36 informes de 
seguimiento, al tiempo que brindó acompañamiento en espacios deri-
vados del AF. Se registra como avance, la priorización de la población 
excombatiente como grupo afectado por las dinámicas de riesgo en 
el territorio, lo cual va a permitir realizar revisiones periódicas de las 
causas e impactos de situaciones de violencia, sobre las personas en 
reincorporación y sus familias.

El Ministerio del Interior, por su parte, informa acciones a través del 
ciprat, tales como la coordinación de las medidas de respuesta rápida 
por parte de las entidades, la realización de 129 talleres regionales de 
seguimiento, y la capacitación y asistencia técnica a las entidades terri-
toriales en la gestión para el cumplimiento de las recomendaciones de 
las alertas tempranas.

Sin embargo, teniendo en cuenta la situación de riesgo y de insegu-
ridad que persiste en varias regiones del país, es preciso señalar que 
subsisten obstáculos relacionados con la capacidad, tanto en el nivel 
nacional a través del ciprat, como en el nivel regional a través de las en-
tidades territoriales, para lograr la coordinación interinstitucional que 
permita la reacción oportuna y la decisión de acciones que respondan 
de manera efectiva a las situaciones de riesgo que han sido advertidas.

Por último, el siguiente cuadro da cuenta de los homicidios contra 
excombatientes, líderes sociales y defensores de derechos humanos, 
sucedidos entre 2017 y marzo de 2021, en el que se observa una ten-
dencia decreciente en 2019 con respecto a 2018, y el incremento de 

174	 El cuerpo de seguridad lo conforman 1.472 agentes escolta, 757 de ellos reincorporados 
de las farc.

175	 Estas cifras son equivalentes a las reportadas por la unp al sireci 2020: $55.242 millones 
en gastos de personal y $136.899 en adquisición de bienes.
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casos en 2020 con respecto a 2019. Los 640 homicidios contra excom-
batientes, líderes sociales y defensores de derechos humanos, demues-
tran la urgente necesidad de tomar las medidas para superar los reza-
gos que se han evidenciado en el pilar de “Garantías de seguridad”, por 
parte del Gobierno nacional.

Tabla 55
Homicidios de personas reincorporadas, defensores de derechos 

humanos y líderes sociales 2017 a marzo 2021

homicidios de personas reincorporadas, defensores de derechos huma-
nos y líderes sociales 2017 a marzo 2021
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2017 2 29 24 0 32 26 0 6 1 120
2018 2 64 22 0 61 12 0 24 3 188
2019 1 34 20 2 69 18 1 3 1 149
2020 8 66 8 4 62 12 0 3 0 163
I-2021 2 6 1 1 10 0 0 0 0  20
total 15 199 75 7 234 68 1 36 5 640

Fuente: elaboración propia con base en información de uei. Fiscalía General de la Nación, se-
gún cifras de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de Naciones Unidas.
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Tabla 56
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias a marzo de 2021

estrategia avances obstáculos

Pacto Político Nacional Sin avances.

Durante 2020 y a marzo de 2021, 
no se evidencian acciones para la 
construcción del Pacto Nacional 
que promueva la reconciliación y 
la convivencia pacífica.

Comisión Nacional 
de Garantías de 
Seguridad para el 
Desmantelamiento de 
las organizaciones y 
conductas criminales

La Comisión de Garantías de 
Seguridad, en el marco del si-
sep, realizó 54 sesiones en sus 
distintas modalidades durante 
2020 y hasta marzo de 2021. 

Retrasos en la formulación y 
adopción de la política púbica y 
plan de acción para el desman-
telamiento de organizaciones 
criminales, en el marco del sisep. 

Investigación, persecu-
ción, acusación de las 
organizaciones y con-
ductas criminales

La uei reporta avances en los 
procesos de esclarecimiento, 
investigación y judicialización 
de los delitos contra los ex-
combatientes, líderes sociales 
y defensores/as de derechos 
humanos. Igualmente, en la in-
vestigación, persecución y acu-
sación de las organizaciones y 
conductas criminales.

Persisten obstáculos tales como 
el difícil acceso y las barreras 
geográficas que impiden a los 
fiscales ingresar oportunamente 
al lugar de los hechos. 

Sistema Integral de 
Seguridad para el 
Ejercicio de la Política

Se creó el Comité de Impulso a 
las Investigaciones, superando 
el rezago evidenciado en infor-
mes anteriores.

Se reitera que el sisep no ha con-
cluido su conformación, unido 
ello a la lentitud de acciones y de-
cisiones de las instancias que se 
encuentran en funcionamiento.

IV. Solución al problema de drogas 

El punto 4 del AF plantea encontrar una solución definitiva al problema 
de las drogas ilícitas, a través de tres pilares: i) El Programa Nacional 
Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito (pnis), ii) Prevención 
del Consumo y Salud Pública y iii) Solución al Fenómeno de Producción 
y Comercialización de Narcóticos.
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Gráfico 59
Balance de la implementación del punto 4

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art, formularios 2021 cdp.

Conforme al seguimiento de la cgr a la implementación del punto 4, se 
registra una ejecución presupuestal de $3,5 billones de pesos duran-
te el periodo 2017-2020, y una programación de $10.458 millones en 
2021. Si se compara la vigencia 2017 con 2020, se evidencia una dis-
minución del 69% de los recursos ejecutados, pasando de $1,4 billones 
en 2017 a $433.000 millones en 2020. Así mismo, en 2021 disminuye 
en un 98% lo planeado frente a la vigencia 2020 como se muestra en 
el panel B.



Políticas públicas

237

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.

Por su parte, entre las vigencias 2020 y 2021 a marzo 31, el 51% de 
los recursos asociados a la implementación del punto se derivaron del 
pgn, el 44% provienen de la cooperación internacional y el 5% de las 
entidades territoriales. Cabe anotar que los recursos de cooperación 
internacional, si bien coadyuvan a los propósitos de pilar, son ejecuta-
dos bajo las directrices de los donantes.

En cuanto a la ejecución presupuestal por pilar, el pilar 4.1 “pnis”, 
registra una disminución del 81% entre 2017 y 2020. De igual manera, 
en 2021 aún no se evidencia la programación de recursos que garanti-
ce el cumplimiento de los compromisos con las familias pnis, los cuales 
se encuentran rezagados a la fecha de este informe.

En cuanto al pilar 4.2 “Prevención del consumo y salud pública”, la 
ejecución de recursos disminuye en un 90% entre 2017 y 2020, toda 
vez que en 2020 no se registraron aportes de la cooperación interna-
cional a la prevención del consumo, y el pgn registra una baja diná-
mica. Entre tanto, el pilar 4.3 “Solución al fenómeno de producción y 
comercialización de narcóticos”, registra un incremento en la ejecución 
del 77% entre las vigencias 2017 y 2020, explicado principalmente 
por gastos de funcionamiento del Ministerio de Justicia asociados en 
su mayoría al Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha 
contra el Crimen Organizado ‒frisco‒.

Con relación a los avances de la implementación de las políticas pú-
blicas asociadas al punto 4, vistos a través del seguimiento a los indi-
cadores del pmi (panel A: avance indicadores del pmi), se destaca la 
formulación de los Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo Alter-
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nativo –pisda–, tanto en los 48 municipios pnis-pdet y su articulación 
con los patr y los ocho municipios pnis no pdet, sumado a los avances 
en la sustitución voluntaria con 44.185 hectáreas de coca erradicadas 
en el marco del pnis, a corte de diciembre de 2020, y unos bajos niveles 
de resiembra por parte de los beneficiarios del programa que oscila 
entre el 0,2% y el 0,8%.

No obstante, persiste el rezago en la implementación de los compo-
nentes del Programa pnis, toda vez que solo el 1% de las del total de 
familias inscritas ha finalizado la fase de proyectos productivos ciclo 
largo. Se estima un requerimiento de recursos de $1,7  billones para 
cumplir los compromisos a las familias pnis, sin embargo, como se 
mencionó antes, aún no se evidencia la programación presupuestal de 
estos recursos. A su vez, persisten rezagos asociados a las estrategias 
de formalización, titulación y acceso a tierras de las familias pnis, y es-
trategias de sustitución y restauración de hectáreas en Parques Nacio-
nales Naturales ‒pnn‒, y de sostenibilidad y conservación ambiental.

Con respecto al Pilar Prevención del Consumo y Salud Pública, a 
marzo 31 de 2021, aún no se ha implementado “Programa Nacional de 
Intervención Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas” ni el “Sis-
tema Nacional de Atención al Consumidor de Drogas Ilícitas”, y con en 
cuanto al Pilar “Solución al fenómeno de producción y comercialización 
de narcóticos”, se encuentra en curso la formulación del Plan Nacional 
de Política Criminal ‒pnpc‒, no registrándose mayores dinámicas en la 
implementación de estos dos pilares.

A. Pilar “Programa Nacional de Sustitución de Cultivos”

El pilar 4.1. “pnis” registra una disminución del 81%, pasando de $1,4 
billones de pesos ejecutados en 2017, a $262.406 millones en 2020. 
Por su parte, en cuanto a la programación 2021, se reportan $8.968 
millones, un 97% menos frente a 2020.
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Gráfico 60
Ejecución presupuestal pilar 4.1

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

A su vez, el pilar se ha financiado en un 53% a través del pgn, y 47% 
por cuenta de la cooperación internacional. En relación a los aportes 
de la cooperación, según apc Colombia en 2020, inició la ejecución 
de siete proyectos asociados al pnis por $85.785 millones, principal-
mente en temas de desminado humanitario por medio de Howard G. 
Buffet Foundation, Naciones Unidas, Agencia de Cooperación de Korea 
y Global Affairs Canada. Si bien estos recursos no ingresan al programa 
pnis, coadyuvan a los propósitos del pilar.

En cuanto los aportes del pgn en 2020, se registraron compromisos 
por valor de $221.571 millones, 81% por concepto de inversión y 19% 
a través de gastos de funcionamiento. Las entidades que contribuyeron 
al pnis fueron el Fondo Colombia en Paz, Presidencia, dsci y el Minis-
terio de Educación.
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Gráfico 61
Ejecución Presupuesto General de la Nación - pilar 4.1

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

De los compromisos del fcp en 2020, $181.133 millones provienen del 
proyecto de inversión “Apoyo a la gestión financiera para el desarrollo 
de programas e iniciativas con recursos del impuesto al carbono a nivel 
nacional”, los cuales, a la fecha, han contribuido en término de proceso 
a la implementación, al darse la gestión financiera de giro de recursos 
del recaudo del impuesto al carbono al fcp. Sin embargo, la implemen-
tación de las iniciativas asociadas a estos recursos, se tiene programada 
para 2021 conforme a lo informado por el fcp. El resto de compromi-
sos ($41.000 millones) provienen del rubro de funcionamiento dapre, 
recursos que también ingresaron al fcp, a la subcuenta de sustitución.

De otra parte, dapre ejecutó en 2020 $3.922 millones mediante el 
proyecto de inversión “Consolidación de la acción integral contra mi-
nas antipersonal en el marco del posconflicto a nivel nacional”. Si bien 
el proyecto le apunta en términos generales al desminado y limpie-
za de muse a nivel nacional, no cuenta con productos específicos para 
municipios pnis, aunque aportó proyectos de desminado en otros mu-
nicipios, la meta trazadora asociada no registró avances en 2020. Por 
su parte, el Ministerio de Educación registró compromisos por $213 
millones, a través del proyecto de inversión “Fortalecimiento de las 
condiciones para el logro de trayectorias educativas en la educación 
inicial preescolar, básica y media. Nacional”, cuyos productos aportan 
en términos de proceso a fortalecer el acceso educativo a familias pnis, 
dinámica muy baja frente al universo de atención. Finalmente, la dsci 
reportó gastos de funcionamiento por valor de $2.304 millones.
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Tabla 57
Avances implementación del pilar 4.1.

metas trazadoras 

nombre indicador 
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100% de acciones inte-
grales contra minas anti-
personal implementadas 
en territorios en los que 
se haya suministrado in-
formación.

2017 2021 100% Porcentaje 
territorios

11% (seis 
municipios 
pnis libres 
de sospecha 
de 56).

0% 0%

El tratamiento penal dife-
rencial habrá beneficiado 
a pequeños agricultores 
que estén o hayan estado 
vinculados con cultivos de 
uso ilícito, de acuerdo con 
la normatividad vigente.

2017 2021 1 Número 0 0 0

En 2022 los territorios 
pnis estarán 100% libres 
de cultivos ilícitos.

2017 2022 50.000 
Has. Porcentaje 88% 

(44.185 Has.) ND
5%

(2.672 
Has)

Fuente: sireci 2021 y formularios 2021 cdp.

Referente al indicador de “100 % de acciones integrales contra minas 
antipersonal implementadas en territorios en los que se haya suminis-
trado información”, no se registró avance en 2020 toda vez que, según 
la oacp, los Comunes (extintas farc) no suministraron información. En 
este sentido, se mantiene el avance reportado con corte a diciembre de 
2019 en el pasado informe “de los 56 municipios pnis (en los cuales se 
presentan afectaciones por map y muse), 29 municipios se encuentran 
en intervención, 21 por intervenir y seis libres de sospecha”.

Con respecto a la meta trazadora asociada al tratamiento penal di-
ferencial, no se registraron avances en 2020 ni en lo corrido de 2021, 
toda vez que las iniciativas legislativas PL. 197 de 2018 y el PL. 065 de 
2018, continúan archivadas. Por último, en cuanto a territorios pnis 



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

242

libres de cultivos ilícitos, la meta trazadora registra un avance acumu-
lado del 88% a 2020. Según la dsci a diciembre de 2020, se habían 
sustituido 44.185 hectáreas de una meta de 50.000 hectáreas a 2022. 
Según lo reportado en siipo, 38.336 hectáreas fueron erradicadas de 
manera voluntaria y verificadas por unodc, 5.374 fueron mediante 
erradicación asistida reportada por la fuerza pública en zonas pnis, y 
474,5 corresponden a la estrategia de erradicación voluntaria con la 
ong Mercy Corps176.

Gráfico 62
Avance Indicadores pmi-pnis

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

Respecto a la implementación del pnis, se destacan los avances asocia-
dos a la culminación de la fase de planeación participativa de los pisda, 
en los ocho municipios pnis-no pdet177. Para los municipios pnis-pdet, 
fueron marcadas con etiqueta pisda 812 iniciativas por los ocho pila-
res pdet, de las cuales 260 de ellas ubicadas en diez subregiones pdet 
ya cuentan con ruta de gestión iniciada a convenio, proyecto o contrato 
a corte de 28 de febrero de 2021. Por su parte, con relación a los mu-

176	 A través de iniciativas como “Desarrollo Algo Nuevo” que busca fortalecer la economía 
local de las familias del Cauca a partir de la sustitución voluntaria de cultivos ilícitos y 
“Protierra” promoviendo acciones de formalización de derechos de propiedad y fortale-
cimiento de oportunidades económicas de las familias pnis en Norte de Santander.

177	 Estos son: Rosas y Piamonte (Cauca), Bolívar, Dagua y El Dovio (Valle del Cauca), Ipiales 
(Nariño), Barrancominas (Guainía) y Cumaribo (vichada).
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nicipios pnis-no pdet, se identificaron 1.444 iniciativas, registrándose 
un avance en la intervención de dos municipios (El Dovio y Dagua), 
a través de la estrategia obras pdet con una inversión estimada de 
$6.700 millones.

Sobre la ejecución del Programa pnis, del universo de 82.242 fami-
lias cultivadoras y no cultivadoras inscritas, los mayores rezagos se 
asocian a la fase de proyectos productivos, siendo que solo 6.757 fami-
lias (8%) se encuentran en ciclo corto, y 726 familias (1% de las fami-
lias cultivadoras y no cultivadoras inscritas) culminaron fase de ciclo 
largo, siendo este último avance el mismo que se registró con corte a 
31 de marzo de 2020, tal como se detalla en el recuadro.

Gráfico 63
Diagrama avances pisda

Fuente: rendición dsci.
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Frente a la sustitución voluntaria de cultivos ilícitos en el marco del 
pnis, se reporta un avance de 44.185 hectáreas de coca sustituidas, 
con corte a 31 de diciembre de 2020. Es preciso señalar que los de-
partamentos con mayores niveles de sustitución en el Programa son 
Putumayo (10.004 has.), Caquetá (6.365 has.), Antioquia (4.738 has.) 
y Nariño (4.585 has.), en contraste con los departamentos con menos 
niveles de hectáreas sustituidas como es el caso de Guainía, Valle del 
Cauca, Vichada, y Arauca, cruzado con la información de área cultivada 
de coca en dichos departamentos presentada por unodc en el Censo 
simci del 2019.

Gráfico 64
Mapa sustitución voluntaria

Fuente: elaboración cdp con base dsci suministrada a la cdp y el censo simci 2019 publicado 
en 2020 por la unodc.

Frente a la estrategia de formalización de la propiedad en territorios 
de cultivos ilícitos y en particular al pnis, si bien la ant formalizó en 
2020 los predios de 113 familias pnis (equivalente a 2.349 Has.), ubi-
cadas en siete departamentos donde se implementa el Programa, la 
dinámica de esta estrategia aún es muy baja. Así mismo, cabe señalar 
que con relación a las estrategias para zonas de los pnn, y la estrategia 
de sostenibilidad y conservación ambiental, los avances son limitados. 
Se espera que la asignación del recaudo al carbono dinamice estas es-
trategias, a partir de 2021. La siguiente tabla presenta un balance del 
estado de las estrategias que hacen parte del pilar 4.1 pnis.
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Tabla 58
Avances y obstáculos estrategias pnis (corte a 31 de marzo de 2021)

estrategia avances obstáculos

Estrategias 
para zonas de 
los pnn

pnn registró 50,1 hectáreas en proceso 
de restauración, de una meta a 2022 de 
715,352, es decir un avance del 7%.
Por medio de la Resolución 056 del de 
2020, se adoptaron directrices para el 
desarrollo de sustitución y desarrollo 
alternativo en Áreas Ambientalmente 
Estratégicas.

Entre las vigencias 2020 y 2021 
(a corte de marzo 31) no se han 
firmado acuerdos para la con-
servación con familias pnis.
La meta total del indicador de 
715,3 hectáreas priorizadas solo 
corresponde al 10% de hectá-
reas afectadas por cultivos ilíci-
tos en pnn.

Condiciones 
de seguridad 
para las co-
munidades y 
los territorios 
afectados por 
los cultivos de 
uso ilícito

Entre 2020 y 2021 (a corte de febrero 
28), se realizaron 1.423 actividades de 
educación en el riesgo de minas en zo-
nas afectadas con 14.278 participantes, 
en 52 municipios pnis.
Entre enero de 2020 y febrero 28 de 
2021, se realizaron 138 intervenciones 
en asistencia técnica en 39 municipios 
de diez departamentos donde se imple-
menta el pnis.
Con corte a marzo 31 de 2021 se eviden-
cian $3.921 millones comprometidos al 
proyecto de inversión “Consolidación 
de la acción integral contra minas anti-
personal en el marco del posconflicto a 
nivel nacional”.

De los 41 municipios declara-
dos como Libres de Sospecha 
de Contaminación de Minas 
Antipersonal ‒lscm‒, entre la 
vigencia 2020 y 2021 (con corte 
a 31 de marzo), ninguno corres-
ponde a municipios pnis.
Entre enero de 2020 y marzo de 
2021, se reportaron 70 víctimas 
de map y muse en 16 municipios 
pnis.

Estrategia de 
comunicación Estrategia cumplida entre 2017 y 2019.

Acuerdos con 
las comuni-
dades

Estrategia cumplida a través de la crea-
ción del pnis en la vigencia 2017. 

Tratamiento 
penal
diferencial

Sin avances.

Asambleas 
comunitarias

Estrategia cumplida entre 2020 y 2021, 
a través de la inclusión del capítulo pis-
da en los patr de los municipios pdet-
pnis, y de la formulación de los pisda de 
los ocho municipios pnis-no pdet.
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Formalización 
de la propie-
dad

Entre las vigencias 2020 y 2021 (con 
corte del 31 de marzo), la ant ha forma-
lizado predios (2.349 has) de 113 fami-
lias pnis en siete departamentos.
Con el Convenio n.° 066 de 2021 (por 
valor de $25.519 millones), se busca la 
regularización de la propiedad rural a 
familias beneficiarias del pnis.
Para la vigencia 2021, la ant adelanta-
rá 2.250 procesos de contratos de uso 
a familias pnis, para generar acceso a 
tierras.
El Programa protierra atiende a 44 fa-
milias beneficiarias pnis en Tibú (Norte 
de Santander), con una inversión es-
timada de usd $4.300.000 provenien-
tes de la Fundación Howard G. Buffett 
(hgbf). 

La no adopción del Plan de 
Formalización Masiva de la 
Propiedad Rural ‒pfmpr‒ (a 
corte de marzo de 2021 el pfm-
pr no había sido implementa-
do), retrasa el acceso a tierras 
y formalización de la propiedad 
de los beneficiarios del pnis. 
Bajo nivel de avance en la for-
malización de tierras para las 
familias pnis, lo cual incide en 
el rezago del componente de 
proyectos productivos del pro-
grama.

Atención 
inmediata y 
desarrollo 
de proyectos 
productivos*

Según el men, en 2020, 37.809 de 
147.504 niños y niñas han sido atendi-
dos (con seis o más atenciones priori-
zadas) en municipios pnis con avance 
acumulado del 26% en dicha vigencia.

En 2021 se mantiene el rezago 
del pnis, principalmente asocia-
do al componente de Proyectos 
Productivo. Solo 1% de las 
82.242 familias inscritas culmi-
nó proceso de sustitución. 
Baja dinámica y desfinanciación 
del Programa pnis aumenta ries-
go de sostenibilidad financiera 
del programa.
Baja dinámica de los sectores sa-
lud y trabajo en territorios pnis. 
Con corte a marzo 31 de 2021, 
aún no se ha modificado el in-
dicador Política Integral para el 
adulto mayor en municipios

Sostenibilidad 
y recuperación 
ambiental

Los indicadores del pmi asociados 
a esta estrategia no cuentan a la 
fecha con ficha técnica aprobada.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci
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Balance Programa Nacional Integral
de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito –pnis–

Para la presente vigencia, se registra la persistencia del rezago en la 
ruta de atención de los beneficiarios del Programa pnis en todos sus 
componentes, especialmente en la fase de proyectos productivos de 
ciclo corto y de ciclo largo con menos del 1% de familias (726) con su 
proceso de sustitución culminado. A corte de 31 de marzo de 2021, 
aún no se evidencian los recursos que garanticen el cumplimiento de 
los compromisos de las 82.242 familias inscritas al programa, estrate-
gia que debió finalizar su atención en 2020, según lo planteado en el 
pmi. Las principales alertas son:

•	 Con respecto al componente “Asistencia Alimentaria –aai–”, el 
9% de las familias (7.263) aún no ha recibido pago.

•	 En cuanto al componente “Autosostenimiento y Seguridad Ali-
mentaria –aysa–”, se registra un avance del 80%, sin embargo, 
faltan por atender 16.420 beneficiarios.

•	 Frente a la “Asitencia Técnica Integral –ati–”, restan 12.115 fami-
lias por recibir este acompañamiento, lo que equivale a un 15% 
de los beneficiarios.

•	 En cuanto el componente de proyectos de ciclo corto, quedan 
por atender el 92% de las familias (75.485)  y el 99% en ciclo 
largo (81.516).

El retraso en la ejecución del pnis se asocia a las demoras en la presu-
puestación del Programa y la falta de oportunidad en la asignación de 
los recursos para la atención de las familias inscritas, lo que incremen-
ta el riesgo fiscal en la sostenibilidad financiera de la intervención, así 
como el incumplimiento de los compromisos con los beneficiarios.

Los recursos faltantes para culminar los componentes directos del 
programa oscilan alrededor de los $1,73 billones de pesos, sin contar 
los recursos que deben aportar los sectores salud, educación y trabajo, 
asociados a oferta social dirigida a las familias de los territorios pnis.
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Tabla 59
Balance implementación del programa pnis

componentes pnis
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Componente asistencia alimentaria 
inmediata aai-1.er año 12

64.633 
(78%)

10.346
(12,5%)

7.263
(8,8%)

$775.596 $ 55.423 $155.991

Incentivo de auto sostenimiento
y seguridad alimentaria - 1.er año 1,8

65.822 
(80%) n. a. 16.420 

(20%)
$107.455 n. a. $29.556

Ciclo Proyecto Productivo
de ciclo corto - 1.er año 9

5.717 
(7%)

1,040
(1%)

75.485 
(92%)

$51.449 $4.520 $693.569

Ciclo proyectos productivos
de largo plazo - dos años 10

726
(1%) 1.825 81.516 

(99%)
$7.187 $0 $815.160

Asistencia Técnica Integral 3,2
9.166 

(11%)
60.571
(74%)

12.505
(15%)

$15.392 $57.536 $40.016

Fuente: base de dsci art - pnis elaboración cdp-cgr.

aai-1.er
1.er
1.er
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B. Pilar “Prevención del consumo”

En cuanto al pilar 4.2 “Prevención del consumo y salud pública”, la eje-
cución de recursos disminuye en un 90% entre 2017 y 2020, toda vez 
que en 2020 no se registraron aportes de la cooperación internacional 
a la prevención del consumo. Con respecto a la programación 2021, se 
reportan $1.490 millones. Esta baja dinámica presupuestal explica los 
bajos avances de las estrategias y productos vinculados a este pilar.

Entre 2017-2021, este pilar se ha financiado en un 53% a través 
del pgn, y 47% por cuenta de la cooperación internacional, fuente que 
contribuyó al pilar durante las vigencias 2017 a 2019.

Gráfico 65
Ejecución presupuestal pilar 4.2

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art. 

Con recursos del pgn en 2020, se ejecutó un total de $715 millones 
de pesos, de los cuales $707 millones se comprometieron con cargo al 
proyecto de inversión “Implementación de acciones de promoción de 
la salud y prevención de la enfermedad”, y $6,9 millones corresponden 
a gastos de funcionamiento del Ministerio de Justicia, con cargo al ru-
bro “Fondo lucha contra las drogas”.



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

250

Gráfico 66
Ejecución Presupuesto General de la Nación - pilar 4.2

Fuente: rendición sireci y spi del suifp.

Gráfico 67
Avances implementación del pilar 4.2

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

Con relación a los avances y obstáculos de la implementación de los 
indicadores del pmi, asociados al propósito de la reducción del consu-
mo de drogas, es preciso señalar que, a la fecha, aún no se encuentran 
formulados ni adoptados el Programa Nacional Intervención Integral 
frente al Consumo de Drogas Ilícitas, ni el Sistema Nacional de Atención 
al Consumidor de Drogas Ilícitas, manteniéndose el rezago en el cum-
plimiento de dichas estrategias que, de acuerdo al pmi, tienen fecha de 
finalización en la vigencia del 2021.
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Por su parte, se registran avances respecto al acompañamiento téc-
nico del Ministerio de Salud y la Protección Social a las entidades te-
rritoriales en el desarrollo de los planes de acción participativos para 
la promoción de la salud, prevención, y atención del consumo de sus-
tancias psicoactivas con enfoque territorial y poblacional. Con respec-
to a las atenciones a personas que reciben tratamiento por consumo 
de sustancias ilícitas, el Ministerio reportó 59.976 a 2020, y 63.801 
atenciones a corte a marzo de 2021. A continuación, se presentan los 
principales avances y obstáculos en la implementación de los indica-
dores del pmi, asociados a las estrategias del pilar 4.2. “Prevención al 
consumo y salud pública”.

Tabla 60
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias - pilar 4.2

estrategia avances obstáculos

Sistema 
Nacional de 
Atención al 
Consumidor de 
Drogas Ilícitas

No se registran avances.

A corte de marzo 31 de 2021, aún no 
ha sido aprobado el cambio del indi-
cador “Sistema Nacional de Atención 
al Consumidor de Drogas Ilícitas for-
mulado y aprobado” por la propuesta 
del msps D.291 Lineamiento de crea-
ción de la Ruta de Atención Integral a 
personas con riesgos en salud mental, 
epilepsia y consumo de spa, persis-
tiendo rezago de la estrategia, lo que a 
su vez genera un impacto en la medi-
ción de indicador, así como en el cum-
plimiento de los productos asociados.
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Intervención 
Integral frente 
al Consumo de 
Drogas Ilícitas

MinSalud realizó la consulta 
pública del proyecto de decre-
to “por el cual se crea y regla-
menta el Programa Nacional de 
Intervención Integral frente al 
Consumo de sustancias psicoac-
tivas (lícitas e ilícitas) como una 
instancia de alto nivel”.
El Ministerio reportó 63.801 
atenciones a consumidores spa a 
corte de marzo de: 20.531 muje-
res, 43.255 hombres y 15 perso-
nas con género no reportados.
Se realizaron 74 asistencias téc-
nicas territoriales con la parti-
cipación aproximada de 5.000 
personas.
Se desarrollaron nueve Espacios 
de Diálogos Nación-Territorio, en 
donde se abordaron temas rele-
vantes para la implementación de 
las Políticas con la asistencia de 
153 referentes territoriales.

En la presente vigencia, se reporta 
que el proyecto de decreto “Programa 
Nacional de Intervención Integral 
frente al Consumo de sustancias 
psicoactivas (licitas e ilícitas”, se en-
cuentra en la Oficina de Jurídica del 
Ministerio de Salud, por lo que el 
cumplimiento del indicador sigue re-
zagado, toda vez que debía entrar en 
funcionamiento en la vigencia 2019.

C. Solución al fenómeno de producción
y comercialización de narcóticos

Este pilar registra un aumento del 77% en su ejecución, pasando de 
$1.088 millones en la vigencia 2017 y $1.930 en 2020. A 31 de marzo 
de 2021, la programación de recursos se reduce en 68% frente a 2020. 
El 85% de la ejecución ha sido aportado por el pgn, y el 15% a través 
de la cooperación internacional a través de proyectos que coadyuvaron 
a los propósitos del pilar durante el periodo 2017-2019.
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Gráfico 68
Ejecución presupuestal pilar 4.3

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art. 

En cuanto a los recursos del pgn, la entidad que contribuyó a este pi-
lar en 2020 fue el Ministerio de Justicia y del Derecho, con un presu-
puesto ejecutado de $1.929 millones de pesos en 2020, de los cuales 
$83,4 millones correspondieron al proyecto “Fortalecimiento de la te-
rritorialización de la política criminal contra el crimen organizado y 
efectividad de la justicia nacional”, y $1.846 millones corresponden a 
gastos de funcionamiento con cargo a: i) Fondo para la Rehabilitación, 
Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado ($1.718 millo-
nes); y ii) Fondos especiales recurso 16 - Fondos Ministerio de Justicia, 
Autorización para el Manejo de Sustancias Químicas Controladas y 
Fondo Lucha Contra las Drogas ($127,8 millones). La dinámica de la 
inversión hacia este pilar es muy baja, si se tiene en cuenta la ausencia 
de la formulación y adopción de Plan Nacional de Política Criminal.
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Gráfico 69
Ejecución Presupuesto General de la Nación - pilar 4.3

Fuente: rendición sireci y spi del suifp. Panel B Análisis Calidad del Gasto Metodología cdp.

Gráfico 70
Avances implementación del pilar 4.3

Fuente: rendición sireci y formularios 2021 cdp.

Frente al cumplimiento de los indicadores del pmi asociados a la 
“Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóti-
cos”, la mayoría de estos presentan rezagos. A la fecha, aún no se en-
cuentra formulado el Plan Nacional de Política Criminal ‒pnpc‒, que 
de acuerdo con el pmi debe estar implementado en la presente vigen-
cia. Así mismo, en 2020 no se evidencian avances de la “Estrategia de 
control de insumos”, en cuanto a suscripción de acuerdos de coopera-
ción voluntaria con usuarios de sustancias químicas controladas, ni en 
relación a la implementación de la “Estrategia específica integral de 
lucha contra la corrupción asociada al narcotráfico”.
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Con relación a los avances, cabe resaltar las acciones desarrolladas 
por parte del Ministerio de Justicia y la Fiscalía, vinculadas a las Estra-
tegias de Judicialización Efectiva, Estrategia contra los activos involu-
crados en el narcotráfico y el lavado de activos y control de insumos. 
De igual forma, los indicadores del pmi asociados la Estrategia espacios 
de diálogo, se cumplieron entre las vigencias 2017 y 2020.

En la siguiente tabla se presentan los principales avances y obstáculos 
en la implementación de los indicadores del pmi, asociados al pilar 4.3. 
“Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos”.

Tabla 61
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias - pilar 4.3

estrategia avances obstáculos
Judicialización 
efectiva

Para el fortalecimiento territorial y arti-
culación de instancias y mecanismos de 
investigación y judicialización en 2020, 
se realizaron ocho talleres territorializa-
dos con autoridades locales y judiciales 
en 20 municipios de cinco Zonas Futuro 
(Pacífico Nariñense, Chiribiquete, Bajo 
Cauca, Arauca y Catatumbo).
La Fiscalía General de la Nación, en 2020 
adelantó 28 investigaciones que culmi-
naron en judicializaciones efectivas y 
desarticulación del mismo número de 
organizaciones criminales al servicio del 
narcotráfico, 182 personas capturadas, y 
en el 2021 durante el primer trimestre, 
se efectuaron 15 investigaciones que con 
173 personas capturadas.

A la fecha aún no está aproba-
do, ni implementado en pnpc, 
presentando un rezago en el 
indicador, el cual tiene año de 
fin el 2021.
Con corte de marzo 31 de 
2021, aún no se registra el 
cambio del indicador D.300 
(Porcentaje  de  investigacio-
nes estructurales de la crimi-
nalidad con culminación en 
judicialización efectiva), pro-
puesto por la Fiscalía, gene-
rando rezago en el reporte del 
indicador.



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

256

Estrategia con-
tra los activos 
involucrados en 
el narcotráfico 
y el lavado de 
activos

MinJusticia informó que ha venido for-
taleciendo la Comisión de Coordinación 
Interinstitucional para el Control del 
Lavado de Activos (cicla), entidad en-
cargada del diseño de la política pública 
en materia de lucha contra este flagelo.
Se desarrollaron lineamientos enfocados 
hacia el fortalecimiento de los supervi-
sores, como mecanismo para la lucha 
contra el lavado de activos y la financia-
ción del terrorismo en el componente de 
prevención.
El Ministerio de Justicia suscribió el 
convenio de asociación Universidad del 
Rosario 427 de 2020, el cual tiene por 
objeto “desarrollar la estrategia integral 
contra las finanzas y rentas criminales 
y el narcotráfico con asocio al lavado de 
activos y sus delitos fuente”, donde en 
uno de los componentes a desarrollar se 
proyecta hacer la caracterización y análi-
sis de la cadena de valor del narcotráfico 
en sus diferentes fases.

Con corte a marzo de 2021, no 
se registra avance en el indica-
dor Porcentaje de instancias 
de investigación, supervisión 
o control financiero creadas, 
rediseñadas o fortalecidas, ni 
se reportó la aprobación del 
cambio del indicador, gene-
rando rezago en el reporte y 
dificultades en el seguimiento 
y medición de los productos 
vinculados en esta estrategia.

Control de
insumos

De acuerdo con el Ministerio de Justicia a 
marzo 31 de 2021, se ha venido avanzan-
do en el proceso de socialización y con-
certación de acuerdos de cooperación 
voluntaria con las empresas Chemiworld 
sas, en la ciudad de Cartagena; Brinsa 
de Colombia S.A., en el municipio de 
Zipaquirá; Quimpac de Colombia S.A., 
en la ciudad de Palmira y en el munici-
pio de Madrid y la Sociedad Portuaria de 
Barranquilla, sin embargo, no se suscri-
bieron acuerdos.
Se realizó un informe en el que se con-
solida la dinámica del uso lícito de las 
sustancias químicas controladas ácido 
clorhídrico, ácido sulfúrico, permanga-
nato de potasio, anhídrido acético y clo-
ruro de calcio, en los departamentos de 
Cauca, Valle del Cauca y Nariño, desde la 
perspectiva de la comercialización y el 
uso dado a las mismas. Adicionalmente, 
el informe resume los hallazgos princi-
pales de los reportes de fiscalización.

Con respecto a los acuerdos 
de cooperación voluntaria con 
usuarios de sustancias quími-
cas controladas, según repor-
tó el Ministerio de Justicia y 
del Derecho, ni en la vigencia 
2020 y 2021 se han suscrito 
acuerdos.
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Estrategia es-
pecífica integral 
de lucha contra 
la corrupción 
asociada al 
narcotráfico

Entre 2020 y 2021, la Secretaría de 
Transparencia de la Presidencia de la 
República, desarrolló las siguientes ac-
ciones vinculada a la estrategia integral 
de lucha contra la corrupción asociada al 
narcotráfico:
1. En coordinación con el dnp se reali-
zaron mesas técnicas en las que parti-
ciparon las autoridades con competen-
cias asociadas al control de las drogas 
ilícitas como el Ministerio de Justicia y 
del Derecho, el Ministerio de Defensa, la 
Consejería de Estabilización y la Agencia 
de Renovación del Territorio.
2. Se formuló en la vigencia 2020 una 
hoja de ruta alternativa y complementa-
ria a las iniciativas existentes, para dar 
cumplimiento a lo estipulado en el indi-
cador pmi del AF.

Según lo reportó la Secretaría 
de Transparencia de la 
Presidencia de la República, 
con corte de marzo 31 de 2021 
aún no ha sido modificada la 
temporalidad de la ficha técni-
ca D.309, asociada al indicador 
del pmi “Estrategia integral de 
lucha contra la corrupción 
asociada al narcotráfico”.
Por lo anterior no hay avances 
asociados a la implementación 
de esta importante estrategia.

Espacios de 
diálogo

Estrategia cumplida entre 2017 y 2020, 
a través de los siguientes indicadores del 
pmi: 
1. Conferencia internacional de la onu, 
realizada.
2. Espacios de diálogo e intercambio de 
experiencias regionales sobre nuevos 
enfoques, creados.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci.

D. “Víctimas”

El punto 5 del AF reconoce a la población víctima del conflicto armado 
como uno de los pilares a resarcir, a través de la satisfacción de los dere-
chos a la verdad y justicia, las medidas de reparación Integral y los com-
promisos y garantías en materia de Derechos Humanos –ddhh–, razón 
por cual se dispuso la creación del Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición –sivjrnr–, integrado por la Comisión 
para el Esclarecimiento de la Verdad –cev–, la Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas –ubpd–, y la Jurisdicción Especial 
para la Paz –jep–, además de las medidas de reparación.
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Gráfico 71
Balance de la implementación del punto 5

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif, chip, gesproy, ciclope, art, formula-
rios 2021 cdp.

En materia de ejecución de recursos para la implementación del punto 
5, se registra una ejecución de $1,8 billones de pesos durante el pe-
riodo 2017-2020, registrando en 2020 una ejecución de $653.932 mi-
llones. La mayor ejecución corresponde al funcionamiento del sijvrnr 
con recursos del pgn. Para 2021, se cuenta con una programación de 
recursos de $667.024 millones.

Si se compara la vigencia 2019 con 2020, se evidencia un incremen-
to en la ejecución presupuestal del 4%, siendo el pilar de derechos hu-
manos que participó en 2020 con un 4% del total de los recursos eje-
cutados, el de mayor incremento para dicha vigencia. Frente a 2021 se 
evidencia un incremento en la asignación de recursos del 2%.

Por pilar, se destaca que durante el periodo 2017-2020, el 69% de 
la ejecución de los recursos ($1,3 billones) se orientó al pilar 5.1 “Jus-
ticia y verdad”, el 17% ($310.492 millones), al pilar 5.4. “Reparación 
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integral para la construcción de paz”, y el 13% ($245.704 millones) al 
pilar 5.6. “Derechos humanos”. Para 2021, los recursos programados 
se orientan un 79,2% al pilar 5.1. “Justicia y verdad”; 20,7% al 5.4. “Re-
paración integral para la construcción de paz” y 0,1% al pilar 5.6. “De-
rechos humanos”.

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

Frente a las fuentes de financiación de la ejecución presupuestal, con 
corte a marzo 2021, se encuentra que el 78% de los recursos asociados 
a la implementación se derivaron de pgn, 21% de cooperación interna-
cional y el 0,1% restante se financia con los recursos de las entidades 
territoriales.

En la implementación y estrategias del pilar se destaca:
Respecto al ciclo de formulación, con corte diciembre de 2020 se re-

gistra la creación y puesta en marcha de la cev, jep y ubpd asociadas al 
pilar 5.1 “Justicia y verdad”, entidades que se encuentran actualmente 
en funcionamiento. En cuanto al pilar 5.4 “Reparación integral para la 
construcción de paz”, el avance a la fecha se sustenta el borrador del 
decreto del Plan Nacional de Rehabilitación Psicosocial y en algunos 
avances de los Planes Nacionales de Reparación Colectiva. Frente al 
pilar “Derechos humanos” a pesar de los avances en cuanto la formu-
lación del Plan Nacional de Derechos Humanos ‒pnaddhh‒ y el Plan 
Nacional de Educación en Derechos Humanos Fortalecidos ‒planed‒, 
estos aún no han sido finalizados ni adoptados.

En relación a indicadores de proceso los avances en 2020, se aso-
cian al pilar 5.4 “Reparación integral”, estrategia de acompañamiento 
psicosocial a víctimas a través de la operación de 32 centros regionales 
de atención a víctimas con acompañamiento psicosocial. Así mismo, se 
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avanzó en la elaboración del “Mapa de victimización individual y colec-
tivo, en coordinación con la Comisión para el Esclarecimiento de la Ver-
dad y la Unidad de Búsqueda de Personas Desaparecidas y la Jurisdic-
ción Especial para la Paz”, con la implementación de los módulos 2 y 3.

Por último, en términos de productos con corte a diciembre de 
2020, se presentan bajos avances asociados al pilar 5.4 “Reparación 
integral” que se atribuyen principalmente a las dificultades de movi-
lización a territorio en el marco de la emergencia sanitaria Covid-19. 
Sobre la meta trazadora de “Sujetos de reparación colectiva con Plan 
de Reparación Colectiva ‒pirc‒ implementado”, se presenta avance del 
39% referido a la planeación y preparación documental de planes en 
implementación, sin embargo, no hay reporte de planes implementa-
dos en el periodo.

Frente al avance del 33% del indicador “Comunidades acompaña-
das en su proceso de retorno o reubicación”, este se refiere a 14 planes 
de retorno y reubicación formulados, de los cuales diez se encuentran 
en actualización, y su cierre está previsto para diciembre de 2021. So-
bre el indicador “Víctimas atendidas a través de estrategias móviles 
de rehabilitación psicosocial en los lugares más apartados”, se avanzó 
en una versión más actualizada de la Estrategia de atención rural del 
papsivi, la cual no ha sido implementada. Por otra parte, no se reportan 
avances asociados a la meta trazadora “Avance significativo en la repa-
ración integral de las víctimas”, dado que los componentes no han sido 
determinados, ni se cuenta con hoja de vida del indicador.

E. “Justicia y verdad”

En relación con la ejecución de los recursos orientados al pilar 5.1 
“Justicia y verdad”, con corte a 2020 se registró una ejecución de $1,3 
billones de pesos desde la firma del AF. Para el 2021, se apropiaron re-
cursos por valor de $562.626 millones, proyectándose un incremento 
del 10% frente a la ejecución 2021.
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Gráfico 72
Ejecución presupuestal pilar 5.1

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif, chip, gesproy, ciclope, art.

El pilar se financió en un 92% con recursos del pgn ($1,7 billones), y 
un 8% a través de cooperación internacional ($146.876 millones), in-
cluyendo la programación 2021.

Con respecto a los recursos del pgn, en 2020 se ejecutaron un total de 
$487.156 millones a través de las entidades del sivjrnr, de los cuales: i) 
$317.627 millones corresponden a los gastos de funcionamiento de es-
tas entidades178, y ii) $ 169.528 millones corresponden a gastos de inver-
sión. La mayor ejecución estuvo a cargo de la jep con $302.830 millones.

Gráfico 73
Ejecución Presupuesto General de la Nación - pilar 5.1

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

178	 De los cuales $202.938 millones corresponden a la jep, $56.704 millones a la cev y 
$57.984 millones a la ubdp.
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Analizada la ejecución de los proyectos de inversión de la vigencia 
2020 de las entidades del nivel nacional (ocho proyectos) que aportan 
a este pilar, se concluye que:

i)	 El 63% ($108.321 millones) de los compromisos aportaron a 
productos finales e intermedios del pmi, contribuyendo al cum-
plimiento de la misionalidad del sivjrnr, descartándose los pro-
yectos “Implementación del sistema integral de verdad justicia 
reparación y garantías de no repetición en el componente de 
justicia transicional y restaurativa con enfoques de género y di-
ferenciales nacional” ($55.846 millones), e “Implementación de 
procesos humanitarios y extrajudiciales de búsqueda de perso-
nas dadas por desaparecidas en razón y en contexto del conflic-
to armado colombiano nacional” ($27.628 millones) de la jep, y 
el proyecto “Desarrollo de las acciones de esclarecimiento de lo 
ocurrido en el marco del conflicto armado interno a nivel nacio-
nal” ($14.748 millones) de la cev179.

ii)	 El 37% restante aportó al proceso del sistema, destacándose el 
proyecto “Implementación de medidas de protección a la vida, 
integridad y seguridad personal de los sujetos de protección de 
la jep. Nacional” ($25.373 millones), “Desarrollo e implementa-
ción de herramientas de tecnología e información en la jurisdic-
ción especial para la paz. Nacional” ($11.307 millones) de la jep, 
y el proyecto “Fortalecimiento de la unidad de búsqueda de per-
sonas dadas por desaparecidas. Nacional” ($10.941 millones), 
entre otros.

Para 2021, se cuenta con una asignación para gastos de funcionamien-
to de $361.406 millones, de los cuales el 59% se encuentran asigna-
dos a la jep, 21% a la cev y 20% para la ubpd. Para gastos de inver-
sión se asignaron $321.626 millones, dentro de los cuales se destaca 

179	 También contribuyeron a la misionalidad del sivjrnr, los proyectos de inversión de la 
Comisión de Esclarecimiento de la Verdad “Fortalecimiento del Reconocimiento Social 
del Conflicto y las condiciones de convivencia pacífica en los territorios a nivel nacional” 
y el proyecto de inversión “Ampliación del conocimiento de la sociedad sobre lo ocurrido 
en el conflicto armado interno y el entorno institucional derivado de los acuerdos de paz 
a nivel nacional”.
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la asignación de los proyectos de “Implementación del sistema inte-
gral de verdad justicia reparación y garantías de no repetición en el 
componente de justicia transicional y restaurativa con enfoques de 
género y diferenciales. Nacional” ($57.602 millones) seguido por el de 
“Implementación de medidas de protección a la vida, integridad y se-
guridad personal de los sujetos de protección de la jep. Nacional” ($ 
39.500 millones).

La siguiente tabla resume los avances y obstáculos en términos de 
los avances de las estrategias de justicia y verdad:

Tabla 62
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias

estrategia avances obstáculos
Justicia La jep avanza con siete macro casos 

abiertos y recepción de informes.
Imposición de medidas cautelares 
para la protección a cementerios; 
excombatientes, miembros de la 
fuerza pública y defensores de 
ddhh.
Trabajo articulado con la ubpd, que 
ha permitido ubicación, protección 
y el inicio de acciones de recupera-
ción de cuerpos de pni y pinr.
Puesta en marcha del Comité de 
Coordinación Interinstitucional del 
sivjrnr.

De acuerdo con el reporte de la 
entidad, se presenta deterioro de 
la seguridad en los territorios. 
La entidad plantea que, como 
consecuencia de los ataques a la 
misionalidad de la jep, se ha per-
cibido una pérdida de confianza 
en la entidad por parte de la ciu-
dadanía. 
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Esclarecimiento 
de la verdad

cev: Conformación del equipo de-
nominado Grupo de Informe Final 
(gif). 
Definición del contenido y crono-
grama para la elaboración y entre-
ga del Informe. 
Entrega de dos informes parciales 
para revisión de la comisión en ple-
no en los meses febrero y noviem-
bre de 2020.
Identificación del Banco de la 
República, como entidad deposi-
taria para el uso y preservación de 
los archivos de la cev. 
ubpd: Proceso de relacionamiento 
con los otros integrantes del sivjr-
nr, ha permitido el desarrollo de 
acciones pedagógicas, entrevistas, 
espacios de diálogos, participación 
de las víctimas.
Atendiendo las medidas de restric-
ción a la movilidad que generó la 
emergencia sanitaria, se adaptaron 
los procesos misionales con énfasis 
en la fase de investigación, algunas 
de las acciones en terreno tuvieron 
que ser suspendidas.

cev: Dificultades para la entre-
ga de información reservada por 
parte de entidades del Estado, lo 
que puede afectar la elaboración 
del informe final.
La entidad reporta falta de garan-
tías de seguridad, para las vícti-
mas, comparecientes y testigos 
que afecta el proceso de aporte a 
la verdad.
Restricciones a la movilidad 
impuestas por la pandemia 
Covid-19, afectaron el proceso de 
recolección de información pri-
maria (toma de testimonios).
ubpd: No se cuenta con universo 
de personas dadas por desapa-
recidas, ni el Registro Nacional 
de Fosas, cementerios ilegales y 
sepulturas –rnf– lo que afecta el 
desarrollo de los prb.
No se conoce información sobre 
avances en la búsqueda de com-
batientes desaparecidos o casos 
individuales, ni sobre el estado 
actual de esta búsqueda en el 
marco de los planes regionales 
adoptados.
La ubpd presenta una disminu-
ción respecto al presupuesto so-
licitado para el desarrollo de los 
prb.
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‒ Avances institucionalidad del Sistema Justicia Verdad y Reparación

jurisdicción especial 
para la paz

comisión esclarecimiento 
de la verdad

unidad de búsqueda
personas desaparecidas

1. Productos misionales
12.678, personas sometidas 
a la jep1.
221 sujetos colectivos inte-
grados por 304 mil personas 
y 3.500 víctimas individua-
les, acreditados como vícti-
mas.
35.703 decisiones judiciales 
(108 audiencias y 479 ver-
siones voluntarias).
1.485 solicitudes de amnis-
tías.
Un acto de aporte temprano 
a la verdad.
316 informes sobre hechos 
relacionados con el conflicto.
2.527 víctimas individuales 
y 196 sujetos colectivos ase-
sorados a través del Sistema 
Autónomo de Asesoría y 
Defensa la jep (saad).
2.867 víctimas individuales 
y 282 sujetos colectivos con 
representación judicial.
802 comparecientes con 
abogados para defensa téc-
nica judicial y 969 con acom-
pañamiento psicosocial.
Plan de Verificación y 
Certificación de (toar), ré-
gimen de condicionalidad y 
sanciones propias2.
Medidas cautelares en diez 
investigaciones en curso 
para la protección de zonas 
de búsqueda y protección de 
los derechos de miembros 
de la Fuerza Pública y de las 
antiguas farc-ep, así como 
los defensores de los ddhh, 
durante el 2020 y primer tri-
mestre de 2021.

6.607 testimonios recibidos 
con la participación de 12.966 
personas, 430 corresponden 
a comunidades étnicos. 
Seis espacios públicos de re-
conocimiento de responsabi-
lidades en 2020 y un espacio 
público en el primer trimes-
tre de 2021. 
Generación de alianzas estra-
tégicas para la recolección de 
informes y casos3.
22 alianzas con enfoque de 
género, con recepción de 22 
informes de mujer y pobla-
ción lgtbi y 21 con organiza-
ciones de sociedad civil para 
nueve macro territorios, para 
la entrega de informes de es-
clarecimiento (seis iniciativas 
se desarrollan en comunida-
des étnicas, cinco en comu-
nidades campesinos; tres con 
enfoque de género, niños, ni-
ñas, adolescentes y jóvenes; y 
siete transversales en temas 
de esclarecimiento).
28 espacios de escucha para 
el esclarecimiento de la ver-
dad y diez espacios de escu-
cha virtuales4. 
Ocho sesiones con expertos 
para la revisión de la meto-
dología para la verificación 
y consolidación de la infor-
mación recaudada para la 
redacción del informe final. 
Avances para la elaboración 
y entrega del Informe final 
Estructuración de documen-
tos, matriz de elaboración, 
contenido y cronograma5. 
11.207 entrevistas que están 
en la fase de verificación.

Ocho Planes Regionales de 
Búsqueda (prb) en 20206.  
A marzo de 2021 la Unidad 
reporta que no se han for-
mulado Planes Regionales de 
Búsqueda. 
90 hipótesis de localización 
de personas desaparecidas 
y hallazgo de tres personas 
con vida, una en Arauca y dos 
en Medellín. 
Diez entregas dignas coordi-
nadas por la ubpd en 2020 y 
nueve para marzo de  2021. 
Una entrega digna en Bogotá7 
en el rol de contribución.
223 muestras tomadas en 
2020: y en el primer trimes-
tre del 2021, 320.
102 cuerpos recuperados en 
2020 y 32 en el primer tri-
mestre de 2021.
Avance en la construcción 
del universo de personas 
dadas por desaparecidas8. 
Sin embargo, a la fecha no se 
cuenta con dicho instrumen-
to.
10.372 registros de  solicitu-
des de búsqueda de perso-
nas dadas por desaparecidas 
a corte 31 de marzo de 2021.
37 procedimientos de pros-
pección (en terreno) y 34 ac-
ciones humanitarias de recu-
peración (sobre los cuerpos) 
realizadas. 
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28 procesos de reconoci-
miento, que tienen como 
responsables a miembros ex 
farc, auc y fuerza pública.
38 acciones de carácter públi-
co: i) cinco de reconocimien-
to, encuentros por la verdad; 
ii) dos de No repetición; iii) 
cinco convivencia, “Historias 
para cambiar la historia y; 
iv) 21 espacios de escucha en 
2020 y 5 en 2021.

Documento de Lineamientos 
de participación de los fami-
liares de personas dadas por 
desaparecidas en el marco 
del conflicto armado interno 
durante el proceso de entre-
ga e inhumación digna de 
cuerpos con carácter huma-
nitario y extrajudicial. 
Conformación de Mesa 
Tripartita de trabajo con MS 
y uariv para hacer segui-
miento a la orientación a víc-
timas y atención psicosocial9.

1	 El 77% corresponde a miembros de las farc-ep, 21,9% fuerza pública, 0,9% agentes 
diferentes a fuerza pública y 0,1% de protesta social.

2	 Durante la vigencia 2020, se adelantaron 20 acciones aplicando la metodología para la 
documentación, verificación y certificación.

3	 21 alianzas organizaciones de sociedad civil y una con la Universidad Javeriana - Institu-
to Estudios Interculturales.

4	 Espacios de escucha presenciales: ocho con la fuerza pública, cinco para transversaliza-
ción del enfoque de género, dos sobre niños en la guerra y personas con discapacidad y 
13 a nivel territorial. Espacios virtuales, dos sobre afectaciones a miembros de las fuer-
zas militares por artefactos explosivos no convencionales y secuestro; un espacio en el 
sector cafetero; cuatro espacios con partidos y movimientos políticos sobre afectaciones 
del conflicto armado al régimen democrático; un espacio en comunidades de fe en el 
Meta; y dos espacios en el sector universitario en Bogotá y el Caribe.

5	 El pleno de comisionados y comisionadas estableció que éste tendrá una declaración ini-
cial y los siguientes capítulos: 1. Hallazgos; 2. Narrativa histórica; 3. Voces; 4. Territorios; 
5. Pueblos étnicos; 6. Impactos, afrontamientos y resistencias; 7. Género; 8. Niños, niñas 
y jóvenes; 9. Recomendaciones para la no repetición y 10. Anexos.

6	 Los prb se han venido estructurando alrededor de casos en los que la ubpd cuenta con 
mayor documentación, información, soporte suficiente que sustente hipótesis sólidas. Blo-
que Magdalena Medio (Carrizal); Plan Regional Sevilla.; Plan de Búsqueda Viotá; Plan de 
búsqueda de víctimas de desaparición forzada de los Buitragueños en el suroccidente del 
Casanare (Chámeza); Plan regional personas secuestradas y desaparecidas del Huila; Plan 
regional de búsqueda Norte Valle del Cauca; Plan de Búsqueda Magdalena Medio Caldense 
(Samaná); Plan de intervención Predio El Pedregal, Corregimiento Pijiguay, Ovejas (Sucre).

7	 2020: siete en la ciudad de Villavicencio (Meta), tres en las ciudades de Granada (Meta) y 
San José del Guaviare (Guaviare). 2021: Apartadó (Antioquia), Prado, Melgar e Icononzo 
(Tolima), Cúcuta (Norte de Santander) y Bogotá D. C.

8	 A través de información del Centro Nacional de Memoria Histórica –cnmh–, del Insti-
tuto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses –inmlcf–, la Fiscalía General de la 
Nación, la jep, la cev, el Registro de Solicitudes de Búsqueda (número de solicitudes de 
búsqueda recibidas por la ubpd), entre otras fuentes que se consideren de relevancia 
para este objetivo.

9	 2020 se obtuvieron los siguientes resultados: Atención psicosocial: 20 remisiones envia-
das, atendidas 16, pendientes 4; Atención Integral en Salud: siete remisiones enviadas, 
tres atendidas, cuatro pendientes; Orientación en Reparación Integral: ocho remisiones 
enviadas, cero atendidas y ocho pendientes.
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jurisdicción especial 
para la paz

comisión esclarecimiento 
de la verdad

unidad de búsqueda
personas desaparecidas

2. Despliegue territorial
La jep ha implementado nue-
ve grupos territoriales1.
Se cuenta con oficinas en 
Corozal, Pasto, Cúcuta, Neiva, 
Bucaramanga, Quibdó, 
Villavicencio, Florencia, 
Medellín. En el 2021, la 
implementación del gru-
po territorial de Turbo 
(Antioquia). Mediante con-
venio con la Gobernación de 
Magdalena, se cuenta con 
presencia en la ciudad de 
Santa Marta.

28 Casas de la Verdad en el 
país.
Se inició con el proceso de 
desmonte de algunas casas 
(Apartadó y Mocoa), para la 
vigencia 2021, teniendo en 
cuenta la proximidad de la 
finalización de su mandato.

17 grupos internos de traba-
jo y seis equipos satélites.
En 2020 se consolido el des-
pliegue territorial, 16 de 17 
equipos territoriales conta-
ban con una sede física para 
uso exclusivo del mismo.
En el primer trimestre de 
2021 se implementó la sede 
faltante en Quibdó (Chocó). 
En el caso de las oficinas sa-
télites, al cierre de la vigen-
cia 2020, a través del conve-
nio con la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad 
–cev–, se dispusieron espa-
cios físicos.

1	 El Acuerdo de Órgano de Gobierno 003 de 2019, “Por el cual se crean los grupos territo-
riales de la Jurisdicción Especial para la Paz” dispone la creación de diez grupos territo-
riales, disponible en [https://www.jep.gov.co/organosgobierno/Acuerdo%20AOG%20
No%20003%20de%202019.pdf].

3. Estrategias de difusión
178 boletines de prensa pu-
blicados en 2020 y 35 en 
2021.
Cuatro talleres con perio-
distas en los territorios: de-
nominados “Conversemos 
sobre la jep” en 2020.
Difusión de  cursos “abc de 
la jep” y “Orientaciones para 
la presentación de informes”. 
Se alcanzó 198.990 impre-
siones.
Cuatro diálogos de relaciona-
miento “Conversemos sobre 
justicia transicional” activo 
con los medios de comuni-
cación, con corte al primer 
trimestre de 2021. 

Tres “cafés de la verdad”. 
6.725 publicaciones, inclu-
yendo radio y TV. 
Seis ruedas de prensa para 
los cuatro reconocimien-
tos realizados y dos diálo-
gos para la no repetición 
con la participación de diez 
periodistas e igual núme-
ro de dossiers denomina-
dos “Verdades que necesita 
Colombia”.
113 grabaciones detrás de 
cámaras para documenta-
les. Realizadas en exteriores 
que incluyen testimonios, 
reuniones, proceso y entre-
vistas.

1.952 noticias relacionadas 
con la ubpd registradas en 
2020.
Durante el primer trimestre 
de 2021, se contó 143 regis-
tros con “publicaciones de 
fondo”, relacionadas con te-
mas misionales, avances, re-
sultados y pronunciamientos 
de este mecanismo.

https://www.jep.gov.co/organosgobierno/Acuerdo
202019.pdf


Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

268

340 diligencias judiciales, 
transmitidas.
1.177.985 visitas a la página 
web de la jep en 2020 y más 
de 60 mil en 2021.
193.822 seguidores en 
Twitter y 64.772 en Facebook 
en 2020. Para marzo de 
2021, había alcanzado 211 
mil seguidores en Twitter y 
69.795 en Facebook.

12 programas transmitidos 
por canal institucional y 
ocho canales regionales; 22 
programas transmitidos en 
rcn, cadena básica. 
“Spots radiales”: en alianza 
con el ictj para alcanzar 210 
emisoras1; con la Comisión 
Europea se realizaron cinco 
spots con 66 emisoras comu-
nitarias sobre rendición de 
cuentas.
Posicionamiento en redes 
a través de estrategia di-
gital Facebook, Twitter e 
Instagram.
37 podcast elaborados y 
216 eventos realizados en 
vivo por Facebook y 213 en 
YouTube.

Presencia en diversos me-
dios: digitales (68%), prensa 
escrita (15%), radio (10,5%) 
y televisión (3,8%).
21.342 seguidores en redes 
sociales
5.110.352 de alcance en re-
des. 
92728 entradas al sitio web 
de la ubpd.
257 solicitudes de búsqueda 
y entregas de información a 
través de redes sociales.

1	 Para la campaña “Hay futuro si hay verdad”; con la oficina de Naciones Unidas, UE y Red 
Prodepaz se adelantaron campañas en formato de spots radiales “La Comisión escucha” 
y “La Comisión escucha con todos los sentidos”.

jurisdicción especial 
para la paz

comisión esclarecimiento 
de la verdad

unidad de búsqueda
personas desaparecidas

4. Articulación con entidades públicas, privadas y ciudadanía
25 reuniones con Gobierno 
nacional y otras autoridades 
del nivel territorial (com-
ponente restaurativo de las 
sanciones propias).
Siete reuniones con la Misión 
de Verificación de Naciones 
Unidas y otras autoridades 
internacionales competen-
tes (labores de monitoreo y 
verificación de las sanciones 
propias).
Cinco memorandos de en-
tendimiento con diferentes 
organizaciones internacio-
nales de índole social o de 
derechos humanos, para 
promover y facilitar la par-
ticipación de víctimas del 
conflicto.

14 memorandos de entendi-
miento con diferentes orga-
nizaciones internacionales 
de índole social o de dere-
chos humanos, para promo-
ver y facilitar la participación 
de víctimas del conflicto1.
51 convenios de asociación 
y uno de cooperación con 
diferentes con asociaciones 
de víctimas, organizaciones 
sociales o de derechos huma-
nos, nacionales e internacio-
nales, para el cumplimiento 
del mandato de la CV.
Nueve convenios con organi-
zaciones indígenas.
Seis acuerdos de entendi-
miento con organizaciones 
de sociedad civil, para apor-
tar y facilitar la transversali-
zación del enfoque de género.

Durante el 2020, se llevó a 
cabo el relacionamiento con 
65 organizaciones, colecti-
vos, movimientos y platafor-
mas de víctimas y de la socie-
dad civil –ocmp–3.
Cuatro convenios para obte-
ner acceso a información de 
personas dadas por desa-
parecidas en 2020 y tres en 
2021. Con organizaciones 
de víctimas, organizaciones 
sociales o de derechos hu-
manos. 
15 convenios con organiza-
ciones nacionales especiali-
zadas para facilitar el cum-
plimiento de las funciones 
de la Entidad4, entre las que 
se cuentan dos entidades de 
orden nacional.
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23 convenios suscritos con 
diferentes organizaciones, 
colectivos entidades públi-
cas y privadas para el cum-
plimiento del mandato de la 
jep.

1.481 aliados2 de la cev. 
Convenios de cooperación e 
intercambio de información 
con ubpd ye el cnmh.
Más de 20 actas de recepción 
de información por parte de 
entidades e información de 
109 organizaciones.

Tres proyectos con organiza-
ciones internacionales para 
el fortalecimiento de las acti-
vidades de la entidad. 
Dos proyectos con organiza-
ciones internacionales y uno 
en curso con la embajada 
de Holanda. Los cuales son 
para fortalecer las metodo-
logías de investigación para 
la búsqueda extrajudicial y 
humanitaria con base en me-
canismos nacionales e inter-
nacionales de búsqueda.
Tres contratos con organi-
zaciones nacionales, gestio-
nadas.

1	 En 2021 se suscribió un memorando de entendimiento para el suministro de archivos 
relacionado con el ex dirigente Jorge Eliécer Gaitán.

2	 259 de la comunidad internacional; 307 institucionalidad pública e instancias naciona-
les y territorial; 19 sociedad política; 297 comunidad académica; 416 organizaciones 
y plataformas sociales; 20 sector empresarial; 163 medios de comunicación públicos 
privados y comunitarios.

3	 En el marco de cuatro escenarios a saber: 1) Reuniones, diálogos colectivos, encuentros; 
2) En el marco de Planes Regionales de Búsqueda; 3) En el marco de la incorporación 
de los enfoques diferenciales y de género; y 4) Implementación estrategia Red de Apoyo 
Fase ii. Durante el 2021, la ubpd se ha relacionado con nueve organizaciones durante los 
dos primeros meses del año.

4	 La ubpd, para finales del 2020 cuenta con convenios con entidades nacionales como: 
Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses; Registraduría Nacional del 
Estado Civil; Superintendencia de Notariado y Registro. Así mismo, en la vigencia 2021 
se inició el relacionamiento con entidades con las cuales aún no se ha suscrito convenio 
como son: Migración Colombia, inpec, Agencia Nacional de Tierras, Agencia para la Re-
incorporación Nacional.
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para la paz

comisión esclarecimiento 
de la verdad

unidad de búsqueda
personas desaparecidas

5. Confidencialidad de la información
Sistema de Gestión 
Documental y  Sistema de 
Gestión Judicial implemen-
tados,  denominados conti y 
legali .

Documento de política inter-
na de acceso a la información 
establecido. 
Auditoria y hacking ético de 
los sistemas que verifican y 
ofrecen recomendaciones 
para el mejoramiento de 
las prácticas, dispositivos y 
medidas adecuadas para la 
adecuada protección de la 
información2.

Sistema de Información dise-
ñado, con corte a febrero de 
2021.
Sistema de Información 
Misional en estructuración. 
Busca soportar los flujos 
de datos que requieren la 
realización del proceso de 
búsqueda humanitaria, así 
como el establecimiento del 
universo de personas dadas 
por desaparecidas. 
Política General de 
Seguridad, Protección y 
Confidencialidad de la 
Información establecida, que 
tiene por objeto definir el 
marco general de actuación 
institucional, los criterios, 
reglas, condiciones y pautas 
para la gestión. 
Comité de Seguridad de la 
Información conformado 
mediante Resolución 537 de 
2020.

1	 La plataforma registra: conti: más de dos millones de transacciones. legali: con más de  
dos mil expedientes digitales, disponibles para magistrados, funcionarios, abogados y 
partes interesadas, y alrededor de 835 mil documentos digitalizados.

2	 Se desarrolló una estrategia para traslado, transferencia, uso y preservación de archivos, 
una vez cumplido el mandato de la cev. Se elaboró el “documento técnico de conserva-
ción, acceso, preservación a largo plazo de los archivos a cargo de la Comisión para el 
esclarecimiento de la verdad, la convivencia y la no repetición”.
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unidad de búsqueda
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6. Rendición de cuentas
Política de transparencia 
y rendición de cuentas a la 
ciudadanía implementa-
da. Se realizó un diálogo de 
rendición de cuentas bajo la 
modalidad de “actividades 
con modalidad mixta conec-
tividad remota y presenciali-
dad restringida y controlada 
(Villavicencio, 11/12/2020).
Encuentro con medios de co-
municación en 2021.

Tres ejercicios de rendición 
de cuentas adelantados. En 
cumplimiento a lo estableci-
do en el Decreto-Ley 588 de 
2017 que impone a la cev la 
presentación semestral de 
rendición de cuentas.

Estrategia de rendición de 
cuentas “Buscamos contigo”, 
que permitiera informar y 
dialogar con la sociedad co-
lombiana sobre su mandato 
y gestión, las particularida-
des de la labor que cumple y 
las múltiples respuestas, re-
sultados y retos que existen 
en el proceso de búsqueda1. 
Se realizó a través de cua-
tro diálogos virtuales en los 
que se abordaron temáticas 
diferentes, que permitieran 
fortalecer el diálogo entre la 
ubpd y sus grupos de interés.

1	 Realizada a través de cuatro diálogos virtuales que abordaron las siguientes temáticas: 
la ubpd en el territorio, 24 de abril; Recolección y análisis de información para la bús-
queda, 8 de mayo; Participación en el proceso de búsqueda, 15 de mayo; y Trabajo cola-
borativo interinstitucional para la búsqueda, 22 de mayo de 2020.

F. Pilar “Reparación integral para la construcción de paz”

Con corte a 2020, el pilar de reparación integral registró una ejecución 
presupuestal de $310.492 millones de pesos, de los cuales $104.001 
millones se ejecutaron en 2020. En 2021, se evidencia un incremento 
del 41% frente a 2020, explicada principalmente por la mayor asigna-
ción de recursos de cooperación internacional y una mayor asignación 
de recursos del pgn realizada por la uariv.
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Gráfico 74
Ejecución presupuestal pilar 5.4

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Incluyendo la programación 2021, se encuentra que el pilar de repara-
ción integral se financia principalmente a través pgn ($304.207 millo-
nes) y de la cooperación internacional ($148.507 millones). Conforme 
a lo reportado por apc Colombia en 2020 iniciaron ejecución tres 
proyectos de cooperación por valor de usd $3,5 millones de dólares 
($11.993 millones de pesos)180.

Frente a los recursos del pgn, a 2020 se habían ejecutado un total 
de $200.730 millones de pesos, de los cuales $96.520 millones se eje-
cutaron en 2020. En 2021 se registra una programación de $103.477 
millones181. Las entidades que aportan a la ejecución en 2020 son la 
uariv ($68.068 millones), y MinSalud ($28.452 millones).

180	 De éstos i) usd $1.5 millones provienen del Fondo de las Naciones Unidas para la inter-
vención “Satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y 
no repetición, a través del fortalecimiento de las capacidades de la pgn para promover 
y garantizar la participación de las víctimas ante el sivjrnr”; ii) usd $1,5 millones que 
provienen de la Unión Europea para la intervención “Protección y asistencia humanitaria 
para las víctimas del conflicto colombiano y la violencia armada en Chocó, Antioquia y 
Córdoba”.

181	 $92.961 millones de pesos a cargo de la uariv y $13.000 millones a cargo del Ministerio 
de Salud y Protección. Los recursos de la uariv fueron alineados también al pilar 1.8 co-
rrespondiente a inversiones focalizadas en territorios pdet.
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Gráfico 75
Ejecución 2020 Presupuesto General de la Nación - pilar 5.4

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Analizada la ejecución de los proyectos de inversión de la vigencia 
2020 (cuatro proyectos) de las entidades del nivel nacional que apor-
tan a este pilar, se concluye que: 

i)	 El 57% de los compromisos ($43.930 millones) aportaron a 
productos intermedios del pmi, a través del proyecto de inver-
sión de la uariv “Implementación de las medidas de reparación 
individual y colectiva Nacional”, el cual entregó productos tales 
como indemnizaciones administrativas, víctimas atendidas con 
atención psicosocial, víctimas reconocidas, recordadas y digni-
ficadas por el Estado y líneas de crédito disponible.

ii)	 El 43% ($3.033 millones) restante aportó a través de produc-
tos de proceso a la reparación integral de las víctimas, mediante 
el proyecto de inversión “Apoyo para la implementación de las 
medidas de asistencia y rehabilitación a víctimas del conflicto 
armado. Nacional” ($8.894 millones)182 del Ministerio de Salud 
y Protección; y de los proyectos de la uariv “Implementación 
de procesos de retorno o reubicación de víctimas de desplaza-

182	 El Acuerdo de Órgano de Gobierno 003 de 2019, “Por el cual se crean los grupos territo-
riales de la Jurisdicción Especial para la Paz” dispone la creación de diez grupos territo-
riales y acompañamiento a comunidades, en temas de retorno y reubicación.
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miento forzado, en el marco de la reparación integral a nivel 
nacional” ($22.829 millones); iii) “Servicio de registro único de 
víctimas caracterizadas. Nacional” ($1.308 millones)183.

Para 2021, se contó con una asignación desde proyectos de inversión 
de $105.960 millones, presentando un crecimiento del 34% frente a 
la ejecución de la vigencia anterior, principalmente explicada por el 
comportamiento del proyecto de “Implementación de las medidas de 
reparación individual y colectiva. Nacional” que aumentó un 61%, con-
tando con un valor para esta vigencia de $70.625 millones.

En términos de implementación del pmi, frente a la meta trazadora de 
“Sujetos de Reparación Colectiva (src) con plan de reparación colecti-
va implementado”, no se cumplió con esta en 2020, pues de 37 planes 
que se esperaba implementar, solo se ha avanzado con 12 (32%), para 
un total acumulado de 28 de un universo de 767 sujetos de repara-
ción colectiva (étnicos y no étnicos). La uariv manifiesta que se pre-
sentaron dificultades relacionadas con la situación de orden público, 
acceso a las zonas rurales, y la contención y manejo del Covid-19, lo 
que generó que el rezago con corte a diciembre de 2020 para el cierre 
de estos planes fuera de 43 planes. Para la vigencia 2021, se trazaron 
como meta 31 pirc implementados. Durante el primer trimestre, no se 
presenta avance de esta meta.

En cuanto a la segunda meta trazadora “Avance significativo en la 
reparación integral de las víctimas”, esta presenta limitaciones en su 
medición toda vez que no se han definido los componentes que deter-
minan el avance en la reparación integral, por lo que la entidad reporta 
que el indicador no cuenta con ficha técnica184.

183	 Servicio de información para el registro, atención, asistencia y reparación integral a víc-
timas y Servicio de caracterización de la población víctima para su posterior atención, 
asistencia y reparación integral.

184	 Según reporta la entidad en sireci 2021.



Políticas públicas

275

Tabla 63
Avances implementación del pilar 5.4

metas trazadoras 

nombre indicador 
meta trazadora
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Sujetos de reparación 
colectiva con Plan de 
Reparación Colectiva 
implementado

2018 2031 767 Número 28 37 12

Avance significativo en la 
reparación integral de las 
víctimas

2018 2031 SI SI SI SI SI

Fuente: pmi, reporte sireci cgr.

En relación con los avances en la implementación de las estrategias e 
indicadores del pmi se destacan : i) Acto de reconocimiento de respon-
sabilidad por parte de la farc; ii) Implementación de la medida de in-
demnización administrativa en municipios pdet; iii) MS atendió 50.924 
víctimas, en materia de rehabilitación psicosocial; se suscribieron 26 
convenios en 2020 orientados al fortalecimiento de la capacidad te-
rritorial en la implementación del Programa de Atención Psicosocial y 
Salud Integral a Víctimas del Conflicto Armado ‒papsivi‒, y la atención 
integral en salud de las víctimas reconocidas en la Sentencia T-045 de 
2010185; iv) para el 2020, el programa de retorno individual ejecutó 
recursos por valor de $16.143 millones que incluyen transporte de en-
seres y esquemas especiales de acompañamiento. En 2021 se asigna-
ron al programa $16.243 millones. Para 2020 y el primer trimestre de 
2021 no se reportan cierres del programa con comunidades. 

185	 De 2 de febrero de 2010, M. P.: María Victoria Calle Correa, disponible en [https://
www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-045-10.htm].

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-045-10.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2010/t-045-10.htm
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 En cuanto los sujetos de reparación colectiva con plan de repara-
ción colectiva implementado, no se cumplió la meta propuesta según 
lo informado por uariv a raíz del estado de emergencia derivado del 
Covid-19. Para 2020, de diez Planes Nacionales de Reparación Colec-
tiva fortalecidos programados, se han conferido tres resoluciones de 
fortalecimiento.

En cuanto a los avances y obstáculos asociados a la implementación 
del pilar reparación integral, la siguiente tabla presenta los aspectos 
más significativos conforme a lo reportado por las entidades a este 
ente de control:

Tabla 64
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de estrategias

estrategia avances obstáculos

Reconocimiento 
de responsabili-
dad colectiva

Declaración “Aportamos verdad 
de cara al país” (Partido farc, 
2020), donde se reconoció res-
ponsabilidad en seis homici-
dios; se ofrecieron disculpas en 
una misiva pública a los secues-
trados y reconocieron afectacio-
nes graves en el marco del con-
flicto a comunidades étnicas y a 
dos misiones médicas. 

En cumplimiento de este indicador, 
no se tiene claridad frente a la en-
tidad responsable del reporte del 
mismo, por lo que se desconocen 
los avances en la implementación de 
actos tempranos de reconocimien-
to de responsabilidad por parte del 
Estado1.
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Reparación
colectiva en el
fin del conflicto

Desarrollo de la Ruta de 
Reparación Colectiva y se for-
talecieron acciones para avan-
zar en la materialización de la 
reparación.
Diez Sujetos de Reparación 
Colectiva (src) con medidas 
implementadas, y dos más 
que venían en ejecución de la 
vigencia 2019 para un total 
de 12. Sin embargo, no se 
cumplieron las metas previstas.
Estrategia de reparación inte-
gral implementada, la cual con-
tiene medidas de rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no 
repetición en su componente 
grupal. Desarrollada en 2020 en 
84 municipios (80 pdet con una 
inversión de $2.733 millones).
Modelo Operativo de Reparación 
Colectiva en implementación, el 
cual contempla acciones de me-
jora en todas las fases de la ruta 
de reparación colectiva, forma-
lizado mediante la Resolución 
3143 de 2018. 

Bajo compromiso y capacidad técni-
ca de las entidades territoriales. Solo 
67 pirc, están siendo implementados 
en todos los municipios pdet. Se hace 
necesaria la articulación institucional 
con los territorios y las demás entida-
des del snariv para el cumplimiento 
de la meta.

De 4.147 acciones de los 156 pirc en 
implementación en todo el país, solo 
el 24% (994) se cruzan con iniciati-
vas pdet.

La meta de src y pirc a 2031, no per-
mite cubrir a los 767 src que consti-
tuyen el universo pendiente de aten-
ción. Lo que hace necesario realizar 
un replanteamiento de la meta total 
del indicador, reportado, para dar 
cumplimiento al compromiso del AF.
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Rehabilitación 
psicosocial

Proyecto de Decreto: “Por 
el cual se adopta el Plan 
Nacional de Rehabilitación 
Psicosocial para la Convivencia 
y la No Repetición, y se crea la 
Comisión Intersectorial del Plan 
Nacional de Rehabilitación y el 
documento del Plan Nacional de 
Rehabilitación”. 
Documento metodológico y 
operativo de la Estrategia de 
Rehabilitación Psicosocial 
para la Convivencia y la No 
Repetición elaborado.
“Módulo del programa de aten-
ción psicosocial y salud integral 
a víctimas del conflicto armado 
– papsivi para zonas rurales” 
en elaboración. Se espera para 
el segundo semestre de 2021, 
comenzar la implementación de 
este programa.
Estrategia de Recuperación 
Emocional Grupal y acompa-
ñamiento a la reparación inte-
gral – ereg implementada por 
la uariv de forma presencial y 
virtual.
32 profesionales para atención 
psicosocial en los 32 Centros 
Regionales de Atención a 
Víctimas. En 2020 desarrolló 
la estrategia de atención psi-
cosocial no presencial y fueron 
atendidas 3.402 personas de las 
cuales 3.320 han accedido a la 
medida de rehabilitación.

El proyecto de acto administrati-
vo que adopta el Plan Nacional de 
Rehabilitación se encuentra pen-
diente de aprobación en la Dirección 
Jurídica del Ministerio de Salud.
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Procesos colecti-
vos de retornos 
de personas en 
situación de 
desplazamiento 
y reparación de 
víctimas en el 
exterior

Avance en el acompañamiento a 
procesos individuales de retor-
nos, reubicación o integración 
local en la vigencia 2020 y el 
primer trimestre de 2021 a tra-
vés de: 
Ayuda para el transporte y tras-
lado de enseres: de una meta 
de 1.870, se dio cumplimiento 
a 1.455 colocaciones de giro 
efectivamente reclamadas y 152 
giradas, pero sin cobro. Para el 
2021, de una meta de 1.500 y al 
corte de marzo se han realizado 
259 colocaciones de giro. 
Esquemas especiales de acom-
pañamiento familiar. Para el 
2020, de una meta de 2.397, se 
cumplió con el 100%, En 2021, 
se espera cumplir con una meta 
de 2.500 esquemas de acompa-
ñamiento, a la fecha se encuen-
tran en proceso contractual.

Desarticulación entre las entidades 
que conforman el cjt, para garanti-
zar las medidas de seguridad, en los 
municipios y contribuir a los cierres 
de procesos individuales de retorno 
o reubicación. 
La Defensoría del Pueblo, no ha con-
tado con asignación de recursos para 
desarrollar la estrategia de fortale-
cimiento del programa de defenso-
res comunitarios para el acompaña-
miento a procesos de restitución de 
tierras, retornos y reubicaciones de 
víctimas en el exterior, en 2020 y lo 
corrido de 20212.
A la fecha la ficha del indicador 
E.325 relacionada con la estrategia 
de fortalecimiento de Defensores 
Comunitarios, continúa en revisión 
y concertación entre la Defensoría y 
dnp, lo que retrasa la adopción y des-
tinación de recursos para la imple-
mentación de la misma.

Adecuación y 
fortalecimiento 
participativo 
de la política de 
atención y repa-
ración integral 
a víctimas en el 
marco del fin del 
conflicto y contri-
bución a la repa-
ración material 
de las víctimas

Sanción de la prórroga de la Ley 
1448 de 2011.
Mapa de Victimización construi-
do, en articulación con las enti-
dades del sivjrnr3.

Articulación de los sistemas snariv 
y sivjrnr, acorde a los compromisos 
en materia de reparación estableci-
dos en el Acuerdo Final.
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Indemnización 
administrativa 
individual

En 2020 se indemnizaron 
50.839 víctimas por recursos de 
funcionamiento (administrativa 
y judicial) y 57.040 por recur-
sos de inversión, por un valor de 
$937.8 millones.
Socialización y sensibilización 
del procedimiento adoptado en 
la Resolución 1049 de 20114 y 
con ella del Método Técnico de 
Priorización.
Aplicación por primera vez del 
método técnico de priorización 
para las víctimas de la ruta ge-
neral.   
Fortalecimiento de los canales 
de atención y jornadas masivas 
de documentación.
Implementación de estrategias 
basadas en cruces de informa-
ción en diferentes fuentes con 
las que cuenta la Unidad  que 
permiten obtener la identifica-
ción de la víctima para dar cele-
ridad a los procedimientos.

El universo para la aplicación de la 
medida hoy supera los siete millones 
de personas y se requeriría un valor 
aproximado de $48,6 billones, según 
cálculos de la cgr en 20205. Por lo 
que los recursos programados conti-
núan siendo insuficientes.
El Conpes 4130 de 20216, contempla 
recursos un valor de $11,5 billones 
para la aplicación de la medida de 
indemnización del 2022 a 2031 con 
base en una meta de 2,1 millones de 
víctimas indemnizadas, que corres-
ponde al 24% de la población pen-
diente de indemnizar. 

Enfoque
reparador
de los pdet

De las víctimas reconocidas 
en el ruv con corte a marzo 
de 2021, aproximadamente 
2.476.721 (27%) de ellas están 
ubicadas en los 170 municipios 
pdet.
Orientaciones e identificación 
de acciones para fortalecer la 
articulación entre los Planes de 
Retornos y Reubicaciones y los 
Planes de Reparación Colectiva 
con los pdet.
Estrategia de reparación inte-
gral en municipios pdet garan-
tizando el acceso a las medidas 
de rehabilitación psicosocial, 
satisfacción y Garantías de No 
Repetición 2020, en 80 munici-
pios pdet con una inversión de 
$2.733 millones. 
6.931 víctimas tuvieron este 
acompañamiento.
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Entrega de bienes 
y activos de las 
extintas farc

Se monetizaron bienes por va-
lor de $42.680 millones, y se 
cuenta con otros bienes con un 
valor susceptible de monetizar 
de $ 25.924 millones.
Rendimientos financieros por 
valor de $424 millones de pe-
sos colombianos, producto de 
la monetización de los bienes 
comercializados, a febrero de 
2021.
Estructuración de las medidas 
de reparación a las víctimas del 
conflicto armado con base a los 
recursos disponibles en coordi-
nación con la uariv con énfasis 
en fortalecer los procesos de re-
paración colectiva6.
La uariv recibió $823 millones 
trasferidos por la sae Mediante 
Resolución 1171 de 2020 de 
los cuales se ejecutaron $337 
millones para la reparación de 
sujetos de reparación colectiva, 
a través de entrega de bienes de 
uso colectivo (maquinaria agrí-
cola y vehículos).

Rezago en la selección del patrimo-
nio autónomo encargado de admi-
nistrar los bienes y activos entrega-
dos por las extintas farc-ep, impide 
disponer de los recursos recaudados 
para las acciones de reparación a las 
víctimas, el cual fue dispuesto con la 
promulgación del Decreto 903 desde 
mayo de 20177.
Se cuenta con el reporte de bienes 
que no son susceptibles de monetizar 
como inversiones (92), infraestructu-
ra (84) y armamento (1.833.670). 

1	 La uariv solicitó al dnp que en el pmi del Acuerdo Final de Paz se modificará la respon-
sabilidad del reporte del indicador para la oacp, con el apoyo de la Conferencia Nacional 
Episcopal, Diálogo Intereclesial por la Paz –dipaz– y otras iglesias. Sin embargo a la fecha 
el responsable no ha sido modificado en el pmi.

2	 Pese a no haber contado con apropiación de recursos adicionales para el cumplimiento 
de lo estipulado en el AF, se concertaron reuniones con la Unidad de Reparación y Aten-
ción a Víctimas y la Procuraduría General de la Nación, para la revisión de la política 
pública y protocolos de retornos durante del 2020, se desarrollaron mesas de trabajo en 
siete macroregiones.

3	 En el módulo 2 se encuentran los casos priorizados, se consolidaron 152 fichas para 57 
municipios. Por su parte, el módulo 3 aborda a los sujetos colectivos que no están dentro 
del universo de víctimas objeto de registro en el Programa de Reparación Integral de 
Víctimas, bajo la causal de extemporaneidad; se obtuvo un total de 27 fichas para 27 su-
jetos colectivos diferentes. Adicionalmente, en el visor geográfico también se incluyeron 
33 fichas de victimización para 30 municipios, relacionadas con casos emblemáticos que 
han sido trabajados por la Unidad para las Víctimas como una herramienta de construc-
ción de memoria y verdad.

4	 Referido a la priorización del pago de indemnización a población víctima con condicio-
nes de edad (mayores de 74 años), enfermedad ruinosa o catastrófica y discapacidad.
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5	 Séptimo Informe de la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Ley de Víctimas y Res-
titución de Tierras al Congreso de la República, 2020.

6	 Departamento Nacional De Planeación. Documento Conpes 4031, Bogotá, 11 
de junio de 2021, disponible en [https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/
Econ%C3%B3micos/4031.pdf].

7	 Modalidades de reparación: 1) Implementación de la medida de indemnización en su-
jetos colectivos étnicos. 2) Adquisición de bienes, mediante selección abreviada en el 
marco de la Ley 80 de 1993, para la implementación de acciones reparadoras por líneas 
de inversión, en sujetos colectivos y, 3) Contratación de operador en el marco de la Ley 
80 de 1993 para la implementación de acciones no materiales en sujetos colectivos.

8	 En el Decreto 903, de 29 de mayo de 2017, se dispuso la creación de un patrimonio au-
tónomo del Departamento Administrativo de la Presidencia que servirá de receptor de 
todos los bienes y recursos patrimoniales monetizados y no monetizados inventariados, 
entregados formalmente por los representantes de las farc-ep. Disponible en [http://
es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20903%20DEL%2029%20
DE%20MAYO%20DE%202017.pdf].

Dado que este pilar tiene estrecha relación con el avance de la política 
pública de víctimas establecida por la Ley 1448 de 2011186 y prorro-
gada mediante la Ley 2078 de 2021187, sus avances tienen relación di-
recta con los recursos destinados desde dicha ley, al desarrollo de las 
medidas contempladas en el AF para la población víctima. 

Es por esto que el citado Documento Conpes 4031 de 2021, tiene 
una importancia estratégica frente a la articulación que se desarrolle 
entre los dos sistemas snariv y sivjrnr. Dicho documento establece 
lineamientos generales para la articulación y una asignación de recur-
sos por $142 billones del 2022 al 2031, de los cuales para las medidas 
de indemnización, reparación colectiva, restitución de tierras y retor-
no y reubicación, se destinarán $17,7 billones. 

Por lo anterior, resulta fundamental avanzar en la armonización de 
estrategias, acciones y recursos de ambos sistemas para lograr econo-
mías de escala, eficiencia en el manejo de los mismos y una creciente sa-
tisfacción de los derechos de la población víctima del conflicto armado.

186	 Diario Oficial, n.° 48.096, de 10 de junio de 2011, disponible en [http://www.
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011.html].

187	 Diario Oficial, n.° 51.551, de 8 de enero de 2021, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040336].

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ
4031.pdf
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
http://es.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202017.pdf
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1448_2011.html
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040336
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040336
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Balance entrega de bienes y activos de las extintas farc

La Sociedad de Activos Especiales –sae– sas fue designada como admi-
nistradora del patrimonio autónomo de que trata el Decreto Ley 903 
de 2017, por medio del Decreto 1407 de 2017. En virtud de lo anterior, 
el Gobierno nacional reglamentó las actividades de recepción, admi-
nistración, mecanismos y términos para la transferencia de los bienes 
inventariados al patrimonio autónomo “Fondo de Víctimas” por medio 
del Decreto 1535 de 2017.

El inventario elaborado por las extintas farc-ep fue entregado por el 
Ministerio del Interior a la sae, dando paso al proceso de revisión, ve-
rificación y depuración de la información allí incluida, organizándola 
en una base de datos en el que se incorporó las siguientes tipologías: 

•	 Inmuebles
•	 Muebles y enseres
•	 Medios de transporte
•	 Semovientes
•	 Dinero (pesos colombianos y divisas)
•	 Oro, joyas de oro, joyas de plata
•	 Inversiones
•	 Infraestructura y armamento

Los bienes reportados en el inventario elaborado por las extintas farc-
ep y los activos que efectivamente se entregaron por esta organización, 
del inventario en el periodo comprendido entre 2017 y 2020, por tipo-
logía se relacionan en la siguiente tabla188:

188	 A corte 28 de marzo de 2021, la sae informó: “Es importante precisar que en el año 2021 
se han realizado mesas de trabajo con los excombatientes de las farc-ep, quienes han 
entregado información relacionada con la ubicación de predios, no obstante, a la fecha 
los excombatientes no han realizado la entrega material de bienes”.
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Tabla 65
Bienes reportados por farc a sae

bienes reportados 
en el inventario por 

farc
gestión sae

ti
po

 d
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nt
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ad
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 p
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observaciones

Dinero en 
efectivo  $12.070  $2.114 $2.114 $2.114

Recursos entrega-
dos a la sae en efec-
tivo por parte de las 
ex farc-ep

Divisas
(dólares) $450.000  

$450.000 $1.442 $1.442

Recursos monetiza-
dos usd $448.500 -  
trm: 3.216,55 
del 20/12/2018 
fed reportó usd 
$1.500 falsos 

Oro

Joyas 25.000 
gr.

2.540
gr. $19 

Bienes pendien-
tes por comercia-

lizar

Avaluadas: 154 
gr. - $18.945.000 
En proceso ava-
lúo: 2.386 gr. - 
$222,054,362 (esti-
mado) 

Lingotes 
y
granu-
lado

440.020 
gr.

252.500 
gr.

$21.214
(resultado 
de avalúo 
realizado 

09/07/2019)

$38.970

producto de la 
venta de (197.047 

gramos finos de 
oro)

Avalúo: 09/07/2019 
Comercial ización 
(197,047 gr.): 
15/12/2020 

Joyas de 
plata 100 un. 0 un. N/A N/A

Las joyas en plata no 
fueron entregadas 
por los excomba-
tientes de las farc-
ep 



Políticas públicas

285

bienes reportados 
en el inventario por 

farc
gestión sae

ti
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 d
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Semovientes 24.456 
un. 229 un. $137 $137

Recursos producto 
de la venta 226 se-
movientes en cinco 
subastas y una venta 
realizada por farc 
con precio mínimo 
de venta suministra-
do por sae 

Muebles y 
enseres

51.992 
ítems

1.821 
ítems*

$619
(resultado 

de avalúo de 
1.485 ítems)

Bienes pendientes 
por comercializar

1.485 ítems ava-
luados y en pro-
ceso de venta 
336 ítems en proce-
so de avalúo y poste-
rior venta

Inmuebles 722 
ítems

37 
ítems**

$94
(resultado 
de avalúo 

realizado el 
26/05/2019

Bienes pendientes 
por comercializar

Fecha de avalúo: 26 
de mayo de 2019  
En proceso de actua-
lización del avalúo y 
comercialización 

Vehículos 319 un. 4 un. $14,5 $14,5

Recursos entrega-
dos a la sae pro-
ducto de la venta de 
cuatro vehículos. 

total $25.924 $42.680  

* farc ha entregado 2,504 elementos correspondientes a 1,821 ítems del inventario de bienes. 
** De los 37 ítems entregados por farc, 36 corresponden a bienes baldíos y solo uno es de 
naturaleza privada.

Fuente. respuesta formulario sae, 12 de marzo de 2021.
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Para el manejo de los dineros recibidos y los recursos producto de 
la monetización de los bienes comercializados, la sae sas posee una 
cuenta bancaria y un fondo de inversión exclusivos que han generado 
rendimientos con corte a febrero de 2021 por valor de $424 millones. 

Frente a los valores reportados es necesario que se realicen las gestio-
nes pertinentes para comercializar los bienes pendientes, cómo lo son 
las joyas, muebles y enseres, inmuebles y vehículos, a fin de avanzar en 
la reparación de la población víctima.

Adicionalmente, la sae reporta algunos otros bienes que no son sus-
ceptibles de monetizar como inversiones, infraestructura y armamento, 
que, por su naturaleza, resulta inviable la entrega de estos para conver-
tirlos en recursos líquidos, por ejemplo, recursos entregados a particu-
lares para ejecutar algunas obras. Frente a estos bienes la sae adelanta 
visitas y verificación, reportando para inversiones un avance del 12% 
de 92 inversiones y el 34,5% en infraestructura de 84 registradas.

G. Derechos humanos

Para el 2020, el pilar de derechos humanos registró una ejecución 
presupuestal de $27.226 millones de pesos y una programación para 
el 2021 de $921 millones, disminuyendo en un 97% para esta vigen-
cia. Con respecto al año de inicio de la implementación, la tendencia de 
asignación de recursos del pilar derechos humanos ha sido decreciente.
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Gráfico 76
Ejecución presupuestal pilar 5.3 “Derechos humanos”

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Con corte a marzo de 2021, las principales fuentes de financiación que 
aportan a los propósitos de este pilar son la cooperación internacional 
($222.842 millones) y el pgn ($18.333 millones). Cabe anotar que los 
recursos de la comunidad internacional no entran al presupuesto ge-
neral de la nación y provienen de distintos donantes que ejecutan los 
recursos bajo su normatividad específica. Según lo reportado por apc 
Colombia en 2020, cinco nuevos donantes iniciaron la ejecución de pro-
yectos asociados a este pilar, destacándose aportes de la onu - Oficina 
del Alto Comisionado de Derechos Humanos - Agencia de ee.uu. por 
usd $5.500 dólares ($18.878 millones) en temas de asistencia técnica.

Gráfico 77
Ejecución presupuesto general de la nación - pilar 5.6

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

ee.uu
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Analizada la ejecución de los proyectos de inversión de la vigencia 2020 
de las entidades del nivel Nacional que aportan a este pilar, se concluye que:

i)	 El 98% de los compromisos ($4.289 millones) aportaron en tér-
minos de proceso a la implementación del pilar derechos hu-
manos a través de dos proyectos de inversión de presidencia189: 
“Diseño e implementación del sistema nacional de información 
para el seguimiento, monitoreo y evaluación de la política públi-
ca integral en derechos humanos nacional” ($778.3 millones), y 
el proyecto de inversión “Fortalecimiento a la implementación 
de la gestión preventiva del riesgo de violaciones a los derechos 
humanos en el territorio nacional” del Ministerio de Interior 
($3.511 millones)190.

ii)	 Los compromisos asociados a productos intermedios se asocian 
al proyecto “Fortalecimiento de las entidades del estado que 
conforman el sistema nacional de derechos humanos y dhi para 
diseñar, implementar y evaluar la política integral en la materia, 
y construir una cultura de derechos humanos y dhi. Nacional” 
($151,2 millones) a cargo de Presidencia, el cual ha contribuido 
a través de capacitación a poblaciones sobre derechos humanos.

Para 2021, se identificaron recursos para este pilar en un proyecto a 
cargo de la Presidencia de la República, denominado “Diseño e imple-
mentación del sistema nacional de información para el seguimiento, 
monitoreo y evaluación de la política pública integral en derechos hu-
manos nacional”, por valor de $942 millones.

En relación a los avances de la implementación de las estrategias 
del pilar derechos humanos la Comisión Asesora de ddhh y Paz creada 

189	 En la vigencia 2020, se apropiaron $37 millones para la formulación e implementación 
del planedh, los cuales fueron ejecutados en un 100% y para 2021 se apropió un total 
de $50 millones. Para su formulación se apropiaron y ejecutaron en la vigencia 2020, $71 
millones los cuales fueron ejecutados en un 100% y para 2021 se apropió un total de 
$150 millones. Productos asociados a “Servicio de asistencia técnica para el desarrollo de 
acciones frente a los derechos de verdad, la justicia y la reparación”.

190	 Servicio de asistencia técnica y con financiación de proyectos en materia de derechos 
humanos.
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en 2019191, concentró sus acciones en 2020 en el estudio, elaboración 
y presentación de las observaciones al borrador del Plan Nacional de 
Derechos Humanos que tramita el Gobierno nacional a través de la 
Consejería Presidencial para Derechos Humanos.

Como segunda estrategia de este pilar se encuentra el Plan Nacional 
de Derechos Humanos ‒pnaddhh‒ con participación de defensores, 
organizaciones y movimientos sociales. Pese a los avances metodoló-
gicos y de colaboración interinstitucional, no se logró el cumplimiento 
de la meta en 2020 que consistía en el Documento del Plan Nacional 
de Acción en Derechos Humanos y acta de aprobación de la Comisión 
Intersectorial de ddhh.

Durante lo corrido del 2021, se dio la activación de los ocho grandes 
subcomponentes que conforman el pnaddhh: Igualdad y no discrimi-
nación, cultura y educación en derecho humanos (ddhh), Derechos Ci-
viles y Políticos, Derecho Internacional Humanitario (dih), Derechos 
Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (desca), Justicia, Ges-
tión Pública Transparente y Lucha contra la Corrupción. Así mismo, se 
dio inició la fase de participación del Plan de Acción con la Comunidad 
Internacional, quienes en reuniones bilaterales plasmaron sus impre-
siones sobre la estructura y contenido del plan192, se iniciaron los talle-
res departamentales del pnaddhh y se han efectuado diez jornadas de 
participación193.

En cuanto al Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos 
fortalecido, se elaboró un documento, sin embargo, no se cumplió con 
la meta 2020 de finalizar un documento aprobado por el subsistema 
de cultura y educación. Para el 2021, se estableció como meta avan-
zar en el 70% de la construcción del planedh, a febrero se presentó 
una primera versión del documento de fortalecimiento del planedh, el 
cual deberá ser aprobado por el subsistema de Educación y Cultura en 

191	 Defensoría del Pueblo. Resolución 519 de 11 de abril de 2019, disponible en [https://
www.defensoria.gov.co/public/comisionasesora/assets/resolucion-519-de-2019.pdf].

192	 dane, Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, Urna de Cristal, Ministerio del 
Interior, unp. Se sostuvieron reuniones con oim, onu Mujeres, mapp oea, fao, oacnud, 
acnur, la Relatoría desca de la cidh, oit, ocde, cicr y unesco.

193	 En Norte de Santander, Huila, Bolívar, Meta, Magdalena, Quindío, Guainía, Caldas, Cór-
doba y Vichada. Adicionalmente se ha socializado el Plan de Acción con gremios como 
fenalper, fnd, fcm y Asocapitales.

https://www.defensoria.gov.co/public/comisionasesora/assets/resolucion-519-de-2019.pdf
https://www.defensoria.gov.co/public/comisionasesora/assets/resolucion-519-de-2019.pdf


Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

290

ddhh, mientras se sigue trabajando en el empalme de todas las accio-
nes de cada uno de los subcomponentes del pnaddhh con el planedh.

La siguiente tabla presenta un balance de avances y obstáculos aso-
ciados a la implementación del pilar 5.6 “Derechos humanos”:

 
Tabla 66

Avances y obstáculos cumplimiento de estrategias

estrategia avances obstáculos

Fortalecimiento 
de los mecanis-
mos de promo-
ción de los dere-
chos humanos

Cartilla de derechos humanos ela-
borada, la cual se incorporó en el 
kit de planeación territorial. 
32 departamentos con asistencia 
técnica y 200 personas capacita-
das. Para el 2021 se fijó como meta 
300 personas capacitadas, en la 
Estrategia de educación en ddhh y 
cultura de paz elaboradas. 
Primera versión del documento de 
fortalecimiento del planedh. 

Recursos insuficientes para apo-
yar la gestión técnica y estratégi-
ca para la consolidación del Plan 
Nacional de Educación en Derechos 
Humanos fortalecido. No se ha fina-
lizado ni aprobado el documento 
que fortalece dicho plan.
Rezago en la adopción del Plan 
Nacional de Derechos Humanos, 
dado que no se cuenta con una 
hoja de ruta que permita avanzar 
en la consolidación del primer bo-
rrador de fortalecimiento del Plan 
Nacional de Educación en Derechos 
Humanos.

Promoción y 
Protección de 
los derecho 
humanos

Se Avanza en la construcción de un 
documento preliminar del pndH, 
con un proceso participativo am-
plio e intersectorial, se abrieron es-
pacios de diálogo y de trabajo para 
las organizaciones sociales que 
habían hecho parte del seguimien-
to y recomendaciones al borrador 
inicial del plan. 

El avance para la aprobación defini-
tiva del Plan Nacional de Derechos 
Humanos, se ha visto obstaculi-
zado, dado que no se ha podido 
realizar los talleres regionales y 
sectoriales programados, para ga-
rantizar la participación poblacio-
nal, diferencial y territorial1. 

1	 Se espera que en estos talleres, se articulen los espacios para recoger insumos para el 
fortalecimiento del  Plan Nacional de Acción de Derechos Humanos y del planedh.

V. Implementación, verificación y refrendación

Este punto contiene los diferentes mecanismos y herramientas esta-
blecidos con el fin de contribuir a garantizar la implementación del 
AF. Los pilares contemplados en este punto son i) Mecanismos de 
Implementación; ii) Componente internacional de verificación de la 
Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación a la implementación 
del Acuerdo Final ‒csivi‒; iii) Componente de acompañamiento inter-
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nacional; iv) Herramientas de difusión y comunicación; y v) Capítulo 
étnico, que se abordará en la siguiente sección del informe.

Gráfico 78
Balance de la implementación del punto 6

Fuente: rendición sireci, spi, siif, chip, gesproy, ciclope, art formularios 2021 cdp.

Este punto registra una ejecución de $634.257 millones durante el pe-
ríodo 2017-2020, de los cuales $102.937 millones corresponden a la 
vigencia 2020, con un incremento del 45% frente a 2019, explicado 
principalmente por mayores aportes del pgn. En 2021 se registra una 
programación de $75.261 millones, proyectándose una disminución 
del 27% frente a 2020.

Durante el periodo 2017-2020, el 62% de la ejecución del punto se 
orientó al pilar 6.1 “Mecanismos de implementación y verificación”, un 
13% al pilar 6.4 “Componente de acompañamiento internacional”, un 
10% al pilar 6.5 “Herramientas de difusión y comunicación”, un 10% 
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a los capítulos de enfoques transversales, y un 1% al pilar 6.3 “Com-
ponente internacional de verificación”194. En 2021, el 99,35% de los 
recursos se encuentran programados en el pilar 6.1 “Mecanismos de 
implementación y verificación”.

Fuente: rendición sireci, chip, gesproy, ciclope, art.

Respecto a las fuentes de financiación del punto a marzo de 2021, se 
registra que el 50% de los recursos del punto 6 provienen del pgn, el 
44% de la cooperación internacional, 3% de las entidades territoria-
les, y un 3% proviene del sector privado. Con respecto a los recursos 
de cooperación internacional según lo reportado por apc Colombia en 
2020, fue de usd $3,2 millones de dólares ($10.944 millones) en eje-
cución en intervenciones orientadas principalmente a enfoques trans-
versales étnicos195 y de género196.

194	 El 4% restante corresponde a gastos reportados por las entidades territoriales asociados 
al punto clasificados en categoría “Otros”.

195	 Intervención: “Construcción de paz con las comunidades indígenas con enfoque de ni-
ñas y mujeres en los departamentos de Antioquia y Nariño”, por valor de usd $986.173 
($3.385 millones), provenientes de Canadá.

196	 Intervención “Autonomía económica de las mujeres rurales del Cauca LA/2020/ 417-
868” por valor de usd $1.063.421 ($3.650.193 millones).
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Gráfico 79
Ejecución Presupuesto General de la Nación - punto 6

Fuente: rendición sireci posconflicto, spi del suifp, siif.

Con recursos del pgn, durante el periodo 2017-2020 se ejecutó un total 
de $279.324 millones, de los cuales $70.227 millones se ejecutaron en 
2020. En 2021 se tienen programados $75.261 millones. 

De los recursos ejecutados en 2020, $48.669 millones corresponden 
a los gastos de funcionamiento de: i) la Procuraduría General de la Na-
ción ($28.127 millones), ii) el Fondo Colombia en Paz ($ 18.417 millo-
nes); y iii) la Contraloría General de la República ($1.718 millones)197. 
Entre tanto, los gastos de inversión por valor de $21.557 millones, se 
orientaron en un 96% a productos finales e intermedios, a través de los 
aportes de: i) el Ministerio de las tic con cargo al proyecto de inversión 
“Extensión, descentralización y cobertura de la radio pública nacional” 
($12.344 millones); ii) la Contraloría General de la República con cargo 
al proyecto “Fortalecimiento de la capacidad técnica y operativa de la 
cgr para desarrollar el seguimiento y evaluación de las políticas públi-
cas dirigidas a la población víctima y las relacionadas con posconflicto” 
($2.169 millones). Estos proyectos contribuyen a los fines asociados a 
los mecanismos de seguimiento e implementación del AF198. 

197	 También se registran gastos de funcionamiento de $33 millones a cargo de Función Pú-
blica y $373 millones a cargo de Presidencia.

198	 También se registran gastos de inversión por $213 millones a cargo de la Defensoría, 
$120 millones a cargo de la Función Pública, $798 millones a cargo de Presidencia y $400 
millones a cargo de Ministerio del Interior, cuyos proyectos contribuyeron a la gestión del 
punto 6.
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Los recursos apropiados en 2021 corresponden a: i) los gastos de 
funcionamiento del Fondo Colombia en Paz ($27.599 millones), la Con-
traloría General de la República ($2.143 millones) y la Procuraduría 
General de la Nación ($39.522 millones); y a ii) los gastos de inversión 
de la cgr ($6.483 millones), Defensoría ($800 millones) y MinInterior 
($500 millones).

En relación a los avances y obstáculos de las estrategias del pmi aso-
ciados la Implementación, Verificación y Refrendación, se destacan los 
siguientes aspectos:

En cuanto al ciclo de formulación, a marzo de 2021 se avanzó en: i) 
la gestión legislativa orientada a la promoción de la contratación de or-
ganizaciones sociales y comunitarias mediante la aprobación de la Ley 
2046 de 2020199; ii) extensión de la Misión de Verificación por parte de 
la onu hasta el 25 de septiembre de 2021. En cuanto a rezagos, persis-
te la desactualización del Plan Marco de Implementación, limitando la 
adecuada planeación sectorial y financiera, así como el seguimiento a 
la implementación del AF.

Si bien el Gobierno formuló y adoptó el Conpes 3932 de 2018 ya 
citado, sobre “Lineamientos para la articulación del Plan Marco de Im-
plementación del Acuerdo Final con los instrumentos de planeación, 
programación y seguimiento a políticas públicas del orden nacional y 
territorial”, en el Componente de Paz incluido en el pnd 2018-2022, 
no se cumplió a cabalidad con lo estipulado en el AF, ni con los linea-
mientos del documento pese a lo establecido en el Acto Legislativo 1 de 
2016 y Acto Legislativo 2 de 2017200.

De otra parte, en cuanto las estrategias que contribuyen al proceso de 
seguimiento al AF, si bien la plataforma siipo fue creada por el Gobier-
no mediante el Decreto 1829 de 2017201, disponiendo el intercambio 

199	 Diario Oficial, n.° 51.398, de 6 de agosto de 2020, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/30039692].

200	 Las instituciones y autoridades del Estado tienen la obligación de cumplir de buena fe con 
lo establecido en el Acuerdo Final. En consecuencia, las actuaciones de todos los órganos 
y autoridades del Estado, los desarrollos normativos del Acuerdo Final y su interpreta-
ción y aplicación deberán guardar coherencia e integralidad con lo acordado, preservan-
do los contenidos, los compromisos, el espíritu y los principios del Acuerdo Final. Diario 
Oficial, n.° 50.230, de 11 de mayo de 2017, disponible en [http://www.secretariasenado.
gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_02_2017.html]. 

201	 Diario Oficial, n.° 50.410, de 7 de noviembre de 2017, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30034288].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_02_2017.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_02_2017.html
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30034288
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30034288
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de información entre los sectores del Gobierno nacional y una intero-
perabilidad de los sistemas que lo componen, su implementación ha 
sido fragmentada y sus medidas aún no evidencian articulación202.

Si bien es un avance que desde 2020 la plataforma haya incluido los 
indicadores del pmi y se dispongan de reportes, muchas de las metas 
incluidas se formularon bajo una perspectiva de gestión de gobierno, 
que no se basó en cálculos de universos de intervención que garanticen 
el cumplimiento del alcance de lo trazado y que den cuenta de todo 
el horizonte de implementación del AF. Adicionalmente, indicadores 
estratégicos como por ejemplo metas trazadoras estructurales de la 
implementación del afp carecen de información y de ficha técnica en 
la plataforma203.

En cuanto a la creación de mecanismos de denuncia ciudadana, tanto 
la Defensoría del Pueblo como la Procuraduría General de la Nación y 
Contraloría, reportan avances en su gestión de seguimiento y atención 
a las mismas. Así mismo la Función Pública continúa su labor de aten-
ción de asistencia técnica en control interno, atendiendo un total de 153 
municipios a diciembre de 2020. Durante 2020, se priorizaron y aten-
dieron 40 municipios y en 2021 se ha avanzado en el acompañamiento 
a ocho entidades, quedando así nueve municipios pdet por atender.

202	 El problema de interoperabilidad es generalizado en la institucionalidad del país. Según 
el Conpes 3920 Política Nacional de Explotación de Datos (Big Data), “los sistemas de 
información de las entidades públicas del país operan de manera aislada y la información 
contenida en ellos es consultada por demanda. Por lo anterior, las entidades han generado 
desarrollos específicos para necesidades puntuales de intercambio de información 
que carecen de visión integral y sostenible”. Departamento Nacional de Planeación. 
Documento Conpes 3920, Bogotá, 17 de abril de 2018, disponible en [https://colaboracion.
dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/3920.pdf]. 

203	 Entre las metas trazadoras que aún no cuentan se encuentran tres millones de hectáreas 
entregadas a través del Fondo de Tierras, siete millones de hectáreas de pequeña y me-
diana propiedad rural, formalizadas, disminución significativa del asesinato de líderes 
sociales en el marco del sisep, disminución significativa de las violaciones de derechos 
humanos en el marco de manifestaciones públicas de acuerdo a la normatividad ajustada, 
disminución significativa del índice de abstención en elecciones municipales en el año 
diez de la implementación de los acuerdos, 16 curules en el Congreso de la República 
de los territorios y poblaciones más afectados por el conflicto y el abandono, programa 
integral de seguridad y protección para comunidades, líderes, dirigentes, representantes 
y activistas de organizaciones sociales, populares, étnicas, de mujeres y de género, pre-
sentado e implementado, reducción significativa de organizaciones criminales continua-
doras del paramilitarismo y sus redes de apoyo desmanteladas, reducción significativa 
de los casos de amenaza, hostigamiento y asesinato de integrantes de organizaciones 
sociales, avance significativo en la reparación integral de las víctimas.

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ
3920.pdf
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Sobre los convenios con comunidad internacional para implementa-
ción del mecanismo de verificación internacional, a 2021 la csivi sigue 
siendo cubierta por el Fondo de Programas Especiales para la Paz. Para 
el desarrollo de este convenio, el Fondo Multidonante de las Naciones 
Unidas aprobó recursos hasta el 7 de octubre de 2021. 

Adicional a esto, frente al indicador “Convenios de cooperación 
suscritos por la entidades”, se continúa la gestión de recursos y pro-
yectos de cooperación internacional. Conforme a apc Colombia, en 
2020 se registraron 433 proyectos en ejecución por un monto total de 
$183.180 millones y en 2021 se reportan 40 proyectos con recursos en 
programación y ejecución por valor de $258.298 millones constantes 
de 2020. El total se han movilizado $4,3 billones a proyectos en ejecu-
ción desde la firma del AF, de los cuales alrededor de $1 billón de pesos 
se ha gestionado a través de los cuatro fondos multidonantes para el 
posconflicto:

Tabla 67
Fondos multidonantes para el posconflicto

fondos multidonantes para el posconflicto

Fondo del 
Banco Mundial 
para la Paz y el 
Posconflicto

Desde su creación en 2014 y a la fecha, ha alcanzado aportes por valor 
de usd $7,1 millones dirigidos a infraestructura social, desmovilización 
y reintegración y reparación colectiva para las víctimas, logrando el de-
sarrollo de seis proyectos. El saldo en ejecución es de usd $557.661, es 
decir, se han ejecutado usd $6,5 millones.

Fondo
Multidonante de 
Naciones Unidas

El fondo se ha desarrollado en dos fases:
Fase i (2016-2018): 112 proyectos aprobados. Se lograron contribucio-
nes por usd $86.233.309. Esta fase se enfocó en actividades de acom-
pañamiento a las víctimas, reincorporación de los excombatientes, de-
sarrollo de las capacidades institucionales de los territorios afectados 
por el conflicto y su desarrollo económico.
Fase ii (2018-2022): desde diciembre 2018 a la fecha se han recibido 
aportes de 11 países por valor de usd $82,1 millones y se tienen en eje-
cución 24 proyectos por valor de usd $46,8 millones. Esta fase se enfo-
ca en los ámbitos de estabilización, reincorporación, víctimas y justicia 
transicional y comunicaciones en los 170 municipios pdet.
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Fondo
Unión Europea 

29 proyectos en ejecución y seis finalizados por un total de 127,3 millo-
nes de euros (usd $146,3) con aportes de 25 países. Busca promover y 
dinamizar la actividad económica y la productividad en los territorios 
más afectados por el conflicto armado bajo criterios de sostenibilidad, 
fortalecer la presencia del Estado, reconstruir el tejido social y apoyar a 
la reincorporación social y económica de los excombatientes.

Fondo
Colombia 
Sostenible

El Fondo tiene once proyectos aprobados a diciembre de 2020. En 2021, 
dos proyectos se encuentran en formulación y aprobación. La mayo-
ría de las líneas se ejecutan a través del Ministerio de Ambiente y la 
Declaración Conjunta de Interés por montos hasta de usd $250.000.000 
en pago por resultados en un plazo de diez años, a la fecha se encuentran 
en ejecución usd $22,7 millones. Se enfoca en impulsar en las zonas 
afectadas por la violencia, proyectos de conservación ambiental y pro-
yectos productivos sostenibles, siempre enmarcado por prácticas sos-
tenibles que impulsen la mitigación y adaptación al cambio climático.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y Boletín Fondo Colombia en Paz.

No obstante, aún no se registran avances en cuanto a mecanismos de 
articulación directa de estos proyectos de cooperación con los instru-
mentos de implementación del AF, por lo que se desconocen los resul-
tados y productos de estas intervenciones.

En cuanto a productos, se evidencian avances asociados a la estra-
tegia de herramientas de difusión y comunicación. Sin embargo, per-
sisten rezagos en los indicadores asociados a la estrategia de “Promo-
ción de la participación de organizaciones sociales y comunitarias en 
la ejecución”. A continuación, se amplían los avances y obstáculos de 
las estrategias que componen el punto 6:
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Tabla 68
Avances y obstáculos estrategias punto 6

estrategia avances obstáculos

Plan Marco de 
Implementación

Si bien el pmi fue elaborado y aprobado 
por la csivi en 2017, no se llevó a cabo la 
actualización anual requerida conforme 
a lo estipulado en el AF. 

El rezago de en la actualiza-
ción del pmi impactan en la 
óptima planeación y segui-
miento de lo trazado en el AF, 
toda vez que están pendientes 
la inclusión de metas medibles 
y cuantificables y suficientes 
metas trazadoras y de resul-
tado. De igual forma el pmi 
requiere claridades sobre las 
fuentes de financiación efecti-
va para el cumplimiento de los 
indicadores. 

Sistema integra-
do de informa-
ción y medidas 
para la transpa-
rencia para la 
implementación

El siipo fue formulado y aprobado me-
diante el Decreto 1829 de 2017. En 
total, son siete medidas contempladas 
dentro del pmi relacionadas con el com-
promiso e indicador del siipo según lo 
estipulado en el AF1. Frente a dichas me-
didas, se identifica que existe avance en 
la creación de un portal web habilitado 
y funcional. Dicho portal se encuentra 
disponible para consulta de toda la ciu-
dadanía en [https://siipo.dnp.gov.co/
inicio].
Respecto a la creación y promoción de 
veedurías ciudadanas, el Ministerio 
del Interior, creó la Escuela Virtual, 
con el módulo de control social y 
conformación de veedurías ciudadanas, 
a la cual se accede a través de [http://
escueladeparticipacion.mininterior.gov.
co/]2. 

A marzo de 2021 aún no se 
registran avances de la inte-
roperabilidad del siipo con 
plataformas de identificación 
y seguimiento de recursos y 
sistemas de evaluación tales 
como, suifp y siif, ciclope 
sinergia, siie Sistemas de 
Rendición de Cuentas y de 
mecanismos de denuncias ciu-
dadanas. Tampoco se encuen-
tra articulado el siipo con el 
Portal Paz.
A marzo de 2021, Persisten 
las solicitudes de ajuste y ca-
rencia de ficha técnica de 84 
indicadores, entre los cuales se 
encuentran metas trazadoras 
del AF, incrementando el riesgo 
de incumplimiento de aspectos 
fundamentales del Acuerdo.

Medidas para 
incorporar la 
implementación 
de los acuerdos 
con recursos 
territoriales y 
otras medidas 
para garantizar 
implementación

Sin avances. Aún no se conocen avances nor-
mativos para habilitar el uso del 
sgp hacia la implementación 
del AF3, ni de la reforma de la 
Ley 152 de 1994 para incorpo-
rar el componente de paz en los 
planes de desarrollo municipal 
y departamental, persistiendo 
el riesgo de cumplimiento de 
propósitos de lo trazado por in-
suficiencia de recursos. 

https://siipo.dnp.gov.co/inicio
https://siipo.dnp.gov.co/inicio
http://escueladeparticipacion.mininterior.gov.co/
http://escueladeparticipacion.mininterior.gov.co/
http://escueladeparticipacion.mininterior.gov.co/
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Promoción de la 
participación de 
organizaciones 
sociales y co-
munitarias en la 
ejecución

Durante la vigencia 2020 se gestionó 
la iniciativa normativa, con finalidad 
de promocionar la contratación con las 
organizaciones sociales y comunitarias 
mediante la aprobación de la Ley 2046 
de 2020. Allí se establecen las Reglas 
para la adquisición de alimentos pro-
venientes de pequeños productores lo-
cales y de productores de la agricultura 
campesina, familiar y comunitaria y sus 
organizaciones legalmente constituidas.

Indicadores como el número 
de juntas de acción comunal, 
víctimas, desmovilizados y 
reincorporados contratados 
en proyectos de vías terciarias 
para la paz y el posconflicto 
continúan rezagados sin re-
portes en siipo y sireci a mar-
zo de 20214. 

Componente 
Internacional 
de Verificación 
de la Comisión 
de Seguimiento, 
Impulso y 
Verificación a la 
Implementación 
del AF

La Misión de Verificación de las 
Naciones Unidas, fue creada como en-
cargada de verificar la reincorporación 
política, económica y social; y las garan-
tías de seguridad para los integrantes de 
las farc, sus familias y para las comuni-
dades. Dicha misión fue aprobada por el 
Consejo de Seguridad de la onu según 
Resolución 2377 de 2017 y por medio 
de la Resolución 2545 de 2020, y tras un 
proceso de decisión unánime, el Consejo 
de Seguridad de la Organización, exten-
dió hasta el 25 de septiembre de 2021 el 
mandato de la Misión.

Comisión de 
seguimiento, 
impulso y verifi-
cación -csivi 

La csivi ha venido funcionando, con-
forme a lo establecido en el AF y en el 
Decreto 1995 de 2016. Entre el año 
2020 y el primer trimestre del año 
2021, la csivi se ha reunido en 23 opor-
tunidades.
Se tenía estipulado el funcionamiento 
de la comisión hasta el 31 de enero de 
2021. Sin embargo, el 24 de diciembre 
de 2020, el Gobierno nacional anunció 
que se prorroga por un año más, hasta 
enero de 2022. 
La cerac y cinep, quienes ejercen la 
secretaría técnica del componente in-
ternacional de verificación de la csivi 
desde el 2017, han producido infor-
mes periódicos desde esos centros de 
investigación para dar cuenta de la 
verificación a la implementación del AF 
en Colombia. 

Dentro de las sesiones que se 
han adelantado se han trata-
do también temas dentro de 
la Comisión que aún no gene-
ran consenso como lo son: la 
respuesta de la csivi a la pro-
puesta de la ieanpe, el informe 
de desminado humanitario 
y la Sesión sobre el Trazador 
Presupuestal de Paz. 
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Herramientas 
de difusión y 
comunicación

En el 2020 se crearon un total de 3 emi-
soras de interés público en las zonas 
más afectadas por el conflicto5, que se 
suman a las dos emisoras creadas en el 
201951, para un total de cinco emisoras 
en funcionamiento. Para el 2021, se tie-
nen programadas seis nuevas emisoras6. 
Frente al número de productores y/o 
operadores (ecomun, víctimas, y orga-
nizaciones comunitarias) de radio de 
emisoras, capacitados en 2020 se rea-
lizó el seminario semipresencial Ondas 
de paz: radio para todas las voces de las 
regiones7. 
Finalmente, en cuanto a la producción 
y emisión de un espacio semanal para 
pedagogía del Acuerdo y avances de la 
implementación en canal institucional, 
se su cumplimiento y cierre en 20208.

1	 El numeral 6.1.5 del AF establece como compromiso la creación del Sistema Integra-
do de Información y medidas de Transparencia para la Implementación –siipo–, el cual 
estaría constituido por medidas tales como: i) Mapas interactivos de seguimiento que 
dispongan a la ciudadanía toda la información asociada a costos, ejecución de recursos, 
ubicación geográfica de proyectos, entre otros aspectos. ii) Mecanismos de rendición de 
cuentas. ii) Veedurías ciudadanas y observatorios de transparencia principalmente en 
territorios pdet. iv) Mecanismos especiales de denuncia ciudadana. v) Fortalecimiento 
de los mecanismos de control interno a través de la asistencia técnica a las autoridades 
territoriales. v) Acompañamiento especial de los órganos de control.

2	 A esta plataforma pueden acceder todos los ciudadanos interesados en capacitarse en 
control social. Hasta el momento, han finalizado el curso y han sido certificados 1.321 
ciudadanos, incluidos miembros de veedurías ciudadanas. A pesar de la situación del Co-
vid-19, la entidad  continuó dictando los talleres de manera virtual en todo el territorio 
nacional.

3	 Si bien el sgp va en el mismo sentido de la rri, al contemplar el desarrollo social en 
materia de salud, educación y vivienda, como pilar fundamental en la erradicación de la 
pobreza, los criterios existentes en la Ley 715 del 2001 no incentivan inversiones en zo-
nas rurales dispersas en temas de salud, vivienda y saneamiento básico, foco central de 
la Reforma Rural Integral. Además, los criterios de costo eficiencia de las intervenciones 
públicas no necesariamente incentivan la priorización en dichas zonas. Adicionalmente, 
el margen de acción de los recursos de propósito general es muy limitado para los mu-
nicipios categorías G4 y G5, objeto de la priorización para la puesta en marcha de la rri, 
dada su baja capacidad de generar ingresos propios.

4	 El secop no cuenta con bases de datos o con los datos específicos sobre contratación 
de seguimiento sobre población víctimas, desmovilizados y reincorporados contratados 
mediante los procesos de contratación del proyecto de vías terciarias para la paz y el 
posconflicto.  En el siipo no se incluyen datos del indicador pues aún no cuenta con ficha 
técnica. En sireci tampoco se registran datos relacionados con el indicador.
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5	 Específicamente en San Jacinto (Bolívar), Fonseca (La Guajira) y Convención (Norte de 
Santander).

6	 Puntualmente las de Chaparral (Tolima) e Ituango (Antioquia).
7	 De las cuales, a la fecha ya se implementaron las estaciones más estudios de Arauquita 

(Arauca), Algeciras (Huila), Florida (Valle) y Bojayá (Chocó).
8	 En dicho seminario participaron y fueron certificados 47 personas, pertenecientes a 

organizaciones de víctimas, ecomun, organizaciones comunitarias y miembros de las 
emisoras de paz; todos pertenecientes a zonas afectadas por el conflicto, donde operan 
dichas estaciones.

9	 En total se emitieron 156 horas del programa mimbre, dando cumplimiento con los 
compromisos establecidos en el AF.

Fuente: elaboración cdp con base en formularios cdp 2021 y sireci

‒ Dinámica legislativa vigencia 2020 y lo corrido de 2021

Respecto a la iniciativa legislativa, durante la vigencia 2020 y con corte 
al 31 de marzo del 2021 se han presentado y expedido los siguientes 
desarrollos normativos derivados del AF:

•	 Ley Ordinaria 2056 de 2020204: Por la cual se regula la organización 
y el funcionamiento del sistema general de regalías.

•	 Ley Ordinaria 2071 de 2020205: Por medio del cual se adoptan me-
dida en materia de financiamiento para la reactivación del sector 
agropecuario, pesquero, acuícola, forestal y agroindustriales.

•	 Decreto Reglamentario 98 de 28 de enero de 2002206: Por el cual se 
adicionan el Decreto 1082 de 2015 Único Reglamentario del Sector 
Administrativo de Planeación Nacional y el Decreto 1073 de 2015 
Único Reglamentario del Sector Administrativo de Minas y Energía, 
en lo relacionado con los proyectos que se ejecuten a través de mo-
dalidad de Obras por Regalías para el Desarrollo de las Entidades 
Territoriales.

204	 Diario Oficial, n.° 51.453, cit.
205	 Diario Oficial, n.° 51.544, de 31 de diciembre de 2020, disponible en [https://www.suin-

juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/30040298].
206	 Disponible en [https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normativa-boletin-juridico/

DECRETO%2098%20EL%2028%20DE%20ENERO%20DE%202020.pdf].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normativa-boletin-juridico/DECRETO
https://www.sic.gov.co/sites/default/files/normativa-boletin-juridico/DECRETO
202020.pdf
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•	 Decreto Reglamentario 148 de 2020207: donde se incluyen las dis-
posiciones generales del Servicio Público de Gestión Catastral a 
cargo de la Agencia Nacional de Tierras ‒ant‒.

•	 Decreto Reglamentario 205 de 2020208: por medio del cual se es-
tablece que antes del 31 de julio de 2020, los exintegrantes de las 
farc-ep deberán realizar la entrega material de todos los bienes 
incluidos en el inventario. 

•	 Decreto Reglamentario 456 de 2020209: donde se incluye tema so-
bre tasa de las instituciones financieras “el presente Decreto tiene 
por objeto desarrollar las condiciones y la forma de distribución de 
los recursos recaudados por concepto de la sobretasa a las institu-
ciones financieras, destinados a la Red Vial Terciaria carretera, así 
como el mecanismo para su ejecución”. El dnp tendrá en cuenta una 
relación de cinco a uno en el orden de asignación de los recursos, 
para lo cual se dará prelación, como mínimo, a un municipio pdet 
por cinco municipios que no se encuentren dentro de esta categoría.

•	 Decreto Reglamentario 631 de 4 de mayo de 2020210: Por medio 
del cual se designan los miembros del Consejo Directivo del Fondo 
Colombia en Paz ‒fcp‒. 

•	 Decreto Reglamentario 648 de 13 de mayo de 2020211: Por medio 
del cual se designa al Consejero Presidencial para la Estabilización 
y Consolidación como representante del Presidente en el Consejo 
Directivo de la adr.

207	 Diario Oficial, n.° 51.217, de 4 de febrero de 2020, disponible en [https://dapre.
presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20148%20DEL%2004%20
DE%20FEBRERO%20DE%202020.pdf].

208	 Diario Oficial, n.° 51.225, de 12 de febrero de 2020, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30038813].

209	 Diario Oficial, n.° 51.263, de 21 de marzo de 2020, disponible en [https://dapre.
presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20456%20DEL%2021%20
DE%20MARZO%20DE%202020.pdf].

210	 Disponible en [https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20
631%20DEL%204%20DE%20MAYO%20DE%202020.pdf].

211	 Disponible en [https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20
648%20DEL%2013%20DE%20MAYO%20DE%202020.pdf].

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202020.pdf
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30038813
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30038813
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202020.pdf
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202020.pdf
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202020.pdf
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•	 Decreto Reglamentario 1330 de 2020212: Por medio del cual se re-
glamenta la operación del Subsidio Integral de Acceso a Tierras, 
previsto Decreto Ley 902 de 2017 “Por el cual se adoptan medidas 
para facilitar la implementación de la Reforma Rural Integral con-
templada en el Acuerdo Final en materia de tierras, específicamen-
te el procedimiento para el acceso y formalización y el Fondo de 
Tierras”.

•	 Decreto Reglamentario 1340 de 2020213: Por medio del cual se crea 
la Comisión Intersectorial del Sector de la Economía Solidaria para 
emitir la Política Pública de Economía Solidaria del sector rural y 
con la presencia de la Consejería Presidencial para la Estabilización 
y la Consolidación.

•	 Decreto Reglamentario 1341 de 2020214: Por medio del cual se asig-
na la política de vivienda rural al Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, que venía ejecutando el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, asumiendo las tareas de priorización, asignación 
y verificación del subsidio de vivienda rural.

•	 Decreto Reglamentario 1543 de 2020215: Por medio del cual se rea-
liza transferencia de predios rurales para proyectos productivos en 
el marco de la reincorporación.

•	 Decreto Reglamentario 1778 de 2020216: Por medio del cual se 
transfiere la administración operación, implementación y actuali-
zación del siipo y se establecen los lineamientos para el funciona-
miento y seguimiento del “Portal para la Paz”.

212	 Diario Oficial, n.° 51.459, cit.
213	 Diario Oficial, n.° 51.461, de 8 de octubre de 2020, disponible en [https://www.suin-

juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040051].
214	 Diario Oficial, n.° 51.461, de 8 de octubre de 2020, disponible en [https://www.

funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=143129].
215	 Diario Oficial, n.° 51.508, cit.
216	 Diario Oficial, n.° 51.538, de 24 de diciembre de 2020, disponible en [https://www.suin-

juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040285].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040051
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040051
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=143129
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=143129
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040285
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?id=30040285
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•	 Decreto Reglamentario 053 de 19 de enero de 2021217: Por el cual 
se designan los representantes del Gobierno nacional ante la csivi.

No obstante lo anterior, persiste el rezago asociado al trámite de pro-
yectos de ley fundamentales para la implementación del AF como por 
ejemplo: i) Jurisdicción agraria; ii) Acto legislativo de reforma políti-
ca; iii) Acto legislativo de Circunscripciones Territoriales Especiales 
de Paz; iv) Reforma a la Ley 152 para el fortalecimiento de la planea-
ción democrática y participativa; v) Reforma a la Ley 715 de 2001 del 
Sistema General de Participaciones para habilitar nuevos recursos 
para la implementación del AF; entre otras.

VI. Capítulo étnico

El propósito del capítulo étnico en el AF es salvaguardar los derechos 
a la consulta previa libre e informada, asegurar la no regresividad de 
derechos de las comunidades, e incorporar el enfoque transversal étni-
co, de familia, género y generación en la implementación de los planes, 
programas y medidas del Acuerdo Final.

La ausencia de un ítem étnico en el trazador presupuestal para la 
paz, es la principal dificultad en el seguimiento a la implementación 
del capítulo étnico del AF. Para la obtención de la información de los re-
cursos invertidos para pueblos étnicos, la cgr implementó la solicitud 
de este reporte en el Sistema de Información Electrónica de la Cuenta 
e Informes ‒sireci‒, así como el diligenciamiento de formularios de 
preguntas a las entidades responsables de la implementación de los in-
dicadores del pmi, en contraste con los reportes del Sistema Integrado 
para la Información del Posconflicto ‒siipo‒.

217	 Disponible en [https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20
053%20DEL%2019%20DE%20ENERO%20DE%202021.pdf].

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202021.pdf
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Gráfico 80
Balance de los recursos invertidos en el capítulo étnico del AF

(2018 – 2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

La anterior gráfica presenta el aporte de los recursos de inversión de 
las entidades nacionales a la implementación del capítulo étnico, se-
gún el reporte realizado por estas a la cgr en el aplicativo sireci. Para 
2020, se presentó una disminución del 4% de los recursos reportados, 
con respecto a 2019. Es importante llamar la atención sobre la necesi-
dad de optimizar la planeación y programación del presupuesto, acor-
de con los principales objetivos planteados en el AF y en especial en el 
capítulo étnico, en consonancia con las metas trazadoras e indicadores 
étnicos del pmi. 

En la misma vía, es importante señalar que los recursos reportados 
para los pueblos étnicos solo llegan a representar el 3,3% del total de 
los recursos del AF en 2020, pese a la alta presencia étnica en los te-
rritorios rurales focalizados y el importante número de indicadores y 
metas trazadoras étnicas en el pmi.

Al revisar la información presupuestal en 2020 y su distribución en 
los seis puntos del AF, se obtiene el siguiente resumen gráfico:
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Gráfico 81
Balance de los recursos invertidos en el capítulo étnico del AF

(2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

Las mayores ejecuciones se encuentran en la “Reforma Rural Integral” 
(41%) y en la “Solución al problema de drogas” (40%), seguidos del 
“Acuerdo sobre víctimas” (18%). El punto 2 de participación política 
sigue presentando, como en vigencias anteriores, una baja ejecución; 
mientras que en el punto 3 sobre fin del conflicto, si bien presenta un 
bajo compromiso en comparación a los otros puntos, se destaca que 
respecto al 2019 los recursos de la arn se triplicaron, aunque el re-
curso siga siendo deficiente para los compromisos étnicos que son 
responsabilidad de la entidad, como se mencionará más adelante. Por 
último, como en las vigencias anteriores, para 2020 no se ejecutaron 
recursos para el punto 6. En adelante, se profundizará sobre las entida-
des y los temas en los que se aportaron recursos.

A. Punto 1. “Reforma Rural Integral”

La Reforma Rural Integral ‒rri‒, de acuerdo con el capítulo étnico del 
AF, debe tener un especial énfasis en garantizar la perspectiva étnica y 
cultural, implementar mecanismos de protección a los derechos terri-
toriales y guardar la integralidad de los territorios con sus dimensio-
nes culturales y espirituales.

Al revisar la ejecución por pilares de la rri, se obtienen los siguien-
tes resultados:
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Gráfico 82
Balance de los recursos invertidos en la rri

para los pueblos étnicos (2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

1.	 Pese al carácter estructural del ordenamiento social en la rri, para 
2020, este pilar solo representó el 8% de la ejecución del punto 1. 
Estos recursos fueron reportados por la ant en los dos proyectos 
de inversión de legalización de tierras para comunidades étnicas, 
con los que ha contado la entidad tradicionalmente. Para indígenas 
se reportaron $5.570 millones y para afrocolombianos $1.552 mi-
llones. Vale anotar que, si bien estos recursos se encuentran marca-
dos para posconflicto, no es claro el carácter diferencial de su des-
tinación de la oferta ordinaria de la entidad.

2.	 El pilar de Infraestructura y adecuación de tierras representó el 
19% del total de la rri para pueblos étnicos. Los recursos fueron 
reportados en su totalidad por el ipse; $4.671 millones orientados 
al diseño de soluciones tecnológicas para la generación de energía 
eléctrica y $13.182 millones al desarrollo de proyectos energéticos 
sostenibles en zonas no interconectadas del país.

3.	 El pilar de Vivienda y agua potable representa el 5% de los recursos 
del punto 1, fueron reportados por MinVivienda $5.032 millones 
en apoyo financiero para facilitar el acceso a los servicios de agua 
potable y manejo de aguas residuales.
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4.	 Respecto a la Producción agropecuaria y economía solidaria se re-
portó el 45% de los recursos de la rri para pueblos étnicos. Es en 
este pilar donde se ejecutó la mayor parte de los recursos del pun-
to 1, los cuales fueron reportados por el icbf y el Ministerio del 
Trabajo. El primero con un aporte de $4.290 millones orientados al 
desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes, y el segundo con 
un aporte de $38.266 millones del Fondo de Solidaridad Pensional 
(subsidio al adulto mayor). En este sentido, se resalta que uno de 
los principales retos sigue siendo una planeación presupuestal y 
una participación de los sectores, entidades y proyectos que sean 
acordes con los intereses y perspectivas de los pueblos étnicos, tal 
y como fueron concertados en el pmi.

5.	 Para la Garantía progresiva del derecho a la alimentación, se repor-
tó el 7% de los recursos del punto 1. MinComercio reportó $158 
millones orientados al acceso a los mercados de las unidades pro-
ductivas de la población víctima, y Prosperidad Social $6.039 mi-
llones en el programa iraca. Vale resaltar que, en los dos casos, se 
trata de proyectos orientados a víctimas del conflicto armado.

6.	 Por último, a los patr se orientaron $15.903 millones que repre-
sentan el 17% de los recursos de la rri. Se trata de dos proyectos de 
MinAgricultura que aportan el 97% de estos recursos, el primero, 
orientado a la construcción de capacidades empresariales rurales 
y el segundo, al fortalecimiento del modelo de apoyo a las alianzas 
productivas. El 3% restante del recurso en este pilar se reportó por 
la art y Artesanías de Colombia en los proyectos para apoyar la 
implementación de los pdet y apoyar el fomento a la actividad ar-
tesanal de las comunidades étnicas, respectivamente.

A continuación, se presenta un balance de las metas trazadoras del pmi 
para la Reforman Rural Integral con enfoque étnico:



Políticas públicas

309

Tabla 69
Balance metas trazadoras étnicas del punto 1 “Reforma Rural Integral”

pilar nombre indicador
meta trazadora balance cualitativo

Pilar 1:
Planes 
Nacionales 
para la 
Reforma Rural
Integral

El 100% de los planes de 
la Reforma Rural Integral 
incorporarán el enfoque 
étnico con perspectiva de 
género, mujer, familia y ge-
neración. La participación, 
concertación y/o consulta 
previa para la implemen-
tación de estos planes con 
pueblos y comunidades in-
dígenas, negro, afrocolom-
biano, raizal, palenquero y 
Rrom, se realizará de con-
formidad con la normativi-
dad legal vigente.

• A 31 de marzo de 2021, no hay incorpora-
ción efectiva del enfoque étnico en ninguno 
de los Planes Nacionales que han sido adop-
tados, tal como se señala el anexo 1. 
• No se ha garantizado la participación de los 
pueblos étnicos en el diseño e implementa-
ción de los Planes Nacionales, pues además 
de carencia de estrategia para la atención 
a esta población, en algunos casos (Agua, 
Riego) se ha justificado la ausencia de en-
foque diferencial étnico, en el carácter uni-
versal del servicio público, y aunque en los 
restantes se menciona en el texto del Plan, 
solo se apuntala a tenerlo como un criterio 
diferenciador.

Pilar 2:
Ordenamiento 
social
de la propie-
dad rural
y uso
del suelo

A 2027, el 100% de las so-
licitudes de constitución, 
ampliación, saneamiento, 
reestructuración, clarifi-
cación, delimitación, me-
didas de protección y titu-
lación colectiva radicadas 
a 2017, se han resuelto 
efectivamente y con actos 
administrativos expedidos.

• A 31 de marzo de 2021, según la base de 
datos aportada por la ant, se encuentra que 
el total de solicitudes de legalización de co-
munidades negras asciende a 377, de las 
cuales el 70% fueron radicadas a corte 31 de 
diciembre de 2017. En 2020 fueron emitidos 
siete actos administrativos de legalización, 
correspondientes a casos ubicados en los de-
partamentos de Atlántico, Cauca, Magdalena 
y Putumayo. El avance de 2020 corresponde 
al 2,6% del total de solicitudes presentadas 
por Comunidades negras a 2017.
• A 31 de marzo de 2021, según la base de 
datos aportada por la ant, se encuentra que 
el total de solicitudes de constitución, sanea-
miento, ampliación y reestructuración de 
resguardos indígenas asciende a 1.011, de 
las cuales el 73% fueron presentadas a corte 
a 31 de diciembre de 2017. En 2020 fueron 
emitidos 16 actos administrativos corres-
pondientes a casos de los departamentos 
de Amazonas, Antioquía, Caquetá, Casanare, 
Cauca, Chocó, Huila, Putumayo y Vichada. El 
avance en 2020 corresponde a un 2,1% del 
total de solicitudes radicadas a 2017.
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Pilar 2:
Ordenamiento 
social
de la propie-
dad rural
y uso
del suelo

• Respecto a los resguardos de origen colo-
nial, si bien no se reportan avances cuanti-
tativos en la reestructuración y clarificación 
de estos, se expidió el Decreto 1824 el 31 
de diciembre de 2020, el cual reglamenta el 
procedimiento de clarificación de la vigencia 
legal de los títulos de origen colonial o repu-
blicano de los resguardos indígenas.
• La ant reportó visita técnica en 2020 a 
ocho territorios respecto a las 20 solicitudes 
de protección de territorios ancestrales e in-
forma como principal dificultad de avance la 
notificación e identificación de los titulares 
de derechos de propiedad como de los terce-
ros, es decir, los demás sujetos vinculados al 
uso y tenencia de estos.
• Por otra parte, vale resaltar que los indi-
cadores asociados a esta meta trazadora no 
tienen reporte en siipo debido al retraso en 
la aprobación de las fichas técnicas.
• A su vez, existe demora en la expedición 
y ajuste de la normatividad que sustenta la 
operación de la implementación de la meta. 
• Se requiere un impulso institucional fuerte 
para alcanzar la meta trazadora en los cinco 
años restantes, sobre todo teniendo en cuen-
ta el ritmo con el que se avanza en la resolu-
ción del total de los casos.

A 2029, los pueblos étnicos 
han accedido equitativa-
mente al goce efectivo de 
sus derechos territoriales 
en el marco del fondo de 
tierras en términos del 
goce y uso del territorio y 
sus necesidades, mediante 
la constitución, creación, 
ampliación, saneamiento 
y titulación de resguardos, 
territorios de comunida-
des negras, afrocolombia-
nas, raizales y palenqueras 
y el acceso a tierras con 
pertinencia cultural para el 
pueblo Rrom.

• Según la información de la ant, se reportan 
como avances entre enero de 2020 y marzo 
de 2021: i) Culminación de 22 procesos de 
entrega de tierras a resguardos indígenas 
(15 constituciones y siete ampliaciones) co-
rrespondientes a 197.411,26 hectáreas; ii) 
Expedición de diez resoluciones de titula-
ción colectiva, correspondientes a 1.945,83 
hectáreas en Cauca, Magdalena y Putumayo. 
• Se carece de transparencia y publicidad en 
el reporte de los indicadores de esta meta, 
dado que no se encuentra aprobada su ficha 
técnica en siipo, luego de cuatro años de ex-
pedición del pmi.
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Pilar 2:
Ordenamiento 
social
de la propie-
dad rural
y uso
del suelo

• No se encuentran avances en el caso del 
pueblo Rrom debido a que no se cuenta 
con la normatividad necesaria concertada y 
aprobada. 
• La no expedición del Plan Nacional de 
Formalización Masiva de la Propiedad incide 
en el rezago existente y en la poca claridad 
sobre las metas y su cumplimiento.
• Según informe de auditoría cgr-cdsa 
00902 liberado en diciembre de 2020, la 
ant no ha cumplido con la incorporación 
del Módulo Étnico en el Registro de Sujetos 
de Ordenamiento (reso), así como tampo-
co se encuentra aprobado el Formulario de 
Inscripción de Sujetos de Ordenamiento 
(fiso) étnico en el marco de la cnti.

A 2027, los pueblos étnicos 
participan real y efectiva-
mente en el diseño, gestión 
y puesta en marcha del 
Sistema Nacional Catastral 
Multipropósito en sus pro-
pios territorios y su terri-
torialidad.

• En 2020, el igac, en articulación con entida-
des del sector, elaboró documento borrador 
final de la guía metodológica para la imple-
mentación del Catastro Multipropósito.
• El 11 de diciembre de 2021, se protocolizó 
ruta metodológica para la consulta previa de 
la implementación del catastro multipropó-
sito en territorios indígenas; y durante pri-
mer trimestre de 2021 se realizará negocia-
ción del presupuesto para la operación de la 
consulta previa por cada una de las organi-
zaciones indígenas, así como concertación 
de alcances, actividades y tiempos, para con-
tratación directa de la operación.
• Con las comunidades negras y afrocolom-
bianas el día 20 de febrero de 2021 el dnp 
acordó con la Comisión Consultiva de Alto 
Nivel el desarrollo de la consulta previa de 
la guía metodológica en dos fases, la primera 
para definición de los términos de referencia 
y presupuesto, y la segunda para su consulta 
previa en sí. 
• En 2020 se reportaron avances en la inclu-
sión de variables étnicas en el levantamiento 
catastral y en la captura de información.
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Pilar 2:
Ordenamiento 
social
de la propie-
dad rural
y uso
del suelo

El 100% de los pueblos y 
comunidades indígenas, 
Narp y Rrom han par-
ticipado de forma real 
y efectiva en el diseño y 
uso del módulo étnico del 
Sistema Único Nacional 
de Información Catastral 
Multipropósito a imple-
mentarse en sus territo-
rios.

• Como se señaló sobre la meta anterior, a 
31 de marzo de 2021, aún no se ha realiza-
do el proceso de consulta previa de la guía 
metodológica para la implementación del 
Catastro Multipropósito, lo cual afecta el 
cumplimiento de esta meta trazadora. 
• En 2020, respecto al levantamiento catas-
tral de territorios étnicos desde la participa-
ción de sus comunidades, en cumplimiento 
de la sentencia T-247 de 20151, el igac y 
MinInterior realizaron consulta previa a 
tres resguardos ubicados en el municipio de 
Cumaribo (Vichada), que sumados a los 26 
resguardos consultados entre 2017 y 2018 
en el mismo municipio, completaron el total 
de 30 resguardos consultados, lo que equiva-
le al 1,94% de avance sobre el total de 1.543 
territorios étnicos. 
• En la socialización y definición de los pará-
metros de contratación y presupuesto para 
consulta previa ante pueblos indígenas y 
narp de la Guía Metodológica para la imple-
mentación del Catastro Multipropósito, han 
participado la cnti, la ccan de las comunida-
des narp, la onic, la opiac, la aico - Gobierno 
Mayor, la cit, el cric, la mpc, y los pueblos 
Wayuu y Yukpa, y a primer trimestre de 
2020 no se han concertado dichos aspectos.

El 100% de los conflic-
tos de uso y tenencia de 
la tierra se resuelven en 
equidad, concertadamente 
y generando condiciones 
de convivencia y paz entre 
pueblos y comunidades 
garantizando la integridad 
territorial y cultural de los 
pueblos y comunidades.

Luego de tres años del inicio de la implemen-
tación de esta meta trazadora según el pmi, 
se encuentra que:
• Al cuarto trimestre de 2020 se suspen-
dió el proceso de consulta previa al pueblo 
Rrom sobre el marco normativo de titulación 
de tierras, por la emergencia sanitaria de la 
Covid-19.
• La ant se encuentra en desarrollo de las 
concertaciones a la contrapropuesta de la 
Mesa Consultiva de Alto Nivel del pueblo 
narp, generada en su sesión del 23 de febre-
ro de 2021 sobre mecanismos alternativos 
de solución de conflictos territoriales por el 
uso y tenencia de la tierra.
• Según la ant, el 26 de mayo de 2017 se 
discutió en el marco de la cnti acerca del 
proceso de concertación de los Mecanismos 
Alternativos de Solución de Conflictos por el 
Uso y Tenencia de la Tierra. Sin embargo, no 
se presentan avances en la consulta previa 
de la misma.
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Pilar 2:
Ordenamiento 
social
de la propie-
dad rural
y uso
del suelo

El plan nacional de zoni-
ficación ambiental y de 
caracterización de uso de 
las áreas que deben te-
ner un manejo ambiental 
especial, no incluirá a los 
territorios de los pueblos 
étnicos, como garantía del 
ejercicio de la autonomía, 
del gobierno propio y de 
las formas propias de pla-
neación y ordenamiento 
del territorio.

• Continúa rezago de la meta desde 2018 pues 
el pza aún está en proceso de concertación in-
terinstitucional, aunque existen avances en 
términos de no considerar cartográficamente 
los polígonos correspondientes de los terri-
torios étnicos ni incorporarlos como variable 
de zonificación, los cuales se zonifican como 
áreas con decisión previa de ordenamiento, 
según la Ley 2 de 1959 de reservas forestales.
• Se hizo entrega a la ianpe mediante oficio 
de 9 de octubre de 2020 por petición de ésta, 
en sesión del 6 de octubre, de información 
cartográfica y documental del Plan, que se 
valora como insumo en la formulación de 
planes de vida y de otros instrumentos de 
ordenamiento propios.

Entrega gratuita del 100% 
de hectáreas de tierra pro-
gramadas a las 11 kumpa-
ñy de Colombia.

• A 31 de marzo de 2021 no se cuenta con la 
reglamentación necesaria para la entrega de 
tierras y subsidios integrales al Pueblo Rrom. 
• Está en proceso de consulta previa2 la re-
solución que reglamenta la implementación 
del programa especial de dotación de tierras 
al pueblo Rrom y del proyecto de decreto 
que reglamenta el procedimiento de cons-
trucción de la ficha bpin para asignación de 
recursos en la siguiente vigencia.

Pilar 3:
Planes de ac-
ción
para la trans-
formación 
regional

A 2027, el 100% de los 
pdet, patr que se imple-
menten en territorios, 
pueblos y comunidades 
indígenas, negros, afro-
colombianos, raizales, 
palenqueros y Rrom son 
concertados, consultados, 
diseñados, formulados, 
ejecutados y en seguimien-
to, con las autoridades 
étnico-territoriales acor-
de con los planes de vida, 
etnodesarrollo, manejo 
ambiental, ordenamiento 
territorial y sus equivalen-
tes en el marco reparador 
del enfoque étnico, racial, 
de mujer, familia, género y 
generación.

• A 31 de marzo de 2021 solo se cuenta con 
la construcción y validación de las Hojas de 
Ruta para inclusión del enfoque étnico de los 
pdet y patr de las subregiones Catatumbo, 
Sur de Bolívar y Sur de Córdoba. 
• Se resalta la ausencia de lineamientos, va-
riables y perspectiva étnica en el documento 
de metodología general de las hojas de ruta 
aprobado en el mes de julio de 2020 (solo se 
incluye un anexo).
• Por otra parte, según la art, existe participa-
ción del Mecanismo Especial de Consulta (mec) 
en los espacios de validación territorial de hojas 
de ruta en cada subregión para socialización, 
retroalimentación y ajuste de resultados.
• Se reportó la concertación de diez de 15 li-
neamientos técnico-operativos para las subre-
giones pdet (nueve por estrategia de diálogo 
intercultural virtual) del protocolo de mec.
• A 31 de marzo, las fichas técnicas de los in-
dicadores relacionados con esta meta traza-
dora se encontraban en proceso de reajustes 
definitivos por la art frente a los plantea-
mientos de la ianpe.
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A 2027, el 100% de los 
planes de acción inmedia-
ta para las comunidades y 
pueblos indígenas que se 
encuentran en riesgo de ex-
tinción física y cultural y que 
no están priorizados por el 
Decreto 893 de 2017, esta-
rán concertados, diseñados, 
formulados, ejecutados y 
con seguimiento de acuerdo 
con los planes de vida y pla-
nes de salvaguarda.

• A 31 de marzo de 2021, no se cuenta con 
avances visibles en esta meta trazadora. Se 
reportó por MinInterior que en 2021 se pro-
pone definir el cronograma para la genera-
ción de la ruta metodológica y para la estruc-
turación de los pai.
• No existe ficha técnica aprobada del indica-
dor debido a que se encuentra en discusión 
si la entidad responsable de la implementa-
ción es MinInterior o la art.

1	 La Corte Constitucional ordenó adelantar proceso de consulta previa con los 30 resguar-
dos del municipio de Cumaribo para poder adelantar un nuevo proceso de formación 
catastral rural.

2	 Se encuentre pendiente el proceso de consulta previa con la Kumpañy de Cúcuta, su 
retraso se debe un alto contagio de Covid-19 en esta comunidad en 2020.

B. Punto 2. “Participación política”

Las prioridades en el punto 2 del capítulo étnico se centran en garan-
tizar la participación efectiva de los representantes de las autoridades 
étnicas y sus organizaciones, y en lograr la inclusión de los pueblos ét-
nicos en las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz ‒cetp‒.

Al punto 2 de participación política se orientó el 0,4% de los recur-
sos del capítulo étnico, lo cual como se ha estimado en los anteriores 
informes de la cgr, resulta marginal respecto al alcance de los compro-
misos étnicos en este Punto y al carácter principal de la participación 
que debe prevalecer en el AF, según las disposiciones del capítulo étni-
co. En términos del aporte a los pilares del punto, se tienen los siguien-
tes resultados:
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Gráfico 83
Balance de los recursos invertidos en el punto 2

para los pueblos étnicos (2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

1.	 Al pilar 2.1 sobre derechos y garantías plenas para el ejercicio de la 
oposición política se orientaron $207 millones de pesos correspon-
dientes a la incorporación del enfoque étnico en el funcionamiento 
del sisep.

2.	 En el pilar 2.2 de mecanismos democráticos para la participación 
ciudadana, se reportaron $718 millones, 97% de ellos correspon-
dientes al mintic en proyectos orientados al fortalecimiento de con-
tenidos emitidos en plataformas de radio pública, mejoramiento de 
la competitividad de la industria de comunicaciones y asistencia 
para uso y apropiación de las tic. El recurso restante fue aportado 
por el dafp.

3.	 En el pilar 2.3, que busca promover una mayor participación en la 
política nacional, regional y local, en igualdad de condiciones y con 
garantías de seguridad, no se reportaron recursos para los pueblos 
étnicos.
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A continuación, se presenta el balance cualitativo de las metas tra-
zadoras, asociadas por pilar del punto 2:

Tabla 70
Balance metas trazadoras étnicos del punto 2 “Participación política”

pilar nombre indicador
meta trazadora balance cualitativo

Derechos 
y garantías 
plenas para el 
ejercicio de la 
oposición po-
lítica

A 2027 los pueblos étnicos 
de Colombia participan 
real y efectivamente con 
garantías políticas, jurídi-
cas y de seguridad de sus 
integrantes, comunidades, 
organizaciones de base y 
movimientos políticos, en 
los procesos locales, re-
gionales y nacionales de 
participación ciudadana, 
política y consulta pre-
via; contribuyendo así a la 
construcción de una cultu-
ra democrática, incluyente 
interétnica e intercultural.

• La meta trazadora continúa en incumpli-
miento desde el 2018, ya que el Sistema 
de Planeación, Información y Monitoreo 
del sisep y la Comisión de Seguimiento de 
Evaluación del Desempeño del Sistema 
Integral de Protección, aún están en proceso 
de estructuración, definición y consolidación.

Mecanismos 
democráticos 
de participa-
ción ciudadana 

A 2027 los pueblos étnicos 
de Colombia participan 
real y efectivamente con 
garantías políticas, jurídi-
cas y de seguridad de sus 
integrantes, comunidades, 
organizaciones de base y 
movimientos políticos, en 
los procesos locales, re-
gionales y nacionales de 
participación ciudadana, 
política y consulta pre-
via; contribuyendo así a la 
construcción de una cultu-
ra democrática, incluyente 
interétnica e intercultural.

• Si bien se presentan avances, aún no se lo-
gran las garantías de seguridad, políticas y 
normativas requeridas para la efectiva e in-
mediata participación ciudadana y política, 
como tampoco se aplica consulta previa a to-
das las medidas administrativas que afectan 
a los pueblos étnicos.
• Entre los ajustes normativos relacionados 
con las garantías a la participación ciuda-
dana, MinInterior reporta la creación con-
certada de la Comisión Nacional de Mujeres 
Indígenas (Dcto. 1097 de 9 de agosto de 
2020), que estará integrada por cinco altos 
funcionarios y 22 mujeres de cinco organiza-
ciones indígenas.
• El MinInterior presenta como avances nor-
mativos la concertación en 2017 de seis de 
las iniciativas legislativas que afectaban a 
los pueblos indígenas. Sin embargo, temas 
estructurales en el capítulo étnico, como el 
Catastro Multipropósito, el Módulo étnico 
en el reso, el componente étnico en el pnis, 
aún se encuentran sin concertación ni cum-
plimiento.
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Mecanismos 
democráticos 
de participa-
ción ciudadana

• En lo atinente a emisoras comunitarias 
diseñadas con criterios diferenciadores, 
mintic reportó que en primer trimestre de 
2021 se ordenó apertura de la Convocatoria 
Pública n.° 1 de 2020 para otorgamiento de 
licencias de concesión en la prestación, en 
gestión indirecta, del servicio comunitario 
de radiodifusión sonora en frecuencia modu-
lada (FM), a través de comunidades étnicas 
organizadas, de 240 canales, en 239 munici-
pios de 31 departamentos.
• Con relación a capacitación técnica adecua-
da culturalmente a operadores de medios 
comunitarios, según mintic, en 2020, se ca-
pacitó a 150 personas de pueblos étnicos en 
temas de la industria audiovisual y sonora y 
en la producción de contenidos propios.
• En referencia a contenidos propios en emi-
soras de rtvc, mintic reporta que en 2020 se 
desarrolló el 15% de los espacios de las emiso-
ras Radio Nacional de Colombia y Radiónica, 
en divulgación de contenidos étnicos.
• Acerca de producciones de radio comuni-
taria, mintic reportó la entrega en 2020 de 
diez estímulos económicos por valor total de 
$20 millones para diez producciones de ra-
dio comunitaria en emisoras concesionadas 
a cinco pueblos y mujeres indígenas y tres 
afro. También se entregaron estímulos por 
total de $400 millones para la realización de 
ocho productos digitales de colectivos con 
pertenencia étnica (cinco indígenas y tres 
narp), seleccionados en el marco de la con-
vocatoria “Crea Digital 2020”.
• Según la oacp, en 2020 la Comisión 
Nacional de Diálogo del Pueblo Rrom renovó 
la delegación de sus dos representantes en el 
Consejo Nacional para la Paz, Reconciliación 
y Convivencia ‒cnprc‒.
• En atención a formación en temas de con-
trol social, el dafp presenta como avance la 
elaboración y publicación, en 2020, del Plan 
Nacional de Formación de Veedores con 
Enfoque Étnico ‒pnfv-ee‒, socializado, rea-
limentado y validado por pueblos indígenas, 
Rrom y afrodescendientes.
• Según el dafp, respecto a observatorios de 
transparencia con pertenencia cultural, en 
2020 quedó definida la priorización, concerta-
da entre grupos étnicos y la Red Institucional 
de Apoyo a las Veedurías Ciudadanas, de terri-
torios a intervenir en 2021.
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Mecanismos 
democráticos 
de participa-
ción ciudadana

A partir de 2018, los ajus-
tes normativos incorpo-
ran de manera efectiva las 
propuestas de los pueblos 
étnicos en materia de pla-
neación territorial, ga-
rantizando el derecho al 
desarrollo propio y la par-
ticipación.

• Este indicador debió cumplirse a 2018. Sin 
embargo, se considera una meta no lograda 
dado que la presencia de dos representan-
tes del pueblo Rrom en el Consejo Nacional 
de Planeación, no tiene carácter vinculante, 
sino que ocurre a título de invitados perma-
nentes. Sin embargo, con ello, el dnp ha dado 
por cumplido el indicador en siipo, regis-
trando el 100% de avance.

Promover 
una mayor 
participación 
en la política 
nacional, re-
gional y local, 
en igualdad de 
condiciones y 
con garantías 
de seguridad

A 2027 los pueblos étnicos 
de Colombia participan 
real y efectivamente con 
garantías políticas, jurídi-
cas y de seguridad de sus 
integrantes, comunidades, 
organizaciones de base y 
movimientos políticos, en 
los procesos locales, re-
gionales y nacionales de 
participación ciudadana, 
política y consulta pre-
via; contribuyendo así a la 
construcción de una cultu-
ra democrática, incluyente 
interétnica e intercultural.

• El proyecto de Código Electoral1, en revisión 
automática de constitucionalidad, faculta la 
instalación de puestos de votación perma-
nentes o móviles en centros poblados rura-
les, resguardos indígenas o consejos comuni-
tarios que atiendan ciertas condiciones (art. 
120). Por su parte, la Registraduría Nacional 
del Estado Civil ‒rnec‒ ya había orientado 
a los registradores regionales, la reubicación 
móvil de los puestos de votación2. 
• Por orden judicial, continúa en trámi-
te el Acto Legislativo que ordena la crea-
ción de 16 Circunscripciones Especiales 
Transitorias de Paz ‒cetp‒ para la Cámara 
de Representantes de los periodos 2022-
2026 y, acondicionado, 2026-20303, por lo 
anterior, no ha sido cumplido el indicador 
respecto a la participación de los pueblos 
étnicos en estas instancias representativas.

1	 Proyecto de Ley Estatutaria 409-2020C; 234-2020S aprobado el 18 de diciembre de 
2020.

2	 Memorando n.° 7 de 24 de agosto de 2020.
3	 Sentencia de la Corte Constitucional de fecha 21 de mayo de 2021 por la cual ordenó dar 

por aprobado el Acto Legislativo 5 de 2017 Senado / 17 de 2017 Cámara. Así mismo, 
Sentencia del Consejo de Estado de fecha 1.° de julio de 2021, por la cual ordenó remitir 
de manera inmediata el AL017/2017C-005/2017S a la Presidencia de la República, para 
su promulgación y posterior control de constitucionalidad (radicación 110010324000 
2017-00474 00).

C. Punto 3. “Fin del conflicto”

Los principales objetivos del punto 3 en el capítulo étnico se concen-
tran en la incorporación de la perspectiva étnica y cultural en los pro-
gramas de seguridad y protección, el fortalecimiento de los sistemas 
propios de los pueblos étnicos y la puesta en marcha de un Programa 
de Armonización y Reincorporación étnico. 
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La principal dificultad en el punto 3, del capítulo étnico se asocia a 
las debilidades presupuestales de las entidades a cargo. El cuarto in-
forme de seguimiento de la cgr (2020), señaló que, según el costeo de 
la arn, se requerirían cerca de $8.000 millones para la realización de 
la consulta previa del Programa de Armonización y Reincorporación. 
Aunque se avanzó en una mayor apropiación de recursos para los pue-
blos étnicos ($1.056 millones) en el proyecto de “Fortalecimiento de la 
reincorporación de los exintegrantes de las farc-ep” de la arn, aún re-
sultan insuficientes para adelantar el Programa mencionado. No se re-
portan recursos por ninguna otra entidad con compromisos étnicos en 
este punto, así el pilar sobre garantías de seguridad y lucha contra las 
organizaciones criminales no presentó ejecución de recursos en 2020.

Gráfico 84
Balance de los recursos invertidos en el punto 3

para los pueblos étnicos (2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

En cuanto a las metas trazadoras del punto 3, respecto al enfoque étni-
co del AF, se presenta el siguiente balance:
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Tabla 71
Balance metas trazadoras étnicos del punto 3 “Fin del conflicto”

pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

A 2018 se cuenta con un 
programa especial de ar-
monización para la reinte-
gración y reincorporación 
social y económica con en-
foque diferenciador étnico 
y de género concertado, di-
señado e implementado

• La meta presenta incumplimiento desde 
2018 dado que el Programa no ha sido im-
plementado, concertado ni formulado. 
Según el reporte de la arn en sireci, como 
avance se tiene la apropiación de $1.056 
millones por parte de la arn en un proyec-
to de inversión para el fortalecimiento del 
proceso de reincorporación.
• Se construyó la propuesta del “Programa 
Especial de Armonización para la 
Reintegración y Reincorporación Social y 
Económica con enfoque diferencial étni-
co y de género”, sobre la cual se concertó 
con la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos de los Pueblos Indígenas (cndd-
hhpi) una ruta metodológica de carácter 
especial y excepcional para implementar 
la consulta previa en dos vigencias (2020-
2021). 
• Los mayores rezagos se encuentran fren-
te a las gestiones para iniciar un proceso 
de diálogo establecimiento de una ruta 
para la consulta previa con los pueblos ne-
gros, afrodescendientes, raizales y palen-
queros en 2021.
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pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

3.3. Garantías 
de Seguridad y 
lucha contra las 
organizaciones y 
conductas crimi-
nales

A 2027 los pueblos étni-
cos de Colombia participan 
real y efectivamente con 
garantías políticas, jurídi-
cas y de seguridad de sus 
integrantes, comunidades, 
organizaciones de base y 
movimientos políticos, en 
los procesos locales, regio-
nales y nacionales de parti-
cipación ciudadana, política 
y consulta previa; contribu-
yendo así a la construcción 
de una cultura democrática, 
incluyente interétnica e in-
tercultural.

• Respecto al Sistema de Prevención y 
Alerta para la reacción rápida con enfoque 
territorial, diferencial y de género a car-
go de la Defensoría del Pueblo, el mismo 
fue reglamentado con el Decreto 2124 de 
2017, y se encuentra en ejecución. 
• No obstante, hay demora en el diseño e 
implementación de instrumentos con el 
enfoque étnico, pues tan solo en 2020 se 
avanzó en la matriz de categorías de aná-
lisis para la identificación con enfoque 
diferencial étnico, de amenazas y vulne-
rabilidades para población étnica, y las 
correspondientes recomendaciones a las 
entidades responsables de su atención, 
mitigación y eliminación.
• Emisión de 41 alertas tempranas con 
enfoque étnico (14 de inminencia) por 
parte de la Defensoría del Pueblo (DP) en 
2020, para 21 departamentos, y 6 alertas, 
en primer trimestre de 2021, (cuatro tipo 
estructural y dos en inminencia). También 
reporta para el periodo 2020 y primer tri-
mestre de 201, 21 líderes indígenas ase-
sinados y 26 líderes afrodescendientes 
asesinados. Para 2021, la DP comprometió 
presupuesto por valor de $171 millones 
para alertas tempranas e informes de se-
guimiento y jornadas de prevención des-
centralizada e informes de prevención con 
enfoque diferencial.
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pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

Las medidas del Sistema 
de Seguridad y Protección 
tendrán mecanismos dife-
renciales concertados que 
garanticen la protección in-
tegral reforzada de los pue-
blos étnicos incluyendo el 
fortalecimiento de sus for-
mas propias de protección 
como la guardia indígena, 
cimarrona y la kriss romani, 
entre otras.

• Meta sin avance dado que aún se discu-
ten institucionalmente, las competencias 
de las entidades responsables respecto a 
los alcances que implican los mecanismos 
de protección y seguridad reforzadas in-
dividuales y colectivas para los sistemas 
de seguridad propios de los pueblos ét-
nicos que lo requieren, y en tal sentido, 
permanece en proceso de concertación 
las redefiniciones de los parámetros de 
responsabilidad, implementación, instru-
mentos, medidas y términos de las fichas 
técnicas de los indicadores del pmi, entre 
MinInterior, MinDefensa, dapre, uariv, 
ant e icbf.
• Aún no se expide el decreto de medidas 
de protección individuales y colectivas 
para pueblos indígenas, que también es 
acuerdo del pnd1, y se mantiene en revi-
sión de la unp, desde 2018.

1	 Capítulo indígena: eje armonía y equilibrio para la defensa de la vida.

Por último, si bien los indicadores a cargo de la Fiscalía General de la 
Nación218, no están relacionados directamente en el pmi con alguna 
meta trazadora, se presenta rezago en la implementación de los mis-
mos, dada la solicitud de la entidad para redefinir los parámetros de 
responsabilidad y medidas de implementación, así como su medición, 
lo cual a la fecha no ha sido resuelto.

D. Punto 4. “Solución al problema de drogas”

El punto 4 desde el enfoque étnico se propone permitir la participación 
efectiva y consulta de las comunidades y organizaciones representati-
vas de los pueblos étnicos en el diseño y ejecución del pnis, incluyendo 
los planes de atención inmediata respecto de los territorios de los pue-
blos étnicos, así como el respeto y protección de los usos y consumos 
culturales de plantas tradicionales catalogadas como de uso ilícito. En 

218	 C.E.5, C.E.6, C.E.7, C.E.8
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consecuencia, busca priorizar los territorios afectados por cultivos de 
uso ilícito de los pueblos en riesgo de exterminio físico y cultural o en 
riesgo de extinción, así como los territorios de los pueblos étnicos en 
situación de confinamiento o desplazamiento, para desminado y lim-
pieza de sus áreas de convivencia, y el retorno, restitución y devolución 
de tierras a los pueblos indígenas y afrodescendientes.

Los recursos reportados en el punto 4 representan el 40% del total 
registrado para el capítulo étnico en 2020. Por una parte, se reportaron 
$1.350 millones en el proyecto de “Consolidación de la acción integral 
contra minas antipersonal en el marco del posconflicto a nivel nacio-
nal” a cargo de dapre, y por otra, $48.257 millones por parte de la art, 
correspondientes a pago de incentivos a familias étnicas en el pnis. Se 
resalta la ausencia de recursos para la prevención del consumo y salud 
pública y la solución al problema de la comercialización.

Gráfico 85
Balance de los recursos invertidos en punto 4

para los pueblos étnicos (2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

En cuanto a las metas trazadoras programadas para el enfoque étni-
co asociadas a la implementación del punto 4, se presenta la siguiente 
ponderación con base en la información rendida por las entidades a 
cargo:



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

324

Tabla 72
Balance metas trazadoras étnicos del punto 4

“Solución al problema de drogas”

pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

4.1. Programa 
Nacional 
Integral de 
Sustitución 
de Cultivos 
de Uso Ilícito 
(pnis)

A 2018 se cuenta con un de-
creto de reglamentación del 
pnis consultado y concertado 
con los pueblos y comunida-
des étnicas para su imple-
mentación en los territorios 
étnicos.

• Meta en incumplimiento, ya que luego 
de dos años de finalización de la vigencia 
para su implementación, apenas se esbozó 
el documento base para la formulación del 
componente étnico del pnis (no en formato 
decreto como lo señala el AF), cuyo proce-
so de concertación presentó dificultades en 
materia de presupuesto ante los pueblos 
indígenas (mpc), por lo que se reajustó 
propuesta de la Dirección de Sustitución de 
Cultivos Ilícitos que espera ser finalmen-
te concertada en 2021 con estos y con los 
pueblos afrodescendientes. 
• En 2020 se identificó una inversión de 
$48.257 millones por parte de la art, co-
rrespondientes a pago de incentivos a fa-
milias étnicas en el pnis.
• De 10.085 familias negras o afrocolom-
bianas inscritas en el pnis, a 31 de marzo 
de 2021, el 69% terminó la fase de pagos1; 
el 47% recibió el incentivo de auto soste-
nimiento y seguridad alimentaria2; el 2% 
recibió recursos para el proyecto producti-
vo de ciclo corto3; el 49% recibió asistencia 
técnica4; y ninguna de las familias ha reci-
bido recursos para el proyecto productivo 
de ciclo largo5.
• De 1.972 familias indígenas inscritas en 
el pnis, a 31 de marzo de 2021, el 63% 
terminó la fase de pagos6; el 60% recibió 
el incentivo de auto sostenimiento y segu-
ridad alimentaria7; ninguna familia recibió 
recursos para el proyecto productivo de 
ciclo corto8; el 60% recibió asistencia téc-
nica9; y ninguna de las familias ha recibido 
recursos para el proyecto productivo de ci-
clo largo10.
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pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

4.1. Programa 
Nacional 
Integral de 
Sustitución 
de Cultivos 
de Uso Ilícito 
(pnis)

A 2020, el 100 % de los ele-
mentos de los planes de sal-
vaguarda y planes de vida, 
que guarden relación con los 
componentes del pisda y ha-
yan sido identificados de for-
ma participativa con pueblos 
y comunidades étnicas que 
hayan suscrito acuerdos de 
sustitución voluntaria, harán 
parte integral, se articularán 
y coordinarán, en el marco de 
la ejecución del pisda.

• Con la expedición de la Resolución 54 
de 2020 de la Dirección de Sustitución de 
Cultivos Ilícitos, se adoptaron los documen-
tos pisda de las diez subregiones de los 48 
municipios pnis, entre ellas, la de Alto Patía 
y Norte de Cauca, donde se ubican los res-
guardos de Jambaló y Miranda, pueblos 
indígenas vinculados al pnis, y de la su-
bregión Pacífico y Frontera Nariñense, co-
rrespondiente al municipio San Andrés de 
Tumaco, donde se localizan los cuatro con-
sejos comunitarios afro vinculados al pnis.
• No obstante, no es claro el nivel de in-
clusión de los Planes de Salvaguarda y los 
Planes de Vida de las comunidades en los 
pisda.

4.1. Programa 
Nacional 
Integral de 
Sustitución 
de Cultivos 
de Uso Ilícito 
(pnis)

El 100% de los territorios fo-
calizados para la sustitución 
de cultivos de uso ilícito que 
traslapen entre los territorios 
ancestrales y tradicionales de 
los pueblos y comunidades 
étnicas con pnn, contarán 
con planes de sustitución 
previamente consultados e 
implementados con los pue-
blos y comunidades étnicas.

• Se presenta un rezago importante, pues 
pese a que la vigencia para la implementa-
ción de la meta se venció en 2019, la uaep-
nn reporta que en el marco del pnis no se 
ha desarrollado un componente étnico y 
por tanto, el trabajo en las áreas del sistema 
de parques tampoco ha incorporado ges-
tión con grupos étnicos. No se cuenta con la 
ficha técnica del indicador pmi en siipo, la 
cual está en construcción con la cpec, ant, 
dnp y MinAmbiente, respecto a los térmi-
nos y alcance de unidad, metas y avances, 
según reporte de la art, para la parametri-
zación de la restauración de las áreas de los 
pnn afectadas por cultivos de uso ilícito. 
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pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

4.1. Programa 
Nacional 
Integral de 
Sustitución 
de Cultivos 
de Uso Ilícito 
(pnis)

A 2021 todos los territorios 
de los pueblos étnicos es-
tarán libres de map/muse 
y saneados en los términos 
acordados entre las autori-
dades étnicas territoriales y 
la institucionalidad nacional 
con acompañamiento inter-
nacional.

• A 2020, el dapre reporta que no se ha 
declarado como libre de sospecha de mi-
nas antipersona (map) y municiones sin 
explotar (muse) ninguno de los territorios 
de comunidades étnicas priorizadas y que 
de 203 territorios étnicos (140 indígenas y 
63 afro) con afectación por eventos o inci-
dentes por map/muse, se acumulan 17 te-
rritorios declarados libres de sospecha de 
map/muse, solo dos de ellos en 2020 debi-
do a persistencia de inexistencia de condi-
ciones de seguridad en los territorios para 
adelantar las operaciones de desminado y a 
las condiciones de la emergencia sanitaria 
por Covid-19, situaciones por las que pro-
bablemente no se alcance la meta en 2021, 
vigencia final para su implementación.
• En 2020, se realizaron actividades de pre-
vención y educación en el riesgo de minas a 
comunidades afectadas y priorizadas, prin-
cipalmente donde no hay condiciones de 
seguridad para operaciones de desminado, 
con una inversión de $1.350 millones a car-
go del dapre en un proyecto de inversión 
para desminado en 2020.

4.2. 
Prevención 
del Consumo 
y Salud 
Pública

A 2018 el Programa Nacional 
de Intervención Integral fren-
te al consumo de drogas ilíci-
tas, como una instancia de 
alto nivel ha sido diseñado e 
implementado de forma con-
sultada con las instancias de 
representación reconocidas, 
para garantizar un enfoque 
étnico con pertinencia cultu-
ral y perspectiva de género, 
mujer, familia y generación.

• Meta en incumplimiento dado que la 
Instancia de Alto Nivel del Programa no ha 
sido creada y tan solo a 2020, se contaba 
con un proyecto de decreto “Por el cual se 
crea y reglamenta el Programa Nacional de 
Intervención Integral frente al Consumo de 
sustancias psicoactivas (licitas e ilícitas) 
como una instancia de alto nivel”, y en 2021 
se encuentra en revisión por parte de las 
entidades e instancias de representación 
reconocidas.
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pilar nombre indicador meta 
trazadora balance cualitativo

4.1. Programa 
Nacional 
Integral de 
Sustitución 
de Cultivos 
de Uso Ilícito 
(pnis)

A 2019 el 100% de las per-
sonas de pueblos y comuni-
dades étnicas que accedan 
de forma voluntaria al tra-
tamiento penal diferencial 
para pequeños cultivadores 
serán beneficiarios de lo dis-
puesto en la Ley General de 
Armonización de Justicias. 

• Meta en incumplimiento ya que a 2019 se 
cumplió la vigencia para su implementa-
ción. Sin embargo, no se han presentado al 
Congreso de la República nuevos proyectos 
de ajustes normativos para el tratamiento 
penal diferencial y aún están en concer-
tación los parámetros de los indicadores 
pmi, entre dnp, cpec, ianpe y MinJusticia, 
a solicitud de éste de fecha 18 de mayo de 
2020, quien propuso la unificación de los 
enfoques diferenciales étnico y de género, 
sin recepción positiva por parte de la ianpe 
mediante comunicación de 15 de julio de 
2020, por lo que el 14 de octubre de 2020 
una nueva propuesta técnica fue presenta-
da y está en revisión interna del Ministerio. 

4.2. 
Prevención 
del Consumo 
y Salud 
Pública

Al 2021 todos los territorios 
de los pueblos étnicos prio-
rizados en el punto 6.2.3. del 
acuerdo final de paz, estarán 
libres de map y muse y sa-
neados conforme a los tér-
minos acordados entre auto-
ridades étnicas territoriales 
y la institucionalidad nacio-
nal con acompañamiento in-
ternacional.

• Según el dapre, no se ha logrado declarar 
como libres de sospecha de map/muse nin-
guno de los territorios de pueblos y comu-
nidades étnicas priorizadas, y en 2020, la 
oacp, desde el Grupo aicma, adelantó activi-
dades de prevención y sensibilización entre 
el pueblo Embera, el pueblo Awá, el Consejo 
Comunitario del Río Chagüí y el Consejo 
Comunitario Alto Mira Frontera. A corte de 
15 de marzo de 2021, el Grupo aicma se 
encuentra a la espera de las actuaciones de 
MinDefensa respecto emisión de concepto 
favorable de condiciones de seguridad por 
parte de la Inspección General de las ffmm 
para proceder a acciones de desminado hu-
manitario. No presenta más acciones espe-
cíficas para cada caso de las comunidades 
étnicas priorizadas, cuya vigencia de imple-
mentación finaliza en 2021 y no tiene ficha 
técnica que reporte avances.

1	 12 pagos de un millón.
2	 $1,8 millones una sola vez.
3	 $9 millones una sola vez.
4	 $1,6 millones una sola vez.
5	 $10 millones una sola vez.
6	 12 pagos de un millón.
7	 $1,8 millones una sola vez.
8	 $9 millones una sola vez.
9	 $1,6 millones una sola vez.
10	 $10 millones una sola vez.
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E. Punto 5. “Acuerdo sobre víctimas”

En relación con los principales objetivos del punto 5 de acuerdo con el 
capítulo étnico, se espera consolidar la reparación integral colectiva y 
el reconocimiento de los derechos de las víctimas del conflicto armado 
con pertenencia étnica, iniciada con los Decretos-Ley 4633219 y 4635 
de 2011220, así como la promoción, respeto, garantía, prevención y pro-
tección de los derechos humanos y la rehabilitación psicosocial de las 
personas de origen étnico habitantes del territorio colombiano, para la 
construcción de paz, la armónica convivencia y la garantía de no repe-
tición del conflicto armado. 

Los recursos del punto 5, representan el 18% del total reportado 
para el capítulo étnico.

Gráfico 86
Balance de los recursos invertidos en el punto 5

para los pueblos étnicos (2020)

Fuente: sireci con corte a 31 de diciembre de 2020.

1.	 Para el pilar de “Justicia y verdad” fueron comprometidos $1.871 
millones de pesos por la Comisión para el Esclarecimiento de la 
Verdad ‒cev‒ en el proyecto: “Fortalecimiento del reconocimien-
to social del conflicto y las condiciones de convivencia pacífica en 

219	 Diario Oficial, n.° 48.278, de 9 de diciembre de 2011, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=DECRETOs/1547958].

220	 Diario Oficial, n.° 48.278, de 9 de diciembre de 2011, disponible en [http://www.
secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_4635_2011.html].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=DECRETOs
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=DECRETOs
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_4635_2011.html
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_4635_2011.html
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los territorios a nivel nacional”, y $17.074 millones por la Justicia 
Especial para la Paz ‒jep‒ en el proyecto: “Implementación del 
sistema integral de verdad justicia reparación y garantías de no 
repetición en el componente de justicia transicional y restaurati-
va con enfoques de género y diferenciales nacional”; por su parte 
la Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas ‒ 
ubpd‒ no cuenta con recursos específicos para los pueblos étnicos.

2.	 En el pilar de “Reparación integral” se reportaron recursos com-
prometidos de $19.482 millones por parte de la Unidad para la 
Víctimas ‒uariv‒, la mayor parte de ellos en las medidas de repa-
ración individual y colectiva y un menor monto en el proyecto de 
retornos y reubicaciones. Por parte del MinSalud se reportaron $72 
millones orientados a la rehabilitación psicosocial.

En referencia a alcance de las metas trazadoras programadas para el 
enfoque étnico del punto 5, se presenta el siguiente balance de gestión:

Tabla 73
Balance metas trazadoras étnicos del punto 5 “Acuerdo sobre víctimas”

pilar nombre indicador 
meta trazadora balance cualitativo

Reparación 
integral para 
la construc-
ción de Paz

A 2029 el 100 % de src 
étnicos con planes de 
reparación colectiva con-
certados, consultados, 
en implementación e im-
plementados.

• Según la base datos de reparación colectiva re-
portada por la uariv, con corte de 28 de febrero 
de 2021, existen 498 src étnicos identificados. 
El 70% se encuentra en las fases iniciales del 
proceso de reparación colectiva (identificación 
y alistamiento). El 30% del total de casos cuenta 
con consulta previa instalada. Tan solo el 10% 
del total se encuentra en implementación. 

Reparación 
integral para 
la construc-
ción de Paz

El 100% de los src étni-
cos en territorios pdet 
cuentan con planes de 
reparación colectiva en 
formulación, concerta-
dos, consultados y en im-
plementación.

• Según la base datos de reparación colectiva re-
portada por la uariv, con corte a 28 de febrero 
de 2021, de los 498 src étnicos identificados, el 
60% se encuentra en subregiones pdet.
• Del total de src étnicos en subregiones pdet 
el 9% se encuentra en fase de implementación.
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pilar nombre indicador 
meta trazadora balance cualitativo

Reparación 
integral para 
la construc-
ción de Paz

100% de las víctimas 
étnicas que producto de 
un proceso de sociali-
zación y sensibilización 
apropiado culturalmen-
te solicitan atención 
psicosocial, se vinculan 
y acceden a la atención 
psicosocial con pertinen-
cia cultural, con perspec-
tiva de mujer, familia y 
generación acorde a los 
Decretos-Ley 4633, 4634 
y 4635.

• A 31 de marzo de 2021, no hay reporte del nú-
mero de víctimas de origen étnico con atención 
psicosocial con pertenencia cultural, acorde con 
los Decretos-ley 4633, 4634 y 4635 de 2011, 
dado que el indicador está en proceso de ajus-
te. No obstante, MinSalud reporta implemen-
tación y seguimiento de los módulos étnicos 
del Programa de Atención Psicosocial y Salud 
Integral a Víctimas ‒papsivi‒, con ejecución de 
$72,4 millones en 2020, respecto a dos src de 
pueblos étnicos, e imposibilidad de implemen-
tación de la medida de rehabilitación social con 
cuatro src étnicos que había planeado en 2020, 
debido a las restricciones de presencialidad a 
causa de la emergencia sanitaria causada por la 
pandemia por Covid-19. Se señala que el núme-
ro total de sujetos colectivos étnicos a los que 
debería prestarse medidas de atención psicoso-
cial asciende a 498.

Reparación 
integral para 
la construc-
ción de Paz

En el marco del acuerdo 
de paz el 100% de las 
solicitudes de retorno 
y reubicación de las co-
munidades étnicas es 
atendido en condiciones 
de seguridad, sostenibi-
lidad, dignidad y volun-
tariedad

• A 31 de marzo de 2021, de 216 comunidades 
étnicas que cuentan con planes de retornos y 
reubicaciones, se logró llegar a concertaciones 
con 74 de ellas, acumulando un 34% de formu-
lación.

Derechos 
humanos

El Estado colombiano 
promoverá protegerá 
respetará y garantizará 
los Derechos Humanos, 
incluyendo derechos 
económicos, sociales, 
culturales y ambientales 
de los pueblos étnicos, 
atendiendo a los princi-
pios de igualdad, progre-
sividad y no regresividad 
con enfoque cultural y 
étnico, raizal, negro, afro, 
palenquero, indígena y 
gitano y enfoque diferen-
cial de género, mujer, fa-
milia y generación.

• Meta en incumplimiento ya que debió surtirse 
en 2018, y a primer trimestre de 2021 no se tie-
ne implementado ni formulado el Plan Nacional 
de ddhh. 
• En diciembre de 2020 empezó a desarrollar-
se la estructuración de este con enfoque étnico, 
inclusión de las dimensiones económica, social, 
cultural y ambiental e incorporación de meca-
nismos de prevención, protección, monitoreo 
y seguimiento de la situación de ddhh de las 
comunidades étnicas, mediante Mesa Técnica 
de Trabajo, con participación interinstitucional 
nacional e internacional, que adelanta diagnós-
tico en la primera de tres fases para su final for-
mulación. 
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pilar nombre indicador 
meta trazadora balance cualitativo

Reparación 
integral para 
la construc-
ción de Paz

El 100% de sujetos de 
reparación colectiva 
narp, indígenas y Rrom 
con planes de repara-
ción colectiva consul-
tados, concertados e 
implementados con en-
foque de género, mujer, 
familia y generación, 
en el marco del Sistema 
Integral de Justicia, 
Verdad, Reparación y no 
Repetición

• A marzo 31 de 2021, la meta cuenta con un 
avance del 25%, correspondiente a un plan na-
cional étnico de reparación colectiva en imple-
mentación (pueblo Rrom), de cuatro src étni-
cos de línea base, sobre los cuales se proyecta 
lograr consulta previa de sus planes en 2021 
(pueblos Kankuamo en fase de diseño y formu-
lación, y Misak y Yanacona en fase de caracte-
rización).

Reparación 
integral para 
la construc-
ción de Paz

A 2021 los territo-
rios del pueblo indí-
gena Nukak, el pueblo 
Emberá Katío del Alto 
San Jorge resguardo 
Cañaveral, así como del 
territorio del Consejo 
Comunitario Alto Mira y 
frontera y Curvaradó y 
Jiguamiandó priorizados 
en el literal d del punto 
6.2.3 del acuerdo final de 
Paz cuentan con un pro-
grama de asentamiento, 
retorno, devolución y 
restitución diseñado e 
implementado de forma 
consultada y concertada 
con cada pueblo

• Meta con avances limitados por parte de la 
urt con relación al Programa de asentamiento, 
retorno, devolución y restitución acordado e 
implementado, dado que:
i) El proceso del pueblo Nukak Maku (Guaviare) 
está en fase de elaboración de informe de carac-
terización del daño. 
ii) El Consejo Comunitario Alta Mira y Frontera 
(Tumaco), con informe de caracterización adop-
tado en 2020, en fase de alistamiento para ins-
cripción en el Registro de Tierras Abandonadas 
y Despojadas Forzosamente ‒rtadf‒, está pen-
diente radicación de demanda ante los jueces 
de restitución de tierras. 
iii) El Consejo Comunitario de Curvaradó 
(Chocó), pendiente de concertación, pues no re-
quiere presentación de demanda de restitución 
de tierras, dada la orden judicial ya existente en 
favor del consejo.
iv) El pueblo Emberá Katío del Alto San Jorge 
resguardo Cañaveral (Córdoba), con demanda 
de restitución de tierras radicada en 2019. 
v) El Consejo Comunitario de Jiguamiandó 
(Chocó), pendiente de concertación, pues según 
lo indicado por la urt no requiere presentación 
de demanda de restitución de tierras, dada las 
órdenes judiciales ya existentes en favor del 
consejo.
• Se destacan las deficiencias en el avance y ges-
tión de la uariv en esta meta. No se presentan 
resultados por esta entidad.
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VII. Enfoque de género

El AF reconoce el rol activo de la mujer y las personas lgbti en la cons-
trucción de paz. Por lo tanto, una de sus principales metas es la dismi-
nución de las brechas de desigualdad que enfrentan las mujeres y las 
personas lgbti en el país, teniendo en cuenta su especial afectación 
durante el conflicto armado. 

Debido a que una de las principales dificultades para el seguimiento 
del enfoque de género ha sido la ausencia de un ítem especial en el 
trazador presupuestal de paz, para la vigencia 2020 la cgr incluyó en 
el Sistema de Rendición Electrónica de la Cuenta e Informes (sireci) el 
reporte de los recursos para género por parte de las entidades respon-
sables. 

En este sentido, conforme al seguimiento de la cgr, a diciembre de 
2020 se habrían ejecutado $194.119 millones orientados al enfoque 
transversal de género, lo que representa el 3% del total de recursos 
del AF. De estos recursos, el 53% se orientó al pago de incentivos de 
familias pnis que tienen como cabeza de hogar a una mujer; 38% a la 
reforma rural integral; 9% a justicia, verdad y reparación; el 0,4% a la 
participación política; el 0,4% a temas de asistencia técnica para la es-
tructuración de proyectos con enfoque de género; el punto 3 sobre fin 
del conflicto no presentó ejecución de recursos para género durante 
2020.

Gráfico 87
Balance de la implementación del enfoque de género (ejecución 2020)

Fuente: rendición sireci posconflicto con corte a diciembre 2020.
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Cabe anotar que, si bien según el reporte de las diferentes entidades 
nacionales, a diciembre de 2020 se habrían ejecutado $858 mil millo-
nes en el enfoque de género del AF, el 90% de estos se concentraba 
en el pilar 1.4 de educación rural de la rri, en el proyecto “Apoyo al 
Desarrollo Integral de La Primera Infancia A Nivel Nacional” a cargo 
del icbf. Este proyecto, aunque tendría una correspondencia parcial 
con algunos indicadores temáticos de atención a primera infancia, no 
se asocia a ningún indicador de género en el pmi. Por lo anterior, el re-
porte de este proyecto no fue incluido en el seguimiento de la cgr para 
este enfoque transversal.

A. Punto 1. “Reforma Rural Integral”

Los compromisos en el punto 1 del AF para la transformación del cam-
po establecen medidas especiales que buscan el reconocimiento tanto 
de la mujer rural, como de la población lgbti, principalmente en el 
acceso a la tierra. Lo anterior debe traducirse en acciones afirmativas 
que contribuyan a la disminución de las brechas de desigualdad, te-
niendo en cuenta las necesidades y particularidades históricas de las 
mujeres y las personas lgbti en el campo.

A la fecha, la incorporación del enfoque de género en planes y proce-
sos centrales de la rri, es notablemente baja. A pesar de haber repor-
tes de mujeres beneficiadas en diferentes proyectos, en la mayoría de 
los casos no es claro cuál es el valor agregado de la implementación del 
AF, en contraste con las políticas generales del Estado desarrolladas en 
el pasado. Asimismo, los reportes se limitan a entregar cifras desagre-
gadas de mujeres, sin que esto se traduzca necesariamente en un enfo-
que de género, con el agravante de que hay una omisión generalizada 
respecto a la población lgbti.
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Gráfico 88
Ejecución presupuestal punto 1 por pilar (2020)

Fuente: rendición sireci posconflicto con corte a diciembre 2020.

Durante 2020 se ejecutaron $73.239 millones de pesos para el enfo-
que de género en la rri. El 73% de los compromisos provienen del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; 9,5% de la Agencia 
Nacional de Tierras ‒ant‒; 4,8% de la Unidad Administrativa de 
Organizaciones Solidarias; 0,2% por el Ministerio de Justicia; y 0,1% 
por el Ministerio de Educación.

En términos de la ejecución de recursos por pilares, es relevante 
mencionar que para Adecuación de Tierras y Salud no se reportaron 
recursos relacionados a género en 2020. En la misma vía, pese a que 
uno de los principales intereses de las mujeres en el AF está asociado 
al ordenamiento social de la propiedad, este pilar registra solo el 10% 
de recursos de la rri y el 4 del total del AF.

 
‒ Pilar 1.1 “Ordenamiento social de la propiedad” 

La mayor parte de los recursos de este pilar en 2020 fue aportada por 
la ant, en dos proyectos de inversión orientados a la asistencia técnica 
para la formalización ($4.590 millones) y la dotación de tierras ($2.444 
millones). El restante del recurso fue aportado por el Ministerio de 
Justicia a través de un proyecto de inversión para la implementación 
de métodos de resolución de conflictos ($171 millones).
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Respecto a la Línea Especial de Crédito ‒lec‒ para la compra de tie-
rras, según el Ministerio de Agricultura y finagro, hasta 2020 no se 
habían entregado créditos a mujeres. El Ministerio informó que para 
2021 se suprimió el reso221 como requisito para mujeres, sin embargo, 
informó que no existe una bolsa específica para ellas dentro del presu-
puesto de la lec para la compra de tierras. Si bien el Ministerio reportó 
que en 2021 se apropiarían $3.350 millones para la lec, no se presenta 
desagregación en la programación de recursos para mujeres y durante 
el primer trimestre solo 3 mujeres fueron beneficiadas.

Con relación a las hectáreas formalizadas a mujeres222, la ant repor-
tó que durante 2020 se formalizaron 18.126 hectáreas a mujeres, ci-
fra que incluye títulos a parejas. Según entidad, de las 4.124 mujeres 
beneficiadas, el 62% tiene titulación individual y el 38% titulación de 
pareja. En cuanto a la entrega de hectáreas a mujeres a través del Fondo 
de Tierras223, la ant reportó que durante 2020 se entregaron 272 hec-
táreas a 79 mujeres, cumpliendo así el 3% de la meta para la vigencia. 
Considerando que desde 2017 a 31 de marzo del 2021 se han entre-
gado 1.471 hectáreas en total, lo cual representa un cumplimiento del 
2% de la meta total224, se resalta el escaso avance en esta materia. 

Respecto a las mujeres beneficiarias del subsidio integral para la com-
pra de tierra, la ant reportó que durante 2020 se adjudicaron nueve 
subsidios a mujeres, esto es un cumplimiento del 18% de la meta para 
la vigencia; meta de 51 subsidios, que de por sí es limitada. Según la 
entidad, para esta adjudicación se ejecutaron $987,9 millones en 2020, 
mientras que para 2021 no se apropiaron recursos. Teniendo en cuen-
ta la brecha de acceso a tierras para las mujeres rurales, los avances en 
materia de subsidios son rezagados.

Frente a los mecanismos de conciliación sobre el uso y tenencia de tie-
rra, el Ministerio de Justicia reportó que durante 2020 ninguna orga-
nización de mujeres accedió a mecanismos de resolución de conflictos 
de la tierra. No obstante, la entidad reportó contar con la participación 

221	 Registro de Sujeto de Ordenamiento.
222	 El indicador Hectáreas formalizadas para mujeres rurales no cuenta con ficha técnica 

aprobada en siipo.
223	 El indicador Hectáreas entregadas a mujeres rurales a través del Fondo de Tierras no cuen-

ta con ficha técnica aprobada.
224	 Meta total del indicador (2017-2028): 92.493 hectáreas formalizadas a mujeres. 
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de mujeres en sus mecanismos de formación225, para los cuales se eje-
cutaron $51,4 millones en 2020, y se orientarán $54 millones en 2021.

‒ Pilar 1.3 “Desarrollo social: Salud” 

Según la información reportada por el Ministerio de Salud, no se pre-
sentaron avances para 2020 y el primer trimestre del 2021 en la im-
plementación del Modelo de Acción Integral Territorial ‒maite‒ y su 
Modelo Especial de Salud Pública, debido a la pandemia del Covid-19; 
tampoco se reportó apropiación de recursos en este tema, dejando así 
un amplio rezago en el cumplimiento de los compromisos de género 
en salud.

‒ Pilar 1.4 “Desarrollo social: Educación rural” 

Según el reporte de sireci, para este pilar se ejecutaron $78 millones 
en 2020 por el men, en un proyecto de inversión orientado a la amplia-
ción de mecanismos de fomento para la educación superior. En este 
pilar, los compromisos de género se concentran en la formación pro-
fesional de mujeres en disciplinas no tradicionales para ellas. El men 
reportó que la estrategia cuenta con seis líneas de acción, entre ellas 
la orientación socio-ocupacional que permita superar estereotipos de 
género en carreras profesionales. Sin embargo, la entidad no cuenta 
con el número de beneficiadas, toda vez que no es un requisito fijado 
en la ficha técnica del indicador, lo cual dificulta el seguimiento al im-
pacto de la estrategia. Así mismo, la entidad informó que no cuenta con 
un presupuesto específico para el enfoque de género en la estrategia.

‒ Pilar 1.5 “Desarrollo social: Vivienda y agua potable” 

Según el reporte sireci, el Ministerio de Agricultura aportó $8.217 mi-
llones a este pilar en un proyecto de subsidios para la construcción y 
mejoramiento de vivienda. Este Ministerio informó que durante 2020, 
fueron mejoradas 14 viviendas de mujeres, lo que corresponde al 1,3% 

225	 La participación de las mujeres se reportó así: 64% en el Diplomado de Formación de For-
madores en la Caja de Herramientas, 47% en formación virtual de conciliación en derecho 
y 50% en formación de conciliación en equidad.
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de la meta de género para la vigencia. En el caso de viviendas nuevas 
entregadas, según el MinAgricultura se entregaron 1.362 viviendas a 
mujeres durante 2020. Por otra parte, el Ministerio de Vivienda infor-
mó que no tuvo metas ni avances para 2020 y que para 2021 la meta 
sería de 477 viviendas mejoradas para mujeres, sin embargo, en el pri-
mer trimestre no se registran avances.

‒ Pilar 1.6 “Producción agropecuaria y economía solidaria y cooperativa” 

Para este pilar se ejecutaron $24.127 millones de pesos del 
MinAgricultura en un proyecto para la implementación de estrategias 
para la inclusión financiera en el sector agropecuario y $3.557 millones 
de la uae de Organizaciones Solidarias en dos proyectos de inversión; 
el primero, orientado al desarrollo de emprendimientos solidarios y el 
segundo, al desarrollo socio-empresarial de organizaciones solidarias.

En cuanto a las líneas de crédito blando, finagro reportó que para 
2020 se entregaron un total de 163.413 créditos a mujeres, el 37% de 
créditos entregados en total. Por su parte, para la misma vigencia, el 
Ministerio de Agricultura reportó que 19.613 mujeres accedieron bajo 
la categoría de “pequeño productor” a las lec con tasa subsidiada. Sin 
embargo, el reporte de cifras desagregadas no garantiza un enfoque de 
género. Tampoco es claro el valor agregado del AF, respecto al histórico 
de políticas sociales del Estado para entregar créditos a su población.

Según reportes del Ministerio del Trabajo, durante 2020 se crearon, 
apoyaron y financiaron 46 organizaciones de mujeres, mientras que 
para 2021 se tiene una proyección de 251 organizaciones de mujeres. 
Así mismo, se reportaron 38 organizaciones de mujeres fortalecidas 
en capacidades productivas y administrativas en el marco del planfes 
durante 2020, sin embargo, esto representa solo el 21% del total de 
organizaciones beneficiadas en la vigencia. A la fecha, no se han creado 
o fortalecido organizaciones solidarias que provean información y ad-
ministren los centros de acopio, la entidad resalta como causa que no 
se han recibido solicitudes través de la adr y la art. 

En cuanto al servicio público de extensión agropecuaria, la adr no re-
portó recursos apropiados específicamente para género, sin embargo, 
informó que durante 2020 fueron atendidas 2.853 mujeres, es decir 
el 30% del total de beneficiarios en la vigencia. Dicho porcentaje es 
limitado para la superación de las brechas de la mujer en el acceso a 
servicios agropecuarios.
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‒ Pilar 1.7 “Garantía progresiva del derecho a la alimentación”

En este pilar solo se reportaron recursos del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, por un valor de $98,6 millones de pesos en un 
proyecto para el acceso de a los mercados de las unidades productivas 
para la población víctima. Sin embargo, es importante señalar que en 
el pmi no se contemplaron indicadores de género para este pilar, por lo 
que será un tema necesario de ajuste en el proceso de actualización de 
este instrumento de planeación.

‒ Pilar 1.8 “Planes de acción para la transformación regional”

En este pilar, se reportaron $29.976 millones por parte del 
MinAgricultura, orientados a municipios pdet en dos proyectos de in-
versión dirigidos al fortalecimiento de capacidades empresariales y al 
fortalecimiento de alianzas productivas. 

Respecto al enfoque de género en la formulación de los patr, se en-
contró que la metodología para las Hojas de Ruta contempla 40 crite-
rios en su Modelo de Ordenamiento Multicriterio, de los cuáles solo 
una incluye el enfoque de género. Esto podría traducirse en una des-
priorización del enfoque en la selección de las iniciativas dinamizado-
ras. Así mismo, la Hoja de Ruta del Sur de Córdoba muestra una baja 
inclusión del enfoque de género. Esta Hoja de Ruta prioriza 146 inicia-
tivas y solo diez cuentan con un enfoque de género, el cual está dirigido 
exclusivamente a mujeres y deja de lado a personas lgbti. De la misma 
manera, si bien su construcción contó con la participación de mujeres, 
tampoco se reportó la participación de la comunidad lgbti.
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Tabla 74
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de pilares del punto 1

pilar avances obstáculos

Ordenamiento 
social de la 
propiedad rural 
y uso del suelo.

El Ministerio de 
Agricultura reportó 
que para 2021 se su-
primió el reso como 
requisito para las 
mujeres.

• Este pilar, pese a que es estructural, solo con-
centra el 10% de recursos a la rri en materia de 
género.
• A diciembre de 2020, no había créditos entrega-
dos a mujeres para la compra de tierra.
• No existen recursos diferenciados para mujeres 
en la lec para la compra de tierras.
No se cuenta con recursos específicos para muje-
res en la formalización de hectáreas a mujeres.
• Desde 2017 a 31 de marzo del 2021 se han en-
tregado 1.471 hectáreas a mujeres a través del 
Fondo de Tierras, el 2% de la meta total.
• Durante 2020 se adjudicaron solo nueve subsi-
dios a mujeres. Para 2021, no se apropiaron recur-
sos para tal fin. 
• Sobre los mecanismos de resolución de conflic-
tos de la tierra, durante 2020 ninguna organiza-
ción de mujeres accedió a ellos. 

Infraestructura 
y adecuación 
de tierras

• No se reportó apropiación de recursos para este 
Pilar en 2020. 

Desarrollo 
social: Salud

• El Ministerio de Salud reportó que no hubo avan-
ces ni ejecución de recursos en la implementación 
del Modelo de Acción Integral Territorial (maite) 
para 2020 y primer trimestre del 2021, debido re-
zagos generados por la pandemia. 

Desarrollo so-
cial: Educación 
rural

• El men no cuenta con el número de beneficiadas 
por su estrategia de formación de mujeres en dis-
ciplinas no tradicionales para ellas, ya que no es 
un requisito de la ficha técnica del indicador. Para 
2021 se reportó una reducción del 49% en el re-
curso de este indicador.

Desarrollo 
social: Vivienda 
y agua potable

• El Ministerio de Vivienda reportó que no se en-
tregaron viviendas mejoradas a mujeres, durante 
el 2020 el primer trimestre del 2021. 
• Por su parte, el Ministerio de Agricultura reportó 
la entrega de 14 viviendas mejoradas y 1.362 vi-
viendas nuevas a mujeres durante la vigencia 2020. 

Producción 
agropecuaria y 
economía soli-
daria y coope-
rativa

• Los créditos blandos entregados a mujeres co-
rresponden al 37% del total durante 2020, lo cual 
es limitado para la disminución de brechas de des-
igualdad de la mujer rural. 
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pilar avances obstáculos
1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

• Hay debilidades en la inclusión del enfoque de 
género en la metodología de construcción de las 
hojas de ruta para los patr, tal como se encontró 
en la Hoja de Ruta del Sur de Córdoba.

B. Punto 2. “Participación política”

El AF establece la necesidad de desarrollar medidas afirmativas que 
garanticen la participación de las mujeres en los diferentes espacios 
de representación política y social. Por lo tanto, la apertura democráti-
ca e incluyente es una pieza fundamental para la construcción de paz, 
exaltando así la necesidad de superar los obstáculos sociales e institu-
cionales que han enfrentado las mujeres y la comunidad lgbti en su 
ejercicio de participación y representación política.

Gráfico 89
Ejecución presupuestal para el enfoque de género en punto 2 (2020)

Fuente: rendición sireci posconflicto con corte a diciembre 2020.

En materia de participación política, se encontró que la incorporación 
del enfoque de género es baja. Para el punto 2 en 2020, se ejecutaron 
$709 millones de pesos para género. En el pilar de derechos y garantías 
plenas, el dapre aportó $158 millones a través del Fondo de Programas 
Especiales para la Paz, principalmente orientados a los indicadores de 
género del sisep. En el pilar de “Mecanismos democráticos para la par-
ticipación” se reportaron $541 millones por parte del MinInterior en el 
Fondo para la participación ciudadana y el fortalecimiento de la demo-
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cracia y $10 millones por parte de min tic, en un proyecto de inversión 
orientado a la asistencia técnica para el uso de las tic con enfoque dife-
rencial. Para el pilar 2.3 orientado a promover una mayor participación 
no se reportó ejecución de recursos en 2020.

‒ Pilar 2.1 “Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición 
política” 

Respecto a las medidas especiales para las mujeres y población lgb-
ti que se esperaría incorporara el sisep, la oacp reportó que el Plan 
Estratégico no se encuentra aprobado aún, por lo cual los avances son 
notablemente limitados. En 2020, se contó con una ejecución de $158 
millones, mientras que para 2021 se reportó una disminución del 77% 
en su presupuesto. 

‒ Pilar 2.2 “Mecanismos democráticos de participación ciudadana”

Con relación al compromiso del pmi sobre las propuestas de ajustes 
normativos para el fortalecimiento de la planeación democrática, 
el dnp informó que durante 2020 y primer trimestre de 2021 no se 
han realizado avances al respecto. Lo anterior se advirtió en el Cuarto 
Informe de la cgr y su estancamiento es un riesgo no mitigado que 
afecta la participación ciudadana de las mujeres. 

Frente a los mecanismos de control y veedurías ciudadanas con par-
ticipación de mujeres, el Ministerio del Interior reportó la certificación 
de 1.321 ciudadanos en el Módulo de Control Social de su Escuela Vir-
tual durante 2020, de los cuales el 68% fueron mujeres y el 0,68% per-
sonas lgbti. Adicionalmente, se reportó que 60% de los participantes 
en los Talleres de Multiplicadores en Control Social fueron mujeres y el 
0,7% fueron personas lgbti.

Respecto a la promoción de reconciliación, convivencia y tolerancia, 
especialmente en las poblaciones más afectadas por el conflicto y per-
sonas lgtbi, el Ministerio del Interior reportó que en 2020 y el primer 
trimestre del 2021 se avanzó en la formulación de la política pública de 
convivencia, reconciliación, tolerancia y no estigmatización. Entre las 
acciones que han resultado de allí, se reportó la financiación de cuatro 
proyectos de organizaciones lgbti, localizados en Valledupar, Quibdó, 
Pasto y Barrancabermeja. Su financiación se hizo a través del proyecto 
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de inversión “Fortalecimiento de la gestión territorial en la garantía, 
promoción y goce de los derechos humanos a nivel nacional”, por un 
valor total de $190 millones. 

Sobre la estrategia de no estigmatización a grupos en condiciones 
de vulnerabilidad, como las mujeres y población lgtbi, el Ministerio del 
Interior reportó que durante 2020, se avanzó en la gestión de la cons-
trucción de una Ruta de Atención Integral para población indígena con 
orientación sexual diversa, en el marco de la Política Pública lgbti y 
en colaboración con la Comisión Nacional de Mujeres Indígenas. Sin 
embargo, su formulación aún se encuentra en proceso.

En cuanto a la participación política y social equilibrada, el Ministe-
rio del Interior reportó avances asociados a la estrategia “Más Mujeres, 
Más Democracia”, donde el 98% de participantes en la socialización de 
la oferta institucional fueron mujeres. Además, reportó la realización 
de dos Mesas Multipartidistas de Género. Para las acciones señaladas 
en 2020, la entidad reportó la ejecución de $176,6 millones, mientras 
que para 2021 se presenta una reducción presupuestal del 43% en di-
cho recurso.

‒ Pilar 2.3 “Promover una mayor participación en la política [...] en 
igualdad de condiciones y con garantías de seguridad” 

En este pilar se identificaron dos obstáculos; primero, no hubo re-
cursos asignados al enfoque de género y segundo, los reportes de in-
corporación del enfoque se limitan a la desagregación de los partici-
pantes por género. En cuanto a los programas de liderazgo político, el 
Ministerio del Interior reportó que durante 2020 se realizaron 23 ta-
lleres de liderazgo para mujeres, en donde participaron 171 organiza-
ciones de mujeres y 755 mujeres226. Así mismo, la entidad reportó que 
se formaron 3.449 mujeres en escuelas de liderazgo y se premiaron 85 
organizaciones de mujeres. 

En cuanto a la formación sobre los derechos políticos y formas de par-
ticipación de la mujer, el Ministerio del Interior informó que se certi-
ficaron a 1.237 mujeres a través de la escuela virtual y los talleres de 

226	 En ellos, se reconocieron 43 mujeres afro, 26 indígenas, 16 lgtbi, 65 víctimas, 36 campe-
sinas, un Rrom, siete minorías religiosas, 19 mujeres en discapacidad y 142 lideresas y 
defensoras de derechos humanos.
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participación ciudadana y política. Según la entidad, se contó con la 
participación de 60 mujeres en el aula virtual y se capacitaron a 1.378 
mujeres a través de foros y conversatorios. 

Con relación al documento de diagnóstico sobre los obstáculos que 
enfrenta la población más vulnerable en el ejercicio de derecho al voto, la 
Registraduría Nacional reportó que el Ministerio de Hacienda no desti-
nó recursos para su elaboración y que el Ministerio del Interior no dio 
respuesta a la solicitud hecha en el 2019, para la adopción del docu-
mento de Diagnóstico de las barreras que impiden a las poblaciones vul-
nerables y subrepresentadas en Colombia el ejercicio del derecho al voto.

Tabla 75
Avances y obstáculos: ejecución presupuestal

y cumplimiento de pilares del punto 2

pilar avances obstáculos
Derechos y garan-
tías plenas para 
el ejercicio de la 
oposición polí-
tica en general, 
y en particular 
para los nuevos 
movimientos que 
surjan luego de la 
firma del Acuerdo 
Final

Sobre las medidas especiales para 
las mujeres en el sisep, la oacp re-
portó que el Plan Estratégico no 
se encuentra aprobado aún. En 
materia presupuestal, si bien para 
2020 es baja la asignación, se re-
portó una reducción del 77% para 
el 2021.
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Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana 

• Respecto a los mecanismos de 
control y veedurías ciudadanas, 
se reportó que el 68% de ciuda-
danos certificados a través de la 
Escuela Virtual fueron mujeres y 
el 60% fueron beneficiarias en los 
“Talleres de Multiplicadores” en 
Control Social. Si bien existe una 
importante participación femeni-
na, no es clara una estrategia de 
incorporación del enfoque.
• Sobre la promoción para la 
participación equilibrada du-
rante 2020, se reportaron avan-
ces asociados a la estrategia 
“Más Mujeres, Más Democracia” 
y se concertaron dos Mesas 
Multipartidistas de Género. Para 
la vigencia, el Ministerio del 
Interior reportó la ejecución de 
$176,6 millones.

• Se presenta un estancamiento en 
las propuestas de ajustes norma-
tivos para el fortalecimiento de la 
planeación democrática y partici-
pativa, dado que hasta la fecha no 
hay avances.
• En cuanto a la estrategia de 
promoción de  reconciliación, el 
Ministerio del Interior reportó que 
durante 2020 y primer trimestre 
del 2021 está liderando la financia-
ción de cuatro proyectos a organi-
zaciones de los sectores lgbti.
• Frente a la estrategia de promo-
ción para la participación equili-
brada, se reportó una reducción 
presupuestal del 43% para 2021. 
• Según reportes del Ministerio del 
Interior, se encuentra que en gene-
ral los recursos para sus diferentes 
compromisos tuvieron una reduc-
ción significativa para la vigencia 
2021. 

Promover una 
mayor parti-
cipación en la 
política nacional, 
regional y local, 
en igualdad de 
condiciones y con 
garantías de se-
guridad

• En cuanto al Programa de lide-
razgo político y social, se informó 
la realización de 23 talleres de 
liderazgo para mujeres durante 
2020. 
• Frente al Programa de formación 
sobre los derechos políticos de la 
mujer, el Ministerio del Interior 
informó que se beneficiaron a 
1.675 mujeres durante 2020. 

• No se reportaron recursos para 
2020 en sireci para este pilar. 
• Hay un estancamiento en rela-
ción con el documento diagnóstico 
de los obstáculos que enfrenta en 
el ejercicio de derecho al voto, toda 
vez que la Registraduría Nacional 
reportó que no se han destinado 
recursos para su elaboración por 
parte del Ministerio de Hacienda.

C. Punto 3. “Fin del conflicto”

Para la terminación del conflicto, el AF resaltó la importancia de consi-
derar los riesgos específicos que enfrentan las mujeres contra su vida, 
libertad, integridad y seguridad. Para ello, el punto 3 incorporó alre-
dedor de 16 medidas que hacen énfasis en la protección de mujeres y 
el compromiso en materia de reincorporación política, social y econó-
mica. Pese a la importancia de este punto, no se reportaron recursos 
apropiados para género por ninguna entidad.
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‒ Pilar 3.2 “Reincorporación de las farc-ep a la vida civil”

La arn reportó que aunque se han adelantado acciones afirmativas en 
materia de género y reincorporación durante el 2020, existe una in-
suficiencia de recursos que dificulta su implementación en la Política 
Nacional de Reincorporación. Como avance, la arn resalta la imple-
mentación del Convenio 1631 con el British Council, el cual tiene como 
objeto el fortalecimiento de la ciudadanía activa de las mujeres y exin-
tegrantes de las farc–ep. 

‒ Pilar 3.3 “Garantías de seguridad y lucha contra las organizaciones y 
conductas criminales” 

En cuanto al sistema de prevención y alerta para la reacción rápida, la 
Defensoría del Pueblo reportó que durante 2020 se detectaron 54 aler-
tas tempranas, en la cuales se tuvo en cuenta enfoque de género. Así 
mismo, durante la misma vigencia se implementó el Instrumento de 
Análisis Diferencial ‒iad‒ para analizar las afectaciones según los en-
foques transversales del AF, tomando de base el instrumento “Máscara 
de captura”. 

En relación con el Programa integral de seguridad y protección para 
comunidades, el Ministerio del Interior reportó que el 12 de febrero del 
2020 se adoptó el Programa Integral de Garantías para Mujeres Lide-
resas y Defensoras ddhh (pig-Mujeres), del Plan de Acción Nacional a 
través del cual, benefició a 5.078 mujeres en 2020.

La Fiscalía General de la Nación reportó un incremento presupues-
tal del 28% para 2021, destinado a la investigación y judicialización de 
quienes atenten contra personas que ejercen la política. Sin embargo, 
los recursos no se discriminan por género, a pesar de que se reporta-
ron 12 mujeres defensoras de derechos humanos, lideresas y excom-
batientes asesinadas durante 2020 y en lo corrido del 2021 se han re-
portado tres más227. 

227	 Según reporte de la Fiscalía, durante el 2020 fueron asesinadas ocho mujeres defensoras 
de derechos humanos y lideresas sociales y cuatro mujeres excombatientes de las farc, 
mientras que para el primer trimestre de 2021, se reportaron dos mujeres defensoras de 
derechos humanos y lideresas sociales y una mujer excombatiente de las farc asesinadas.
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Según el informe de gestión de la Unidad Nacional de Protección 
para 2020, se identificaron 115 mujeres víctimas de conflicto arma-
do con riesgo extremo o inminente y en 94 casos se implementaron 
las medidas de protección. Sin embargo, la entidad reportó que hay 
represamiento en las solicitudes de protección debido a la escasez de 
personal en la Subdirección Especializada de Seguridad y Protección.

Por su parte, la Instancia Especial de Mujeres para el Enfoque de Gé-
nero en la Paz comunicó en diciembre del 2020, que la mitad de sus in-
tegrantes tienen amenazas a su integridad personal y familiar. Según la 
organización, de sus 16 integrantes, cinco se han visto obligadas a sus-
pender actividades, silenciar su palabra y desplazarse a otros lugares.

Tabla 76
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de pilares del punto 3

pilar avances obstáculos

Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

La arn destaca la imple-
mentación del Convenio 
1631 con el British Council, 
para el fortalecimiento de 
la ciudadanía activa de las 
mujeres y exintegrantes de 
las farc–ep.

• No se reportaron recursos dirigidos al 
enfoque de género por parte de las entida-
des responsables de la implementación del 
punto 3 durante 2020, a través de sireci.
• La arn reportó que existe una insuficien-
cia de recursos que dificulta la implemen-
tación del enfoque en la Política Nacional 
de Reincorporación. 

Garantías de 
Seguridad y 
lucha contra las 
organizaciones y 
conductas crimi-
nales

En cuanto al pig-Mujeres, el 
Ministerio del Interior re-
portó que benefició a 5.078 
mujeres. 

• La Fiscalía General de la Nación no re-
portó recursos discriminados por género, 
a pesar de que se continúan registrando 
asesinatos de defensoras de derechos hu-
manos, lideresas y excombatientes.
• La Instancia Especial de Mujeres para el 
Enfoque de Género en la Paz, comunicó 
que la mitad de sus integrantes presentan 
amenazas a su seguridad e integridad.
• Según la unp, en 2020 no se implemen-
taron las medidas de protección en a la 
totalidad de mujeres víctimas con riesgo 
extremo. Se reportó un represamiento en 
las solicitudes, debido a la escasez de per-
sonal.
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D. Punto 4. “Solución al problema de drogas”

Para la solución al problema de drogas, el AF reconoce la situación par-
ticular de las mujeres y la comunidad lgbti y resalta la importancia de 
generar acciones afirmativas que promuevan su visibilización e inclu-
sión en las medidas para la prevención del consumo. Con este fin, el AF 
estableció cerca de 17 medidas que incorporan el enfoque de género y 
13 indicadores en el pmi.

Gráfico 90
Ejecución presupuestal para el enfoque de género punto 4 (2020)

Fuente: rendición sireci posconflicto con corte a diciembre 2020.

En el punto 4, se reportaron recursos ejecutados en el pilar 4.1 a través 
del sistema de información del pnis, por valor de $102.215 millones 
de pesos provenientes del Fondo Colombia en Paz, lo cuales corres-
ponden al pago de incentivos del programa a los hogares que tienen 
como jefe de hogar una mujer. En el pilar 4.2 “Prevención del consumo”, 
no se reportaron recursos para género. Por su parte, el Ministerio de 
Justicia y el Derecho reportó $238 millones orientados a un estudio de 
valoración del impacto social de la privación de libertad de mujeres en 
el pilar 2.3 de solución al fenómeno de producción y comercialización.
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‒ Pilar 4.1 “Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de 
Uso Ilícito ‒pnis‒”

Respecto al protocolo para la incorporación del enfoque de género en 
el pnis, la art reportó que finalizó su elaboración y está en revisión 
jurídica para su implementación. Si bien es un avance, dado que el 
protocolo debía estar listo en 2017, su retraso ha dificultado que las 
mujeres puedan fortalecer su participación en espacios comunitarios 
relacionados con el pnis. 

Con relación al porcentaje de organizaciones de mujeres participan-
tes en los Acuerdos con las comunidades, teniendo en cuenta que dichos 
procesos para el pnis se han terminado y que el reporte de la partici-
pación de organizaciones de mujeres fue del 4,7%, se hace necesaria 
la actualización de este indicador en el pmi para generar avances en 
materia de sustitución de cultivos con enfoque de género.

Sobre los avances en el pnis, existen 30.280 familias cultivadoras y no 
cultivadoras que tienen como jefe de hogar mujeres y están inscritas 
en el programa. De este universo, a primer trimestre de 2021: el 78% 
ha culminado la fase de pagos de asistencia alimentaria inmediata228; el 
78,7% ha recibido el incentivo de auto sostenimiento y seguridad ali-
mentaria del primer año229; el 8,5% ha recibido los recursos para el pro-
yecto productivo de ciclo corto230; el 83,2% ha recibido asistencia técni-
ca integral231; y el 0,4% ha recibido recursos para los proyectos produc-
tivos de largo plazo232. En total, durante 2020 se asignaron a las familias 
con jefe de hogar mujeres un total de $102.215 millones y en lo corrido 
del primer trimestre de 2021 se han invertido $28.873 millones. 

Sobre las instancias de planeación, seguimiento y coordinación del 
pnis, la art reportó que la participación de mujeres fue del 26%, du-
rante la vigencia 2020 y rescata como avance la construcción de los 
pisda para ocho municipios con participación femenina. Para el primer 
trimestre de 2021, se reportó un aumento del 11% en la participación 
de mujeres, al pasar de 236 a 262 liderazgos femeninos. Sin embargo, 

228	 $12 millones en seis pagos bimensuales.
229	 $1,8 millones por una única vez.
230	 $9 millones por una sola vez.
231	 $1,6 millones por una sola vez.
232	 $10 millones por una sola vez.
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dicha representación continúa siendo limitada, a pesar de la búsqueda 
del AF por reconocer el rol de las mujeres y población lgbti en el pro-
blema de drogas.

En cuanto a los municipios priorizados con cobertura del Servicio Pú-
blico de Empleo, el Ministerio del Trabajo reportó que durante 2020 se 
priorizaron cinco municipios con acuerdos de sustitución voluntaria, 
con énfasis en la vinculación laboral de las mujeres. No obstante, esta 
cifra se queda corta para contribuir significativamente a la solución de 
economías ilícitas con enfoque de género.

En relación con el porcentaje de recolectores vinculados a programas 
de empleo rural temporal, la art reportó un avance del 36% para 2020. 
Según el reporte en siipo, del total de la población recolectora vincula-
da durante 2020, solo el 27% fueron mujeres.

‒ Pilar 4.2 “Prevención del consumo y salud pública” 

Sobre las estrategias para disminuir el estigma y la discriminación en 
personas que consumen sustancias psicoactivas con enfoque de géne-
ro, según reporte del Ministerio de Salud no se da cuenta de una estra-
tegia. Sin embargo, durante 2020 se realizó el conversatorio “Personas 
de los sectores sociales lgbti y derecho a la atención en salud durante 
la pandemia”, que contó con participación de entidades de salud y sec-
tores sociales. 

En cuanto al proyecto de resolución con los lineamientos para el en-
foque de género dentro del pnis, el Ministerio de Salud reportó que la 
normativa se encuentra en revisión y para 2021 se espera iniciar su 
implementación. Sin embargo, el rezago en el cumplimiento del indica-
dor limita la contribución que hasta ahora se ha hecho para la reduc-
ción de las brechas de desigualdad en el acceso al sistema de salud. 

Frente al Estudio nacional de consumo de sustancias psicoactivas, 
el Ministerio de Justicia reportó para 2020 la finalización del Estudio 
Nacional de Consumo de Sustancias Psicoactivas - Colombia 2019, con 
información desagregada por género. En cuanto a las personas que re-
ciben tratamiento por consumo de sustancias ilícitas, el Ministerio de 
Salud reportó que durante 2020 se atendieron a 20.531 mujeres, el 
32% del total de personas atendidas y el 34% de la meta para la vigen-
cia. La entidad reportó que no cuenta con información desagregada de 
personas lgbti. Sobre el presupuesto, la entidad reportó que el costo 
de las atenciones se carga a la upc.
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‒ Pilar 4.3 “Solución al fenómeno de producción y comercialización de 
narcóticos”

Dentro de la línea de investigación sobre género en la cadena del 
narcotráfico, el Ministerio de Justicia reportó que entre 2020 y primer 
trimestre de 2021, se elaboró el estudio “Valoración del impacto social 
de la privación de la libertad a mujeres por delitos de drogas, y dise-
ño de recomendaciones de política pública”233 en convenio con unodc. 
Para ello, la entidad reportó que se ejecutaron $238 millones de pesos. 

Uno de los obstáculos en la implementación del punto 4 es el enten-
dimiento que tienen las entidades sobre el enfoque de género, el cual 
se ha visto simplemente como reportes de cifras desagregadas por gé-
nero. Así, teniendo en cuenta los bajos porcentajes de participación de 
las mujeres en el general de los indicadores, se revela más la ausencia 
que una implementación del enfoque.

Tabla 77
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de pilares en el punto 4

pilar avances obstáculos

Programa 
Nacional 
Integral de 
Sustitución 
de Cultivos 
de Uso Ilícito 
(pnis)

Sobre los avances en el 
pnis, se reportó que, a pri-
mer trimestre del 2021, 
del universo de mujeres 
cabeza de hogar inscritas, 
el 78% ha culminado la 
fase de pagos de asisten-
cia alimentaria inmediata, 
el 78,7% ha recibido el 
incentivo de auto soste-
nimiento y seguridad ali-
mentaria del primer año y 
el 83,2% ha recibido asis-
tencia técnica integral.

• Si bien se reportó la finalización del protoco-
lo para incorporar el enfoque de género en el 
pnis, este tuvo un rezago de tres años y aún no 
entra en implementación.
• Se resalta que del universo de mujeres cabeza 
de hogar inscritas en el pnis, solo el 8,5% ha re-
cibido los recursos para el proyecto productivo 
de ciclo corto y el 0,4% ha recibido recursos 
para los proyectos productivos de largo plazo. 
• Sobre las instancias de planeación, segui-
miento y coordinación del pnis, la participa-
ción de mujeres durante 2020 fue del 26%, y 
aunque para el primer trimestre de 2021 se re-
portó un aumento del 11% en dicha participa-
ción, continúa siendo un porcentaje limitado.
• Durante 2020, se priorizaron solo cinco mu-
nicipios con acuerdos de sustitución voluntaria 
y vinculación laboral de las mujeres.

233	 El estudio será publicado en el segundo semestre de 2021, según la entidad.
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Prevención 
del Consumo 
y Salud 
Pública

Se reportó la finalización 
del Estudio Nacional de 
Consumo de Sustancias 
Psicoactivas-Colombia 
2019, con información 
desagregada por género.

• No se reportaron recursos ejecutados en este 
pilar para el enfoque de género, sin embargo, 
se remitieron algunas gestiones. 
• Los lineamientos del enfoque de género para 
el Programa Nacional de Intervención Integral 
frente al Consumo de Drogas Ilícitas aún no se 
ha implementado. 
• Durante 2020, se les dio tratamiento a 20.531 
mujeres por consumo de sustancias, el 32% del 
total de personas.
• El Ministerio de Salud no cuenta con informa-
ción sobre personas lgbti con tratamiento por 
consumo de drogas ilícitas.

Solución al 
fenómeno de 
producción 
y comercia-
lización de 
narcóticos

El Ministerio de Justicia 
reportó la elaboración 
del estudio “Valoración 
del impacto social de la 
privación de la libertad 
a mujeres por delitos de 
drogas…”, para lo cual se 
ejecutaron $238 millones 
en 2020.

E. Punto 5. “Acuerdo sobre víctimas”

El punto quinto del AF reconoce la violencia hacia las mujeres, niñas y 
población lgbti, como algunas de las afrentas más graves a los dere-
chos humanos. Por esta razón, el enfoque transversal de género es un 
elemento primordial en materia de víctimas, y supone la disposición 
de escenarios para el diálogo entre las entidades y organizaciones de 
mujeres y comunidad lgtbi.
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Gráfico 91
Ejecución presupuestal para el enfoque de género en el punto 5 (2020)

Fuente: elaboración propia con base en el reporte sireci con corte a diciembre 2020.

En 2020, en el punto 5 se ejecutaron recursos por parte de jep ($12.394) 
y por parte de la cev ($285 millones) en el pilar de justicia y verdad. 
Por otra parte, en el pilar 5.4 de reparación integral, se reportaron 
$4.340 millones a cargo de Ministerio de Salud y $362 millones a cargo 
de la Unidad para las Víctimas. Para el pilar 5.6 de ddhh no se reportó 
ejecución de recursos.

‒ Pilar 5.1 “Justicia y verdad” 

La cev reportó que durante 2020 se desarrollaron diferentes espacios 
para la incidencia de colectivos de mujeres y lgbti, y se consolidaron 
un total de 5.065 entrevistas de escucha a mujeres. Para la vigencia, 
se reportó la ejecución de $285 millones, mientras que para 2021 la 
apropiación se redujo en un 9,6%.

Entre los avances reportados por la jep para 2020, sobresale la sis-
tematización de casos de violencia basada en género, la aprobación 
de los lineamientos de género y el avance en el diseño del “Manual de 
investigación de violencia sexual”. En el marco de la Política Equidad 
para la Mujer, la entidad reportó la apropiación de $33.717 millones 
para 2020, del cual se ejecutó solo el 28%, debido a limitantes causa-
das por la pandemia. Sin embargo, para 2021 se reportó un incremen-
to del 44% en los recursos, por lo cual, entre los avances para la vigen-
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cia, se esperaría la apertura de un macrocaso que priorice la violencia 
basada en género.

Para 2020, la ubpd reportó la aprobación y divulgación interna de los 
lineamientos de enfoque de género. Así mismo, adelantó mecanismos 
para la participación de mujeres y lgbti en la búsqueda de personas des-
aparecidas. Sin embargo, la entidad reportó limitantes presupuestales.

‒ Pilar 5.4 “Reparación integral para la construcción de paz” 

Respecto a la atención psicosocial de mujeres víctimas, el Ministerio de 
Salud reportó 51.219 mujeres atendidas a través del papsivi durante el 
2020. Para el primer trimestre del 2021, se reportó la apropiación de 
$5.800 millones de pesos. Sin embargo, teniendo en cuenta que según 
el ruv existen 4.277.995 mujeres víctimas que requieren atención psi-
cosocial, se esperaría la creación de una línea de atención especial para 
mujeres en el papsivi.

Acerca de las comunidades reubicadas o retornadas, con enfoque de 
género, la uariv reportó que para 2020 cuenta con 19 Planes de Retor-
no y Reubicación, de los cuáles se identificaron tres comunidades234 
con enfoque de género. Sin embargo, para 2020 la entidad no cuenta 
con información de familias retornadas cuya cabeza de hogar sea mu-
jer. Según el reporte, no se cuenta con presupuesto específico para el 
enfoque de género en dichos planes, lo cual dificulta su seguimiento e 
implementación. 

En relación con los espacios para la reparación colectiva con parti-
cipación de las mujeres, la uariv informó que aún no se cuenta con los 
lineamientos para el enfoque de género en el Modelo de Reparación 
Colectiva. Sin embargo, reportó que durante 2020 se conformaron 25 
espacios en Sujetos de Reparación Colectiva, de los cuales el 49,6% de 
participantes fueron mujeres. Desde la perspectiva de género, se en-
cuentran dos limitantes principales, primero, no se incluye a la comu-
nidad lgbti, y segundo, la entidad no cuenta con presupuesto especí-
fico para este fin.

234	 Comunidad Ceiba, Alemania y Buenos Aires, según reporte de la entidad.
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Tabla 78
Avances y obstáculos ejecución presupuestal

y cumplimiento de pilares

pilar avances obstáculos

Justicia y ver-
dad

La jep reportó la elabora-
ción y aprobación de los li-
neamientos de género. Para 
2021, reportó un incremento 
del 44% en su presupuesto.

• Durante 2020, la jep ejecutó solo el 28% 
de su presupuesto, debido a limitantes 
causadas por la pandemia.
• La ubpd no cuenta con un presupuesto 
específico para el enfoque de género.

Reparación 
integral para la 
construcción 
de Paz

El Ministerio de Salud re-
portó que durante el 2020 
fueron atendidas 51.219 
mujeres a través del papsi-
vi, para lo cual se ejecutó el 
71,8% del presupuesto para 
la vigencia.

• La uariv no cuenta con presupuesto 
específico para el enfoque de género en 
los planes de retornos y reubicaciones, ni 
para los espacios de reparación colectiva 
con enfoque de género.
• La uariv no cuenta con la información 
de familias retornadas cuya cabeza de ho-
gar sea mujer. 
• La uariv informó que aún no se cuen-
ta con los lineamientos para el enfoque 
de género en el Modelo de Reparación 
Colectiva. 

F. Punto 6. “Mecanismos de verificación”

Para 2020, en el punto 6 de implementación y verificación se reportó 
la asignación de $798 millones a cargo del dapre, orientados especial-
mente a un Contrato interadministrativo suscrito con la Corporación 
Colombia Internacional por $780 millones, el cual tiene por objeto 
“brindar asistencia técnica dirigida a la estructuración de proyectos de 
emprendimiento que permitan impulsar acciones para la efectiva par-
ticipación económica de las mujeres en zonas pdet focalizadas”.

Para el seguimiento a las medidas género del pmi, la Consejería para 
la Estabilización reportó que en febrero y marzo del 2021, se llevaron a 
cabo la séptima y octava sesión plenaria de la Alta Instancia de Género 
de Gobierno, donde las entidades encargadas presentaron sus avances. 
Asimismo, reportó que desde diciembre de 2019, se publican trimes-
tralmente los informes de gestión de la Alta Instancia de Género. 

Respecto al documento con lineamientos para la transversalización 
del enfoque de género en los planes y programas del AF, la Consejería 
para la Equidad de la Mujer reportó que el principal resultado de su 
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implementación para 2020, fue la realización de tres ciclos de asisten-
cia técnica a las entidades de la Alta Instancia de Género. 

En particular en este punto y en los indicadores de transversaliza-
ción del enfoque de género, es importante destacar que aún existe re-
zago en la determinación de una ruta que de un mensaje claro a las en-
tidades nacionales para la incorporación del enfoque en las diferentes 
acciones que realizan en cumplimiento del AF.

VIII. Riesgos

A. Riesgos en políticas públicas

capítulo políticas públicas - punto 1 “reforma rural integral”

riesgos efectos perspectivas

Pilar 1.0 “Planes Nacionales Sectoriales”

1. Solo se han adoptado 
nueve de los 16 pns, instru-
mentos de planeación estra-
tégica para la adecuada im-
plementación de la rri.

1. La no implementación de 
los pns, retrasa y torna poco 
efectivo el cumplimiento de 
las metas esperadas con la 
rri y su integralidad.

1. Se hace urgente la adop-
ción y puesta en ejecución 
de los pns, de tal manera 
que se logre en un mediano 
y largo plazo el desarrollo 
social y sostenible del cam-
po colombiano.

2. Costeados 13 de los 16 
pns formulados, se concluye 
que para los tres pns aun sin 
formular, tan solo estarían 
disponibles $16,3 billones 
de 2020, en relación con 
lo proyectado en el mfmp 
2017.

2. Sin la certeza de contar con 
los recursos previstos para la 
ejecución de los pns, la imple-
mentación de la rri podría 
verse limitada derivándose el 
incumplimiento de las metas 
y productos asociados a la im-
plementación de la rri.

2. Garantía de la sostenibi-
lidad fiscal para el cumpli-
miento de las metas proyec-
tadas para cada uno de los 
pilares de la rri.

Pilar 1.1. “Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo”

3. Limitada implementación 
de los mecanismos de acce-
so a la tierra para la pobla-
ción rural.

3. Persistencia en la concen-
tración inequitativa de la te-
nencia de la tierra. Así mismo 
la falta de acceso al principal 
factor productivo, limita la in-
serción de los campesinos en 
la economía y en las políticas 
para el  desarrollo rural.

3. Mayor implementación de 
los instrumentos definidos 
en el Decreto 902 de 2017, 
para el acceso de los pobla-
dores rurales a la tierra.
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4. Catastro multipropósito 
sin formación o actualiza-
ción en todo el territorio 
rural.

4. Se limita el ordenamiento 
productivo y social del suelo 
rural, perpetuando los con-
flictos a su alrededor.

4. Catastro multipropósi-
to totalmente financiado e 
implementado. Así mismo, 
avances en la formulación 
e implementación de los 
pospr, de tal manera que 
faciliten el acceso y la forma-
lización de tierras y a su vez 
contribuyan al catastro mul-
tipropósito.

5. Instrumentos de política 
para el ordenamiento pro-
ductivo del suelo sin imple-
mentación en el territorio.

5. Planeación desarticulada 
del uso del suelo rural y exa-
cerbación de los conflictos 
presentes sobre el mismo en 
los territorios.

5. Implementación efectiva 
de los instrumentos de pla-
nificación y control del uso 
adecuado del suelo rural, ga-
rantizando la sostenibilidad 
productiva.

6. Jurisdicción agraria sin 
creación.

6. Conflictos relacionados 
con la propiedad rural sin 
resolver.

6. Creación y funcionamien-
to de la jurisdicción agraria, 
en complemento con la po-
lítica de formalización de la 
tierra.

Pilar 1.2. “Infraestructura y adecuación de tierras”

7. Baja asignación 
presupuestal a la Agencia de 
Desarrollo Rural ‒adr‒ para 
la ejecución de los planes 
sectoriales de adecuación de 
tierras.

7. Incumplimiento de los ob-
jetivos y estrategias del Plan 
Nacional de Riego y Drenaje 
para la Economía Campesina, 
Familiar y Comunitaria, entre 
otros.

7. Gestión del financiamien-
to requerido para el del pn-
recfc.

8. Bajos avances de la meta 
de elaboración del inventa-
rio de la red vial terciaria, 
establecida en el pnd 2018-
2022.

8. Uso ineficiente de los re-
cursos al intervenir las vías 
terciarias sin suficientes cri-
terios técnicos y socioam-
bientales.

8. Disponibilidad de infor-
mación técnica para la cons-
trucción, mantenimiento o 
rehabilitación de la red vial 
terciaria.

9. Escaso avance en el man-
tenimiento y reparación de 
las vías terciarias prioriza-
das y en municipios pdet.

9. Retraso en la integración de 
la economía campesina a la 
dinámica nacional, al acceso a 
mercados y servicios sociales, 
afectando la competitividad 
territorial, la mejora del in-
greso de la población campe-
sina, y el desarrollo económi-
co del territorio rural.

9. Avance efectivo y sosteni-
ble en el mejoramiento de la 
infraestructura vial.
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10. Insuficiente articulación 
de los programas naciona-
les del sector infraestruc-
tura y adecuación de tierras 
con los Planes de Acción 
para la Transformación 
Regional ‒patr‒, especial-
mente en el sector minero y 
de transporte.

10. Ineficiencias en la imple-
mentación de los planes y 
programas nacionales y de las 
iniciativas comunitarias esta-
blecidas en los patr.

10. Integración regional y 
efectividad de los programas 
de desarrollo con enfoque 
territorial.

Pilar 1.3 “Desarrollo social: Salud”

11. Persiste el retraso en 
la aprobación del Plan 
Nacional de Salud Rural ‒
pnsr‒.

11. Afecta la implementación 
de las estrategias relaciona-
das con salud rural.

11. Adopción e implemen-
tación del Plan Nacional de 
Salud Rural, mediante acto 
administrativo.

12. Aplazamiento de la 
formulación y adopción 
de los Planes de Acción e 
Implementación del maite 
por parte de las entidades 
territoriales.

12. Retrasos en el avance de 
la Estrategia de Atención a 
Población Dispersa.

12. Planes de acción imple-
mentados por parte de las 
Entidades Territoriales.

13. Frente a la estrate-
gia Mejoramiento de 
Infraestructura, existe un 
bajo porcentaje de proyectos 
de construcción finalizados.

13. Prestación de servicios de 
salud con infraestructura in-
adecuada.

13. Culminación de la cons-
trucción de los centros de 
salud aprobados.

14. Falta de expedición de la 
guía dirigida a las Entidades 
Territoriales de Salud, para 
la presentación de proyectos 
de infraestructura.

14. Alto porcentaje de proyec-
tos de inversión presentados 
con concepto de No Viabilidad 
o No pertinencia.

14. Expedición y socializa-
ción de la Guía para la pre-
sentación de los proyectos.

15. Solicitud de ajustes de 
indicadores del pmi sin 
aprobación por parte del 
dnp, por lo cual el Ministerio 
de Salud no reporta avan-
ces en su ejecución, ni en 
la plataforma sireci, ni en 
el siipo (relacionados con 
Telemedicina y Talento 
Humano Cualificado).

15. Limita el seguimiento por 
parte de la ciudadanía y los 
diferentes organismos del 
Estado.

15. Definición y medición de 
la totalidad de los indicado-
res del pmi.
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Pilar 1.4 “Desarrollo social: Educación rural”

16. Se reitera el riesgo aso-
ciado al rezago en la adop-
ción del Plan Nacional de 
Educación Rural peer. Si 
bien, el mismo se encuentra 
aprobado, aún no ha sido ex-
pedido el acto administrati-
vo que lo formaliza.

16. Avances parciales y no 
planificados conforme al al-
cance del Acuerdo Final.

16. Aprobación del acto ad-
ministrativo que adopta el 
peer y su implementación.

17. Continúa el riesgo en lo 
que respecta al cumplimien-
to del indicador “porcentaje 
de provisión de vacantes a 
través de concursos”, toda 
vez que, a pesar de la reali-
zación del concurso, no se 
han provisto estos cargos.

17. Limita los avances en la 
cobertura de la educación ru-
ral.

17. Ocupación de las vacan-
tes provistas en zonas rura-
les y rurales dispersas.

18. Bajo compromiso por 
parte del Ministerio del 
Deporte, para el mejora-
miento y adecuación de los 
escenarios deportivos en los 
municipios pdet (32% de 
la totalidad de municipios 
pdet).

18. Bajo impacto en el cumpli-
miento del indicador previsto 
en el pmi.

18. Inclusión de un número 
significativo de municipios 
pdet en el plan territorial 
para la provisión de escena-
rios deportivos mejorados y 
adecuados.

Pilar 1.5. “Desarrollo social: Vivienda y agua potable”

19. Dados los ajustes ins-
titucionales derivados del 
traslado de competencia de 
la política de vivienda rural 
del madr al mvct, se refor-
muló el Plan Nacional de 
Construcción y Mejoramiento 
de Vivienda Social Rural, en-
contrándose pendiente aún 
su aprobación.

19. Bajos avances en los indi-
cadores asociados a vivienda 
rural, rezagando los propósi-
tos de disminución del déficit 
habitacional en sector rural.

19. Adopción e implementa-
ción del Plan Nacional acor-
dado en el pilar.

20. Plan Nacional de 
Suministro de Agua Potable 
y Saneamiento Básico Rural 
sin discriminación de los te-
rritorios pdet.

20. Planeación inadecuada e 
insuficiente para cubrir défi-
cit cualitativo de suministro 
de agua potable y saneamien-
to rural en territorios pdet.

20. Definición clara de las 
metas y asignación de re-
cursos para el suministro de 
agua potable y saneamiento 
rural en los territorios pdet.
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Pilar 1.6. “Producción agropecuaria y economía solidaria y cooperativa”

21. Para 2021 se identifica 
una reducción sustancial del 
28% en el presupuesto para 
este pilar.

21. Esto implica una menor 
capacidad para atender los 
programas y proyectos nece-
sarios para el cumplimiento 
de las metas del pmi.

21. Planeación presupuestal 
ajustada para garantizar la 
implementación del pilar.

22. No adopción del pns de 
Asistencia integral e innova-
ción tecnológica.

22. Limita la planeación estra-
tégica del mejoramiento tec-
nológico para la producción 
agropecuaria campesina y la 
priorización en los territorios 
con mayores necesidades.

22. Adopción del pns 
Asistencia Integral y 
Tecnológica que potencie las 
capacidades productivas del 
sector campesino nacional.

23. Dada la misionali-
dad de la adr y de la 
Unidad Administrativa de 
Organizaciones Solidarias, 
se presenta una baja par-
ticipación presupuestal de 
estas entidades.

23. Avances poco significati-
vos frente a los retos de este 
pilar.

23. Mayor compromiso y eje-
cución presupuestal por par-
te de estas entidades.

24. No existe un programa 
para la provisión de capital 
semilla en los predios entre-
gados y formalizados.

24. Limita la capacidad de 
producción en las tierras en-
tregadas y formalizadas.

24. Creación del programa 
que atienda a los beneficia-
rios de acceso y formaliza-
ción de tierras con la provi-
sión de capital semilla que 
garantice su productividad.

Pilar 1.7. “Garantía progresiva del derecho a la alimentación”

25. Rezago en la expedi-
ción de la ley para la crea-
ción del Consejo Nacional 
de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional.

25. La no creación del Consejo 
Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional, im-
posibilita tener una visión de 
largo plazo en la consolida-
ción nacional del pilar.

25. Creación del Consejo 
Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional.

26. No existen avances en la 
elaboración y actualización 
de los planes de seguridad 
alimentaria.

26. Limitada visión estratégi-
ca para solucionar la insegu-
ridad alimentaria en el terri-
torio rural.

26. Elaboración, actualiza-
ción e implementación de 
los planes de seguridad ali-
mentaria en el territorio.
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Pilar 1.8. “patr”

27. No existen las suficientes 
inversiones adicionales a las 
ya programadas por las en-
tidades públicas del orden 
nacional y territorial, prin-
cipalmente por la ausencia 
de lineamientos claros para 
redireccionarlos; en particu-
lar con fuentes correspon-
dientes al sgp ‒que tiene 
destinación específica‒, y 
los programas financiados 
con recursos del pgn e in-
versiones territoriales, que 
se vienen realizando desde 
antes de la firma acuerdo.

27. Retrasos en la gestión de 
iniciativas mediante proyec-
tos de inversión financiados.
• Sobreestimación de los re-
cursos destinados a la imple-
mentación de los patr.
• Las inversiones que finan-
cian los patr no logren el cie-
rre de brechas sociales, eco-
nómicas e institucionales.

27. Adecuados lineamientos 
para el redireccionamiento 
de las inversiones con cargo 
a fuentes como el pgn y el 
sgp.
Proyectos orientados al cie-
rre de brechas sociales, eco-
nómicas e institucionales, en 
el marco de lo establecido en 
el Acuerdo Final.

28. Deficiencias en la con-
fiabilidad de las cifras re-
portadas por la central de 
información pdet, respecto 
los proyectos estructurados, 
ejecución, seguimiento y 
monitoreo del avance físico 
y financiero de los proyectos 
que atienden los patr.

28. Deficiencias en la calidad 
de información disponible de 
los patr. Falta de información 
centralizada sobre el estado 
de ejecución de los proyectos 
implementados bajo este me-
canismo. Incumplimiento en 
la ejecución de los proyectos. 
Ineficiencia e ineficacia en la 
ejecución de los recursos pú-
blicos.

28. Adopción de mecanis-
mos adecuados de recolec-
ción de información territo-
rial, esquemas coordinados 
y unificados de seguimiento 
y monitoreo a la ejecución de 
los proyectos.

29. Las hojas de ruta no se 
convierten en el instrumen-
to integrador de todos los 
planes que confluyen en el 
territorio, principalmente 
de los Planes Nacionales 
Sectoriales, que deben estar 
articulados con el pdet.

29. Implementación desar-
ticulada de los diferentes 
programas y planes ejecuta-
dos en los territorios priori-
zados, en el marco de la rri. 
Pérdida de relevancia prácti-
ca de este instrumento. Bajo 
impacto de las inversiones en 
los territorios.

29. Fortalecimiento de las 
hojas de ruta para conec-
tar, integrar y evidenciar 
los distintos instrumentos 
de planificación en territo-
rio, en especial los Planes 
Nacionales Sectoriales.
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B. Riesgos en el punto 2

capítulo políticas públicas - punto 2 “participación política”

riesgos efectos perspectivas

Pilar 2.1. “Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición política en ge-
neral y en particular para los nuevos movimientos que surjan luego de la firma del AF”

1. Se reiteran los retrasos en 
la conformación del Sistema 
Integral de Seguridad para 
el Ejercicio de la Política si-
sep subsistiendo el rezago 
en la formalización de las 
instancias de Planeación, 
Información y Monitoreo, de 
la Comisión de evaluación y 
la formulación del plan es-
tratégico de protección. 

1. Deficiencias en el funciona-
miento del sistema para brin-
dar garantías de seguridad 
a la población a la cual están 
dirigidas sus acciones. 

1. Formalizar las instancias 
previstas para el sisep para 
garantizar su funcionamien-
to de manera articulada e in-
tegral para lograr los resul-
tados esperados en cuanto 
al ejercicio de la política con 
garantías de seguridad. 

2. No se evidencia rendición 
de resultados en los siste-
mas de seguimiento como 
siipo, del Gobierno nacional 
y sireci de la cgr, respec-
to de las metas trazadoras 
sobre disminución signifi-
cativa del asesinato de líde-
res sociales y disminución 
significativa de violaciones 
de derechos humanos en el 
marco de manifestaciones 
públicas. 

2. Dificultad en la obtención 
de la información y las cifras 
que permitan realizar el ba-
lance y el seguimiento a estas 
metas trazadoras. 

2. Elaboración de ficha téc-
nica para la rendición de 
resultados y definición de 
las entidades encargadas de 
las acciones y reportes en el 
marco del sisep.

Pilar 2.2 “Mecanismos democráticos de participación ciudadana”

3. Se reiteran los riesgos 
asociados a los rezagos en 
materia de desarrollos nor-
mativos relacionados con 
las garantías y promoción 
de la participación ciudada-
na, y el fortalecimiento de la 
planeación democrática y 
participativa.

3. Los rezagos evidenciados 
en materia normativa desde 
2017, han retrasado la puesta 
en marcha de las estrategias 
que se diseñaron para la mo-
dernización del sistema polí-
tico y para ampliar el sistema 
democrático con espacios de 
participación efectiva para 
las organizaciones y los movi-
mientos sociales. 

3. Inclusión de los proyectos 
de ley dentro de la agenda le-
gislativa del Gobierno nacio-
nal para dar cumplimiento a 
estos compromisos de desa-
rrollo normativo del AF.
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4. La dificultad para im-
plementar los protocolos e 
instrumentos contenidos 
en la normativa expedida 
en 2020 para el ejercicio del 
derecho a la protesta no ga-
rantiza la conservación de la 
convivencia ciudadana y del 
orden público.

4. Situaciones generalizadas 
de violencia y de vulneración 
de derechos humanos. 

4. Presentación del proyecto 
de ley estatutaria, que regule 
el derecho a la protesta pa-
cífica y los procedimientos 
que guíen el uso de la fuerza, 
de acuerdo con lo manifesta-
do por la Corte Suprema de 
Justicia, en sentencia de re-
solución de tutela.

5. Retraso en la habilitación 
de espacios en canales ins-
titucionales de televisión 
nacional y regional para la 
difusión del trabajo de orga-
nizaciones sociales. 

5. Restricción en la divulga-
ción del trabajo de organiza-
ciones sociales y de conte-
nidos de paz en los medios 
y espacios de comunicación 
previstos en el AF. 

5. Definición de los respon-
sables institucionales y del 
plan de acción para el cum-
plimiento del indicador.

6. Demora en la implemen-
tación de la Política de con-
vivencia, reconciliación, 
tolerancia y no estigmatiza-
ción prevista para 2020.

6. La no implementación de la 
política en el tiempo previsto 
por el AF podría incrementar 
situaciones de conflicto en 
distintas regiones del país.

6. Agilizar la aprobación de 
la política, su plan de acción 
y los recursos para su imple-
mentación.

Pilar 2.3. “Promover una mayor participación en la política nacional, regional y local 
en igualdad de condiciones y con garantías de seguridad”

7. Se reitera el riesgo asocia-
do a la no expedición del de-
sarrollo normativo para la 
modernización del sistema 
político y electoral.

7. Limitaciones en el ejercicio 
de los derechos de participa-
ción política. 

7. Inclusión del proyecto de 
reforma política en la agenda 
legislativa. 

8. Se reitera el riesgo relacio-
nado con la insuficiencia de 
recursos para la implemen-
tación de los mecanismos de 
participación y transparen-
cia electoral que requieren 
el uso de tecnología.

8. La falta de recursos presu-
puestales no permite la total 
implementación de mecanis-
mos tales como la biometría 
y el voto electrónico retrasan 
la modernización del sistema 
electoral.

8. Fortalecimiento presu-
puestal que permita la ges-
tión institucional para el 
cumplimiento de los com-
promisos de participación 
política del AF.
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C. Riesgos en el punto 3

capítulo políticas públicas - punto 3 “fin del conflicto”

riesgos efectos perspectivas

Pilar 3.2 “Reincorporación de las farc-ep a la vida civil”
1. Dificultades para el cierre 
de proyectos productivos 
pone en riesgo la reincor-
poración económica de la 
población beneficiaria.

1. La pérdida de recursos pú-
blicos correspondientes al 
beneficio entregado por el 
Gobierno nacional y la ines-
tabilidad económica que se 
genera para las personas en 
reincorporación.

1. Fortalecer los estudios de 
viabilidad y la asistencia téc-
nica en las fases de formu-
lación e implementación de 
los proyectos. 

2. A pesar de las acciones 
realizadas para la consoli-
dación o traslado de los 24 
aetcr, seis están pendien-
tes de decisión y diez están 
pendientes de adquisición 
de predios. 

2. Incertidumbre en cuanto 
a la estabilidad del proceso 
de reincorporación de las 
personas que habitan estos 
espacios.

2. Agilizar el proceso de 
compra de predios prevista 
en 2021 para la consolida-
ción de diez aetcr y agilizar 
la solución respecto de los 
seis que se encuentran pen-
dientes de definición.

3. Falta de reporte de recur-
sos y de acciones de varias 
entidades responsables del 
Conpes 3931 en el sistema 
de seguimiento sisconpes 
ocasiona baja cobertura y 
rezagos en su cumplimiento.

3. Rezagos y baja cobertura 
en la implementación de los 
componentes establecidos 
en el Conpes 3931 y en la 
Resolución 4309 de 2019. 

3. Programación presu-
puestal efectiva para la im-
plementación del Conpes 
3931 y de la hoja de ruta 
de la Reincorporación de 
largo plazo estipulada en la 
Resolución 4309 de 2019.

Pilar 3.3 “Garantías de seguridad y lucha
contra las organizaciones y conductas criminales”

4. No se evidencia rendición 
de resultados en los siste-
mas de seguimiento como 
siipo, del Gobierno nacional 
y sireci de la cgr, respec-
to de las metas trazadoras 
“Reducción significativa de 
organizaciones criminales” 
y “Reducción significativa 
de casos de amenaza, hosti-
gamiento y asesinato de in-
tegrantes de organizaciones 
sociales” no cuentan con in-
formación.

4. La falta de información y de 
cifras no permiten realizar el 
seguimiento y balance perma-
nentes sobre el cumplimiento 
de estas metas trazadoras del 
AF. 
 

4. Elaboración de ficha téc-
nica y definición de las en-
tidades responsables de las 
acciones, reportes y rendi-
ción de resultados sobre el 
cumplimiento de las metas 
trazadoras en el marco del 
sisep. 
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5. Se reitera el riesgo adver-
tido en informes anteriores 
de la cgr relacionado con 
la no suscripción del Pacto 
Político Nacional que genera 
incertidumbre con relación 
al compromiso de la imple-
mentación de la Paz, la con-
vivencia y la reconciliación. 

5. Falta de efectividad del 
Gobierno nacional en la im-
plementación del indicador. 

5. Reactivar la ruta para la 
promoción y suscripción del 
Pacto Político Nacional pre-
visto en el Acuerdo Final. 

6. Retraso en la adopción de 
la política pública y el plan 
de acción para el desman-
telamiento de las organiza-
ciones criminales por parte 
de la Comisión Nacional de 
Garantías de Seguridad.

6. Recrudecimiento de la vio-
lencia en los territorios por el 
incremento de acciones cri-
minales por parte de grupos 
armados ilegales.

6. Adoptar la política públi-
ca de desmantelamiento de 
las organizaciones crimina-
les y su plan de acción con 
claras responsabilidades 
institucionales.

7. Se reitera el riesgo rela-
cionado con la no formu-
lación y adopción del plan 
estratégico de seguridad y 
protección.

7. Incremento de los niveles de 
riesgo de los excombatientes, 
líderes sociales, defensores de 
derechos humanos y comuni-
dades en los territorios.

7. Concluir la formulación y 
puesta en marcha del plan 
estratégico de seguridad y 
protección. 

8. Represamiento de soli-
citudes, retrasos en la eva-
luación de riesgos y baja 
cobertura de medidas de 
protección aprobadas por 
la unp. 

8. Los retrasos y la baja cober-
tura en la implementación de 
medidas de protección para 
garantizar la seguridad de los 
excombatientes, líderes socia-
les y comunidades incremen-
tan sus niveles de riesgo.

8. Fortalecimiento presu-
puestal y de personal de la 
unp para agilizar los tiem-
pos de evaluación del riesgo 
y aprobación y para incre-
mentar las medidas de pro-
tección.

9. Se reitera el riesgo asocia-
do a la falta de coordinación 
entre normas, instancias, 
planes y programas creados 
para la protección de exinte-
grantes de las farc, líderes 
sociales y defensores de de-
rechos humanos.

9. Baja efectividad en las ac-
ciones y medidas establecidas 
para brindar garantías de se-
guridad a la población.

9. Articulación efectiva en-
tre los niveles de gobierno 
y entre las estrategias, po-
líticas y programas creados 
para garantizar la seguridad 
y protección de las personas 
en proceso de reincorpora-
ción, líderes sociales, defen-
sores de derechos humanos 
y comunidades en el marco 
del sisep. 
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D. Riesgos en el punto 4

capítulo políticas públicas - punto 4 “solución al problema de drogas”

riesgos efectos perspectivas

Pilar 4.1 “pnis”

1. Los recursos faltantes es-
timados para culminar los 
componentes directos del 
programa estarían alrede-
dor de $ 1.73 billones, por lo 
que los recursos asignados 
continúan siendo insuficien-
tes para el cumplimiento a 
las familias beneficiarias del 
programa.

1. Riesgo fiscal asociado a la 
baja asignación presupuestal 
del programa, retrasos en la 
ruta de intervención, incum-
plimiento de los compromisos 
establecidos con las familias y 
riesgo de resiembra de culti-
vos ilícitos.

1. Asignación presupues-
tal efectiva y oportuna para 
garantizar la operación del 
programa y el cumplimiento 
a las familias inscritas en el 
programa.

2. Bajos niveles de titulación 
a las familias pnis (113 pre-
dios con 2.349 has) y pen-
diente la adopción del Plan 
de Formalización Masiva de 
la Propiedad Rural ‒pfmpr‒ 
y su implementación en mu-
nicipios pnis.

2. Retrasos en el inicio y en la 
garantía de sostenibilidad de 
los proyectos productivos. 

2. Celeridad en la titulación 
y formalización de las tierras 
de las familias pnis. 

3. Se reitera demoras en 
la asignación de los re-
cursos provenientes del 
impuesto al carbono para 
el financiamiento de la 
Estrategias para Zonas 
de pnn y Sostenibilidad y 
Recuperación Ambiental. 

3. Se mantienen los retrasos 
en la implementación de in-
centivos para la conservación 
y la restauración en zonas de 
interés ambiental afectadas 
por cultivos de uso ilícito.

3. Celeridad en la asignación 
presupuestal y ejecución de 
los recursos provenientes 
del impuesto al carbono que 
garanticen el cumplimiento 
de las estrategias ambienta-
les contempladas en el pnis. 

4. Persistencia del rezago 
en la ruta de atención de los 
beneficiarios del Programa 
pnis, se presenta estanca-
miento en la cifra de 726 
familias que han culminado 
su proceso de sustitución 
con corte a marzo de 2021. 

4. Retrasos en la operación 
de cada componente del pro-
grama lo que afecta a 75.485 
familias (92% del total) se 
encuentran pendientes de 
atención en proyectos de ciclo 
corto y 81.516 familias (99%) 
en proyectos de ciclo largo.

4. Impulso a la ruta de inter-
vención del pnis que permi-
ta la efectividad de los recur-
sos asignados previamente y 
el cierre de brechas entre los 
distintos componentes del 
programa.
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Pilar 4.2 “Prevención del consumo y salud pública”

5. Persiste la no adop-
ción e implementación del 
“Programa Nacional de 
Intervención Integral fren-
te al Consumo de Drogas 
Ilícitas” y del “Sistema 
Nacional de Atención al 
Consumidor de Drogas 
Ilícitas”.

5. Retrasos en las estrategias 
y productos que permitan 
el cumplimiento del pilar de 
prevención del consumo y sa-
lud pública. 

5. Acciones para dar celeri-
dad a la Formulación y ejecu-
ción del “Programa Nacional 
de Intervención Integral 
frente al Consumo de Drogas 
Ilícitas” y del “Sistema 
Nacional de Atención al 
Consumidor de Drogas 
Ilícitas”. 

Pilar 4.3 “Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos”

6. Se mantiene el reza-
go en la formulación del 
Plan Nacional de Política 
Criminal ‒pnpc‒, y bajo 
avance de la Estrategia in-
tegral de lucha contra la 
corrupción asociada al nar-
cotráfico.

6. Marcos institucionales y 
normativos limitados que per-
mitan el fortalecimiento de las 
estrategias para enfrentar la 
criminalidad, el narcotráfico 
y la corrupción derivada del 
narcotráfico.

6. Adopción e implementa-
ción de la política criminal y 
avance de la puesta en mar-
cha de la Estrategia integral 
de lucha contra la corrup-
ción asociada al narcotráfico.

E. Riesgos en el punto 5

capítulo políticas públicas - punto 5 “víctimas del conflicto”

riesgos efectos perspectivas

Pilar 5.1. “Justicia y verdad”

1. Falta de seguridad, per-
sistencia del conflicto arma-
do y presencia de grupos al 
margen de la ley en algunas 
zonas rurales del país.

1. Afecta el acceso de las enti-
dades del svjrnr al territorio 
y la participación de las víc-
timas y comparecientes ante 
la jep y demás actores del si-
vjrnr.

1. Adopción de medidas de 
seguridad para funcionarios 
de las entidades del svjrnr 
y adopción de medidas cau-
telares en beneficio de los 
comparecientes, víctimas y 
testigos ante la jep y demás 
ciudadanos participantes en 
los procesos del svjrnr.

2. La CV enfrentó barreras 
frente al acceso a la infor-
mación por parte de algunas 
entidades estatales, bajo el 
argumento de reserva a la 
información.

2. La denegación de la infor-
mación afecta la elaboración 
del informe final y el acceso a 
la verdad.

2. El acceso a la información 
garantiza la veracidad del 
informe final con los están-
dares de calidad esperados 
por parte de las víctimas y la 
sociedad en general.
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3. Se reitera el riesgo aso-
ciado a la falta de un uni-
verso de personas dadas 
por desaparecidas en el 
marco del conflicto armado 
y el Registro Nacional de 
Fosas, Cementerios Ilegales 
y Sepulturas –rnf–.

3. Afecta los ejercicios de 
planeación y proyección de 
costos de los prb, para ubicar 
las personas dadas por desa-
parecidas.

3. Acciones para establecer 
de forma coordinada entre 
las entidades responsables 
el universo de personas da-
das por desaparecidas en 
el conflicto armado, el cual 
debe ser dinámico de acuer-
do con la información que se 
pueda establecer.

Pilar 5.4 “Reparación integral para la construcción de paz”

4. Reitera la insuficiencia 
de asignación presupuestal 
para la reparación integral 
de las víctimas, implemen-
tación del Plan Nacional de 
Derechos Humanos, el forta-
lecimiento del programa de 
defensores comunitarios, e 
implementación de las acti-
vidades del Plan Nacional de 
Búsqueda.

4. Retraso en el fortalecimien-
to de medidas asociadas a la 
implementación del pmi en el 
punto 5 del AF.

4. Definición y asignación 
de los recursos requeridos 
para atender a la población 
pendiente en las medidas 
relacionadas con reparación 
integral a víctimas (indemni-
zación), derechos humanos y 
Plan Nacional de Búsqueda. 

5. La versión final de de-
creto del Plan Nacional de 
Rehabilitación Psicosocial 
para la convivencia y no re-
petición, se encuentra en la 
oficina jurídica del MS, es-
perando trámite de revisión 
para su firma. 

5. Se detiene el inicio de la 
implementación del Plan 
Nacional de Rehabilitación 
Psicosocial para la Convivencia 
y la No Repetición. 

5. Expedición del Acto 
Administrativo de adopción 
e implementación del Plan 
Nacional de Rehabilitación 
Psicosocial para la 
Convivencia y no repetición.

6. Se persiste en la falta de 
una Entidad responsable 
en el liderar e impulsar los 
actos de Reconocimiento de 
responsabilidad colectiva. 

6. Los procesos para la rea-
lización de actos de recono-
cimiento de responsabilidad 
colectiva que aporten a la re-
conciliación no avanzan.

6. Cambio de responsable a 
la entidad o entidades com-
petentes del cumplimiento 
de la meta en el pmi.

7. Bajo compromiso y capa-
cidad técnica de las entida-
des territoriales, frente a la 
meta de reparación colecti-
va. Solo 67 pirc, están sien-
do implementados en todos 
los municipios pdet. De 
4.147 acciones de los 156 
pirc en implementación 
en todo el país, solo el 24% 
(994) se cruzan con iniciati-
vas pdet.

7. Se afecta la implementación 
de acciones de los pirc, con 
las iniciativas pdet, impidien-
do el cierre de los pirc. 

7. Es necesaria la articula-
ción institucional entre las 
entidades del snariv y con 
los territorios para el cum-
plimiento de la meta.
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8. La meta de src y pirc a 
2031, no permite cubrir a 
los 767 src que constituyen 
el universo pendiente de 
atención. 

8. Incumplimiento del univer-
so de src a la fecha de termi-
nación de los compromisos 
pactados en el pmi.

8. Es necesario realizar un 
replanteamiento de la meta 
total del indicador, reporta-
do, para dar cumplimiento al 
compromiso del AF acorde a 
las necesidades de los src.

9. Persiste la falta de estrate-
gias específicas de provisión 
de seguridad a la población 
que retorna a sus territorios. 
Ni registros que evidencien 
el impacto que ha tenido 
las medidas de seguridad 
implementadas frente a la 
protección y garantía de 
las víctimas en que acogen 
a estos planes, además de 
desarticulación entre los in-
tegrantes del cjt con el com-
ponente de Ministerio de 
Defensa y sus fuerzas opera-
tivas en el territorio.

9. Falta de garantías en torno 
al principio de seguridad en el 
cual se enmarcan las medidas 
de retornos y reubicaciones, 
reparación colectiva, restitu-
ción de tierras y rehabilita-
ción psicosocial, limitando la 
efectiva implementación del 
derecho.

9. Garantía del principio de 
seguridad y consecuente-
mente de los principios de 
dignidad y voluntariedad, en 
el marco de la implementa-
ción de las medidas de retor-
nos y reubicaciones, repa-
ración colectiva, restitución 
de tierras y rehabilitación 
psicosocial. 

10. Continua con la falta de 
definición de los componen-
tes para la medición de la 
meta trazadora “Avance sig-
nificativo en la reparación 
integral de las víctimas”. 

10. Limita la identificación 
de avances en la reparación 
integral a población víctima y 
el impacto de la atención rea-
lizada para las mismas desde 
los diferentes componentes 
de la política pública. 

10. Definir la hoja de vida del 
indicador, teniendo en cuen-
ta las medidas de la repara-
ción integral que garanticen 
la estabilidad socioeconómi-
ca de la población víctima y 
realizar su medición.

11. Rezago en el cumpli-
miento de la meta trazado-
ra “Sujetos de reparación 
colectiva reparados admi-
nistrativamente”, que para 
2020 alcanzó un valor de 12 
de 37 propuestos.

11. Limita la aplicación de la 
medida de reparación inte-
gral a los sujetos de repara-
ción colectiva pendientes de 
atención.

11. Avanzar en los procesos 
de reparación integral de 
los sujetos de reparación 
colectiva.

12. A la fecha no se ha rea-
lizado la selección del patri-
monio autónomo estable-
cido por el Decreto 903 de 
2017 y encargado de admi-
nistrar los bienes y activos 
entregados por las extintas 
farc-ep. 

12. Incumplimiento norma-
tivo e imposibilidad de dis-
poner de los recursos recau-
dados para las acciones de 
reparación a las víctimas.

12. Realizar la escogencia 
del Patrimonio Autónomo, 
de conformidad con lo dis-
puesto en el Decreto 903 del 
29 de mayo de 2017.
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Pilar 5.6 “Derechos humanos”

13. Falta de recursos que 
permitan financiar las acti-
vidades de implementación, 
socialización y divulgación 
de los documentos borrado-
res del pnadh, y el pnedh.

13. Falta de recursos no per-
mite concluir la construcción 
del pnadh, ni del pnedh, do-
cumentos necesarios para 
garantizar la protección de 
los derechos humanos, en el 
actual contexto social.

14. Fortalecimiento presu-
puestal que permitan avan-
zar y finalizar la gestión ins-
titucional en el pnadh y el 
pnedh y definir la ruta a se-
guir para su implementación.

F. Riesgos en el punto 6

capítulo políticas públicas -
punto 6. “mecanismos de implementación y verificación”

riesgos efectos perspectivas

1. Persiste la desactuali-
zación del Plan Marco de 
Implementación.

1. Se limita la adecuada pla-
neación sectorial y financiera, 
así como el seguimiento a la 
implementación del AF.

1. Se espera que en cumpli-
miento del artículo 2.° del 
Decreto 1417 de 2018, la csi-
vi establezca los parámetros 
para la revisión anual del 
pmi, para lo cual se requiere 
una propuesta de actualiza-
ción por parte del Gobierno. 

2. La implementación de 
la plataforma siipo ha sido 
fragmentada y sus medidas 
aún no evidencian articula-
ción.

2. Ausencia de interoperabi-
lidad con otras plataformas 
que maneja el gobierno y con-
tinuación de su operación ais-
lada careciendo de una visión 
integral y sostenible. Se limita 
el seguimiento de las medidas 
pues algunos indicadores aún 
carecen de información y de fi-
chas técnicas en la plataforma. 

2. Se espera que el Gobierno 
nacional continúe en la tarea 
de gestionar la necesidad 
puntual de demanda de inte-
roperabilidad o sistemas de 
información unificados. 

3. No se registran avances 
en cuanto a mecanismos de 
articulación directa de pro-
yectos de cooperación inter-
nacional con los instrumen-
tos de implementación del 
AF, por lo que se desconocen 
los resultados y productos 
de estas intervenciones.

3. Disminución de impacto y 
pérdida de oportunidad de 
economías de escala de las 
inversiones de la cooperación 
internacional por no articu-
larse directamente a los in-
dicadores del Plan Marco de 
Implementación.

3. Articulación y alineación 
de los recursos de coopera-
ción con los instrumentos de 
implementación del AF.
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G. Riesgos en el enfoque diferencial étnico

capítulo políticas públicas - enfoque diferencial étnico

riesgos efectos perspectivas

1. Ausencia del ítem del ca-
pítulo étnico en el trazador 
transversal de construcción 
de paz en el Sistema de 
Seguimiento a Proyectos de 
Inversión del dnp. 

1. Dificultad para el segui-
miento y control de la ejecu-
ción de recursos orientados 
a la implementación de los 
indicadores étnicos.

1. Planeación y programa-
ción de recursos específicos 
para ejecuciones del enfoque 
étnico del AF e inclusión del 
ítem étnico en el trazador 
presupuestal de construc-
ción de paz.

2. Insuficiencia de recursos 
con destinación al avance de 
la implementación de los in-
dicadores étnicos, especial-
mente en los recursos para 
la rri.

2. Ritmo lento y discordante, 
o incluso nulo, en la imple-
mentación de las disposicio-
nes del enfoque étnico del AF.

2. Garantía de la sostenibi-
lidad fiscal para el cumpli-
miento de los compromisos 
étnicos del AF. 

3. Falta de recursos espe-
cíficos para financiar las 
consultas previas debidas 
para las medidas legisla-
tivas y administrativas de 
implementación del AF que 
afecten a las comunidades 
étnicas.

3. Desatino en la formulación 
y desarrollo de programas 
y proyectos regionales al no 
incluir la perspectiva de los 
grupos étnicos ni contar con 
su aprobación ni concepto.

3. Asignación presupuestal 
específica para realización de 
las consultas previas de me-
didas administrativas y legis-
lativas para la implementa-
ción del AF con incidencia en 
comunidades étnicas.

4. Desatención financiera de 
las estrategias con perspec-
tiva étnica para los puntos 2 
y 3 del AF, fundamentalmen-
te de las garantías de seguri-
dad y participación política 
de los grupos étnicos.

4. Ineficacia de las salvaguar-
das de protección y participa-
ción política para los pueblos 
étnicos, que son base del en-
foque diferencial del AF.

4. Distribución presupuestal 
coordinada y pertinente ha-
cia los sectores, entidades y 
proyectos que apuntalan a la 
aplicación del enfoque étnico 
en las medidas de paz.

5. Incumplimiento de incor-
poración material del en-
foque étnico en los Planes 
Nacionales de la Reforma 
Rural Integral –rri–.

5. Desnaturalización del pro-
pósito del AF de garantizar la 
perspectiva étnica e integra-
lidad cultural para los pue-
blos étnicos en sus territorios 
frente al trazado de la política 
pública en éstos.

5. Adecuación de las estrate-
gias para la atención de la po-
blación étnica en los Planes 
Nacionales de la Reforma 
Rural Integral –rri–, con par-
ticipación de ésta tanto en su 
formulación como en su se-
guimiento.
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6. Rezago en la adopción de 
medidas para el acceso y or-
denamiento de tierras y uso 
del suelo con asentamiento 
de grupos étnicos, así como 
de reparación para el retor-
no y reubicación de los gru-
pos étnicos afectados por el 
desplazamiento forzado.

6. Persistencia de conflictos 
por uso y tenencia de tierras, 
así como de condiciones de 
despojo y desarraigo de las 
comunidades con pertenen-
cia étnica que fueron afecta-
das por el conflicto armado 
y que pretende resarcir el AF.

6. Oportunidad y efectividad 
en las disposiciones de or-
denamiento de la propiedad 
rural, de la resolución de 
conflictos por el uso y tenen-
cia de tierras, y de las repa-
raciones colectivas para los 
pueblos étnicos en general y 
los priorizados en particular.

7. Deficiencias en el reporte 
del avance de las acciones 
de implementación del en-
foque étnico, en los siste-
mas de información tanto 
de sireci como de siipo, 
atribuidas a demoras en re-
solver las solicitudes de mo-
dificación de responsables o 
términos de cumplimiento 
de las fichas técnicas de los 
indicadores pmi, o a confu-
siones entre las unidades 
de medida o fórmulas para 
calcular avances.

7. Impedimentos al control y 
seguimiento del ritmo y cum-
plimiento de las metas en los 
términos del pmi y desorden 
en la presentación de la infor-
mación que se diligencia.

7. Sistemas de información 
de las cuentas e implemen-
tación de los indicadores del 
pmi, con diligenciamiento 
correcto y oportuno, para 
consulta, seguimiento y aná-
lisis por parte de sujetos 
especializados (entidades, 
veedurías, actores), como de 
sujetos simples (ciudadanía).

H. Riesgos en el enfoque diferencial de género

capítulo políticas públicas - enfoque diferencial de género

riesgos efectos perspectivas

1. Persiste la ausencia de un 
reporte específico de género 
en el trazador presupuestal 
para la paz, lo cual dificulta 
que haya una programación 
de recursos para la imple-
mentación de dicho enfoque.

1. Dificultades para el segui-
miento y control de la ejecu-
ción de recursos orientados 
a la implementación del en-
foque transversal de género 
del AF.

1. Programación y planea-
ción de recursos específicos 
para la implementación del 
enfoque transversal de géne-
ro y aplicación de un ítem en 
el trazador presupuestal de 
paz que identifique los recur-
sos asignados a este tema.

2. Marginalidad en el repor-
te de recursos para la imple-
mentación del enfoque de 
género, el cual representó el 
3% del total de recursos eje-
cutados para el AF durante 
2020. 

2. Limitantes para la pro-
gramación y planeación de 
recursos específicos para gé-
nero, lo cual incide en la co-
rrecta transversalización del 
enfoque.

2. Mayor peso en la ejecución 
de recursos orientados al en-
foque de género, que permita 
cumplir con las promesas del 
AF en materia de igualdad de 
género en sus seis puntos. 
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3. Ausencia de recursos para 
el enfoque de género por 
parte de las entidades res-
ponsables del punto 3 sobre 
el Fin del Conflicto, lo cual 
genera rezagos en el cum-
plimiento de los indicadores 
de género.

3. Dificultades para mitigar 
efectivamente los riesgos es-
pecíficos que enfrentan las 
mujeres y la población lgbti 
contra su vida, libertad, inte-
gridad y seguridad.

3. Planeación y asignación 
presupuestal específica de 
recursos sensibles a géne-
ro que permitan avances en 
materia de reincorporación 
política, social y económica 
para la protección de muje-
res y población lgbti.

4. Ausencia de recursos es-
pecíficos para género por 
parte de las entidades res-
ponsables del punto 1 sobre 
la Reforma Rural Integral y 
una omisión de la población 
lgbti en su concepción del 
enfoque de género. 

4. Dificultades para la imple-
mentación de los indicadores 
de género, lo cual obstaculiza 
la disminución de brechas de 
desigualdad que enfrentan las 
mujeres rurales y población 
lgbti en materia de acceso, 
uso y tenencia de tierras.

4. Asignación presupuestal 
específica para género por 
parte de las entidades res-
ponsables, que permita la 
disminución de brechas de 
desigualdad, incluyendo me-
didas diferenciales para la 
población rural lgbti.

5. Debilidades en la inclu-
sión del enfoque de género 
en el sisep, especialmente 
causado por la falta de apro-
bación del Plan Estratégico.

5. Limitantes en la formula-
ción de medidas con enfoque 
de género que permitan ga-
rantizar la seguridad de lide-
resas sociales, defensoras de 
derechos humanos y pobla-
ción lgbti.

5. Aprobación e implemen-
tación del Plan Estratégico 
que permita la formulación 
de estrategias con enfoque 
de género en el sisep y se ga-
ranticen las medidas de segu-
ridad para lideresas sociales, 
defensoras de derechos hu-
manos y población lgbti.

6. Carencia de avances 
en la implementación del 
Modelo de Acción Integral 
Territorial –maite– y sus 
medidas diferenciales, cau-
sando un notable rezago en 
los compromisos de género 
en salud.

6. Dificultades para la imple-
mentación de los indicado-
res de género relacionados 
al Modelo Especial de Salud 
Pública del maite.

6. Asignación presupuestal 
de recursos sensibles a gé-
nero que permitan avances 
en la implementación del 
Modelo de Acción Integral 
Territorial –maite– y sus me-
didas con enfoque de género.

IX. Conclusiones

•	 Punto 1. “Reforma Rural Integral”

En materia de programación y ejecución presupuestal:

1.	 De la Reforma Rural Integral, se han destinado $18,4 billones de 
pesos para el periodo 2017 a 2021, concentrando el 77,8% de los 
recursos en educación rural (36,2%), infraestructura y adecuación 



Políticas públicas

373

de tierras (27,2%) y producción agropecuaria y economía solidaria 
y cooperativa (14,4%); mientras que pilares como ordenamiento 
social de la propiedad rural y uso del suelo, salud y, garantía pro-
gresiva del derecho a la alimentación, tan solo representan el 8,6%.

2.	 Estos recursos provienen en su mayoría, del presupuesto general 
de la Nación que representan el 72,3%, seguido del 15,4% de rega-
lías y 7,8% de cooperación internacional.

3.	 Siendo los pns el principal instrumento de orientación estratégica 
para la implementación de la rri y pasados tres años de la fecha 
definida para su adopción, de los 16 PNS proyectados, se tienen 
13 formulados y nueve formalizados mediante acto administrativo.

4.	 El costeo de los 13 pns formulados asciende a $103,4 billones de pe-
sos (de 2020), lo que implica que solo se dispone de $16,3 billones 
(de 2020) frente a lo proyectado en el mfmp 2017, para financiar 
los Planes de Formalización de la Propiedad Rural, de Zonificación 
Ambiental y el de Asistencia Integral, Técnica, Tecnológica y de 
Impulso a la Investigación. Si se toma en cuenta la estimación de la 
Misión para la Transformación del Campo para la implementación 
de la rri, se presentaría un desfinanciamiento del mfmp por un va-
lor de $114,5 billones (de 2020).

En términos de avances y obstáculos en la implementación de la rri los 
siguientes son los principales aspectos por pilar:

En Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo:

1.	 Para las vigencias 2020 y 2021, se evidencia un crecimiento signi-
ficativo en la ejecución y proyección de recursos (138,8% y 91,1% 
respectivamente), resaltando que para 2020 este incremento res-
ponde a un aumento del 220,8% del Presupuesto General de la 
Nación, mientras que para 2021 se respalda en un significativo 
aporte de la cooperación internacional, inversión que se espera ver 
reflejada en 2021.
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2.	 Se destaca la reglamentación del subsidio integral de acceso a tie-
rras siat y el comienzo en la implementación del catastro multipro-
pósito. Sin embargo, el siat aún no se ha implementado y respecto 
al catastro multipropósito, con los avances obtenidos hasta el 
momento, no existe certeza que se logre el cumplimiento de las 
metas del pmi, incluso las del pnd.

3.	 Respecto a las metas trazadoras en el pmi, se presenta un avance 
del 29% en la formalización de la pequeña y mediana propiedad, 
en contraste con las mínimas ejecutorias en materia de acceso a 
tierras (4%).

4.	 El Fondo de Tierras, principal instrumento para abordar esta polí-
tica, no cuenta con recursos monetarios para la compra o subsidio 
de tierras. Así mismo la línea especial de crédito presenta escasos 
resultados. Lo que, aunado a la no adopción e implementación del 
Plan de Formalización Masiva de la Propiedad Rural y la no crea-
ción de la jurisdicción agraria, no permite tener las mejores pers-
pectivas en este pilar y en la resolución pacífica de los conflictos 
sobre la tierra.

5.	 No se evidencian avances en la aplicación efectiva de instrumentos 
para el ordenamiento productivo y adecuado uso del suelo rural y 
en apoyo efectivo a las Zonas de Reserva Campesina.

En infraestructura y adecuación de tierras:

1.	 En 2020 se registró una menor ejecución con respecto al 2019 
(-26%), dada la disminución del aporte del sgr que pasó de 
$687.841 millones a $277.154 millones en 2020; para 2021 se pro-
gramó un aumento del 3% respecto a 2020 ($830.406 millones). 
Por parte, se observa una baja participación de la adr en proyectos 
de adecuación de tierras en el presupuesto ejecutado para el pilar 
en 2020 (0,7%), mientras que la mayor inversión se concentra en 
infraestructura eléctrica (89,1%).

2.	 En el marco de formulación, se destaca la adopción del Plan 
Nacional de Riego y Drenaje para la Economía Familiar, Campesina 
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y Comunitaria ‒pnrecfc‒, con lo que se culmina con la ejecución 
de los indicadores de este ciclo de política.

3.	 Sobresale el progreso en la infraestructura eléctrica, en donde se 
aumentó la cobertura de nuevos usuarios a nivel nacional y se ge-
neró mayor de capacidad instalada de fuentes no convencionales de 
energía y soluciones tipo híbrido en las Zonas No Interconectadas.

4.	 En cuanto a la infraestructura de conectividad, se destaca el bene-
ficio del 98% de las cabeceras del país, a través de redes de trans-
porte de alta velocidad, incluyendo municipios pdet.

5.	 Respecto al acceso comunitario a internet, se alcanzó el 50% de la 
meta establecida en el pmi (639 centros poblados con más de 100 
habitantes), de los cuales 92 están ubicados en municipios pdet.

6.	 Escasos avances asociados al mejoramiento y mantenimiento de 
vías terciarias, tanto en los municipios priorizados como en los 
pdet; así como en la elaboración del inventario de la red vial ter-
ciaria; en la articulación de los programas nacionales del sector in-
fraestructura y adecuación de tierras con los patr; y, en la rehabili-
tación y construcción de distritos de riego y drenaje.

En cuanto a salud rural:

1.	 Se registra una ejecución de recursos con un incremento constante 
durante las vigencias 2017 a 2020, sin embargo, para 2021, se pre-
senta una reducción del 22% del presupuesto planeado en relación 
con el 2020. Este pilar se ha financiado fundamentalmente con re-
cursos provenientes del pgn a cargo del Ministerio de Salud (95%).

2.	 Se evidencian avances en el proyecto para la implementación de ac-
ciones del programa ampliado de inmunizaciones pai y en centros 
de salud construidos o mejorados, incluyendo municipios pdet.

3.	 El pilar salud rural, fue uno de los pilares más afectados por causa 
de emergencia sanitaria ocasionado por el Covid-19, que en parti-
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cular rezagó el avance del Modelo de Atención Integral Territorial 
‒maite‒ y la adopción del Plan Nacional Sectorial de Salud.

En cuanto a la educación rural:

1.	 Se destaca como el de mayor ejecución presupuestal dentro de la 
rri en la vigencia 2020 (34%). Se resalta que el 94% de los recur-
sos ejecutados desde la implementación de la rri provienen del 
pgn, sin embargo, para 2021, el presupuesto planeado se disminu-
ye a $1,8 billones (-14%). Para 2020, se observa una importante 
participación e inversión del icbf a través del proyecto “Apoyo al 
desarrollo integral de la primera infancia a nivel nacional” con una 
destinación presupuestal de $913.274 millones, lo que representa 
el 47% de la ejecución total de este pilar.

2.	 Continúa como obstáculo el riesgo asociado a que no se ha formali-
zado el Plan Especial de Educación Rural.

En vivienda rural:

1.	 Se evidencia una disminución del presupuesto planeado para 2021 
del 31,6% respecto a la vigencia anterior.

2.	 No se evidencian avances en los años 2020 y 2021 con respecto a 
la entrega de viviendas nuevas y mejoradas, debido al cambio de 
normativa de la política pública, lo que conllevó a la reformulación 
del Plan Nacional Sectorial. Sin embargo, los departamentos con 
esquemas de asistencia técnica implementados ascendieron a 13.

En producción agropecuaria y economía solidaria:

1.	 Se presenta una reducción presupuestaria del 28% con respec-
to al 2020. De las dos propuestas presentadas por la Unidad 
Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias ‒uaeos‒ 
para la financiación del Plan Nacional de Fomento a la Economía 
Solidaria y Cooperativa Rural, se concluye un déficit en cualquiera 
de ellas, toda vez que en la primera, se excluyen 561 municipios y en 
la segunda, se reduce la intervención de los pdet a 85 municipios.
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2.	 Se destaca la participación del pequeño productor en los planes 
de crédito, con un 86% de las transacciones en el Plan Indicativo 
de Crédito ‒pic‒ proyectado por la Comisión Nacional de Crédito 
Agropecuario.

3.	 Aún no se tiene establecido un mecanismo para complementar con 
capital semilla a los beneficiarios de acceso a tierras.

Respecto al pilar garantía progresiva del derecho a la alimentación:

1.	 Se observa una disminución del 9% en el presupuesto del 2021 con 
respecto al de 2020.

2.	 Se observan avances en los planes de fortalecimiento de proyectos 
de autoconsumo liderados por el dps.

3.	 La consolidación de este pilar es inviable hasta tanto la ley por 
la cual se crea el Consejo Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional no surta su trámite y sea expedida. Valga decir que este 
proceso inició en la segunda legislatura del 2020 y en el 2021 tuvo 
su primer debate.

En cuanto la implementación de los patr:

1.	 Las iniciativas con ruta de implementación activadas mostraron un 
crecimiento significativo, pasando de 2.642 a mayo de 2020 a un 
acumulado de 7.282 iniciativas en junio de 2021.

2.	 Para atender las 7.282 iniciativas con ruta de gestión, se han estruc-
turado 5.370 proyectos con inversiones superiores a los $10.28 bi-
llones de pesos; de los cuales se reportan como “terminados” 1.748 
proyectos por $0.77 billones.

3.	 La Asignación para la Paz del sgr es la principal fuente adicional de 
recursos. 

4.	 Se destaca la vinculación de contribuyentes en 51 proyectos del 
mecanismo Obras por Impuestos por cerca de $427 mil millones 
en municipios pdet.
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5.	 Tomando como base el reporte de la central de información fren-
te a de proyectos estructurados y los ejecutores informados por la 
art, al contrastar la información en territorio con los mismos; se 
encuentran diferencias, y en muchos casos, situaciones en las que 
el ejecutor considera incluso que los proyectos, no se ha formulado 
o estructurado en el proceso pdet; evidenciando problemas en la 
calidad de la información.

6.	 Ninguna entidad del Gobierno nacional dispone de información 
unificada del estado de la ejecución de 5.370 proyectos estructu-
rados por un valor $10,3 billones de pesos, a la fecha; el estado de 
avance no está centralizado; el seguimiento ‒en el mejor de los ca-
sos‒ está disperso; no hay información centralizada sobre la con-
tratación estatal adelantada en la ejecución de los proyectos de los 
patr, ni del estado de ejecución de los contratos.

7.	 No existe una reglamentación especial de las instancias de participa-
ción ciudadana, en la estructuración de los proyectos que atenderán 
sus iniciativas, su ejecución, seguimiento, entrega de bienes y servi-
cios y rendición de cuentas. La normatividad previó que tanto la es-
tructuración como la ejecución de los proyectos fuese en articulación 
con las comunidades, autoridades tradicionales y grupos étnicos.

8.	 A 31 de marzo de 2021, de las 16 hojas de rutas contempladas, se 
encuentran publicadas y validadas tres: la de Catatumbo, Sur de 
Bolívar y Sur de Córdoba. Estas concentran el 10% de las 32.808 
iniciativas totales y el 12% de las iniciativas con ruta de gestión, 
equivalente a 852 iniciativas.

9.	 La existencia o no de hojas de ruta formalizadas y validadas no es 
un factor diferenciador entre las subregiones para una mayor prio-
rización ni de iniciativas, ni mayor focalización de recursos.

10.	No hay una determinación clara en la priorización de iniciativas 
“detonantes y dinamizadoras” de acuerdo con la dinámica de las 
cuatro subregiones que tienen esta clasificación; lo cual no resulta 
muy alineado frente a lo establecido en la metodología de las hojas 
de ruta.
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11.	No se evidencia la incorporación de los Planes Nacionales 
Sectoriales en las hojas de ruta existentes.

•	 Punto 2 “Participación política”

En materia presupuestal este punto:

1.	 Registró una ejecución de $376.825 millones de pesos durante el 
periodo 2017 al 2020 y una programación presupuestal de $28.005 
millones en 2021. Con una tendencia decreciente desde el inicio 
de la implementación, registró en 2020 registro una ejecución de 
$34.186 millones, lo cual representa una disminución de 61% fren-
te a la vigencia 2019. Así mismo, los recursos planeados en 2021 
son inferiores en un 18% respecto de 2020.

2.	 Desde que inició la implementación, los recursos para la financia-
ción del punto provienen en un 79% de la cooperación internacio-
nal, 17% de recursos del pgn y 4% de las entidades territoriales.

3.	 Durante el periodo 2017-2020, el 55% de la ejecución se orientó al 
pilar 2.2 “Mecanismos democráticos de participación ciudadana”, el 
25% al pilar 2.3 “Promover una mayor participación en política con 
seguridad” y el 20% al 2.1 “Derechos y garantías plenas para el ejerci-
cio de la oposición política”. En la asignación para 2021, el porcentaje 
de participación por pilar es del 60%, 30% y 10% respectivamente.

En términos de la formulación de instrumentos de planeación tales 
como desarrollo normativo, planes o programas se destaca:

1.	 Se reitera el rezago en relación con la expedición de nuevas nor-
mas para modernizar el sistema político y para ampliar los espa-
cios de participación ciudadana. Son los casos del proyecto de acto 
legislativo de reforma política orientado a promover el pluralismo 
político que no fue aprobado en el Congreso, el proyecto de ley de 
garantías y promoción de la participación ciudadana que no ha sido 
presentado y el de fortalecimiento de la planeación democrática y 
participativa que ha sido archivado en dos oportunidades por ven-
cimiento de términos.
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2.	 El Acto Legislativo que crea las Circunscripciones Especiales de 
Paz, fue avalado por la Corte Constitucional en mayo de la presente 
vigencia.

3.	 Se evidencian avances en la normativa que regula la movilización 
y la protesta pacífica con la Resolución 1139 de 2020 y el Decreto 
003 de 2021 citados, este último en cumplimiento de sentencia de 
tutela de la Corte Suprema de Justicia. A pesar de contar con este 
desarrollo normativo, se evidenció la dificultad para su aplicación 
durante el paro nacional realizado en 2021.

4.	 El dnp avanza en la elaboración del documento de lineamientos 
técnicos para la formulación de la política para el fortalecimiento 
de la planeación democrática y participativa.

5.	 La política pública de garantías para la convivencia, reconciliación, 
tolerancia y no estigmatización, construida con los aportes del 
Consejo Nacional de Paz, se encuentra en la última fase de concer-
tación, previa a su aprobación; este compromiso en el pmi estaba 
previsto para 2020.

En términos de avances u obstáculos en la implementación del AF, en 
el pilar de garantías para el ejercicio de la política:

1.	 El Sistema Integrado de Seguridad para el Ejercicio de la Política 
‒sisep‒, continúa sin implementarse en su totalidad; si bien se 
avanzó en 2020 con la instalación del Comité de Impulso a las 
Investigaciones, las instancias de planeación, información y moni-
toreo, y la Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño 
del Sistema Integral de Protección aún no han sido creadas.

2.	 Sobre las metas trazadoras “Disminución significativa del asesinato 
de líderes sociales en el marco del sisep” y “Disminución significa-
tiva de las violaciones de derechos humanos en el marco de mani-
festaciones públicas” no se cuenta con información por parte de 
las entidades responsables, no hay reporte en sireci y siipo y no 
tienen ficha técnica, por lo que no es posible realizar balances de 
cumplimiento.



Políticas públicas

381

3.	 En el pilar “Mecanismos democráticos de participación ciudadana” 
se destacan las acciones del Ministerio de Educación con los proce-
sos de formación para la ciudadanía han tenido continuidad por lo 
que el 89% de los establecimientos educativos en municipios pdet 
han apropiado e implementado estos referentes de formación.

4.	 Constituye un avance los espacios en radio para las organizaciones 
sociales, con el otorgamiento por parte del Ministerio de las tic de 
nuevas concesiones de radiodifusión sonora a comunidades en 185 
municipios afectados por el conflicto y la implementación por parte 
de rtvc de 66 espacios para visibilizar el trabajo de organizaciones 
sociales y los relacionados con la paz en sus dos emisoras oficiales; 
sin embargo, persisten los retrasos en cuanto a la habilitación de 
espacios en canales de televisión nacional y regional.

5.	 En materia de veeduría ciudadana se destaca la creación de la escue-
la virtual con el módulo de control social por parte del Ministerio del 
Interior a través de la cual se formaron 2.141 ciudadanos en 2020.

En el pilar de promoción de la participación en la política:

1.	 En cuanto a las metas trazadoras, no se cuenta con información para 
la medición del indicador que busca reducir los niveles de absten-
ción electoral en el décimo año de la implementación del Acuerdo.

2.	 Las Circunscripciones Especiales y Transitorias de Paz fueron ava-
ladas por la Corte Constitucional en fallo de resolución de tutela, 
por el cual se podrán elegir para dos períodos, 16 representantes 
de las zonas afectadas por el conflicto y de las víctimas al Congreso 
de la República.

3.	 La Registraduría Nacional avanzó en la implementación de los in-
dicadores con campañas masivas de cedulación y 11.540 jornadas 
de atención en 19 municipios pdet y con la expedición de 60.403 
documentos de identidad. Programó la instalación de 2.383 nuevos 
puestos de votación en los 170 municipios pdet para las elecciones 
de 2022, para facilitar el acceso a los puestos de votación en zonas 
alejadas y dispersas.
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4.	 Para garantizar la transparencia electoral la rnec implementó un 
aplicativo web con la actualización de la divipole, el registro de 
grupos significativos de ciudadanos, de movimientos sociales pro-
motores del voto en blanco y la inscripción de ciudadanos para las 
elecciones de Congreso de la República de 2022.

5.	 Para promover la participación electoral el Ministerio del Interior 
realizó 23 talleres de liderazgo político para mujeres, con la parti-
cipación de 755 mujeres en 12 departamentos y talleres virtuales 
dirigidos a partidos políticos sobre temas relacionados con el siste-
ma político y electoral. La rnec desarrolló procesos pedagógicos a 
través de la Escuela de Nuevos Liderazgos en Cultura Democrática 
en los que se formaron y certificaron 5.240 jóvenes en democracia, 
participación política y derechos electorales, proceso que se ha pro-
puesto continuar en 2021 con formación dirigida a mujeres jóvenes.

6.	 Por último, el nuevo Código Electoral, en estudio por la Corte 
Constitucional, contiene disposiciones que permitirían agilizar el 
cumplimiento de varios de los compromisos de ampliación de la 
participación a través de procesos electorales.

•	 Punto 3 “Fin del conflicto”

En materia de ejecución presupuestal:

1.	 Se registra una ejecución de $1,9 billones de pesos durante el pe-
riodo 2017-2020. En 2020 se ejecutaron $680.726 millones, un 
32% más frente a la ejecución de 2019 por pgn. En 2021, la progra-
mación presupuestal es de $638.400 millones, lo que proyecta una 
disminución de 6% con respecto a 2020.

2.	 Este punto se ha financiado, desde que inició la implementación, en 
92% de los recursos del pgn y en 8% de la cooperación internacional.

3.	 Del acumulado ejecutado a 2020, el 47% se orientó al pilar 3.2 
“Reincorporación de las farc-ep a la vida civil”, un 38% al 3.3 
“Garantías de seguridad y lucha contra las organizaciones crimina-
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les” y un 15% al pilar 3.1 “Cese al fuego y de hostilidades bilateral y 
definitivo y dejación de armas”.

En términos de la formulación de instrumentos de planeación tales 
como desarrollo normativo, planes o programas se destaca:

1.	 Se expidió el Decreto 1543 en noviembre de 2020235, sobre transfe-
rencia de predios rurales sobre los que se haya extinguido judicial-
mente el derecho de dominio a favor de las personas en reincorpo-
ración y sus organizaciones.

2.	 Se expidieron los Decretos 601 del 2020236 que le otorga facultades 
al Alto Comisionado para verificar la voluntad real de sometimien-
to a la justicia de los Grupos Armados Organizados y 965 de 2020237 
sobre medidas para el sometimiento individual a la justicia de los 
integrantes de los Grupos Armados Organizados ‒gao‒.

3.	 Se aprobó el programa “CaPAZcidades”, dirigido a implementar la 
meta trazadora Programa de atención especial para discapacitados 
del conflicto con incapacidad permanente y adultos mayores.

4.	 Se crea el Sistema Nacional de Reincorporación en el que se articu-
lan 27 entidades para el desarrollo de la ruta de reincorporación.

5.	 La Comisión Nacional de Garantías de Seguridad, no ha adoptado 
la política pública y su plan de acción para el desmantelamiento de 
organizaciones criminales.

6.	 El Plan Estratégico de Seguridad, instrumento fundamental de pro-
tección, aún no ha concluido su formulación.

235	 Diario Oficial, n.° 51.508, cit.
236	 Diario Oficial, n.° 51.299, cit.
237	 Diario Oficial, n.° 51.368, cit
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En términos de avances u obstáculos, en materia de reincorpora-
ción política, social y económica se destaca:

1.	 El proceso de reincorporación social y económica se desarrolla a 
partir de la Resolución 4309 de diciembre de 2019 citada que re-
glamenta la Ruta de Reincorporación, y el Conpes 3931 de 2018 
que dicta la política nacional y las acciones para la reincorporación 
social y económica de los exintegrantes de las farc.

2.	 La fase de reincorporación temprana se ha cumplido durante todas 
las vigencias; se evidencian los pagos de los beneficios a las perso-
nas en reincorporación por $ 404.529 millones entre 2017 y marzo 
de 2021.

3.	 Por disposición del Plan Nacional de Desarrollo se extendió en el 
tiempo el beneficio de asignación mensual siempre y cuando los 
beneficiarios no cuenten con fuentes de ingresos y demuestren su 
participación en componentes de reincorporación de largo plazo.

4.	 Los 124 menores que salieron de las farc y que hacían parte del 
Programa Camino Diferencial de Vida ya cumplieron la mayoría de 
edad y fueron acogidos por la arn para continuar su proceso de 
reincorporación.

5.	 Durante 2020 y hasta el primer trimestre de 2021, fueron apro-
bados y desembolsados 1.563 nuevos proyectos productivos indi-
viduales, para 1.931 beneficiarios, con una inversión por $15.425 
millones. Fueron aprobados 39 proyectos colectivos para 942 per-
sonas con una inversión por $7.504 millones.

6.	 Entre 2018 y marzo de 2021 se han aprobado 2.569 proyectos pro-
ductivos individuales para 3.371 beneficiarios y 88 proyectos pro-
ductivos colectivos para 3.090 beneficiarios.

7.	 Se evidencia la posible pérdida de recursos públicos por $2.760 mi-
llones equivalentes al apoyo económico brindado a 345 proyectos 
individuales que se encuentran cerrados.
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8.	 En auditoría de cumplimiento realizada por la cgr en noviembre de 
2020 al Fondo Colombia en Paz, se advierten hallazgos relaciona-
dos con los estudios de viabilidad y seguimiento que pueden poner 
en riesgo los proyectos productivos.

9.	 Siete aetcr están en proceso de consolidación a través de compra 
del predio, 11 en proceso de traslado concertado, el cual incluye 
compra de predios, y seis pendientes de decisión.

10.	La Agencia Nacional de Tierras adquirió nueve predios para sie-
te aetcr entre 2020 y marzo de 2021, que permiten la ubicación 
definitiva de personas en reincorporación, la construcción de sus 
viviendas y el desarrollo de sus proyectos productivos.

11.	El acompañamiento para el fortalecimiento de ecomun para con-
vertirse en organización cooperativa de segundo grado, se desarro-
lla con recursos de cooperación del Fondo Europeo para la Paz, a 
través del Grupo Cooperativo Mondragón de España por tres mi-
llones de euros hasta 2022. Se evidencia falta de comunicación y 
articulación entre la arn y ecomun.

12.	La arn inició en 2020 el proceso de fortalecimiento técnico de los 
Consejos Nacional y Territoriales de reincorporación; estas instan-
cias además realizaron sesiones de trabajo en las que se aprobaron 
programas y proyectos propios del proceso de reincorporación. 
Como resultado del diálogo en la “Peregrinación por la Paz” en no-
viembre de 2020, el Gobierno nacional se comprometió a convocar 
siete consejos nacionales de reincorporación en diferentes regio-
nes del país, de los cuales solo uno se había realizado al cierre de 
este informe.

13.	Los mayores avances en la ejecución del citado Conpes 3931 se re-
gistran en los programas de educación y salud los cuales han logra-
do un buen nivel de cobertura en términos de beneficiarios, mien-
tras que el programa de vivienda no registra logros significativos. 
Frente a los objetivos de estabilización económica en términos de 
empleabilidad, los resultados son muy bajos si se tiene en cuenta 
que de 1.740 acciones de orientación ocupacional e intermediación 
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laboral realizadas, solo 57 personas fueron colocadas. Las entida-
des responsables de la cofinanciación de proyectos y de otorga-
miento de crédito para el desarrollo de iniciativas productivas no 
tienen resultados visibles ya que no han focalizado de manera es-
pecífica a la población en reincorporación.

En materia de garantías de seguridad y lucha contra las organizaciones 
criminales:

1.	 Para el cumplimiento de la meta trazadora “Programa Integral de 
Seguridad y Protección” el Ministerio del Interior reporta un avan-
ce acumulado del 52% a 2020.

2.	 Las metas trazadoras de “Reducción significativa de organizaciones 
criminales” y “Reducción significativa de casos de amenaza, hosti-
gamiento y asesinato de integrantes de organizaciones sociales” no 
cuentan con información en sireci ni siipo y tampoco tienen ficha 
técnica.

3.	 No se evidencian acciones para la construcción del Pacto Nacional 
que promueva la reconciliación y la convivencia pacífica.

4.	 La Unidad Especial de Investigación de la Fiscalía –uei–, presenta 
avances en el esclarecimiento, investigación y judicialización por 
afectaciones a reincorporados de las farc-ep y sus familiares, líde-
res sociales y defensores de derechos humanos. Ha realizado 732 
imputaciones y 546 acusaciones contra miembros de organizacio-
nes criminales.

5.	 La Policía Nacional ha identificado 53 organizaciones criminales 
entre 2018 y marzo de 2021, tres de ellas se han desmantelado a 
través del cuerpo élite.

6.	 La unp reporta 212 medidas de autoprotección y 24 esquemas de 
protección para los dirigentes del partido político Los Comunes vi-
gentes a marzo de 2021. Para personas en reincorporación, líderes 
sociales y defensores de derechos humanos 487 medidas de auto-
protección y 4.978 esquemas de protección vigentes.
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7.	 A marzo de 2021, un total de 25 organizaciones sociales y colecti-
vas en los territorios contaron con medidas de protección colectiva.

8.	 Los mayores obstáculos frente a las medidas de protección se aso-
cian al largo tiempo que transcurre entre las solicitudes, la apro-
bación y la puesta en marcha de las medidas y la baja cobertura de 
éstas, entendida como el reducido número de aprobaciones frente 
a las solicitudes realizadas por la población en riesgo.

9.	 Entre 2017 y 2019 la Defensoría del Pueblo reportó la emisión de 127 
alertas tempranas. Durante la vigencia 2020 y hasta marzo de 2021, 
emitió 62 alertas tempranas y realizó 36 informes de seguimiento.

10.	El Ministerio del Interior realizó 129 talleres regionales de segui-
miento y capacitación y asistencia técnica a las entidades territo-
riales para la gestión de alertas tempranas.

11.	Según reporte de la uei, han ocurrido 640 homicidios contra ex-
combatientes, líderes sociales y defensores de derechos humanos, 
entre 2017 y marzo de 2021. Este delito tuvo un incremento en 
2020, año en el que ocurrieron 163 homicidios, con respecto al 
2019 en el que se registraron 149.

12.	El número de homicidios, las amenazas, y la situación de riesgo 
extremo en el que se encuentran las personas en reincorporación, 
los líderes sociales, los defensores de derechos humanos y las co-
munidades en los territorios, demuestran la urgente necesidad de 
implementar las medidas necesarias por parte de las entidades 
responsables del Gobierno nacional, para superar los rezagos en el 
pilar de garantías de seguridad, que han sido evidenciados en este 
informe.

•	 Punto 4 “Solución al problema de las drogas ilícitas”

En torno relación a la ejecución presupuestal se registra una ejecu-
ción de $3,5 billones de pesos durante el periodo 2017-2020, y una de 
$10.458 millones para 2021. Si se compara la vigencia 2017 con 2020, se 
evidencia una disminución del 69% de los recursos ejecutados, pasando 



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

388

de $1,4 billones en 2017 a $433.000 millones en 2020. Así mismo, para 
2021 disminuye en un 98%, lo planeado frente a la vigencia 2020.

Entre 2017 y 2020, por pilar se identifica que:

1.	 Para el pilar 4.1 pnis, se presenta una disminución del 81%.

2.	 Para “Prevención del consumo y salud pública”, una disminución 
del 90%.

3.	 Con relación al pilar 4.3 “Solución al fenómeno de producción y 
comercialización de narcóticos”, se evidencia un incremento en la 
ejecución del 77%, explicado principalmente por los gastos de fun-
cionamiento del Ministerio de Justicia relacionados con el Fondo 
para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen 
Organizado ‒frisco‒.

A corte de 31 de marzo de 2021, en términos de formulación de instru-
mentos de planeación:

1.	 En la vigencia 2021 no se registró ningún ajuste o arreglo norma-
tivo del pnis.

2.	 Rezago del cumplimiento de la meta trazadora sobre Tratamiento 
Penal Diferencial para pequeños cultivadores que culmina en la 
presente vigencia.

3.	 En el pilar “Prevención del consumo y salud pública”, persiste el 
rezago en la adopción e implementación del “Programa Nacional 
de Intervención Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas” así 
como el “Sistema Nacional de Atención al Consumidor de Drogas 
Ilícitas”.

4.	 En cuanto al pilar “Solución al fenómeno de producción y comer-
cialización de narcóticos”, se mantiene la fase de formulación del 
Plan Nacional de Política Criminal ‒pnpc‒ al igual que su respecti-
vo plan de acción.
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En términos de avances u obstáculos para la implementación, se 
destaca:

1.	 Persiste el riesgo fiscal asociado a la baja asignación presupuestal 
del programa, para 2021 se reporta una programación de $8.968 
millones de pesos, que representa un 97% menos frente a 2020.

2.	 Con recursos del pgn se han realizado pagos por valor de $1,07 bi-
llones a las 82.242 familias inscritas al programa, estimándose un 
faltante de $1,73 billones para dar cumplimiento a la intervención.

3.	 Avance de 44.185 hectáreas (de una meta de 50.000), erradica-
das en el marco del pnis destacándose cómo departamentos con 
mayores niveles de sustitución: Putumayo (23%), Caquetá (14%), 
Antioquia (10%) y Nariño (10%).

4.	 De un universo de 82.242 familias cultivadoras y no cultivadoras 
inscritas en el programa pnis, 75.485 familias (92%) se encuentran 
pendientes de atención en proyectos de ciclo corto y 81.516 fami-
lias (99%) en proyectos de ciclo largo.

5.	 A nivel de componentes del programa pnis, en “Asistencia 
Alimentaria” ‒ aai‒ el 9% de las familias (7.263) se encuentran pen-
dientes de pago, en “Autosostenimiento y Seguridad Alimentaria” 
‒AySA‒, si bien se registra un avance del 80%, se encuentran pen-
dientes de atención, 16.420 beneficiarios. Respecto de la Asistencia 
Técnica Integral ‒ati‒ restan 12.115 familias (15%) por recibir el 
acompañamiento.

6.	 Se registra un limitado avance para la formalización de la propie-
dad a las familias pnis, en la vigencia 2020 se titularon predios de 
113 familias pnis (equivalente a 2.349 has) ubicadas en siete de-
partamentos donde se implementa el programa.

7.	 La estrategia para las zonas pnn registró un bajo avance de 50 
hectáreas en proceso de restauración frente a la meta a 2022 de 
715.352 hectáreas.
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8.	 Los indicadores de la estrategia de sostenibilidad y conservación 
ambiental, aún no cuentan a la fecha con ficha técnica aprobada.

9.	 Persiste el rezago en la estrategia de Sistema Nacional de Atención 
al Consumidor de Drogas Ilícitas, dado que no se registran avances, 
y se encuentra pendiente la aprobación de ajuste al indicador, D.291 
sobre lineamiento de creación de la Ruta de Atención Integral a 
personas con riesgos en salud mental, epilepsia y consumo de spa.

10.	63.801 atenciones a consumidores spa, 74 asistencias técnicas te-
rritoriales y nueve Espacios de Diálogos Nación - Territorio relacio-
nados con intervención integral frente al consumo de drogas ilíci-
tas se reportan por MinSalud.

11.	No hay registros de avances en 2020 de la “estrategia de control de 
insumos” relacionadas con la suscripción de acuerdos de coopera-
ción voluntaria con usuarios de sustancias químicas controladas, ni 
en relación a la implementación de la “estrategia específica integral 
de lucha contra la corrupción asociada al narcotráfico”.

12.	28 investigaciones con judicializaciones efectivas de organizaciones 
vinculadas al narcotráfico reportadas en 2020 por la Fiscalía General 
de la Nación y con corte a marzo de 2021, 15 investigaciones.

13.	Rezago en la medición, ajuste y/o aprobación de los indicadores 
“Porcentaje de investigaciones estructurales de la criminalidad con 
culminación en judicialización efectiva”, “Porcentaje de instancias 
de investigación, supervisión o control financiero creadas, redise-
ñadas o fortalecidas” y “Estrategia integral de lucha contra la co-
rrupción asociada al narcotráfico”, lo que afecta el seguimiento de 
las estrategias asociadas.

•	 Punto 5 “Acuerdo sobre víctimas”

En materia de ejecución presupuestal, se registra para este punto un 
valor de $1,8 billones de pesos para el periodo 2017-2020. Para 2020 
se ejecutaron $653.932 millones y en 2021 se programaron recursos 
por $667.024 millones, evidenciándose un incremento del 4%. Las 
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principales fuentes de financiación son recursos del pgn (78%) y de 
cooperación internacional (21%). Por pilar, se destaca que durante el 
periodo 2017-2020, 69% de la ejecución de los recursos ($1,3 billo-
nes) se orientaron al pilar 5.1 “Justicia y verdad”, 17% ($310.492 mi-
llones) al pilar 5.4 “Reparación integral para la construcción de paz” y 
13% ($245.704 millones) al pilar 5.6 “Derechos humanos”. Para 2020 
se ejecutaron un total de $487.156 millones a través de las entidades 
del sivjrnr, de los cuales: i) $317.627 millones corresponden a los gas-
tos de funcionamiento de estas entidades, y ii) $169.528 millones co-
rresponden a gastos de inversión. La mayor ejecución estuvo a cargo 
de la jep con $302.830 millones.

En términos de la formulación de instrumentos de planeación se 
destacan los siguientes avances:

1.	 Borrador del decreto del Plan Nacional de Rehabilitación Psicosocial.

2.	 Formulación de un primer proyecto del Plan Nacional de Derechos 
Humanos ‒pnaddhh‒ y del Plan Nacional de Educación en Derechos 
Humanos Fortalecidos ‒planed‒.

En relación con indicadores de proceso, se resaltan:

1.	 La estrategia de acompañamiento psicosocial a víctimas a través de 
la operación de 32 centros regionales de atención a víctimas con 
acompañamiento psicosocial.

2.	 La elaboración del “Mapa de victimización individual y colectivo” 
realizado en coordinación con la cev y la ubpd y la jep.

En términos de productos, con corte a diciembre de 2020, se presentan 
bajos avances asociados al pilar 5.4 “Reparación integral”, atribuidos 
principalmente a dificultades de movilización a los territorios ocasio-
nados por la emergencia sanitaria Covid-19, así:

1.	 39% en la meta trazadora de “Sujetos de reparación colectiva con 
pirc implementado”, soportado en acciones de formulación y pla-
neación, sin contar con cierres en el periodo.
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2.	 14 Planes de Retorno y Reubicación de Comunidades formulados, 
de los cuales diez se encuentran en actualización, y con cierres pre-
vistos a finales de 2021.

3.	 Estrategia de atención rural del papsivi actualizada, sin implemen-
tación y por otra parte.

4.	 Meta trazadora “Avance significativo en la reparación integral de 
las víctimas” sin avance, por falta de determinación de sus compo-
nentes.

Como principales avances para la implementación se encuentran:

1.	 La jep avanza con la recepción de informes y trámite de los siete 
macro casos abiertos, con 12.678, personas sometidas a la entidad 
y un total de 808 comparecientes vinculados.

2.	 Imposición de medidas cautelares por parte de la jep para la pro-
tección a cementerios; excombatientes, miembros de la fuerza pú-
blica y defensores de ddhh.

3.	 La cev recibió 6.607 testimonios, realizó 11.207 entrevistas y con-
formó el Grupo de Informe Final, definiendo contenido, cronogra-
ma del mismo y se determinó la entidad depositaria para el uso y 
preservación de los archivos.

4.	 La ubpd promovió el relacionamiento con los integrantes del sivjr-
nr y organizaciones nacionales e internacionales, a través de accio-
nes pedagógicas, entrevistas, espacios de diálogos, participación de 
las víctimas.

5.	 Avances en la recuperación de cuerpos de personas dadas por desa-
parecidas por parte de la ubpd (134), así como, en la entrega digna 
de restos y se facilitó el encuentro de tres personas halladas con vida.

6.	 Cuatro encuentros de reconocimiento de responsabilidad, dos de 
carácter étnico y uno por parte de la farc.
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7.	 MS atendió 50.924 víctimas a través del Programa de Atención 
Psicosocial y Salud Integral a Víctimas del conflicto armado (papsi-
vi) y la atención integral en salud de las victimas reconocidas en la 
citada Sentencia T-045 de 2010.

8.	 uariv brindó acompañamiento psicosocial a 3.320 víctimas en 32 
Centros Regionales de Atención a Víctimas.

9.	 El programa de retorno individual en 2020, ejecutó recursos por 
valor de $16.143 millones pare el 100% de los solicitantes. Para 
comunidades, no se reportan cierres del programa en el periodo.

10.	Avances en la entrega de la medida de indemnización administrati-
va y fortalecimiento de la reparación colectiva y rehabilitación psi-
cosocial en municipios pdet.

11.	Monetización de bienes entregados por las farc, por valor de $42.680 
millones y rendimientos financieros por valor de $424 millones.

Como obstáculos se identificaron los siguientes:

1.	 La cev enfrentó barreras en el acceso a información por parte de al-
gunas entidades estatales, argumentando reserva de la información.

2.	 Aún no se cuenta con un universo de personas dadas por desapare-
cidas en el marco del conflicto armado, ni con el Registro Nacional 
de Fosas, cementerios ilegales y sepulturas –rnf–.

3.	 El Plan Nacional de Rehabilitación Psicosocial para la Convivencia 
y la No Repetición, se encuentra pendiente de aprobación y las es-
trategias móviles de rehabilitación psicosocial para las zonas más 
apartadas, se encuentran en etapa de diseño.

4.	 Las metas de src y pirc a 2031, no permiten cubrir a los 767 src 
que constituyen el universo pendiente de atención.
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5.	 El universo para la aplicación de la medida de indemnización hoy 
supera los siete millones de personas y se requeriría un valor 
aproximado de $48,6 billones de pesos, según cálculos de la cgr 
en 2020238, por lo que los recursos programados continúan siendo 
insuficientes.

6.	 Baja asignación presupuestal para financiar las actividades de im-
plementación, socialización y divulgación de los documentos bo-
rradores del pnadh y el pnedh.

7.	 Según el reporte de las entidades del svjrnr, se presentan proble-
mas de falta de seguridad, persistencia del conflicto armado y pre-
sencia de grupos al margen de la ley en algunas zonas rurales del 
país, lo que afecta el acceso de las entidades al territorio y la parti-
cipación de las comunidades.

8.	 Dificultades para recolección de información e implementación de 
procesos por la pandemia por Covid-19.

9.	 Se continúa con insuficiencia de recursos presupuestales para aten-
der el fortalecimiento del programa de defensores comunitarios, 
así como, para apoyar la gestión técnica y estratégica para la con-
solidación del Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos.

10.	Se encuentra pendiente la selección del patrimonio autónomo en-
cargado de administrar los bienes y activos entregados por las ex-
tintas farc-ep y establecido en el citado Decreto 902 de 2017.

238	 Séptimo informe de la Comisión de Seguimiento y Monitoreo a la Ley de Víctimas y Res-
titución de Tierras al Congreso de la República, 2020.
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•	 Punto 6 “Mecanismos de implementación y verificación”

En materia de ejecución presupuestal:

1.	 Este punto registra una ejecución de $634.257 millones de pesos 
durante el período 2017-2020, de los cuales $102.937 millones co-
rresponden a la vigencia 2020, con un incremento del 45% frente 
a 2019.

2.	 Se registra una programación de $75.261 millones proyectándose 
una disminución del 27% frente a 2020.

3.	 Durante el periodo 2017-2020, el 62% de la ejecución del punto se 
orientó al pilar 6.1 “Mecanismos de implementación y verificación” 
y en 2021, el 99,35% de los recursos se encuentran programados 
en el pilar 6.1 “Mecanismos de implementación y verificación”.

4.	 Respecto a las fuentes de financiación del pilar a marzo de 2021 
se registra que el 50% de los recursos del punto 6 provienen del 
pgn. Con estos recursos del pgn, durante el periodo 2017-2020 se 
ejecutó un total de $279.324 millones, de los cuales $70.227 mi-
llones fueron ejecutados en 2020. En 2021 se tienen programados 
$75.261 millones.

5.	 Los recursos apropiados en 2021 corresponden a los gastos de 
funcionamiento del Fondo Colombia en Paz ($27.599 millones), 
la Contraloría General de la República ($2.143 millones) y la 
Procuraduría General de la Nación ($39.522 millones) y a los gas-
tos de inversión de la cgr ($6.483 millones), Defensoría ($ 800 mi-
llones) y Ministerio del Interior ($500 millones).

En términos de la formulación de instrumentos de planeación tales 
como leyes, planes o programas:

1.	 Se destaca la gestión legislativa orientada a la promoción de la con-
tratación de organizaciones sociales y comunitarias mediante la 
aprobación de la Ley 2046 de 2020, citada.
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2.	 También se destaca la extensión de la Misión de Verificación hasta 
el 25 de septiembre de 2021.

3.	 Sin embargo, se reitera el rezago de la actualización del pmi reque-
rida anualmente conforme a lo estipulado en el AF.

4.	 En el Componente de Paz incluido en el pnd 2018-2022, no se cum-
plió a cabalidad con lo estipulado en el AF ni con los lineamientos 
del Conpes 3932 de 2018 pese a lo establecido en los citados Acto 
Legislativo 1 de 2016 y Acto Legislativo 2 de 2017.

5.	 A 2021 la csivi sigue siendo cubierta por el Fondo de Programas 
Especiales para la Paz.

En términos de avances u obstáculos:

1.	 Frente a la creación de mecanismos para denuncia ciudadana, se 
presentan avances respecto a la recepción y atención de denuncias 
por parte de las diferentes entidades encargadas.

2.	 Aún no se registran avances de la interoperabilidad del siipo con pla-
taformas de identificación y seguimiento de recursos, sistemas de 
evaluación tales como, suifp y siif, ciclope, sinergia, siie, sistemas 
de rendición de cuentas y de mecanismos de denuncias ciudadanas.

3.	 Indicadores estratégicos como por ejemplo metas trazadoras es-
tructurales de la implementación del afp carecen de información y 
de ficha técnica en la plataforma.

4.	 Se continúa la gestión de recursos y proyectos de cooperación in-
ternacional. En total se han movilizado $4,3 billones de pesos a pro-
yectos en ejecución desde la firma del AF a la fecha, de los cuales al-
rededor de $1 billón se ha gestionado a través de los cuatro fondos 
multidonantes para el posconflicto.

5.	 En el 2020 se crearon un total de tres emisoras de interés público en 
las zonas más afectadas por el conflicto, que se suman a las dos emi-
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soras creadas en el 2019 para un total de cinco emisoras en funcio-
namiento. Para el 2021, se tienen programadas seis nuevas emisoras.

6.	 Persisten rezagos en los indicadores asociados a la estrategia de 
“promoción de la participación de organizaciones sociales y comu-
nitarias en la ejecución.

•	 Capítulo étnico

En materia presupuestal se destaca que:

1.	 La ausencia de un ítem étnico en el trazador presupuestal para la 
paz es la principal dificultad en el seguimiento a la implementación 
del capítulo étnico del AF.

2.	 Según el reporte de las entidades en el sireci, en 2020 fueron com-
prometidos $200.922 millones para el capítulo étnico, lo que repre-
senta el 3,3% del total del presupuesto del AF en la vigencia.

3.	 Los recursos para el capítulo étnico en 2020, se concentraron en 
mayor medida en el punto 1 (41%), especialmente en el pilar 1.6 
para la producción agropecuaria y economía solidaria y cooperati-
va y en el punto 4 (40%) en el pilar 4.1 sobre pnis.

4.	 En el punto 5 (18%) los recursos fueron principalmente orientados 
a la reparación integral.

5.	 Para los puntos 2 y 3 las inversiones reportadas fueron marginales 
(1%), y para el Punto 6 no se reportaron recursos.

‒ Punto 1 “Reforma Rural Integral” 

En términos de avances u obstáculos en la implementación del AF, se 
destaca que:

1.	 No hay incorporación efectiva del enfoque étnico en ninguno de los 
planes nacionales que han sido adoptados ni se ha garantizado la 
participación de los pueblos étnicos en su diseño e implementación.
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2.	 A primer trimestre de 2021, han sido resueltas el 2,6% de las solici-
tudes de legalización de territorios para comunidades negras pre-
sentadas a 2017, y el 2,1% de las solicitudes de constitución, sanea-
miento, ampliación y reestructuración de resguardos indígenas.

3.	 Ausencia del módulo étnico en el Registro de Sujetos de 
Ordenamiento ni en el Formulario de Inscripción de Sujetos de 
Ordenamiento.

4.	 No se ha expedido la normatividad que regule los asuntos de tie-
rras del pueblo Rrom.

5.	 Falta de lineamientos para el enfoque étnico en el documento de 
metodología general de las hojas de ruta para los patr.

6.	 Se avanzó en la expedición el Decreto 1824 de 2020239, por el cual 
se reglamenta el procedimiento de clarificación de la vigencia legal 
de los títulos de origen colonial o republicano de los resguardos 
indígenas.

7.	 No se reporta avance en la formulación de metodología para es-
tructuración de los Planes de Acción Inmediata por parte del 
MinInterior.

8.	 La Agencia Nacional de Tierras no presenta reportes de los indica-
dores a su cargo en el siipo, según informa, por no contar con las 
fichas técnicas aprobadas.

239	 Diario Oficial, n.° 51.544, de 31 de diciembre de 2020, disponible en [https://dapre.
presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%201824%20DEL%2031%20
DE%20DICIEMBRE%20DE%202020.pdf].

https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO
202020.pdf
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‒ Punto 2 “Participación política” 

En términos de avances u obstáculos en la implementación del AF, se 
destaca que:

1.	 Persiste rezago en la estructuración del Sistema Integral de 
Garantías de Seguridad para el Ejercicio de la Política ‒sisep‒, en 
cuanto a su sistema de planeación, información y monitoreo, que 
incorpore la variable específica de afectación a pueblos étnicos.

2.	 No se ha presentado un nuevo proyecto de ley para inclusión de 
representantes Rrom en el Consejo Nacional de Planeación, sin 
embargo, el dnp da por cumplido el indicador con la calidad para 
aquellos, de invitados permanentes.

3.	 Se ha avanzado en la elaboración del Plan Nacional de Formación 
de Veedores con Enfoque Étnico ‒pnfv-ee‒.

4.	 Se creó de manera concertada la Comisión Nacional de Mujeres 
Indígenas de la Mesa Permanente de Concertación (Dcto. 1097 de 
2020240).

5.	 En primer trimestre de 2021 se ordenó la apertura de la Convocatoria 
Pública n.° 1 de 2020 para otorgamiento de licencias de concesión 
en la prestación, en gestión indirecta, del servicio comunitario de 
radiodifusión sonora en frecuencia modulada, a través de comuni-
dades étnicas organizadas.

6.	 En 2020, se capacitó a 150 personas de pueblos étnicos en temas 
de la industria audiovisual y sonora y en la producción de conteni-
dos propios.

240	 Diario Oficial, n.° 51.401, de 9 de agosto de 2020, disponible en [https://www.suin-
juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos/30039696].

https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Decretos
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‒ Punto 3. “Fin del conflicto”

En términos de avances u obstáculos en la implementación del AF, se 
destaca que:

1.	 En julio de 2020 se concertó con la Comisión de Derechos Humanos 
de los Pueblos Indígenas, la ruta metodológica de carácter especial 
y excepcional para implementar en dos vigencias (2020 y 2021) 
la consulta previa del Programa Especial de Armonización para la 
Reintegración y Reincorporación Social y Económica con enfoque 
diferencial étnico y de género.

2.	 Persiste demora en la expedición del decreto de medidas de protec-
ción individuales y colectivas para pueblos indígenas, cuyo proyec-
to se mantiene en revisión de la unp desde 2018.

3.	 Se mantiene rezago en el cumplimiento de garantía de protección y 
seguridad a las comunidades étnicas respecto de los indicadores a 
cargo de la Fiscalía General de la Nación ‒fgn‒, dada la solicitud de 
ésta de redefinir parámetros de responsabilidad y pautas de imple-
mentación y medición.

4.	 En 2020 se construyó matriz de categorías de análisis para la iden-
tificación del enfoque étnico en amenazas y vulnerabilidades en el 
Sistema de Prevención y Alerta para reacción rápida con enfoque te-
rritorial, diferencial y de género, a cargo de la Defensoría del Pueblo.

‒ Punto 4 “Solución al problema de drogas ilícitas” 

En términos de avances u obstáculos en la implementación del AF, se 
destaca que:

1.	 A la fecha, el Programa Nacional de Cultivos Ilícitos no cuenta con 
un componente o ruta étnicos. En 2020 la art avanzó en un docu-
mento base para la formulación del componente étnico del pnis (no 
en formato decreto como lo señala el AF).
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2.	 La Unidad de Parques Nacionales Naturales no presenta avances en 
la construcción de una estrategia de restauración en áreas de par-
ques nacionales afectadas por cultivos de uso ilícito que traslapen 
territorios étnicos.

3.	 El dapre reportó que a 2020 no se ha declarado como libre de sos-
pecha de minas antipersona y municiones sin explotar ninguno de 
los territorios de comunidades étnicas priorizados.

4.	 Si bien se avanzó en el pago de incentivos a las familias étnicas en el 
pnis en 2020, las principales falencias se centran en el apoyo para 
el desarrollo de proyectos productivos de ciclo corto y largo.

‒ Punto 5 “Acuerdo sobre las víctimas”

En términos de avances u obstáculos en la implementación del AF, se 
destaca que:

1.	 En 2020 el Ministerio de Salud no implementó medidas de rehabi-
litación social a los Sujetos de Reparación Colectiva ‒src‒ progra-
mados, debido a la pandemia del Covid-19.

2.	 A primer trimestre de 2021, de los cuatro Sujetos de Reparación 
Colectiva étnicos nacionales de línea base, solo el plan del pueblo 
Rrom está en implementación.

3.	 Según la base de datos reportada por la uariv, a febrero de 2021, 
de los 498 src (60% asentados en subregiones pdet), el 70% está 
en fase inicial de identificación y alistamiento, el 30% cuenta con 
consulta previa instalada y el 10% se encuentra en fase de imple-
mentación de reparación.

4.	 Según la uariv, de 216 comunidades étnicas con planes de retorno 
y reubicaciones municipales, se ha realizado concertaciones con 74.

5.	 Respecto al retorno de los pueblos priorizados en el literal d del pun-
to 2.6.3 del AF, mientras que la uariv no reporta avances, la urt por 
su parte reporta la interposición de demanda solo para el pueblo 
Emberá Katío del Alto San Jorge - resguardo Cañaveral (Córdoba).
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•	 Capítulo de género

En materia de ejecución presupuestal, persiste la ausencia de un repor-
te específico de género en el trazador presupuestal para la paz que per-
mita la debida planeación de los recursos y evite que su ejecución con-
tinúe siendo marginal. Durante 2020 se observó́ principalmente que:

1.	 Se ejecutaron $194.119 millones en relación al enfoque de género, 
lo que representa el 3% del total de recursos destinados al AF.

2.	 Dichos recursos estuvieron concentrados en el punto 4 con el 
53%, orientados casi en su totalidad para el pago de incentivos 
del programa pnis a los hogares con jefatura de hogar mujer, y el 
punto 1 con el 38%, en su mayoría reportados por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural para sus compromisos en los pilares 
1.6 “Producción agropecuaria” y “Economía solidaria” y 1.8 “Planes 
de acción para la transformación regional”.

3.	 No se reportó la ejecución de recursos para el punto 3 sobre fin del 
conflicto.

4.	 Se registraron ejecuciones marginales en los puntos 2 y 6.

Sobre la implementación de la RRI, en cuanto a la ejecución presupues-
tal, durante 2020 se observó́ principalmente que:

1.	 Se ejecutaron $73.239 millones para el enfoque de género en lo res-
pectivo a la rri.

2.	 73% de los recursos fueron ejecutados por el Ministerio de 
Agricultura.

3.	 A pesar de tener responsabilidades cruciales en el Acuerdo, el 
Ministerio de Justicia aportó recursos que representan solo el 0,2% 
de total para género y el Ministerio de Educación el 0,1%.
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4.	 Aunque uno de los principales intereses relacionados a las mujeres 
en el AF se asocia al ordenamiento social de la propiedad, este pilar 
solo registra el 10% de recursos de género la rri y el 4% del total 
del género del AF.

5.	 Para la adecuación de tierras y el pilar de salud, no se reportaron 
recursos ejecutados en el enfoque de género.

En términos de los avances u obstáculos de política pública, se destaca 
que:

1.	 En general, los diferentes instrumentos, planes y programas del AF, 
carecen de claridad en política pública para la transversalización 
del enfoque de género.

2.	 Hasta 2020 no se habían entregado créditos a mujeres a través de 
la Línea Especial de Crédito ‒lec‒ para la compra de tierras.

3.	 Hubo avances en materia de formalización de tierras a mujeres, sin 
embargo, los reportes de mujeres beneficiadas incluyen la modali-
dad de doble titulación.

4.	 Se resalta el reducido avance en la entrega de hectáreas a mujeres 
a través del Fondo de Tierras, considerando que desde 2017 hasta 
2020 se ha entregado el 2% de la meta total para este indicador.

5.	 Durante 2020 se adjudicaron solo nueve subsidios a mujeres y para 
2021 no se apropiaron recursos para tal fin.

6.	 No se reportaron avances en la implementación del Modelo de Acción 
Integral Territorial ‒maite‒ para 2020 y lo que va del 2021, según el 
Ministerio de Salud debido rezagos generados por la pandemia.

7.	 Los avances del pilar “Vivienda y agua potable” son limitados.

8.	 La metodología para las hojas de ruta de los patr no cuenta con un 
enfoque de género significativo.
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– Sobre la implementación de la participación política

En materia de ejecución presupuestal, durante 2020 se observó́ prin-
cipalmente que:

1.	 Se ejecutaron $709 millones de pesos para género.

2.	 El pilar de derechos y garantías para el ejercicio de la política contó 
con $158 millones en total, aportados por el dapre y orientados 
principalmente a los indicadores de género del sisep.

3.	 Para la implementación de los mecanismos democráticos de par-
ticipación se ejecutaron $551 millones, el 98% aportados por el 
Ministerio del Interior.

4.	 El pilar 2.3. orientado a promover una mayor participación en la 
política no contó con presupuesto para su implementación.

5.	 Se observó una reducción significativa en los recursos del Ministerio 
del Interior destinados a sus compromisos de género para la vigen-
cia 2021.

En términos de los avances u obstáculos de política pública, se destaca 
que:

1.	 No hubo avances en materia de ajustes normativos para el fortale-
cimiento de la planeación democrática, lo cual afecta la participa-
ción ciudadana de las mujeres.

2.	 Los avances sobre las medidas con enfoque de género incorpora-
das en el sisep son notablemente limitados, teniendo en cuenta que 
el Plan Estratégico no se encuentra aprobado aún.

3.	 Si bien se avanzó en la formulación de la política pública de convi-
vencia, reconciliación, tolerancia y no estigmatización por parte del 
Ministerio del Interior, el impacto de financiar cuatro organizacio-
nes lgbti es de corto alcance.



Políticas públicas

405

4.	 Se avanzó en la construcción de una Ruta de Atención Integral para 
población indígena con orientación sexual diversa, sin embargo, su 
formulación aún se encuentra en proceso.

5.	 La Registraduría Nacional del Estado Civil reportó ausencia de re-
cursos para la realización del documento de diagnóstico sobre los 
obstáculos que enfrenta la población más vulnerable en el ejercicio 
de derecho al voto.

– Sobre el fin del conflicto 

En materia de ejecución presupuestal, durante 2020 no hubo asigna-
ción de recursos para el punto 3 sobre el fin del conflicto.

En términos de los avances u obstáculos de política pública, se des-
taca que:

1.	 El Ministerio del Interior adoptó el Programa Integral de Garantías 
para Mujeres Lideresas y Defensoras ddhh ‒pig-Mujeres‒, del Plan 
de Acción Nacional a través del cual se beneficiaron a 5.078 mujeres.

2.	 La Defensoría del Pueblo reportó la implementación del Instrumento 
de Análisis Diferencial ‒iad‒ para analizar las afectaciones según 
los enfoques transversales del AF.

3.	 La Unidad Nacional de Protección no implementó medidas de pro-
tección en la totalidad de las mujeres víctimas de conflicto armado 
con riesgo extremo o inminente registradas.

4.	 La Defensoría del Pueblo detectó 54 alertas tempranas, en la cuales 
se tuvo en cuenta el enfoque de género.

5.	 La Fiscalía General de la Nación no reportó recursos específicos 
para género, a pesar de que se continúan registrando asesinatos de 
defensoras de derechos humanos, lideresas y excombatientes.



Seguimiento al posconflicto sobre la ejecución de los recursos y cumplimiento...

406

– Sobre la solución al problema de las drogas ilícitas

En materia de ejecución presupuestal, durante 2020 se observó́ que:

1.	 Se ejecutaron $102.453 millones de pesos para género.

2.	 De dichos recursos, el 99,8% se concentró en el pilar 4.1 para el 
pago de incentivos del programa pnis a los hogares que tienen 
como jefe de hogar una mujer.

3.	 No se reportó la ejecución de recursos para el pilar 4.2 “Prevención 
del consumo”, lo cual determina el principal obstáculo para la in-
corporación del enfoque de género en el punto 4.

En términos de los avances u obstáculos de política pública, se destaca 
que:

1.	 Si bien la art finalizó la elaboración del protocolo para la incorpo-
ración del enfoque de género en el pnis, aún no se ha implementa-
do y su retraso ha dificultado que las mujeres puedan fortalecer su 
participación en dicho programa.

2.	 Es necesaria la actualización del indicador del pmi relacionado a la 
participación de organizaciones de mujeres en los acuerdos con las 
comunidades, para generar avances en materia de sustitución de 
cultivos con enfoque de género.

3.	 Si bien la art reportó la construcción de los pisda para ocho munici-
pios con participación femenina, dicha representación fue limitada.

4.	 El Ministerio de Salud aún no ha iniciado la implementación de la 
resolución con lineamientos para el enfoque de género dentro del 
pnis.

5.	 El Ministerio de Justicia elaboró el estudio “Valoración del impacto 
social de la privación de la libertad a mujeres por delitos de drogas, 
y diseño de recomendaciones de política pública”, para lo cual se 
ejecutaron $238 millones.
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6.	 El Ministerio de Salud no ha consolidado una estrategia para dis-
minuir el estigma y la discriminación en personas que consumen 
sustancias psicoactivas con enfoque de género.

7.	 El Ministerio del Trabajo priorizó cinco municipios con acuerdos 
de sustitución voluntaria con énfasis en la vinculación laboral de 
las mujeres, cifra limitada para la solución de economías ilícitas.

– Sobre el acuerdo sobre las víctimas del conflicto armado 

En materia de ejecución presupuestal, durante 2020 se observó que:

1.	 Los recursos ejecutados en el punto 5 representan el 9% del total 
invertido para el enfoque de género en el AF.

2.	 Dichos recursos se concentraron en el pilar de justicia y verdad, 
los cuáles fueron aportados por la cev ($285 millones) y la jep 
($12.394 millones).

3.	 La ubpd no reportó recursos asignados para género.

4.	 Para el pilar 5.4 de reparación integral, se reportaron $4.340 mi-
llones a cargo del Ministerio de Salud y $362 millones a cargo de la 
Unidad para las Víctimas.

5.	 Para el pilar 5.6 sobre ddhh no se reportó ejecución de recursos.

En términos de los avances u obstáculos de política pública, se destaca 
que:

1.	 La uariv aún no cuenta con los lineamientos para el enfoque de 
género en el Programa de Reparación Colectiva.

2.	 La ubpd reportó la aprobación y divulgación interna de los li-
neamientos de enfoque de género y adelantó mecanismos para 
la participación de mujeres y lgbti en la búsqueda de personas 
desaparecidas.
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3.	 La jep informó sobre la aprobación de los lineamientos de género 
y el avance en el diseño del “Manual de investigación de violencia 
sexual”.

4.	 El Ministerio de Salud reportó la atención psicosocial de 51.219 
mujeres a través del papsivi.

5.	 A pesar de que la uariv reportó la identificación de tres comuni-
dades con enfoque de género dentro de sus 19 planes de retorno y 
reubicación, la entidad no cuenta con presupuesto específico para 
este enfoque, lo cual dificulta su implementación y seguimiento.
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Anexos

I. Inversión de las entidades a la financiación del 
posconflicto (pgn-inversión) (millones de pesos)

vigente compro-
misos vigente compro-

misos vigente compro-
misos vigente compro-

misos

entidad 2018 2018 2019 2019 2020 2020 2021 2021

adr  647  647  30.150  11.707  8.094  3.334  9.723 -

anh - - - - - -  13.311 -

anm - -  636 636  1.039  1.039 - -

ant  94.568  90.181  57.097  56.884  78.698  77.858  150.745  31.688 

antv - -  1.270  1.270 - - - -

arn - -  1.325  1.316  1.325  1.315  2.300 -

art  65.606  63.328  61.099  60.510  44.238  41.824  46.209  34.178 

artesanias  23  23  1.835  1.8323  2.730  2.700 - -

aunap - - - - - - - -

cgr  1.647  817  2.523  1.998  2.169  2.169  6.483  3.780 

coldeportes  49.362  49.362  32.109  24.533  29.206  29.194 - -

Comisión de
la Verdad - -  32.804  31.478  33.636  31.067  41.160   18.121 

cpe - -  25.300  25.300  19.709  19.709  2.030 -

dafp  897  870  713  713  327  327  133 82

dapre  692.799  692.729  4.232  4.105  5.651  5.650 - -

Defensoría  16.729  13.298  2.938  2.496  3.477  3.378  2.268 -
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dnp  710  703  149  149  2.940  2.484  8.941 -

dps  134.661  49.172  56.285  52.658  99.006  76.428  592.165  19.059 

Ejército 
Nacional - - - - - - - -

esap - - - -  10.000  2.180 - -

fcp - -  96.885  12.597  284.246  284.246 - -

fontic - -  30.463  28.663 - -  37.705 -

Fondo
Rotatorio de la 
Registraduría

- - - - - -  2.921 -

fonvivienda - - - -  207.390  207.390  207.390 -

ica - - 50 24 50 - - -

icbf  20.943  19.866 1.036.339 1.035.675  941.462  937.677  946.878 871.585 

igac - -  2.554  2.268  3.034  2.435  33.977 -

invias - -  21.691  21.415 - -  651.730 247.915 

ipse  2.626  2.626  24.628  23.869  30.177  29.805  18.992  8.591 

jep  21.885  20.401  82.478  74.243  104.266  99.892  119.157  61.183 

madr  181.529  181.215  173.503  173.503  149.889  149.562  67.724  16.733 

men  378.123  364.214  552.062  549.871  458.494  458.494 - -

men -
gestión gral. - - - - - -  235.520 106.858 

MinAmbiente  950  950  512  512  10.067  8.406  268 -

MinComercio  7.880  9.389 - -  7.683  7.683 - -

MinComercio 
- gestión gral. - -  7.416  7.416 - - 7.638 7.638

MinCultura  5.096  1.321  4.625  4.625  6.071  6.071 - -

MinDeporte - - - - - -  78.362  46.160 

MinInterior  6.250  5.947  4.069  3.987  5.400  4.682 - -

MinInterior -
gestión gral. - - - - - -  2.129  500 

MinJusticia  656  326  1.316  1.316  559  309  1.505  545 
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MinMinas - -  202.599  190.625  240.519  227.371  122.942 122.099 

MinSalud  6.503  6.426  1.260  1.223  64.633  63.215  94.589  82.315 

Mintic  23.852  23.852 - -  38.278  38.022 - -

MinTrabajo  14.209  14.178  225.177  225.084  526.746  526.279  1.344  833 

MinTransporte - - - -  35.670  10.753 - -

MinVivienda - -  667  667  31.012  31.012  10.613  630 

Parques
Nacionales  5.029  4.496  858  858  384  364  990 -

ponal  16.112  16.034 - - - - - -

Procuraduría  396  396  1.700  1.700 - - - -

Presidencia de 
la República - 
gestión gral.

- - - - - -  7.039  438 

Registraduría - -  2.733  2.733  2.815  2.815 - -

sena - -  264.055  259.582  279.439  261.788  287.940 200.501 

Super-
notariado - -  415  28  2.226  1.664  5.786  743 

ubdp - -  35.329  26.139  40.073  38.570  53.906  16.601 

Unidad
Administrativa 
Especial de 
Alimentacion 
Escolar

- - - -  4.089  4.089  308.923 292.705 

Unidad
Administrativa 
Especial de 
Gestión de 
Restitución 
de Tierras 
Despojadas

- - - -  20.509  19.317 - -

Unidad
Administrativa 
Especial de 
Organizaciones 
Solidarias

 1.638  1.638  1.223  1.223 - -  19.333  8.399 

Unidad 
Administrativa 
Especial del
Servicio 
Público
de Empleo

- -  1.532  1.532  866  866  978 -
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Unidad de 
Víctimas  31.600  7.538  86.275  84.661  68.068  68.068  92.961  10.771 

upra - - - - - -  418  231 

total 1.782.926 1.641.943 3.172.882 3.013.615 3.913.677 3.798.820 4.295.126 2.210.883 

II. Proyectos de inversión asociados al posconflicto (pgn) 
(millones de pesos)

pilar entidad nombre del proyecto 
de inversión

vi
ge

nt
e 

20
20

co
m

pr
om

is
os

 
20

20

vi
ge

nt
e 

20
21

co
m

pr
om

is
os

 
20

21

punto del acuerdo: 1. reforma rural integral

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinJusticia

Ampliación de capacidades 
para la articulación y pro-
moción de la justicia for-
mal a nivel nacional

- - 167 120

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinJusticia
Fortalecimiento de la justi-
cia con enfoque diferencial 
a nivel nacional

- - 500 325

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinJusticia
Desarrollo integral de los 
metodos de resolución de 
conflictos a nivel nacional

- - 1.553 432

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

igac

Generación de estudios de 
suelos, tierras y aplicacio-
nes agrológicas como insu-
mo para el ordenamiento 
integral y el manejo soste-
nible del territorio a nivel 
nacional

1.000 412 959 959

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

Parques 
Nacionales 
Naturales de 
Colombia

Administración de las áreas 
del Sistema de Parques 
Nacionales Naturales y 
coordinación del Sistema 
Nacional de Áreas 
Protegidas. Nacional

384 364 1.979 990
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1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Implementación programa 
de legalización de tierras y 
fomento al desarrollo rural 
para comunidades negras a 
nivel nacional

1.553 1.553 2.973 2.973 

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinAmbiente

Generación capacidades 
para el adecuado desempe-
ño ambiental del sina en el 
territorio nacional

4.381 4.354 200 200

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinAmbiente

Fortalecimiento de la ofer-
ta institucional para la sos-
tenibilidad ambiental del 
territorio en el marco de 
los negocios verdes y sos-
tenibles a nivel nacional

5.686 4.052 68 68

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

Supernotariado

Actualización en línea de 
las bases de datos para el 
catastro multipropósito a 
nivel nacional

2.226 1.664 5.786 5.786 

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

dnp

Implementación del siste-
ma nacional catastral mul-
tipropósito desde el dnp 
alcance nacional

2.340 1.906 8.941 8.941 

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Implementación del pro-
grama de legalización de 
tierras y fomento al de-
sarrollo rural para comu-
nidades indígenas a nivel 
nacional

9.406 9.406 8.164 34.779 

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

igac Actualización y gestión ca-
tastral nacional 2.034 2.023 66.038 33.019 

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Implementación del or-
denamiento social de la 
propiedad rural a nivel na-
cional

- - 221.308 112.993 

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinAgricultura

Implementación de estra-
tegias para la inclusión fi-
nanciera en el sector agro-
pecuario a nivel nacional

47 14 - -

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinJusticia
Fortalecimiento institu-
cional para la reforma a la 
justicia. Nacional

54 54 - -
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1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

MinJusticia

Apoyo en la implementa-
ción de los métodos de re-
solución de conflictos en el 
nivel nacional y territorial

171 171 - -

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Elaboración de planes de 
ordenamiento social de la 
propiedad rural a nivel  na-
cional

3.530 3.145 - -

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Asistencia jurídica y técni-
ca para la regularización 
de la propiedad a nivel  na-
cional

13.853 13.528 - -

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Dotación de tierras para 
garantizar los mecanismos 
de acceso a sujetos de re-
forma agraria a nivel  na-
cional

21.826 21.826 - -

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

ant

Asistencia técnica y jurídi-
ca para la formalización de 
la pequeña propiedad pri-
vada rural a nivel nacional

28.530 28.399 - -

1.1. 
Ordenamiento 
social de la pro-
piedad rural y 
uso del suelo

fcp

Contribución para promo-
ver la sostenibilidad am-
biental y socioeconómica 
en municipios pdet y te-
rritorios afectados por el 
conflicto

103.113 103.113 - -

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

anm
Mejoramiento de los están-
dares de la actividad mine-
ra a nivel nacional

- - 882 -

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

invias

Construcción, mejoramien-
to, mantenimiento y opera-
ción de la infraestructura 
portuaria fluvial. Nacional

310 310 1.260 630 

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

invias
Adecuación mejoramiento 
y mantenimiento de la red 
fluvial. Nacional

3.810 3.712 2.200 1.100 

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

adr

Apoyo a la formulación e 
implementación de distri-
tos de adecuación de tie-
rras y a la prestación del 
servicio público de ade-
cuación de tierras a nivel 
nacional

1.936 1.911 8.001 4.001
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1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

anh

Aprovechamiento de hi-
drocarburos en territorios 
social y ambientalmente 
sostenibles a nivel nacional

- - 13.311 13.311

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

ipse

Diseño y estructuración 
de soluciones tecnológicas 
apropiadas de generación 
de energía eléctrica en las 
zonas no interconectadas 
del país

12.530 12.298 2.500 1.250

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

mintic
Ampliación programa de 
telecomunicaciones socia-
les a nivel nacional

9.433 9.433 12.754 12.754

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

invias
Mejoramiento, manteni-
miento y rehabilitación de 
la red terciaria. Nacional

1.550 1.544 500 50.000

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

mintic

Implementación solucio-
nes de acceso comunitario 
a las tecnologías de la in-
formación y las comunica-
ciones. Nacional

9.440 9.440 19.426 15.627

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

ipse

Desarrollo e implemen-
tación de proyectos ener-
géticos sostenibles en las 
zonas no interconectadas, 
zni a nivel nacional

17.647 17.508 19.747 17.742

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

MinMinas

Mejoramiento del servicio 
de energía eléctrica en las 
zonas rurales del territorio 
nacional

131.944 119.591 40.366 40.366

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

MinMinas

Suministro del servicio 
de energía eléctrica en las 
zonas no interconectadas - 
zni a nivel nacional

108.194 107.400 81.733 82.576

1.2. 
Infraestructura 
y adecuación de 
tierras

invias

Mejoramiento, manteni-
miento y rehabilitación de 
corredores rurales pro-
ductivos - Colombia rural. 
Nacional

30.000 5.186 600.000 600.000

1.3. Desarrollo 
social: Salud MinSalud

Fortalecimiento de la ca-
pacidad del Ministerio de 
Salud y Protección Social 
para orientar la gestión del 
talento humano en salud. 
Nacional

11 11 15 15
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1.3. Desarrollo 
social: Salud MinSalud

Fortalecimiento de la pres-
tación de los servicios de 
salud en condiciones de 
integralidad, continuidad y 
calidad. Nacional

574 572 358 358

1.3. Desarrollo 
social: Salud MinSalud

Implementación de accio-
nes del Programa Ampliado 
de Inmunizaciones –pai–. 
Nacional

53.076 53.076 54.668 77.491 

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación
Ampliación de mecanis-
mos de fomento de la edu-
cación superior. Nacional

78 78 50 50

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte Desarrollo al deporte so-
cial comunitario. Nacional - - 300 300

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte

Desarrollo de la actividad 
física y los hábitos y estilos 
de vida saludable a nivel 
nacional

- - 418 418

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte Desarrollo de la recreación 
a nivel nacional - - 600 600

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte
Desarrollo del deporte es-
colar como herramienta de 
convivencia y paz. Nacional

- - 1.500 1.500

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte

Apoyo a la educación física 
extraescolar y el deporte 
formativo para la infancia, 
adolescencia y juventud a 
nivel nacional

4.731 4.731 

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

cpe

Incremento de la dotación 
de terminales de cómputo 
y capacitación de docentes 
en sedes educativas oficia-
les a nivel nacional

19.709 19.709 2.030 2.030 

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación

Fortalecimiento de las con-
diciones para el logro de 
trayectorias educativas en 
la educación inicial prees-
colar, básica y media a nivel 
nacional

19.749 19.749 1.958 10.050

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte
Apoyo a la infraestructura 
de alta competencia a nivel 
nacional

13.376 13.376 25.563 25.563

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinDeporte

Apoyo a la infraestructura 
deportiva, recreativa y de 
la actividad física a nivel 
nacional

15.829 15.817 45.250 45.250
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1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación

implementación de es-
trategias educativas inte-
grales, pertinentes y de 
calidad en zonas rurales 
nacional

14.440 14.440 - -

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación

Implementación de es-
trategias educativas inte-
grales, pertinentes y de 
calidad en zonas rurales. 
Nacional

27.470 27.470 18.355 59.670

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación

Construcción, mejoramien-
to y dotación de espacios 
de aprendizaje para pres-
tación del servicio educa-
tivo e implementación de 
estrategias de calidad y 
cobertura. Nacional

47.855 47.855 43.655 96.858

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación

Apoyo para fomentar el ac-
ceso con calidad a la edu-
cación superior a través de 
incentivos a la demanda en 
Colombia

67.212 67.212 42.721 68.892

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

Unidad 
Administrativa 
Especial de 
Alimentación 
Escolar

Apoyo a la implemen-
tación del Programa de 
Alimentacion Escolar - 
Alimentos para Aprender. 
Nacional

- - 180.687 308.923 

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

sena
Mejoramiento del servicio 
de formación profesional 
del sena. Nacional

266.490 248.839 532.980 274.485 

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

icbf
Apoyo al desarrollo inte-
gral de la primera infancia 
a nivel nacional

913.275 913.275 1.826.549 913.275 

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinCultura

Construcción, adecuación, 
mantenimiento, restaura-
ción y dotación de infraes-
tructura cultural. Nacional

3.101 3.101

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

Unidad 
Administrativa 
Especial de 
Alimentación 
Escolar

Implementación del nue-
vo programa de alimenta-
cion escolar en Colombia 
- Alimentos para Aprender. 
Nacional

4.089 4.089

1.4. Desarrollo 
social: Educación 
rural

MinEducación
Implementación del pro-
grama de alimentación es-
colar en Colombia

295.885 295.885

1.5. Desarrollo 
social: Vivienda 
y agua potable

MinVivienda

Desarrollo y mejoramiento 
del sector de agua potable 
y saneamiento básico a ni-
vel nacional

600 600 630 630
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1.5. Desarrollo 
social: Vivienda 
y agua potable

MinVivienda

Apoyo financiero para fa-
cilitar el acceso a los servi-
cios de agua potable y ma-
nejo de aguas residuales a 
nivel nacional

30.412 30.412 7.758 9.983 

1.5. Desarrollo 
social: Vivienda 
y agua potable

MinAgricultura

Subsidio para la construc-
ción o mejoramiento de 
vivienda de interés social 
para la población rural. 
Nacional

19.500 19.206 49.500 49.500 

1.5. Desarrollo 
social: Vivienda 
y agua potable

fonvivienda Subsidio familiar de vivien-
da a nivel nacional 207.390 207.390 207.390 207.390

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinTrabajo
Fortalecimiento del diálo-
go social y la concertación 
a nivel nacional

- - 25 25

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinTrabajo

Fortalecimiento del desa-
rrollo de las políticas de 
empleo en el marco del 
trabajo decente en el terri-
torio nacional

44 - 50 50

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

ica

Prevención y control de 
plagas y enfermedades e 
inocuidad en la producción 
primaria nacional

50 - 100 -

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinTrabajo

Fortalecimiento a la políti-
ca de formalización labo-
ral, generación de ingresos 
y economía solidaria en el 
territorio nacional

80 80 40 40

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinAgricultura

Construcción y fortale-
cimiento de políticas de 
generación de ingresos 
y fortalecimiento de las 
capacidades productivas 
que permitan el desarro-
llo agropecuario y rural. 
Nacional

100 100 - -

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

adr

Optimización de la gene-
ración de ingresos sosteni-
bles de productores rura-
les a nivel nacional

- - 190 190

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

adr

Fortalecimiento de la co-
financiación de proyectos 
integrales de desarrollo 
agropecuario y rural para 
la población rural a nivel 
nacional

350 350 - -
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1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

upra

Fortalecimiento de la ges-
tión de información y sus 
tecnologías para la plani-
ficación y orientación de 
la política de gestión del 
territorio para usos agro-
pecuarios en el ámbito na-
cional

- - 418 418

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

adr

Formulación e implemen-
tación de planes y proyec-
tos integrales con enfoque 
territorial para la pobla-
ción rural. Nacional

499 499 - -

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinTrabajo

Divulgación de los dere-
chos fundamentales del 
trabajo en la aplicación del 
trabajo decente en el terri-
torio a nivel nacional

436 325 429 429

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinTrabajo

Incremento de la efecti-
vidad de la inspección, 
vigilancia y control ejer-
cida por el Ministerio de 
Trabajo a nivel nacional

375 135 725 725

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

anm
Mejoramiento de los están-
dares de la actividad mine-
ra a nivel nacional

1.039 1.039 - -

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

adr

Implementación de un mo-
delo de atención y presta-
ción de servicios de apoyo 
a la comercialización a ni-
vel nacional

- - 1.069 1.069 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

Unidad 
Administrativa 
Especial 
del Servicio 
Publico de 
Empleo

Fortalecimiento de la red 
de prestadores en atención 
a víctimas a través del spe. 
Nacional

866 866 978 978

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

Unidad 
Administrativa 
Especial de 
Organizaciones 
Solidarias

Desarrollo de emprendi-
mientos solidarios a través 
de negocios inclusivos a ni-
vel nacional

1.456 1.456 - 1.498 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

sena Administración e interme-
diación laboral. Nacional 1.092 1.092 1.243 1.243 
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1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

icbf

Desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes 
en el marco del recono-
cimiento, garantía de sus 
derechos y construcción de 
proyectos de vida a nivel 
nacional

3.785 3.785 - -

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

adr

Fortalecimiento a la pres-
tación del servicio público 
de extensión agropecuaria. 
Nacional

4.736 - 3.791 3.791 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

icbf

Apoyo para el desarrollo de 
los proyectos de vida para 
adolescentes y jovenes a 
nivel nacional

- - 11.551 5.776 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

icbf

Desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes 
en el marco del recono-
cimiento, garantía de sus 
derechos y construcción de 
proyectos de vida a nivel 
nacional

13.482 9.697 - -

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

icbf

Contribución al desarrollo 
integral de niñas y niños 
entre seis y 13 años, en el 
marco del reconocimiento, 
garantía de sus derechos y 
construcción de proyectos 
de vida a nivel nacional

- - 18.290 18.290 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

Unidad 
Administrativa 
Especial de 
Organizaciones 
Solidarias

Desarrollo socio-empresa-
rial de las organizaciones 
solidarias a nivel nacional

5.757 5.757 12.268 17.735 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

icbf

Protección de los niños, 
niñas y adolescentes en el 
marco del restablecimien-
to de sus derechos a nivel 
nacional

10.649 10.649 16.968 9.538 

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

sena

Servicio de formación para 
el emprendimiento, fomen-
to del emprendimiento y 
fortalecimiento empresa-
rial a nivel nacional

11.857 11.857 12.213 12.213

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinAgricultura

Implementación de estra-
tegias para la inclusión fi-
nanciera en el sector agro-
pecuario. Nacional

73.461 73.461 4.000 4.000
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1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

Implementación de subsi-
dio económico para pobla-
ción adulta mayor en si-
tuacion de vulnerabilidad. 
Nacional

- - 520.353 520.353

1.6. Producción 
agropecuaria y 
Economía solida-
ria y cooperativa

MinTrabajo

Implantación Fondo de 
Solidaridad Pensional sub-
cuenta de subsistencia. 
Nacional

525.811 525.811

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

icbf

Contribución con acciones 
de promoción y prevención 
en el componente de ali-
mentación y nutrición para 
la población colombiana a 
nivel nacional

108 108 - -

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

Implementación de inter-
vención integral apd  con 
enfoque diferencial étnico 
parar indígenas y afros a 
nivel nacional

9.514 6.040 - -

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

MinComercio

Apoyo para el acceso a los 
mercados de las unidades 
productivas de la pobla-
ción víctima del conflicto 
armado. Nacional

7.683 7.683 7.638 7.638 

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

Implementación de unida-
des productivas de auto-
consumo para población 
pobre y vulnerable a nivel 
nacional

25.931 25.931 - -

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

Implementación de un es-
quema especial de acom-
pañamiento familiar diri-
gido a la población víctima 
de desplazamiento forzado 
retornada o reubicada en 
zonas rurales a nivel na-
cional

33.865 33.820 - -

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social

Fortalecimiento para el de-
sarrollo de infraestructura 
social y hábitat para la in-
clusión social a nivel nacio-
nal - fip nacional

28.696 9.638 19.611 19.611 

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social - ges-
tión gral

Implementación de subsi-
dio económico para pobla-
ción adulta mayor en si-
tuación de vulnerabilidad. 
Nacional

- - 500 -
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1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

adr

Implementación de un mo-
delo de atención y presta-
ción de servicios de apoyo 
a la comercialización a nivel 
nacional

574 574 673 673

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social - ges-
tión gral

Fortalecimiento a entida-
des territoriales en política 
de seguridad alimentaria. 
Nacional

1.000 1.000 1.500 1.500 

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social
- gestión gral.

Implementación de inter-
vención integral a pobla-
ción con enfoque diferen-
cial étnico a nivel nacional

- - 11.034 5.744 

1.7. Garantía 
progresiva del 
derecho a la 
alimentación

Departamento 
Administrativo 
para la 
Prosperidad 
Social
- gestión gral.

Implementación de una 
intervención integral diri-
gida a los hogares rurales 
víctimas de desplazamien-
to forzado en condiciones 
de vulnerabilidad a nivel 
nacional

- - 5.596 20.879 

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

MinEducación

Fortalecimiento de las 
condiciones para el logro 
de trayectorias educati-
vas en la educación inicial 
preescolar, básica y media. 
Nacional

- - 1.437 -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

Implementación de pro-
cesos de retorno o reubi-
cación de víctimas de des-
plazamiento forzado, en 
el marco de la reparación 
integral a nivel nacional

- - 13.944 -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

Implementación de las 
medidas de reparación in-
dividual y colectiva a nivel 
nacional

42.990 42.990 29.401 -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

Artesanías
de Colombia

Apoyo y fomento a la acti-
vidad artesanal de las co-
munidades o grupos étni-
cos, como expresión de sus 
economías propias a nivel 
nacional

129 128 - -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

MinCultura
Fortalecimiento de la ges-
tión cultural a nivel nacio-
nal

351 351 - -
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1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

MinMinas

Fortalecimiento para la re-
ducción de la conflictividad 
socio-ambiental frente a 
las actividades desarrolla-
das por el sector minero 
energético en el territorio 
nacional

380 380 - -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

MinCultura
Implementación del plan 
para las artes a nivel na-
cional

1.100 1.100 - -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

Artesanías
de Colombia

Fortalecimiento de la ac-
tividad artesanal como 
alternativa de desarrollo 
local 2019-2023

2.601 2.572 - -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

esap

Fortalecimiento de las ca-
pacidades institucionales 
de las entidades públicas 
del orden territorial y na-
cional

10.000 2.180 - -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

MinAgricultura

Fortalecimiento del mode-
lo de apoyo a alianzas pro-
ductivas del sector agrope-
cuario a nivel nacional

25.740 25.740 - -

1.8. Planes de 
acción para la 
transformación 
regional

MinAgricultura

Construcción de capacida-
des empresariales rurales: 
confianza y oportunidad a 
nivel nacional

31.040 31.040 14.224 14.224 

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

dnp

Apoyo capacidades institu-
cionales para la construc-
ción de paz y el análisis, 
gestión y transformación 
de conflictos. Nacional

340 340 - -

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

Unidad 
Administrativa 
Especial de 
Gestión de 
Restitución 
de Tierras 
Despojadas

Implementación progra-
ma proyectos produc-
tivos - acceso a instru-
mentos para el desarrollo 
productivo de las familias 
campesinas con restitu-
ción y posesión de sus 
predios, con el propósito 
de contribuir en la gene-
ración de ingresos a nivel 
nacional

1.213 1.213 - -

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

MinCultura
Diseño y realización de la 
convocatoria nacional de 
estímulos

1.519 1.519 - -
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1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

art

Implementación de las tec-
nologías de información 
y comunicaciones para la 
renovación del territorio 
nacional

2.000 1.729 1.900 1.900 

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

art

Apoyo a la implementación 
de esquemas de finan-
ciación, cofinanciación y 
seguimiento de proyectos 
que contribuyan al desa-
rrollo de los territorios 
priorizados a nivel nacional

7.064 6.901 6.778 6.778 

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

art

Apoyo a la implementa-
ción de los programas de 
desarrollo con enfoque 
territorial - pdet en las 
zonas priorizadas a nivel 
nacional

5.850 5.568 8.100 8.100

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

Unidad 
Administrativa 
Especial de 
Gestión de 
Restitución 
de Tierras 
Despojadas

Contribución a la mejora 
de la gestión del proceso 
de protección y restitución 
de las tierras y territorios 
despojados o abandona-
dos forzosamente a nivel 
nacional

19.297 18.104 - -

1.9. Iniciativas 
patr (sin
indicadores pmi)

art

Implementación de activi-
dades para la reactivación 
económica, social y ambien-
tal en las zonas focalizadas 
por los programas de desa-
rrollo con enfoque territo-
rial - pdet nivel nacional

29.324 27.627 29.431 29.431

punto del acuerdo: 2. participación política

2.2 Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

dafp

Mejoramiento de los nive-
les de eficiencia y producti-
vidad de las entidades pú-
blicas del orden nacional y 
territorial

114 114 91 51

2.2 Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

dafp

Diseño de políticas y li-
neamientos en temas de 
función pública para el 
mejoramiento continuo de 
la administración pública. 
Nacional

56 56 517 23

2.2 Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

fontic
Extensión, descentraliza-
ción y cobertura de la radio 
pública nacional

- - 9.324 9.324 

2.2 Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

dnp

Mejoramiento de la arti-
culación entre nación - te-
rritorio para el desarrollo 
territorial y la gestión de 
políticas públicas

8 - - -
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2.2. Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

MinEducación

Fortalecimiento de las 
condiciones para el logro 
de trayectorias educati-
vas en la educación inicial 
preescolar, básica y media. 
Nacional

31 31 - -

2.2. Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

mintic

Servicio de asistencia, ca-
pacitación y apoyo para el 
uso y apropiación de las 
tic, con enfoque diferencial 
y en beneficio de la comu-
nidad para participar en la 
economía digital nacional

193 193 - -

2.2. Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

dnp

Apoyo capacidades institu-
cionales para la construc-
ción de paz y el análisis, 
gestión y transformación 
de conflictos. Nacional

238 238 - -

2.2. Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

mintic

Generación de políticas y 
estrategias dirigidas a me-
jorar la competitividad de 
la industria de comunica-
ciones a nivel nacional

300 300 - -

2.2. Mecanismos 
democráticos 
de participación 
ciudadana

mintic

Fortalecimiento de los con-
tenidos que se emiten a 
través de las plataformas 
de la radio pública nacional

800 800 - -

2.3 Promoción 
de una mayor 
participación en 
la política nacio-
nal, regional y 
local, en igualdad 
de condiciones y 
con garantías de 
seguridad

dafp

Mejoramiento de los nive-
les de eficiencia y producti-
vidad de las entidades pú-
blicas del orden nacional y 
territorial

- - 51 51

2.3. Promover 
una mayor par-
ticipación en la 
política nacional, 
regional y local, 
en igualdad de 
condiciones y 
con garantías de 
seguridad

Fondo 
Rotatorio de la 
Registraduría

Fortalecimiento de la capa-
cidad de atención en iden-
tificación para la población 
en condición de vulnerabi-
lidad, apd. Nacional

2.815 2.815 21 2.921 

2.3. Promover 
una mayor par-
ticipación en la 
política nacional, 
regional y local, 
en igualdad de 
condiciones y 
con garantías de 
seguridad

dnp

Mejoramiento de la arti-
culación entre nación - te-
rritorio para el desarrollo 
territorial y la gestión de 
políticas públicas a nivel 
nacional

8 - - -
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punto del acuerdo: 3. fin del conflicto

3.2 
Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

Instituto 
Colombiano 
de 
Antropología 
e Historia

Protección del patrimo-
nio arqueológico, antro-
pológico e histórico de la 
nación Bogotá, nacional, 
San Agustín, Isnos, Unguía, 
Santa Marta

- - 60 -

3.2 
Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

MinTrabajo

Fortalecimiento de los 
mecanismos de análisis 
e implementación de he-
rramientas para apoyar el 
diseño y monitoreo de la 
política de mercado de tra-
bajo a nivel nacional, regio-
nal y local

- - 75 75

3.2 
Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

uae.
organizacio-
nes solidarias

Desarrollo de emprendi-
mientos solidarios en po-
blación reincorporada o re-
insertada a nivel nacional

108 108 100 100

3.2. 
Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

arn

Prevención riesgos de vic-
timización y reincidencia 
en población en proceso de 
reintegración y en reincor-
poración a nivel nacional

259 259 460 460

3.2. 
Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

MinSalud

Fortalecimiento de los ac-
tores para la apropiación 
del enfoque diferencial 
en la atención en salud y 
promoción social en salud. 
Nacional

- - 2.200 2.200 

3.2. 
Reincorporación 
de las farc-ep a 
la vida civil

arn

Fortalecimiento de la re-
incorporación de los exin-
tegrantes de las farc-ep. 
Nacional

1.065 1.056 1.840 1.840 

3.3 Garantías 
de seguridad y 
lucha contra las 
organizaciones y 
conductas crimi-
nales

MinInterior

Fortalecimiento a la im-
plementación de la gestión 
preventiva del riesgo de 
violaciones a los derechos 
humanos en el territorio 
nacional

893 771 920 1.629 

3.3 Garantías 
de seguridad y 
lucha contra las 
organizaciones y 
conductas crimi-
nales

Defensoría
del Pueblo

Fortalecimiento del conoci-
miento y exigibilidad de los 
derechos de las víctimas 
del conflicto, mediante el 
acompañamiento, aseso-
ría y seguimiento a la Ley 
1448, decretos reglamen-
tarios, Decretos-ley 4633, 
4634 y 4635 de 2011 y la 
Ley 1719 de 2014. Nacional

1.589 1.583 1.468 1.468 
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3.3. Garantías 
de seguridad y 
lucha contra las 
organizaciones y 
conductas crimi-
nales

dafp

Diseño de políticas y li-
neamientos en temas de 
función pública para el 
mejoramiento continuo de 
la administración pública.   
Nacional

36 36 - -

punto del acuerdo: 4. solucion al problema de drogas

4.1. Programa 
Nacional Integral 
de Sustitución de 
Cultivos de Uso 
Ilícito (pnis)

dapre

Consolidación de la ac-
ción integral contra minas 
antipersonal en el marco 
del posconflicto a nivel 
nacional

3.922 3.922 5.500 5.500 

4.1. Programa 
Nacional Integral 
de Sustitución de 
Cultivos de Uso 
Ilícito (pnis)

Fondo 
Colombia
en PAz

Apoyo a la gestión finan-
ciera para el desarrollo 
de programas e iniciativas 
con recursos del impues-
to al carbono a nivel na-
cional

181.133 181.133 - -

4.1. Programa 
Nacional Integral 
de Sustitución de 
Cultivos de Uso 
Ilícito (pnis)

Presidencia 
de la 
República

Apoyo a las acciones para 
el desarrollo integral y el 
ejercicio pleno de los de-
rechos de los niños, niñas y 
adolescentes en los territo-
rios. Nacional

- - 77 77

4.1. Programa 
Nacional Integral 
de Sustitución de 
Cultivos de Uso 
Ilícito (pnis)

MinEducación

Fortalecimiento de las 
condiciones para el logro 
de trayectorias educati-
vas en la educación inicial 
preescolar, básica y media. 
Nacional

213 213 219 -

4.2. Prevención 
del consumo y 
salud pública

MinSalud

Implementación de accio-
nes de promoción de la 
salud y prevención de la 
enfermedad. Nacional

708 708 1.525 1.525

4.3. Solución al 
fenómeno de 
producción y 
comercialización 
de narcóticos

MinJusticia

Fortalecimiento de la pre-
vención del delito en el 
marco de la política crimi-
nal a nivel nacional

- - 628 628

4.3. Solución al 
fenómeno de 
producción y 
comercialización 
de narcóticos

MinJusticia

Fortalecimiento de la terri-
torialización de la política 
criminal contra el crimen 
organizado y efectividad 
de la justicia. Nacional

84 84 - -

4.3. Solución al 
fenómeno de 
producción y 
comercialización 
de narcóticos

MinJusticia

Fortalecimiento e imple-
mentación de la política 
criminal en el Estado co-
lombiano

250 - - -
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punto del acuerdo: 5. víctimas del conflicto

5.1. Justicia y 
verdad

Presidencia 
de la 
República

Fortalecimiento de las enti-
dades del Estado que con-
forman el Sistema Nacional 
de Derechos Humanos y 
dih para diseñar, imple-
mentar y evaluar la polí-
tica integral en la materia, 
y construir una cultura de 
derechos humanos y dih. 
Nacional

152 151 500 500

5.1. Justicia y 
verdad jep

Adecuación dotación y 
puesta en funcionamien-
to de las sedes de la jep. 
Nacional

532 375 515 515

5.1. Justicia y 
verdad jep

Difusión estructura, fun-
ciones y logros de la jep. 
Nacional

2.154 1.871 2.275 2.275

5.1. Justicia y 
verdad jep

Mejoramiento de la capaci-
dad de gestión institucio-
nal de la jep. Bogotá

5.199 5.119 957 7.000 

5.1. Justicia y 
verdad ubdp

Fortalecimiento de las ca-
pacidades tecnológicas 
de la Unidad de Búsqueda 
de Personas Dadas por 
Desaparecidas. Nacional

- - 9.405 9.405 

5.1. Justicia y 
verdad

Comisión 
para el 
Esclarecimiento 
de la Verdad, la 
Convivencia y la 
No Repetición

Adecuación de espacios 
físicos para el esclareci-
miento, reconocimiento y 
dignificación de las vícti-
mas del conflicto armado 
interno a nivel nacional

4.828 4.828 4.910 4.910

5.1. Justicia y 
verdad

Comisión 
para el 
Esclarecimiento 
de la Verdad, la 
Convivencia y la 
No Repetición

Ampliación del conoci-
miento de la sociedad 
sobre lo ocurrido en el 
conflicto armado interno y 
el entorno institucional de-
rivado de los acuerdos de 
paz a nivel nacional

4.472 4.014 8.697 8.697 

5.1. Justicia y 
verdad

Comisión 
para el 
Esclarecimiento 
de la Verdad, la 
Convivencia y la 
No Repetición

Fortalecimiento del reco-
nocimiento social del con-
flicto y las condiciones de 
convivencia pacífica en los 
territorios a nivel nacional

8.159 7.478 10.602 10.602

5.1. Justicia y 
verdad jep

Desarrollo e implementa-
ción de herramientas de 
tecnología e información 
en la jep. Nacional

11.728 11.308 12.265 12.265 
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5.1. Justicia y 
verdad ubdp

Implementación de accio-
nes humanitarias y extra-
judiciales de búsqueda de 
personas dadas por des-
aparecidas en razón y en 
contexto del conflicto arma-
do colombiano. Nacional

- - 25.559 25.559 

5.1. Justicia y 
verdad ubdp

Fortalecimiento de la 
Unidad de Búsqueda 
de Personas Dadas por 
Desaparecidas. Nacional

11.123 10.941 18.941 18.941 

5.1. Justicia y 
verdad

Comisión 
para el 
Esclarecimiento 
de la Verdad, la 
Convivencia y la 
No Repetición

Desarrollo de las acciones 
de esclarecimiento de lo 
ocurrido en el marco del 
conflicto armado interno a 
nivel nacional

16.177 14.748 16.950 16.950

5.1. Justicia y 
verdad jep

Implementación de medi-
das de protección a la vida, 
integridad y seguridad per-
sonal de los sujetos de pro-
tección de la jep. Nacional

26.025 25.374 39.500 39.500 

5.1. Justicia y 
verdad jep

Implementación del 
Sistema Integral de Verdad 
Justicia Reparación y 
Garantías de No Repetición 
en el componente de justi-
cia transicional y restaura-
tiva con enfoques de géne-
ro y diferenciales. Nacional

58.627 55.846 57.602 57.602

5.1. Justicia y 
verdad ubdp

Implementación de pro-
cesos humanitarios y ex-
trajudiciales de búsqueda 
de personas dadas por 
desaparecidas en razón 
y en contexto del conflic-
to armado colombiano. 
Nacional

28.949 27.628 - -

5.4 Reparación 
integral para la 
construcción de 
paz

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

Implementación de pro-
cesos de retorno o reubi-
cación de víctimas de des-
plazamiento forzado, en 
el marco de la reparación 
integral a nivel nacional

- - 22.336 22.336 

5.4 Reparación 
integral para la 
construcción de 
paz

MinSalud

Apoyo para la implemen-
tación de las medidas de 
asistencia y rehabilitación 
a víctimas del conflicto ar-
mado. Nacional

10.265 8.894 13.000 13.000 
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5.4. Reparación 
integral para la 
construcción de 
paz

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

Implementación de las me-
didas de reparación indivi-
dual y colectiva. Nacional

940 940 70.625 70.625 

5.4. Reparación 
integral para la 
construcción de 
paz

Unidad de 
Atención y 
Reparación 
Integral a las 
Víctimas

Servicio de registro único 
de víctimas caracterizadas. 
Nacional

1.308 1.308 - -

5.6 Derechos 
humanos

Presidencia 
de la 
República

Diseño e implementación 
del sistema nacional de 
información para el segui-
miento, monitoreo y eva-
luación de la política pú-
blica integral en derechos 
humanos. Nacional

779 778 943 943

5.6 Derechos 
humanos MinInterior

Fortalecimiento a la im-
plementación de la gestión 
preventiva del riesgo de 
violaciones a los derechos 
humanos en el territorio 
nacional

4.107 3.511 4.230 -

5.6 Derechos 
humanos

Defensoría 
del Pueblo

Fortalecimiento del cono-
cimiento y exigibilidad de 
los derechos de las vícti-
mas del conflicto, mediante 
el acompañamiento, aseso-
ría y seguimiento a la Ley 
1448, decretos reglamen-
tarios, Decretos-ley 4633, 
4634 y 4635 de 2011 y Ley 
1719 de 2014. Nacional

19 - - -
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punto del acuerdo: 6. implementación, verificación y refrendación

6.1 Mecanismos 
de implementa-
ción y verifica-
ción

Defensoría
del Pueblo

Fortalecimiento del conoci-
miento y exigibilidad de los 
derechos de las víctimas 
del conflicto, mediante el 
acompañamiento, aseso-
ría y seguimiento a la Ley 
1448, Decretos reglamen-
tarios, Decretos-Ley 4633, 
4634 y 4635 de 2011 y la 
Ley 1719 de 2014. Nacional

106 92 800 800

6.1. Mecanismos 
de implementa-
ción y verifica-
ción

cgr

Fortalecimiento de la capa-
cidad técnica y operativa 
de la cgr para desarrollar 
el seguimiento y evalua-
ción de las políticas públi-
cas dirigidas a la población 
víctima y las relacionadas 
con posconflicto. Nacional

2.169 2.169 6.483 6.483

6.1. Mecanismos 
de implementa-
ción y verifica-
ción

dapre

Implementación de los en-
foques de género e inter-
seccionalidad en la gestión 
pública a nivel nacional

798 798 - -

6.1. Mecanismos 
de implementa-
ción y verifica-
ción

dafp

Mejoramiento de los nive-
les de eficiencia y producti-
vidad de las entidades pú-
blicas del orden nacional y 
territorial

121 121 - -

6.2. Capítulo 
étnico MinInterior

Fortalecimiento para con-
sejos comunitarios y ex-
presiones organizativas en 
las áreas rurales y urbanas 
de la comunidad narp. 
Nacional

400 400 500 500

6.5. 
Herramientas de 
difusión y comu-
nicación

mintic

Fortalecimiento de los con-
tenidos que se emiten  a 
través de las plataformas 
de la radio pública nacional

5.513 5.513 - -

6.5. 
Herramientas de 
difusión y comu-
nicación

mintic
Extensión, descentraliza-
ción y cobertura de la radio 
pública nacional

12.600 12.344 - -

* La vigencia 2020 corresponde a rendición sireci inversión, vigencia 2021 spi.
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